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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro del Medio Ambiente, señor Marcelo Mena Carrasco.
Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 13ª y 14ª, ordinarias, en 9 y 10 de mayo del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dieciocho de Su Excelencia la Presidenta de la República: 



Con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley: 



1) El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



2) El que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (boletín N° 8.149-09).



3) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15).



4) El que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín N° 9.369-03).



5) El que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín N° 9.689-21).


6) El que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (boletín N° 10.063-21).



7) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín N° 10.126-15).



8) El que versa sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



9) El que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo (boletín N°10.314 -06).



10) El que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (boletín N° 10.372-03).



11) El que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (boletín N° 10.394-05).



12) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).



13) El que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (boletín N° 10.545-08).



14) El que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile a efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (boletín N° 10.623-02).



15) El que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín N° 10.647-09).



16) El que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (boletín N° 10.683-06).



17) El que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (boletín N° 11.132-04).



18) El que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al deportista señor Arley Méndez Pérez (boletín N° 11.143-06).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha acogido el proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006”, adoptado el 23 de febrero de 2006 en la 94ª Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo (boletín N° 11.193-10) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el segundo indica que dio su aprobación al proyecto de ley que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (boletín N° 10.995-08) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422, para establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad (boletines N°s 7.025-31 y 7.855-13, refundidos).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.
Informes



De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, de Hacienda y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 3, 4 y 5).



--Quedan para tabla. 

Mociones



De los Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Araya y De Urresti, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de publicidad en las actuaciones judiciales (boletín Nº 11.228-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.


De los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Lagos, Navarro y Walker (don Ignacio), con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 19.712, del Deporte, para promover la inclusión y representatividad de personas pertenecientes a etnias indígenas en actividades deportivas (boletín Nº 11.234-04) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura. 

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señoras Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, por medio del cual rechazan el desconocimiento de las facultades y derechos de la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela; expresan su solidaridad con ese órgano democrático frente a las acciones totalitarias promovidas por el Gobierno; además, exigen al Presidente de ese país que rectifique su actuar de manera de poder superar el estado de crisis institucional imperante; finalmente, hacen un llamado a la comunidad internacional a condenar las violaciones de los derechos humanos, políticos, económicos y sociales, invitando a los parlamentarios del continente a suscribir la presente declaración (boletín N° S 1.933-12) (Véase en los Anexos, documento 8).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Este proyecto de acuerdo lo pondré en votación antes de iniciar el Orden del Día. 



Terminada la Cuenta. 

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

TRATAMIENTO SOBRE TABLA DE PROYECTO RELATIVO A FORTALECIMIENTO DE REGIONALIZACIÓN DEL PAÍS
El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en la Cuenta figuran los informes de las Comisiones de Gobierno, de Hacienda y de Constitución recaídos en el proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país. En los tres informes se rechazan -por unanimidad, en dos de ellos- las enmiendas de la Cámara, con el objeto de buscar un acuerdo en la Comisión Mixta que permita lograr un avance en esta materia que a todos nos satisfaga. 



Por mi parte, pediría ver dicha iniciativa en la sesión de hoy, aprovechando que la tabla está muy reducida, de manera de tener tiempo suficiente para armar la Comisión Mixta. Propongo tratarla después de pronunciarnos sobre el oficio de la Presidenta relativo a las personas propuestas para integrar el Primer Tribunal Ambiental, con sede en Antofagasta. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, yo consulté este tema con los Comités, pero uno de ellos me planteó que no consideraba conveniente ver el proyecto el día de hoy: el Comité Partido Por la Democracia.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, sobre este punto no hay acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le hago presente que su Comité me dio su respaldo, señor Senador. Hablé con el Honorable señor Chahuán.

El señor ESPINA.- Sí, pero usted requiere la unanimidad de la Sala para esto y yo no la doy.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estoy planteando la situación ocurrida con el Comité PPD. El resto de los Comités me dieron su autorización. El Senador señor Hernán Larraín lo hizo en representación de la UDI.

El señor ESPINA.- No hay acuerdo.

El señor COLOMA.- Esta es la Sala, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solamente le digo, Senador señor Espina, que le consulté a su Comité.



Quiero ser bien claro: los Comités de todos los sectores, salvo el del Partido Por la Democracia -por eso lo hago presente-, dieron su consentimiento. La Mesa hizo la consulta directamente porque teníamos una tabla muy reducida.



Como el Comité del Partido Por la Democracia no suscribió la iniciativa, ahora el Comité Demócrata Cristiano ha pedido tratar este proyecto. Pero se requiere la unanimidad de la Sala para hacerlo. Si no hay unanimidad, no podemos verlo.



Quiero dejar constancia, sí, de que los Comités de Renovación Nacional y de la Unión Demócrata Independiente fueron consultados, y los Senadores señores Chahuán y Hernán Larraín dieron su consentimiento.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Una consulta, señor Presidente: ¿en qué instancia recabó usted la unanimidad de los Comités? Porque entiendo que estos no se han reunido. Lo que hubo hoy día fue una sesión de la Comisión de Régimen Interior. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le quiero hacer presente, Senador señor Quintana, que lo consulté personalmente con cada uno de los Comités.

El señor QUINTANA.- Entonces, señor Presidente, ¿está el informe? Porque entiendo que debe estar disponible 24 horas antes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ese es otro tema.

El señor QUINTANA.- Eso es lo reglamentario, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estoy de acuerdo, pero insisto: la Presidencia consultó directamente a cada uno de los Comités.



Ahora, si la Sala no da el consentimiento unánime, la iniciativa no puede tratarse hoy y deberá verse en la sesión correspondiente, dejándose constancia de lo ocurrido esta tarde.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el Comité Independientes y Partido Amplitud pidió ver hoy este proyecto. Sin embargo, el Senador Espina no ha dado la unanimidad para eso.



El país lo tiene que saber: usted había recabado la venia de cada Comité para abocarnos a esta iniciativa hoy y le habían dicho que sí. Y acá, en la Sala, no se ha dado la unanimidad.



Esa es la demostración de que no existe ánimo para tratar esta normativa. Nosotros, el Comité Independientes y Partido Amplitud, hemos insistido permanentemente en que se debe atender el reclamo que nos hace todo Chile. 



¡Es una vergüenza que una vez más estemos asistiendo a la negativa de avanzar en una propuesta legislativa tan importante para las regiones!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, primero quiero aclarar que la consulta directa a los Comités por parte de la Presidencia del Senado se hace siempre y cada vez que es necesario. Muchas veces existe la necesidad de reuniones de emergencia o de consultas porque -como todos sabemos- en el trámite legislativo hay situaciones que son muy dinámicas o que requieren cierta urgencia.



Yo pedí que se tratara este proyecto hoy día porque ha habido un debate muy largo en este tema. Sobre regionalización siempre hemos ido conversando en paralelo, tanto del traspaso de atribuciones a los gobiernos regionales como de la génesis democrática de los futuros gobernadores regionales y, también, del momento y del tiempo en que esas elecciones se pueden desarrollar.



Le comprometimos al país una normativa que permitiría la elección de gobernadores regionales este año, en las próximas elecciones presidenciales, parlamentarias y de cores. Eso tiene lógica, pues si los gobiernos regionales son elegidos junto con la Presidencia de la República, la gente puede perfectamente optar por respaldar a quien vaya a ser el Jefe de Estado o por establecer los equilibrios que le parezcan pertinentes.



Me ha llamado mucho la atención que frente a esta normativa haya oposición de los colegas del PPD -lo digo fraternalmente-, porque yo sé que ellos no quieren que la elección se haga este año. Y eso es entendible por razones electorales, como algunos han explicado,…

El señor HARBOE.- ¡No, no, no! ¡Eso es injusto!

El señor PIZARRO.-… pero en el tema del traspaso de atribuciones el acuerdo que hay -se tomó en las Comisiones- es que la normativa derechamente vaya a una Comisión Mixta, pues es ahí donde vamos a buscar los consensos necesarios entre los distintos partidos de la Nueva Mayoría y de la Oposición.



Entonces, señor Presidente, quiero visibilizar esta situación. 



Lo lamento, pues esto nos va a significar un atraso de dos o tres semanas, en circunstancias de que al país le prometemos y le juramos, cada vez que nos preguntan, que vamos a sacar estas iniciativas a la brevedad, pero, cuando llega el momento de votar, la situación es completamente distinta.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, efectivamente, como señaló el Senador Bianchi, el Comité Independientes y Partido Amplitud pidió, al igual que la Democracia Cristiana, ver este proyecto el día de hoy, porque -hay que decirlo- en las últimas semanas la escasez de iniciativas relevantes en las tablas de las sesiones del Senado ha sido enorme. 



No entiendo por qué propuestas legislativas como el límite a la reelección no llegan a la Sala. Está parada hace rato en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Yo pedí el desarchivo de la iniciativa que exige exámenes de droga a parlamentarios hace casi nueve meses. Es una moción de mi autoría, junto con el Senador Chahuán, que tampoco llega a trámite legislativo. 



Y hay otros proyectos que están en desarrollo.



Señor Presidente, yo le quiero pedir que llame a reunión de Comités, pues una materia tan relevante como la descentralización, en la que varios de nosotros hemos trabajado intensamente, amerita una respuesta más contundente que una mano diciendo que se opone. 



Queremos un argumento de fondo para entender la lógica de quienes no desean que esto se vea y se discuta en la Sala. 



Por tanto, pedimos reunión de Comités.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, muy simple: aquí se ha tomado la decisión de no dar la unanimidad. Pero sinceremos el tema: este proyecto divide totalmente a la Nueva Mayoría. Y también hay opiniones distintas en nuestro sector. 



Se ha dicho que esto es una vergüenza. Yo pienso que hay otras cosas que dan más vergüenza. 



Por último, hay que respetar el Reglamento, que exige la unanimidad. Los que no estén de acuerdo tienen todo el derecho de pedir reunión de Comités.



Los chilenos no necesitan más elecciones, reformas constitucionales de traspaso de competencias ni lo demás, por una razón muy sencilla: todos los parlamentarios han coincidido en privado y en los pasillos en que esta iniciativa de ley que se pretende llevar adelante no solamente es mala, ¡sino muy mala! 



Yo felicito al PPD, que está siendo consecuente. 



¡La ley es mala!



Hay algunos Senadores que al oído nos dicen: “¡Oye, si esta cuestión es mala!”, pero cuando están aquí, en la Sala, callan. 



“¡Oye, ustedes voten en contra!”, nos señalan.



¡No! Aquí se respeta el Reglamento. Y de cara al país.



¿Ustedes creen que los chilenos están aplaudiendo en este minuto porque vamos a elegir intendentes?



Hasta ahora no ha existido voluntad de ningún gobierno para cederles poder a las regiones. Si no hay plata, si no hay autonomía, ¿para qué vamos a tener autoridades decorativas? 



No voy a hacer un discurso sobre esta materia, señor Presidente. Hagan la reunión que corresponde. Sin embargo, quiero que quede claro: esta iniciativa de ley que se pretende debatir no solamente es mala: ¡es muy mala! Y por lo menos en la Derecha, a la cual yo pertenezco, no necesitamos estar sacando tarjeta de presentación para ser más demócratas que otros.



Si quieren hacer elecciones, que se hagan. Ahí vamos a estar. ¡Pero con una ley de traspaso de competencias competente!



Señor Presidente, yo, con nombre y apellido, a través de las cámaras del Canal del Senado -porque me está viendo todo el país-, debo puntualizar que no tengo ningún problema para decir que no estoy de acuerdo en legislar hoy día de la manera propuesta para que haya elecciones decorativas que no les servirán de nada a las regiones.

El señor MONTES.- ¿Quién le habló al oído…?

El señor MOREIRA.- ¡Usted, pues…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les pido a Sus Señorías evitar los diálogos.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, considero absolutamente inaceptable la afirmación del Senador Bianchi en cuanto a que el simple hecho de que yo plantee la posibilidad de que se conozca un informe que le permitiría a toda la Sala conocer las opiniones de personas a las que invitamos a la Comisión de Constitución implica una oposición a que avancemos en lo concerniente al traspaso de competencias a los gobiernos regionales.



¿Para qué invitamos a cinco, seis, siete expertos y tuvimos largas sesiones al objeto de que nos entregaran su parecer acerca del proyecto pertinente?



Salvo los cinco miembros de la Comisión de Constitución y uno o dos colegas que asistieron a las sesiones de ella, ¡ningún Senador  conoce las opiniones de los expertos!



En un Senado que se precie de tal, lo que sí constituye una vergüenza es que se vote un proyecto de ley -lo digo con el mayor respeto- sin tener a la vista el informe pertinente, sin saber qué opinaron los especialistas en la materia, sin conocer los fundamentos.



Entonces, ¡para qué existen los informes!



Yo solo estoy solicitando que se respete el derecho a tener el informe respectivo arriba de la mesa para estudiarlo. Si no, las votaciones se realizarán en el aire.



De otra parte, no votar en esta sesión no retrasa en nada el proyecto de ley pertinente. Porque, de rechazarse ahora las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, deberá constituirse una Comisión Mixta. Y no creo que ningún Senador pretenda que ella funcione durante la semana regional. De manera que ese órgano tendría que sesionar en la semana subsiguiente.



Ahora, como la iniciativa tiene urgencia, no me cabe duda de que las enmiendas de la Cámara Baja se van a votar el martes de dicha semana. Entonces, la Comisión Mixta podrá constituirse ese mismo día y comenzar a sesionar para despachar el proyecto.



Por tanto, no es verdad que de no votarse ahora se provocará un atraso.



Señor Presidente, simplemente, me gustaría (y voy a preocuparme de ello) que se diera a conocer la lista de los Senadores que no son miembros de la Comisión de Gobierno y que asistieron a ella; entiendo que fueron muy pocos. Porque hoy día muchos hablan del tema, pero no los vi preocupados por enterarse del contenido del proyecto.



Mi petición, pues, se funda en un sentido de responsabilidad.



Si no, ¡para qué el Senado invita a expertos a exponer en las Comisiones!



Además -repito-, no se provoca ningún atraso: la próxima semana es regional; se vota el martes subsiguiente, y perfectamente ese día puede quedar constituida la Comisión Mixta, porque el proyecto tiene urgencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En todo caso, les solicito a Sus Señorías que se refieran a la cuestión reglamentaria y no al contenido de la iniciativa, el que podrá discutirse en el momento oportuno, sea en la Comisión Mixta o cuando recibamos su informe.



No entremos a hacer apreciaciones, objetivas o subjetivas, sobre el proyecto, el cual, por lo demás, cumplió su trámite en la Comisión técnica, como correspondía; se discutió en la Sala, y pasó por equis razones (no recuerdo cuáles) a la Comisión de Constitución, la que emitió un nuevo informe.



No hay, entonces, desconocimiento total de la iniciativa.



Por lo tanto, a los señores Senadores que se hallan inscritos les reitero mi solicitud en el sentido de que se refieran únicamente a la cuestión reglamentaria, sin entrar a discutir el proyecto en sí mismo.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en esta materia yo tengo que distinguir entre lo que a mí me gustaría y el pronunciamiento que me corresponde emitir como Jefe de Comité.



Los Senadores de mi bancada han manifestado su preocupación y plantearon el retiro de nuestro respaldo a la petición de que el proyecto en comento sea visto ahora, por no contarse con los informes y las opiniones de los especialistas.



Yo tengo una opinión distinta. Pero, como Jefe de Comité, me corresponde canalizar y expresar la voluntad de mi bancada.



Ciertamente, creo que la iniciativa en cuestión es importante. No quiero entrar al fondo de ella. Sin embargo, considero del todo pertinente, si esto no altera los plazos, que conozcamos antes los informes respectivos para que podamos tomar una decisión acabada sobre esta materia, que es de la mayor relevancia para nuestro país.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De todas maneras, señor Senador, debo recordarle -porque no quiero que quede la sensación de que no hice el trabajo que me correspondía- que lo consulté personalmente con usted, como Jefe de Comité,...

El señor CHAHUÁN.- Efectivamente, lo hablamos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-... y que me dio su aquiescencia para que pudiéramos incluir el proyecto respectivo en la tabla de hoy.

El señor CHAHUÁN.- Así fue, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ahora, si en su bancada existe disposición para revocar ese acuerdo, no hay problema.

El señor CHAHUÁN.- Por eso lo dije.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la verdad es que me encantaría poder entregar los argumentos que avalan mi posición en cuanto al proyecto sobre competencias de los gobiernos regionales. Empero, Su Señoría nos ha pedido ceñir nuestras intervenciones a la cuestión reglamentaria.



Bueno, yendo a lo reglamentario, debo decir que la iniciativa pasó de la Comisión de Gobierno a la de Hacienda, y de esta, a la de Constitución, Legislación y Justicia.



El proyecto, en consecuencia, ha sido visto por tres Comisiones. Sin embargo, señor Presidente, usted no hace poner sobre nuestros escritorios ninguno de los informes emitidos. No sabemos qué se conversó, qué se trató en cada una de esas Comisiones. ¡Pero Su Señoría quiere poner en debate el proyecto altiro...!



Algunos Senadores nos dicen a los de la bancada del PPD que estamos oponiéndonos a la elección de gobernadores regionales en 2017.



Entonces, yo les respondo que quienes quieren que se apruebe esta iniciativa solo desean que la elección de esas autoridades sea el 2017. ¡No importa otra cosa!



Yo no voy a acusar a ninguna bancada ni a ningún parlamentario de querer aprobar una ley de manera irresponsable. Pero no puedo aceptar que me digan que estoy oponiéndome a que la elección de gobernadores regionales se realice el año 2017.



¡Qué más desearía yo que tuviéramos cuanto antes elección de gobernadores regionales! Pero quiero esa elección tras un proyecto que alcancemos a debatir con los antecedentes del caso, que tenga fundamento.



Por esa razón la bancada del PPD, de manera responsable, le dice: “Señor Presidente: tratemos esta iniciativa cuando corresponda y cuando todos los Senadores tengamos sobre nuestros escritorios los informes respectivos”.



En esta ocasión no dimos la unanimidad. Pero  cuando un Comité no da la unanimidad no hay por qué señalarlo en público. Así ha sucedido tradicionalmente.



Señor Presidente, ¡usted ha dicho cinco veces que nuestra bancada se opuso!



Tradicionalmente, si un Comité o un parlamentario manifiesta oposición, la Mesa -y me ha correspondido integrarla- solo expresa: “No hay unanimidad”. ¡No tiene por qué nombrar a la bancada ni al parlamentario que se opone!



¡Eso es Reglamento, señor Presidente!



¡Usted está violando el Reglamento en su espíritu y en su letra al denunciar públicamente, a través de las cámaras, a un parlamentario o a una bancada que se opone cuando se pide unanimidad para pasar por sobre el Reglamento  y tratar en esta sesión -porque Su Señoría quiere que lo veamos ahora- un proyecto sobre el cual no tenemos ninguno de los informes emitidos por las tres Comisiones que lo analizaron!



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Yo no puedo guardar silencio frente a lo que usted ha dicho, señor Senador.



En primer lugar, debo expresar que hice algo concreto esta mañana. En efecto, como no teníamos una tabla extensa -figuraban en ella solo dos asuntos: un nombramiento y un proyecto-, consulté a cada uno de los Comités acerca de la posibilidad de tratar sobre tabla el proyecto en cuestión. Y, lógicamente, debía decir qué Comités fueron consultados y cuál manifestó que no se hallaba en disposición para hacerlo. Por cierto, ese Comité estaba en su derecho, y así lo expresé.



Tras la cuenta que di de aquello, un Comité pidió que se pronunciara la Sala. Y hubo oposición. Entonces,  yo dije: “Habiendo oposición, no se puede tratar el proyecto”.



En segundo término, quiero pedirle que seamos francos, señor Senador.



¡Yo no he infringido de ninguna manera el Reglamento!



De consiguiente, le pido que me diga qué artículo específico del Reglamento he vulnerado por haber procedido como lo hice.



Por último, debo hacerle presente a Su Señoría que la Sala ha tomado conocimiento de  dos informes.



Efectivamente, el tercer informe, el de la Comisión de Constitución, no se puso a disposición de la Sala con 24 horas de antelación. De manera que Su Señoría y cualquier otro Senador tienen derecho reglamentario a pedir que el proyecto en que recae dicho informe no sea tratado por la Sala en esta sesión. Y es lo que está ocurriendo.



En consecuencia, yo les pido que no formulen un cargo que, a mi modo de ver, es poco responsable: el de decirle a la Presidencia que está infringiendo abiertamente el Reglamento.



¡Yo no he infringido el Reglamento!



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, concuerdo absolutamente con su postura en este tema: no se puede dejar pasar el hecho de que, habiéndose informado un proyecto que la Comisión respectiva votó negativamente para dar lugar a la formación de una Comisión Mixta, se utilice un recurso reglamentariamente para prorrogar, una vez más, una materia hiperdiscutida y que ha sido conocida por diversas Comisiones de la Cámara de Diputados y del Senado.



Se trata de tres iniciativas paralelas: la de reforma constitucional, que ya aprobamos en el Congreso Nacional; la de traspaso de competencias, y la vinculada con la Ley Electoral.



La de traspaso de competencias se presentó durante el Gobierno precedente. Y, en esta misma Sala, la mayoría de los Senadores votaron a favor del traspaso; pero hoy día consideran que el proyecto es insuficiente.



Entonces, pongamos las cosas en su real perspectiva.



Pueden cambiar de opinión. Pero que lo hagan de manera tan drástica me parece raro, sobre todo cuando se han entregado muchas más competencias a las regiones.



Por lo tanto, señor Presidente, nosotros insistimos en que llame a reunión de Comités para ver si logramos un acuerdo sobre este asunto y adelantamos los tiempos como la ciudadanía lo requiere.



Hubo una Comisión Presidencial, la que estuvo a cargo de Esteban Valenzuela y de Enrique von Baer, personajes que no son desconocidos por nadie. 



Los informes sobre la materia son conocidos por todos nosotros.



Cosa distinta es que no se quiera que haya elección de gobernadores regionales. Eso se resolverá oportunamente.



En mi concepto, no podemos seguir planteando -lo digo con respeto- excusas para dilatar el tratamiento de este sensible tema.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Yo lamento, señor Presidente, que se haga una tormenta en un vaso de agua: lo que se ha planteado en la Sala es rechazar las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, tal como se procedió en las Comisiones de Gobierno y de Constitución.



Asistí ayer a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia en remplazo de un colega, pero no escuché a ningún  Senador decir que era necesario invitar a determinadas personas para que expusieran su opinión. Al contrario, por unanimidad se acordó rechazar lo aprobado por la Cámara de Diputados a fin de posibilitar que la iniciativa fuera a una Comisión Mixta.



Un Senador dice que este es un mal proyecto. ¡Pero la Comisión Mixta es precisamente para eso: para mejorarlo!



De otra parte, quienes piensan que de acogerse esta iniciativa va a haber elección de gobernadores están absolutamente equivocados, porque, a pesar de que en enero se aprobó una reforma constitucional, el propio texto dice que para que tenga lugar aquella primero debe existir traspaso de competencias a los gobiernos regionales.



Sinceramente, considero imposible que se alcance a realizar elección de gobernadores regionales este año, debido a las cuestiones que se hallan pendientes. Porque tiene que haber traspaso de competencias -repito- y, asimismo, de recursos presupuestarios.



Yo pido formar de una vez por todas la Comisión Mixta y no perder quince, veinte o treinta días más.



Este proyecto lleva meses en el Senado: pasó de Gobierno a Hacienda, y de Hacienda, a Constitución. ¿Y si la Sala no se pronuncia hoy vamos a demorar quince días más?



¡Me parece inaudito!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, solo quiero manifestar mi preocupación por el tono que ha adquirido este debate.



Digo aquello porque escuché a un señor Senador plantear que en la dilatación del despacho de este proyecto existían ciertos intereses electorales.



Yo puedo, no sé si afirmar, pero a lo menos argumentar que es legítimo pensar exactamente al revés: que hay una bancada que lo único que desea es crear una pega política para solucionar conflictos electorales internos, sin importar la calidad del proyecto sobre transferencia de competencias.



Señor Presidente, debo puntualizar que tuve la oportunidad de conocer en detalle esta iniciativa recién como integrante de la Comisión de Constitución.



Probablemente algunos de los presentes en la Sala ni siquiera han leído su texto.



Un Senador dijo “Esto se votó en general”.



Cuando se votó la idea de legislar era otro proyecto.



Después de que el Senado lo aprobó en general el Gobierno introdujo una indicación sustitutiva que dio lugar a un proyecto distinto.



Entonces, a quienes crean que van a votar la iniciativa que aprobaron en general solo quiero decirles que ni siquiera han tenido la delicadeza de leer y estudiar el procedimiento previsto en el nuevo articulado.



Solo voy a comentar que el proyecto se llama “Transferencia de competencias”. ¡Pero cuál fue la sorpresa para algunos de nosotros al enterarnos de que no transfiere ninguna competencia! En efecto, mediante esta iniciativa el Congreso Nacional le entrega al Presidente de la República, cualquiera que sea, una facultad para que, por decreto supremo, les otorgue competencias a los gobiernos regionales, con potestad para revocárselas.



¡Eso hace este proyecto!



Entonces, a quienes claman por la descentralización, que a lo mejor no han reparado en aquello por no haber leído siquiera el articulado, los insto a revisarlo, porque no es el mismo que se aprobó en general.



Yo, que tengo interés en la descentralización, no quiero un Presidente de la República, cualquiera que sea su color político, con facultad para, por decreto supremo, otorgarles competencias a los gobiernos regionales y luego quitárselas. Porque hasta la Contraloría General de la República dijo que transferir competencias es materia del legislador, no de la potestad reglamentaria.



Entonces, a aquellos que, probablemente para la frase en la televisión, para la cuña de 30 segundos, dicen que este proyecto descentraliza yo les pediría un poquito más de estudio. Porque al menos el análisis que hubo en la Comisión de Constitución revela que no existe transferencia de competencias, sino la mera delegación de una facultad temporal.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, yo me incorporé ligeramente tarde a esta sesión, pero venía siguiéndola por el teléfono celular vía streaming. 
El señor LARRAÍN.- ¡Todo un Steve Jobs…!

El señor PROKURICA.- ¡Esa estuvo buena...!

El señor PIZARRO.- ¡Qué bien...!

El señor LAGOS.- En consecuencia, no me perdí de ningún argumento.



Ahora, al igual que el Senador Harboe, debo señalar que el tono de esta conversación no es grato ni sano.



Y se lo voy a decir con mucho respeto, señor Presidente, porque le tengo una gran admiración: a ratos, mientras observaba mi celular, sentí que la forma como se procedió a plantear el tratamiento de un proyecto que no figuraba en la tabla de esta sesión tenía un ligero sesgo y, además, que la repetición del nombre de una bancada que se oponía, la del Partido Por la Democracia, no ayudó.



Primero, porque hemos descubierto que se trataba de más de una bancada. Y quiero que después verbalice esto, señor Presidente, para que se haga la corrección respectiva y quede en acta que no había solo una bancada que no estaba en condiciones de dar el sí para discutir sobre tabla la iniciativa en cuestión.



Eso, en cuanto a la forma. Y es muy importante. Porque lo acabo de escuchar acá en boca de los  Senadores Chahuán, Espina, Moreira.



Entonces, no se trata de un solo partido. Y en eso hay que ser muy cuidadoso, pues esta materia es tremendamente delicada.



Segundo, no me parece adecuado señalar con un dedo a aquel que quiere que las cosas se hagan de acuerdo al Reglamento.



Acá, de quien más he aprendido de Reglamento es de usted, señor Presidente. Y siempre ha dicho que hay que respetarlo. Usted ha observado el Reglamento. Pero si existe un informe de la Comisión de Constitución donde constan las opiniones, como manifestó el Senador Espina, de cinco o seis expertos que fueron a ese órgano técnico, uno tiene derecho a conocerlo.



Y voy a la cuestión más de fondo.



Yo quiero la descentralización.



Señor Presidente -¡y aprovecho la televisión...!-, cuando discutimos la reforma constitucional sobre elección de gobernadores regionales, ¿qué logró esta bancada, la del PPD? ¡Ahora puede decirlo fuerte! Conseguimos que se hiciera un vínculo entre aquella elección y la existencia de una ley sobre competencias y atribuciones. Eso ya no estaba. Venía en el proyecto original, pero se había eliminado. Y logramos reponerlo nosotros. 

El señor TUMA.- ¡Así fue!

El señor LAGOS.- ¿Para qué? Precisamente para evitar lo que algunos creen -¡yo no, por supuesto!-: que se quiere elegir gobernadores sin atribuciones. O sea, ¡pega, cargos públicos! ¿Y por qué? Porque se rebajó el quorum para elegirlos: en vez de 50 por ciento más uno, 40 por ciento. “¡Más fácil, camino propio, hago lo que quiero!”.



Eso buscaban algunos -podría pensar uno- muy cínicamente.



Ahora, para decir las cosas como son, reitero lo que señalaba el Senador Moreira: ¡en privado muchos manifiestan que la ley en proyecto no les gusta...!



Por último -se me adelantó, pero correctamente, el Senador Harboe-, la iniciativa que todos aprobamos en general acá era la presentada en el Gobierno anterior, que hacía referencia a atribuciones y competencias en el sistema vigente, conforme al cual el Presidente de la República nombra al intendente.



Por esa razón el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva (esto, para la televisión: ¡que sustituye!) que cambia completamente el proyecto, porque ahora vamos a elegir al intendente.



Entonces, señor Presidente, debo expresarle que si una bancada tiene una dificultad o quiere que se cumpla el Reglamento, no estamos faltando a nada ni traicionando a nadie.



Además, quiero recordar que falta algo. Podemos elegir al gobernador regional ojalá este año -y lo reitero: ojalá este año- y contar con una buena ley de atribuciones y competencias, pero esa autoridad, designada por todos nosotros en la Quinta Región y con potestades que no sabemos cuáles son, pero que existirán, tal vez no dispondrá de recursos, porque no hay una ley de rentas regionales.



Y no acepto -lo digo acá- que se argumente: “Se exigen muchas cosas, porque es una excusa para no llevar a cabo la descentralización”. Si les digo a todos los porteños -y a San Antonio también- que vamos a elegir al mejor de los nuestros, porque sacará el cuarenta por ciento de los votos, y la persona recibe facultades, pero carece de plata para hacer las cosas, eso es populismo y generar expectativas que no se cumplirán.



Entonces, si se incluye sobre tabla un proyecto de esta importancia, lo mínimo es dedicarle tiempo.



Espero que votemos y aprobemos en el año en curso los gobernadores regionales, con buenas atribuciones, y una ley de rentas regionales. Sin embargo, me ha sorprendido ver que en mi Gobierno no hay ningún ánimo de presentar una iniciativa de esa índole.



Lo más increíble es que todos los grandes “descentralizadores” no hacen referencia ni a rentas regionales ni a facultades y competencias: quieren solo elegir a una persona. ¿Saben Sus Señorías lo que es eso? Es populismo. Es creación de cargos públicos. Esta es la interpretación que me surge.



Al haberse efectuado una rebaja para ganar con un cuarenta por ciento de los sufragios, a lo cual el Senador que habla contribuyó, entiendo todo lo que se halla detrás.



Entonces, cuidémonos un poco más entre nosotros, porque el debate es importante. Va a terminar en la Comisión Mixta, seguramente, pero ojalá que sea así para ponernos de acuerdo.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entiendo que a estas alturas se encuentra resuelto, por razones reglamentarias, que no vamos a ver el proyecto en la presente sesión.



Sin perjuicio de ello, deseo consignar que cuando Su Señoría me consultó en la mañana, en mi calidad de jefe de Comité, le respondí que entráramos a discutirlo si no había otros en tabla. No tengo ningún inconveniente en tal sentido, porque no estamos por obstaculizar el debate.



No obstante, cuando pude socializar la cuestión con los demás integrantes de mi bancada, hubo bastante inquietud por desconocerse el contenido del proyecto, si bien se comparte la voluntad de legislar. Como bien lo hizo presente el Senador señor Harboe, no es aquel del cual nos impusimos. Solo quiero reiterar que se trata de un texto nuevo.



En consecuencia, lo que se ha hecho tanto en la Comisión de Gobierno como en la de Constitución es rechazarlo, porque no podemos corregirlo en el tercer trámite. No podemos introducirle modificaciones, lo que solo sería posible si lo analizamos en una Comisión Mixta. Me parece que ese será el desenlace.



Sin entrar al debate del mérito de las ideas, quiero hacerme cargo de una afirmación hecha por varios colegas, pero en la que fue más claro y transparente el Honorable señor Quinteros. Todos lo han dicho de alguna manera, mas Su Señoría manifestó: “Esto no se podrá aplicar en el presente año”.



He leído en la prensa que partidos políticos de la coalición oficialista sostienen que ya no es posible aplicar el sistema por razones de distinto tipo. Entre otras, ¿cómo elegir candidatos a gobernador regional si no hay primarias? Se perdió el momento de efectuarlas, porque nos encontramos con plazos vencidos, a menos que echemos pie atrás de nuevo y los partidos empiecen a elegir con el dedo. Queremos algo distinto o por lo menos contar con una opción.



A ello se agrega lo expuesto recién por el Senador señor Lagos. ¿Dónde están las platas? ¿Dónde se halla la claridad en las atribuciones?



Más todavía, desde un punto de vista estrictamente formal, se exige que una ley de transferencia de competencias esté aprobada antes de llamarse a la elección, y lo que aquí se habrá hecho es solo la autorización al Presidente de la República para que pueda traspasarlas a solicitud de una Región, a lo que se podrá decir que sí o que no. ¿Se cumpliría el requisito que contemplamos en una disposición transitoria, con motivo de la reforma constitucional? Ello resulta discutible.



A mi juicio, tenemos que sincerar el debate. Si aparecemos divididos entre algunos que desean la descentralización y la elección y otros que no la quieren, porque son unos tales por cuales, centralistas, burócratas del siglo XIX, no vamos a avanzar.



El Senador que habla clama por la descentralización, porque una parte de las limitaciones del desarrollo de la Región que representa tienen que ver con el centralismo. Incluso es uno de carácter doble, porque vivimos ahogados por Talca.

El señor MATTA.- Así es.

El señor LARRAÍN.- Esa realidad quiero discutirla y cambiarla, pero no estoy disponible para hacer las cosas mal. Y el proyecto es preciso rehacerlo, porque quedó mal: lo que llegó de la Cámara de Diputados no sirve.



Entonces, no caigamos en la demagogia del populismo: “Vamos a tener elecciones”, como si con eso resolviéramos el problema.



Es necesario trabajar con calma en el asunto. No tengo ningún problema en hacer rápido las cosas, pero sí -repito- en que resulten deficientes. Y si el ánimo en la Sala es el de trabajar un poco más en el articulado, veámoslo bien la próxima semana y lleguemos a una decisión.



Además, ojalá logremos algún tipo de acuerdo político, para que no empecemos a tirarnos lo de “Tú eres el centralista” y “Tú no eres el descentralizador”. ¡Por favor!



En las líneas generales no hay dos opiniones. Se realizará la elección de la autoridad regional, que contará con competencias y recursos. ¿Cómo? En eso no estamos de acuerdo, por no servir lo que hay.



Esperemos. Hagámoslo bien. Y si tenemos que aguardar unos años, que así sea. Pero no estoy disponible para poner mi firma en algo por lo cual el día de mañana me van a tirar piedras en la calle al haber efectuado una tarea tan incompetente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el Senador señor Chahuán y el que habla, ambos por la coalición Chile Vamos, votamos a favor la reforma constitucional que permite la elección directa de los gobernadores regionales. Lo hicimos con la convicción de que iban a estar dictadas la ley orgánica constitucional que operativiza los comicios y, por supuesto, el cuerpo legal de traspaso de competencias, y que se encontraría en discusión en el Congreso la iniciativa sobre las rentas regionales. Son tres normativas fundamentales, sin las cuales es imposible celebrar comicios de una manera seria, responsable.



Me interpretan mucho las palabras de mi Honorable colega Lagos. Creo que la presente discusión es una vergüenza para las regiones. No lo merecen.



Queremos gobernadores regionales electos. Los deseamos con competencias claras, definidas, para que no tenga lugar un conflicto eterno entre ellos y quien represente al Presidente de la República, y con recursos suficientes para poder llevar adelante un proyecto de desarrollo que permita cambiar la vida en las regiones.



Todos estos días nos hemos impuesto por la prensa de una pugna entre tres partidos de la Nueva Mayoría y la Democracia Cristiana. Y no sé por qué razón -porque de verdad no lo entiendo- ello se ha concentrado en el punto que nos ocupa, como si estuviéramos listos para llegar y decir: “Llevemos a cabo la elección”.



Me parece que fue el Senador señor Larraín quien observó recién, muy correctamente, que si realmente hubiéramos querido efectuar esos comicios, sería preciso realizar el 2 de julio próximo, junto a la primaria presidencial, las correspondientes a la designación de candidatos en las respectivas coaliciones. Eso no se ha llevado a cabo. Y estamos sumamente atrasados.



Lo que tenemos que hacer es avanzar, pero no de manera irresponsable y sin medir cada uno de los pasos que vamos dando. Esta es una de las reformas más trascendentales en materia de administración del gobierno interior. Las regiones demandan y necesitan que eso se haga con seriedad, con responsabilidad, no a tontas y a locas. No más improvisaciones. No más reformas apuradas. Porque está demostrado que ello, en lugar de mejorar el país, lo termina destruyendo.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, seré breve, porque creo que los argumentos reglamentarios ya están dados.



Reitero lo que nuestra bancada ha expuesto: usted, Su Señoría, es el principal custodio del Reglamento de la Corporación, y en nuestros pupitres no se encuentra ninguno de los tres informes de las Comisiones que estudiaron el proyecto, el cual no es el mismo, como se ha dicho.



Deseo recordar que la Cámara de Diputados aprobó ayer la iniciativa sobre el mecanismo. En la propuesta del Gobierno se señala que los gobernadores regionales, por esta vez, durarán tres años en sus cargos, lo mismo que los consejeros regionales. Me pregunto si las Comisiones habrán alcanzado a escuchar la opinión, entre otros, de la Asociación Nacional de estos últimos.



¿Y por qué el Gobierno plantea ese período? Porque siempre se ha dicho que esta elección es la del territorio, en la que la autoridad regional -léase el gobernador- hace campaña junto al alcalde y al concejal. No es la coincidente con el candidato al Congreso -a Senador o a Diputado- o a Presidente de la República, en la que se ofrecerá un puente o se asumirá el compromiso de una gran obra de conectividad.



Eso es lo que entiende la gente que conoce, vive y representa a las regiones, lo que parece que a ratos se tiende a olvidar en el debate, porque solo realizamos una discusión de emplazamientos por la prensa, para ver qué manifiesta este candidato o sostiene este otro.



Creo que en la Sala no hay nadie en contra de la descentralización.



Mi Honorable colega Lagos lo planteaba bien: nuestra bancada responsablemente unió el proyecto de reforma constitucional para elegir democráticamente a los gobernadores regionales, que respalda la gran mayoría de la Sala, a un traspaso de competencias.


Pero echo de menos acá la presencia del Ejecutivo.



Por mi parte, quiero conocer aun aquellas cosas que voy a rechazar.



Y el Senado tiene que constituir la Comisión Mixta, pero el Gobierno tendrá que recoger lo que surja en el debate.



Varios colegas han expuesto -valoro la franqueza de la discusión- que no había proyectos para hoy. O sea, ¿utilizaremos de relleno la reforma sobre la regionalización? ¿Esa es la respuesta que vamos a dar? ¿Emplearemos para ello la iniciativa sobre traspaso de competencias?



¡Por favor, señor Presidente! Esta es una falta de respeto a las regiones. Por falta de tabla no podemos incorporar el tratamiento de un asunto que claramente no es de fácil despacho.



Insisto en que es imprescindible la presencia del Ejecutivo, para que tome nota de los aspectos por los cuales sustituiremos aquello que vamos a rechazar.



Lo que ha manifestado el Honorable señor Harboe es tremendamente grave. Parto de la base de que todos, especialmente los que han hecho emplazamientos públicos, manejaban la información de que simplemente se verificaría una delegación de poder. O sea, al votar como seguramente se hará en la próxima sesión, vamos a estar renunciando a nuestra facultad, como Senado, de fijar atribuciones. Eso es lo más regresivo y contrario a lo que las regiones necesitan.



He dicho.

 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quisiera hacer algunas precisiones, porque creo que no es bueno que las cosas queden poco claras.



En primer término, cuando hice referencia a un Comité, no fue en un sentido peyorativo, condenatorio o de otra índole. Me parece que estuvo en su derecho, como lo dije en un comienzo, al no desear trascender en la toma de una decisión.



En segundo lugar, quisiera hacerle una aclaración a uno de los Senadores que intervinieron -no voy a señalarlo, para cumplir en forma estricta con el Reglamento- al inicio de la sesión. Efectivamente, en la mañana, observando que la tabla no era muy extensa, me acerqué a todos y a cada uno de los Comités para consultarles si era posible ver la materia después de despachar los dos puntos que se contemplan. Recibí el acuerdo de todos, salvo de uno, que no nombraré para evitarme problemas. Y este último ejercía su derecho.



¿Qué pasó? Me parece que el señor Senador que declaró haberse impuesto por streaming del asunto no escuchó la parte relativa a cuál fue el origen.

El señor BIANCHI.- ¡Se perdió…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Cuando abrí la sesión, un Comité me pidió que el proyecto se incorporara en la tabla, a lo cual hubo oposición en la Sala. Automáticamente, puntualicé, cumpliendo el Reglamento, que bastaba con que alguien rechazara esa posibilidad para que ello no fuera posible, y se abrió un debate que se ha traducido en lo que todos hemos escuchado.



Lo otro que quiero hacerle presente a la Corporación es que no se trabajaría en el contenido del texto, sino que se cumpliría una mera condición para poder facilitar su despacho a una Comisión Mixta. Se rechazaría, en tercer trámite, lo aprobado por la Cámara de Diputados.



En consecuencia, lo que estaríamos haciendo es facilitar el camino a fin de que en la instancia posterior se presente la indicación para ver cómo se verificará la transferencia de competencias. O sea, tampoco estamos ante un tema de fondo.



Por eso mismo estimé que era posible -puedo haberme equivocado- trabajar en una iniciativa de esta trascendencia sin mediar otro requisito.



Y se hizo valer el derecho, que es efectivo, a disponer del informe con 24 horas de anticipación.



A otro señor Senador que afirmó que no se conoce ningún informe quiero aclararle que existen dos, los que se encuentran en la página web de esta Corporación y han sido despachados en su oportunidad: el de la Comisión de Gobierno y el de la Comisión de Hacienda.



El único que no ha sido puesto en conocimiento con 24 horas de anticipación es el de la Comisión de Constitución, respecto del cual Sus Señorías tienen derecho a pedir ese plazo para imponerse de su contenido.



En ningún momento he pretendido forzar al Senado a pronunciarse sobre la materia, porque, reglamentariamente -y con esto quiero dar por cerrado el tema-, no podemos tratarla en la tabla de hoy día.

La señora MUÑOZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, Su Señoría.

La señora MUÑOZ.- En mi calidad de jefa de bancada del Partido Por la Democracia, reiteradamente aludido, quiero consignar que usted nos consultó, por cierto. Le di nuestra opinión después de recabar cuál era la posición de mis colegas.



A lo expresado por distintos Senadores, tanto de nuestro sector como de Chile Vamos, deseo agregarle solo que un articulado tan central para las regiones no puede constituir un relleno de la tabla. Como representante de una de ellas, siento este hecho como un daño. Porque en la Sala no estamos divididos entre los que estamos por la regionalización y los que están en contra. El Honorable señor Moreira -a quien escuché hace un rato- lo decía muy certeramente. Aquí estamos los que queremos una legislación de verdad, contundente, seria, responsable, que va a marcar un hito histórico en el país con la ruptura de 200 años de Estado centralizado, y no podemos improvisar.



Lo segundo que deseo consignar es que resulta también lamentable para la consideración que les debemos a las regiones que el punto se vincule con la campaña presidencial al interior de la Nueva Mayoría.



Quiero entregarle todo mi respaldo a Alejandro Guillier, a quien hemos proclamado como Partido y es un líder en estos aspectos, habiendo estado preocupado insistentemente en hacer avanzar los procesos respectivos.



No podemos colgarle a un candidato el que “paladines” de la regionalización estuvieran hoy día por tratar un proyecto, lo que a lo mejor es posible hacer ahora, pero también la próxima semana, y abrir un debate para que la prensa exponga en todas partes: “¡Ah, usted dejó solo a su candidato…!”; “¡Y qué pasó con…!”.



Como representante de una Región, creo de verdad que esta es una ofensa a todas ellas, así como a la viabilidad de los candidatos que han decidido postular, por distintos lados, a la Presidencia de la República.



Reitero que estimo ofensivo generar un escenario de competencia, de dimes y diretes entre candidaturas, colgado del asunto. Y los distintos candidatos deberían detener la discordia, porque realmente constituye un manoseo a las regiones.



Busquen otras cuestiones para competir.



Busquen otras cuestiones para entrar en dimes y diretes: “Soy más regionalista que tú”; “Tú eres menos regionalista que yo”; “Tengo el apoyo de mi partido”; “Tú no tienes apoyo”.



¡Ello es grosero, señor Presidente!



Lamento que nos hayamos prestado para que el Congreso sea escenario de ese tipo de discusión.



Gracias.

 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor BIANCHI.- ¡Ya habló!

El señor MOREIRA.- Va a precisar.

El señor BIANCHI.- Está bien.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, valoro las explicaciones que usted ha dado. Solo deseo puntualizar que vi desde el comienzo la transmisión por streaming.



Efectivamente, una bancada pidió tratar el asunto sobre tabla; usted entregó una información según la cual no hubo unanimidad de parte de los Comités; a continuación, un Senador de Chile Vamos (sentado al fondo, en la esquina, allá atrás) señaló que él también se oponía.



Y ahí ocurrió, tal vez, la diferencia de interpretación. Pero algunos percibimos que, con mucha fuerza, la Presidencia remarcaba, no tanto que había un colega que se oponía, sino que un Comité se oponía y que otro Comité lo había respaldado en un principio.



Entonces, se generó un enredo que doy por superado.



Solo aprovecho de decir lo siguiente, colgándome de las palabras de la Senadora Adriana Muñoz.



Este tema es tremendamente delicado.



¿Por qué diferenciar entre los que están y los que no están por la descentralización? ¿Qué sentido tendría, en mi caso, que soy Senador por Valparaíso e iré a reelección en seis meses más? ¿Qué sería más fácil? Decir: “Elección aquí y ahora, a todo evento”, y estoy listo y no tengo que enfrentar una campaña en que me puedan señalar que no quiero descentralizar Chile, que soy un santiaguino, etcétera. ¡No! Lo fácil para mí sería pensar: “Me hago el leso -literalmente-, total, lo que importa es la elección del 19 de noviembre”.



Esta reforma descentralizadora que estamos discutiendo es más importante que todas las reformas tributarias que hemos aprobado desde que recuperamos la democracia. Resulta tremendamente más relevante que algunas materias que estamos debatiendo en este Congreso. A través de ella vamos a cambiar la forma en que Chile se mira a sí mismo, después de 200 años y más, desde tiempos de los borbones.



Entonces, hay que preguntarse por qué algunos tenemos la capacidad de levantar la mano para oponernos a algo que se supone que la calle demanda, que las regiones demandan. Porque creemos que el proyecto no se halla bien encaminado. Esa es la razón.



Y por ese motivo me parece, a la vez, muy injusto que a una persona como Alejandro Guillier, quien se ha caracterizado, para ser bien justos, por defender la descentralización, la pongamos en este brete por diferencias internas nuestras.



Eso me parece feo y poco sano.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Espero que podamos tratar algún proyecto de ley antes del término de la sesión...!



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, intentaré ser breve.



Primero, quiero recordarles a los colegas, por lo menos a quienes conformamos la Nueva Mayoría y fuimos parte de la campaña de nuestra Presidenta Michelle Bachelet, que la elección de intendentes -así los llamábamos en ese momento- era un compromiso que la Primera Mandataria y todos nosotros asumimos frente a los ciudadanos de nuestro país para que fuera realidad durante el actual Gobierno.



A mí no me gusta hacerme el leso, como se ha dicho acá. Hay algunos que están acostumbrados a hacerse los lesos, porque cada vez que se plantea la necesidad de ir cumpliendo con los compromisos que adquirimos siempre existe una excusa.



Y ahora tenemos la siguiente excusa: “es que me faltó tiempo”.



¡Llevamos más de dos años y medio, casi tres discutiendo el asunto!



¡Qué más tiempo quieren los Senadores!



Se ha hecho una imputación gratuita por parte de colegas del PPD en el sentido de que este sería solo un problema para nosotros, vinculado a las candidaturas.



Si así fuera, con mayor razón ha de ser tema de campaña. Con mayor razón los que aspiran a ser Presidente de la República deben tocar el tema, y con franqueza. Porque a nuestro país no le vamos a poder ir a ofrecer por segunda vez una descentralización con competencias y, además, gobiernos con legitimidad democrática a nivel regional.



Eso es hacerse el leso; eso es evadir el tema.



Nosotros planteamos una cuestión de orden práctico. Y como varios han dicho acá: por la necesidad de ir mejorando el proyecto. Por eso se rechaza unánimemente en la Comisión de Constitución. De ahí que en la Comisión de Gobierno estudiáramos no sé cuánto tiempo el asunto. Yo participé en el debate. Un Senador manifestó aquí que nadie participaba, que cómo hablaban del tema. Yo creo que todos estamos preocupados de esto. ¡Todos!



Entonces, ¡por favor!, seamos un poquito más coherentes en las cosas que decimos.



Aquí se ha ofrecido -y se promete- todas las semanas, públicamente, que vamos a avanzar todo lo que sea necesario para cumplir con el compromiso que al menos nosotros asumimos. Yo lo adquirí personalmente con la gente de mi Región, porque soy de región y no a medias ni prestado. ¡Soy de región!



Por eso, ahora no nos vengamos a hacer los lesos con que aquí el problema es electoral, de una campaña. ¡No!



¿Por qué demoró tanto en aprobarse la reforma constitucional que permitía elegir a las autoridades regionales? Porque no teníamos acuerdo.



¿Y por qué no teníamos acuerdo? Por un tema electoral.



¿Y cuál era el tema electoral? “Ah, no; yo quiero elegir gobernadores regionales o intendentes, pero con un porcentaje bajito, el que saque la primera mayoría”.



Y cuando queremos contar con un gobernador regional empoderado, ¿es posible aceptar a una autoridad elegida con el 20 por ciento, porque se dispersaron los votos?



¿Qué planteó el Gobierno? ¡Mayoría absoluta, la mitad de los votos más uno! ¡No se aceptó!



Después se reclamó por la fecha. ¿Por qué? “Es que no tengo candidato”.



Y ahora se nos plantea el problema de que en la Comisión Mixta una de nuestras bancadas, con razón, dice: “Ah, es que allí yo no tengo representante”. ¡Y a lo mejor en la Cámara de Diputados sí tienen representantes!



Entonces, señor Presidente, frente a toda la Sala, nuestro partido manifiesta que tiene un acuerdo ¡desde mucho antes de que la Presidenta Bachelet planteara esta posibilidad a nuestro país!: avanzar en regionalización y en democratización. Esta es la reforma más importante, como se ha dicho acá.



Y nosotros vamos a seguir trabajando para que a los chilenos les podamos dar la oportunidad de tener realmente autonomía en nuestras regiones, porque así construimos un país más justo y más solidario.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay más inscritos.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Pizarro, para ausentarse del país a contar de mañana jueves 18 de mayo.



--Se accede.

El señor COLOMA.- ¡Justo ahora que vamos a votar el proyecto sobre los intendentes...!

)----------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- Por otra parte, ayer se aprobó en general el proyecto que modifica las leyes números 18.045 y 18.046 para establecer nuevas exigencias de transparencia y reforzamiento de responsabilidades de los agentes de los mercados, y quedó pendiente fijar plazo para presentar indicaciones.



El señor Presidente de la Comisión de Hacienda propone el viernes 30 de junio.

El señor PROKURICA.- ¿El 30 de junio?

El señor COLOMA.- Eso manifestó.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, el viernes 30 de junio.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero ratificar, porque no se encuentra en este minuto quien encabeza el órgano técnico, que la idea del plazo fue sugerida por el propio Ejecutivo, puesto que quería incorporar algunos elementos a propósito de la discusión.



Por lo tanto, el 30 de junio, si bien parece un período largo, surgió a raíz del debate mismo: el Gobierno desea considerar otros elementos vinculados a las ideas matrices y que pueden perfeccionar la iniciativa.



Así lo habíamos acordado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Aprobado.

RECHAZO A DESCONOCIMIENTO DE FACULTADES DE ASAMBLEA NACIONAL DE VENEZUELA, SOLICITUD DE SUPERACIÓN DE CRISIS INTERNA EN DICHO PAÍS Y LLAMADO A CONDENA POR COMUNIDAD INTERNACIONAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según lo acordado por la Sala, corresponde pronunciarse por el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Goic y Lily Pérez y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Ignacio Walker, Patricio Walker y 
Andrés Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.933-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 16ª, en 17 de mayo de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto de acuerdo propone rechazar el desconocimiento de las facultades y derechos de la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela; expresar la solidaridad con ese órgano democrático frente a las acciones totalitarias promovidas por el Gobierno de ese país; exigir al Presidente de Venezuela que rectifique su actuar, de manera de superar el estado de crisis institucional imperante, y, finalmente, hacer un llamado a la comunidad internacional a condenar las violaciones de los derechos humanos, políticos, económicos y sociales, invitando a los parlamentarios del continente a suscribir la presente declaración.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde votar.

El señor PROKURICA.- “Si le parece”.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Mejor votemos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación el proyecto de acuerdo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (26 votos a favor).



Votaron las señoras Goic, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

V. ORDEN DEL DÍA

NOMBRAMIENTO DE MINISTROS TITULARES Y SUPLENTES DE PRIMER TRIBUNAL AMBIENTAL, CON SEDE EN ANTOFAGASTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar ministros titulares del Primer Tribunal Ambiental, con sede en Antofagasta, a los señores Daniel Guevara Cortés, Mauricio Oviedo Gutiérrez y Marcelo Hernández Rojas y ministros suplentes del mismo tribunal a los señores Cristián Delpiano Lira y Fabrizio Queirolo Pellerano, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y la urgencia contemplada en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.932-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 12ª, en 3 de mayo de 2017.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 15ª, en 16 de mayo de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Araya, Harboe y Larraín), de que la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos en el ordenamiento jurídico.



Cabe tener presente que el acuerdo para nombrar ministros titulares del Primer Tribunal Ambiental, con sede en Antofagasta, a los señores Guevara, Oviedo y Hernández y ministros suplentes del mismo tribunal a los señores Delpiano y Queirolo requiere el voto favorable de tres quintos de los Senadores en ejercicio, esto es, 22 votos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el oficio de la señora Presidenta de la República.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, rendiré el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Corresponde que esta Corporación se pronuncie acerca del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar a las personas que indica ministros titulares y suplentes del Primer Tribunal Ambiental, con sede en Antofagasta.



Se trata de un hito muy importante en la implementación de nuestra institucionalidad ambiental. Con la instalación de este tribunal se normalizará el funcionamiento de la jurisdicción ambiental en nuestro país.



Hasta ahora ha correspondido al Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, examinar todas las causas y asuntos jurisdiccionales que se generaban en las Regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo.



A partir de la implementación del acuerdo que ahora adoptaremos, las regiones indicadas contarán con un tribunal especializado que verá todos los conflictos que se generan en la zona norte de nuestro país, lo cual también aliviará la carga de trabajo del tribunal ambiental que funciona en la ciudad de Santiago. Esta nueva realidad permitirá agilizar la decisión de asuntos que hace largo tiempo se encuentran pendientes de resolución.



A este tribunal le corresponderá resolver las controversias medioambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento.



Conforme a la ley N° 20.600, estos tribunales están integrados por tres ministros titulares y dos ministros suplentes.



Dos de los ministros titulares deberán poseer el título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El tercero será un licenciado en Ciencias con especialización en materias medioambientales y con, a lo menos, diez años de ejercicio profesional.



Por su parte, uno de los ministros suplentes debe ser abogado y el otro, licenciado en Ciencias.



El cargo de ministro titular es de dedicación exclusiva e incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean estas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que este tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular. Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta por 12 horas semanales.



Por su parte, los ministros suplentes tienen las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los titulares, exceptuándose de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en la ley.



Teniendo en cuenta este marco normativo, Su Excelencia la Presidenta de la República ha propuesto al Senado el nombramiento de las siguientes personas: don Daniel Guevara Cortés, para primer ministro titular abogado; don Mauricio Oviedo Gutiérrez, para segundo ministro titular abogado; don Marcelo Hernández Rojas, para ministro titular licenciado en Ciencias; don Cristián Delpiano Lira, para ministro suplente abogado, y don Fabrizio Queirolo Pellerano, para ministro suplente licenciado en Ciencias.



Respecto a los antecedentes curriculares de los candidatos, podemos señalar lo siguiente.



El señor Daniel Guevara Cortés es abogado y licenciado en Ciencias Jurídicas de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso. Asimismo, cuenta con los siguientes títulos de postgrado: MBA otorgado por la Facultad de Economía de la Universidad de Chile; diploma de Estudios Avanzados de la Universidad de Lérida; diploma en Derecho Minero de la Universidad de Antofagasta, y postgrado en Evaluación de Inversiones y Análisis de Riesgos, de la Queen’s University, de Canadá. Además, es doctor en Derecho de la Universidad de Lérida, España. Su tesis lleva por título “Cooperación Internacional Medioambiental. Modelo comparado Chile y Estados Unidos; Chile-Unión Europea”.



Cabe destacar que el postulante se desempeñó como Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Antofagasta entre 1998 y 2002 y como abogado de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda entre 1997 y 1998. También ha cumplido labores docentes en las Universidades de Antofagasta, Católica del Norte y Adolfo Ibáñez.



El señor Mauricio Oviedo Gutiérrez es abogado y licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Concepción. Además, es magíster en Derecho de la misma universidad. Su proyecto de tesis tiene por título “Fiscalización y sanción de la corta y explotación de bosque nativo en Chile a la luz de la nueva Institucionalidad Ambiental”.



Entre los años 2011 y 2014 trabajó en el Servicio de Evaluación Ambiental. En esta institución ocupó los cargos de jefe del Departamento de Recursos Administrativos y de abogado de la División Jurídica. Anteriormente, se desempeñó como abogado contralor interno en el Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región del Maule (octubre de 2007 a mayo de 2011). También fue jefe del Departamento Jurídico de la Ilustre Municipalidad de San Javier (agosto de 2003 a septiembre de 2006) y asesor jurídico de la Dirección Comunal de Salud de la Ilustre Municipalidad de Talca.



El señor Marcelo Hernández Rojas es ingeniero forestal y licenciado en Ciencias Forestales de la Universidad de Talca. Cuenta, además, con un magíster en Ingeniería y Gestión Ambiental en Recursos Naturales Renovables, grado otorgado por la misma casa de estudios superiores. A partir de 2014 se ha desempeñado como Director Regional de Aisén del Instituto de Desarrollo Agropecuario.



Por su parte, el señor Cristián Delpiano Lira es abogado y licenciado en Derecho de la Universidad Diego Portales. Asimismo, es doctor en Derecho por la Universidad de Salamanca, España, y tiene un diploma de estudios avanzados con mención en Derecho Internacional Público y Relaciones Internacionales otorgado por la misma universidad española. Cuenta, además, con un postítulo en Derecho e Instituciones de la Unión Europea, de la Universidad de Los Andes, cátedra Jean Monnet, Santiago de Chile. Este postulante es Coordinador del Centro de Estudios en Derecho de los Recursos Naturales, institución vinculada a la Facultad de Derecho de la Universidad Católica del Norte, cuyo objetivo es la realización de actividades de investigación, docencia, extensión y consultoría en disciplinas jurídicas conectadas al uso, protección y explotación de recursos naturales.



Finalmente, el señor Fabrizio Queirolo Pellerano es licenciado en Ciencias con mención en Química, título otorgado por la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, y doctor en Ciencias Naturales, grado otorgado por la Universidad de Bonn, Alemania.



Se ha desempeñado como gestor de proyectos académicos. Entre ellos, destacan algunos financiados por el Banco Mundial y el Ministerio de Educación de Chile. Ha impartido cursos de su especialidad y ha sido director de tesis doctorales, de magíster y de pregrado en universidades nacionales y extranjeras.



Igualmente, ha participado en numerosos proyectos o programas que cuentan con el patrocinio de CONICYT, financiados a través de concursos internacionales. Cuenta con numerosas publicaciones científicas de alto impacto (ISI). También tiene una destacada participación en la elaboración de capítulos sobre materias medioambientales y monografías en áreas de su especialidad.



En su largo currículum se consignan más de ochenta presentaciones de trabajos en congresos nacionales e internacionales.



Por último, cabe destacar que el señor Queirolo es miembro de la Sociedad Chilena de Química, donde integra su División de Química Analítica y Ambiental. Asimismo, es miembro fundador de la Sociedad Iberoamericana de Electroquímica (SIBAE).



De todos estos antecedentes se deja constancia en el anexo del informe que Sus Señorías tienen en sus respectivas carpetas.



Luego de recibir en audiencia a los candidatos, de examinar sus méritos académicos, de formularles una serie de preguntas sobre cuestiones vinculadas con la legislación ambiental y de pedirles su visión acerca de la jurisdicción ambiental, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento determinó, por la unanimidad de sus miembros presentes, que la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, para nombrar en el Primer Tribunal Ambiental, con sede en Antofagasta, al señor Daniel Guevara Cortés, como Primer Ministro Titular Abogado; al señor Mauricio Oviedo Gutiérrez, como Segundo Ministro Titular Abogado; al señor Marcelo Hernández Rojas, como Ministro Titular Licenciado en Ciencias; al señor Cristián Delpiano Lira, como Ministro Suplente Abogado, y al señor Fabrizio Queirolo Pellerano, como Ministro Suplente Licenciado en Ciencias, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente, por lo cual recomienda a esta Honorable Sala aprobar los nombramientos.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Me han pedido que recabe el asentimiento para que ingrese a la Sala el Subsecretario General de la Presidencia, don Gabriel de la Fuente.



¿Habría acuerdo?



--Se accede.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, le pido que abra la votación.

El señor BIANCHI.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República. 



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, solo quiero anunciar mi voto favorable a la propuesta y señalar que el día de hoy el Senado terminará de pagar una deuda con la Segunda Región. 



Cuando se creó la institucionalidad de los tribunales ambientales, se pensó que Antofagasta debía concentrar uno de ellos para atender la macrozona norte. Dicho tribunal tendría que haber estado funcionando desde hace aproximadamente cuatro años. Por distintas razones, no se habían podido formular las respectivas quinas para ministros. El primer concurso se declaró desierto, dado que no hubo cantidad suficiente de interesados; en otro fueron renunciando los postulantes, todo lo cual llevó a que estuviéramos por más de tres años sin un tribunal ambiental en Antofagasta.



Después de largas gestiones que realizamos junto con el Ministro Secretario General de la Presidencia, don Nicolás Eyzaguirre, y el actual Subsecretario, señor Gabriel de la Fuente, logramos conseguir el compromiso del Gobierno de enviar rápidamente las propuestas de nombramiento al Senado. Los plazos se cumplieron y hoy día esta Corporación está pronunciándose sobre la designación de los cinco candidatos.



Luego de ser recibidos en la Comisión de Constitución -yo ya conocía a dos de ellos, pues son de la Segunda Región-, creo que los cinco postulantes son personas idóneas para ocupar los cargos respectivos. 



Esperamos que puedan asumir prontamente, porque, tal como señaló muy bien el Presidente de la Comisión, hoy día el tribunal de Santiago ve el 35 por ciento de causas que corresponden a la jurisdicción del tribunal de Antofagasta.



En esa línea, puedo decir que esta es una demanda muy sentida por la comunidad antofagastina: contar con una judicatura ambiental accesible, ubicada en la zona y que conozca los problemas que se presentan en la región. Efectivamente, su jurisdicción abarcará a todo el Norte Grande, cuyos habitantes tendrán mayor acceso a la justicia ambiental.



Señor Presidente, si el Senado aprueba los cinco nombres propuestos, confiamos en que se procederá a la instalación del tribunal con prontitud, a fin de que entre en funciones, ojalá, antes de fin de año, como es el deseo de todos quienes vivimos en esa zona del país.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, en mi calidad de miembro de la Comisión de Medio Ambiente, quiero expresar lo siguiente. 



En primer lugar, anuncio el voto favorable de la bancada de la UDI a la proposición formulada por la Presidenta de la República que incluye los nombres de las personas que van a conformar el tribunal ambiental con sede en Antofagasta.



A nosotros nos preocupaba, desde hace mucho tiempo, que se le diera celeridad a una serie de nombramientos relacionados con esta jurisdicción especial. 



Es importante dejar establecido que el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.600, que creó los tribunales ambientales, dispuso la instalación del Primer y el Tercer Tribunal Ambiental en un plazo de doce meses, contados desde la publicación de la ley. Los concursos para nombrar a los ministros de dichos tribunales debían realizarse dentro de un plazo de dos meses, contados desde la publicación de la misma normativa, en la forma en que lo dispone su artículo 2°. 



¿Por qué menciono estas disposiciones? Porque, si consideramos que la ley se publicó en el Diario Oficial el 28 de junio de 2012, concluiremos que los plazos de nombramiento se encontraban largamente excedidos. Y las principales perjudicadas con este retardo fueron, indudablemente, las comunidades y empresas, pequeñas, medianas y grandes, de Arica, Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Atacama y Coquimbo. 



Hay que decirlo: hubo una demora, que no puede producirse de nuevo en el futuro porque existe una necesidad de justicia ambiental.



De hecho, en la Comisión de Medio Ambiente vamos a empezar a ver, una vez aprobada la ley que crea el Servicio de Biodiversidad, un proyecto (uno de cuyos autores es la Senadora Isabel Allende) que habla, precisamente, de los delitos ambientales.



Sin embargo, hoy día queremos destacar que, con esta propuesta presidencial, tal falta de jurisdicción está llegando a su fin. La posibilidad de que los habitantes del norte tengan a su alcance una justicia pronta, cumplida y oportuna se ve ahora mucho más cercana que antes.



Por eso, la bancada de la UDI ha estimado conveniente aprobar la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, desde luego quiero destacar la conveniencia y la oportunidad de crear este tribunal, que va a tener bastante trabajo, en una zona donde las pugnas por el agua, por proteger el patrimonio cultural, los derechos y ocupaciones de los pueblos originarios, así como un paisaje excepcional, que no son fáciles cuando hay que enfrentar una actividad minera, industrial o termoeléctrica, tendrán que ser zanjadas en algún minuto.



Hasta la fecha, todas esas causas, lo mismo que las del resto del país, habían sido tomadas por el tribunal ambiental de Santiago, que ha actuado con mucha dedicación, objetividad y transparencia y ha entregado cuentas públicas bien oportunas y detalladas. Es importante destacarlo, porque deja una vara muy alta, que los tribunales de Valdivia y de Antofagasta deberán emular.



Por lo tanto, junto con anunciar nuestro voto a favor, les deseamos lo mejor a los nuevos juzgados.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, esta es una noticia muy positiva. 



La ley N° 20.600, que impulsó el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet, debió haber estado operativa en su integridad en junio de 2013, pero, probablemente por la desconfianza en desconcentrar la resolución de conflictos desde Santiago, tal decisión se mantuvo latente hasta hace solo un par de meses, cuando nuevamente se activó. 



Quiero recordar que en la zona norte existen complejos problemas ambientales. Las mismas empresas mineras, las asesorías ambientales, en general la mayoría, tienen sus casas centrales en Santiago. Por otro lado, la Superintendencia del Medio Ambiente no cuenta con personal suficiente para recorrer todo el país. La gente del norte lo sabe, pero eso sustenta un centralismo que, desgraciadamente, se retroalimenta en forma constante.



Las regiones de la zona norte, en particular, han sido testigos del auge de los precios de las materias primas, específicamente de la minería y la energía, lo que ha transformado el paisaje, tensionado las relaciones de los inversionistas con las comunidades y generado presiones sobre el medio ambiente, contaminación atmosférica, escasez de agua, pérdida de hábitats e incluso contaminación del agua, el suelo y los bordes costeros.



Por lo tanto, hay una tensión constante, que tiene que ver con la necesidad de grandes inversiones y tecnologías complejas en todos los territorios de la zona norte, lo que ha generado focos de alta contaminación en Tocopilla, el mismo Mejillones, Taltal, Huasco, Calama y otras localidades.



Lo anterior ha creado un panorama en el que se han ido superponiendo ciertos privilegios de la industria sobre la calidad de vida de los habitantes de las distintas localidades, principalmente de aquellas más cercanas a los grandes emprendimientos. 



Con el paso de los años y dado que nuestra institucionalidad ambiental ha mejorado y avanzado, se ha hecho necesario generar mecanismos de defensa que protejan los intereses de la ciudadanía. En ese sentido, la creación de tribunales ambientales es un gran aporte, aun cuando todavía quedan por enfrentar otros importantes desafíos.



Recordemos, por lo demás, que aquella ley fue bastante resistida, por su alto costo de implementación y por las capacidades técnicas que requieren tribunales ubicados fuera de la zona de Santiago -eso es un hecho-, pero felizmente se están creando condiciones para que se tomen decisiones en el mismo territorio y no solo desde la capital. En el caso de los distintos tribunales con sede en Santiago, obviamente se hacía muy difícil contar con una presencia decisiva en zonas territoriales del país donde existe mayor castigo a las condiciones de vida y al medio ambiente.



En consecuencia, pensamos que este es un buen avance en materia de defensa de los intereses de los habitantes de las regiones mineras del norte de Chile y lo apoyamos con mucho interés. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los nombramientos para Ministros Titulares y Suplentes del Primer Tribunal Ambiental con sede en Antofagasta (28 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo la señora Muñoz. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro del Medio Ambiente.

El señor MENA (Ministro del Medio Ambiente).- Muchas gracias, señor Presidente.



Queremos agradecer la votación, que consolida el establecimiento de los tribunales ambientales a nivel territorial. Es una muy buena noticia para la administración de justicia ambiental en Chile.



La institucionalidad se fortalece con el contrapeso de un tribunal ambiental, ya que obliga a tener mejores estándares en todos los procedimientos que llevan a cabo la Superintendencia del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Subsecretaría del Medio Ambiente; ofrece un acceso más equitativo a la justicia ambiental a nivel territorial, y, en particular, atiende la necesidad de avanzar en un tribunal especializado para una zona de singulares características, como es el caso del norte de Chile, donde coexisten actividades productivas importantes como la minería con ecosistemas únicos en el mundo. 



Por lo tanto, estamos ante una muy buena noticia y agradecemos nuevamente la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muchas gracias, señor Ministro.

MODIFICACIÓN DE LEY DE TRÁNSITO PARA PERMITIR VIRAJE A LA DERECHA CON LUZ ROJA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde tratar a continuación el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores De Urresti, García-Huidobro, Letelier, Matta y Ossandón, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, para permitir, excepcionalmente, virar a la derecha con luz roja y precaución, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.475-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores De Urresti, García-Huidobro, Letelier, Matta y Ossandón):



En primer trámite: sesión 85ª y 86ª, empalmadas, en 23 de diciembre de 2015 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 15ª, en 16 de mayo de 2017. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es modificar la Ley de Tránsito para permitir, de forma excepcional, el viraje a la derecha con luz roja, a menos que exista una señalización que disponga lo contrario, extremando las precauciones debidas, respetando la preferencia del peatón y siempre que no existan vehículos circulando en sentido contrario. De igual modo, se establece que la prohibición de viraje a la derecha con luz roja deberá ser debidamente señalizada por la autoridad competente.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García-Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón, y acordó proponer a la Sala que la iniciativa, no obstante ser de artículo único, sea discutida solamente en general. 



El texto que se propone aprobar se transcribe en la página 14 del primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Para iniciar la discusión general, tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, este proyecto, tal como indicó el señor Secretario, se originó en una moción que consideramos muy relevante empezar a debatir en la Sala, para escuchar a quienes tienen experiencia y expertise en seguridad vial. 



En efecto, en ella se explica que, según la actual normativa, las autoridades competentes deben entender que quien vira a la derecha con luz roja, aunque no necesariamente constituye una situación de peligro, está cometiendo una infracción gravísima que debe ser sancionada, a menos que exista una señalización que expresamente lo permita. Es decir, conforme a las disposiciones vigentes, solamente se puede virar a la derecha con luz roja cuando ello está explícitamente autorizado. 



Se señala que lo anterior genera una cantidad de infracciones muchas veces innecesarias, saturando los juzgados de policía local que deben conocerlas, junto con el consiguiente perjuicio económico para los ciudadanos.



Sin duda, la legislación comparada a nivel mundial, que es creciente, apunta a permitir el viraje a la derecha con luz roja y precaución, fundamentalmente con los peatones y ciclistas. Al respecto, es importante hacer presente que en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones también estamos trabajando en un proyecto sobre convivencia vial. 



Por otro lado, cabe mencionar que uno de los graves problemas que hoy día padecen las urbes es la contaminación. Y cuando los vehículos están parados esperando poder doblar hacia otra calle, se crea mayor atochamiento y, consiguientemente, mayor polución.



Por tal motivo, en Estados Unidos se permite el viraje a la derecha con luz roja desde los años setenta, también como una forma de favorecer el ahorro de combustible. Por su lado, gran parte de Canadá adoptó igual medida a fines de los años ochenta, destacándose que en el caso de la provincia de Quebec se prohibía el viraje con luz roja hasta el 2003, año en que un estudio piloto demostró que tal maniobra no produce efectos significativos.



Por las razones anteriores, se concluye que regular el mencionado viraje puede ocasionar una mejora sustantiva en la fluidez del tránsito vehicular en nuestro país, así como un mayor ahorro de combustible. 



No obstante lo mencionado, es importante que dicha regulación se haga procurando velar, en primer lugar, por la seguridad del peatón (el vehículo debe detenerse absolutamente frente a una luz roja, dando la preferencia a ciclistas y otros conductores), y dejando siempre la posibilidad de que en ciertas ciudades se establezca, a juicio de la autoridad competente, una prohibición particular respecto de la maniobra. O sea, aquí se invierte la regla: se permite el viraje a la derecha con luz roja siempre y cuando no exista ninguna señalización que lo prohíba, al revés de lo que dispone actualmente la legislación. 



Los países que han avanzado en esta materia cuentan con un buen nivel de seguridad vial y, al mismo tiempo, facilitan una mayor fluidez en el tránsito, ahorro de combustible y disminución de la contaminación. Al menos cinco de los más importantes permiten el viraje a la derecha con luz roja. Otras legislaciones también autorizan, bajo ciertas circunstancias y con la precaución suficiente, avanzar después de detenerse frente a una luz roja y antes de que se prenda la luz verde.



Por otro lado, señor Presidente, es importante señalar que el proyecto consta de un artículo único, compuesto por tres numerales que modifican la Ley de Tránsito.



El numeral 1) agrega, en la letra c) del número 1 del artículo 104 de la referida ley, la posibilidad excepcional de virar a la derecha con luz roja, extremando todas las precauciones debidas, respetando la preferencia del peatón y siempre que no existan vehículos circulando en sentido contrario, añadiendo luego que la prohibición de viraje a la derecha en rojo deberá ser debidamente señalizada por la autoridad competente.


El numeral 2) reitera, en el número 1 del artículo 135 de la mencionada ley, referente a la regulación de la maniobra de viraje a la derecha, la posibilidad excepcional de virar en ese sentido, aun con luz roja, a menos que exista una señalización que mandate lo contrario, extremando todas las precauciones debidas y respetando la preferencia del peatón -obviamente también la de los ciclistas-, siempre y cuando no existan vehículos circulando en sentido contrario.


Por último, el numeral 3) agrega, en el número 1 del artículo 199 de la Ley de Tránsito, concerniente a las infracciones gravísimas, la excepción indicada en el primer artículo señalado.



En resumen, señor Presidente, este es un proyecto bastante sencillo, pero creemos que viene a colaborar y a poner a nuestra nación a la altura de otros países más desarrollados en materia de legislación de tránsito.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito la autorización de la Sala para que me reemplace en la testera el Senador señor Pizarro.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, primero quiero hacer un comentario con respecto a la forma como están llegando los proyectos a la Sala para su discusión en general.



Sé que usted y el Senador Coloma siempre han sido buenos legisladores -lo digo sin ironía, sino que de verdad-; pero aquí sucede lo siguiente.



Esta iniciativa introduce una modificación muy de fondo a las normas del tránsito en nuestro país. ¡Muy de fondo!



Se propone un tremendo cambio porque en Estados Unidos (no sé si en todo su territorio) la regla general es que los vehículos puedan virar a la derecha con luz roja, excepto que exista la prohibición de hacerlo.



Sin embargo, en un proyecto de esta envergadura, en que se pretende modificar que para virar a la derecha se requiera una autorización expresa, ¡ningún experto compareció en la Comisión de Transportes del Senado!, salvo el Subsecretario del ramo, don Carlos Melo.



Entonces, no puedo aprobar esta iniciativa -no dudo de la buena fe ni de las buenas intenciones de quienes la patrocinaron-, pues siento que estamos llegando a este debate sin la suficiente información.



Además, quiero recordar que el Subsecretario Melo manifestó su opinión contraria y dio a conocer situaciones no menores.



En el informe de la Comisión el Subsecretario de Transportes señala: “En lo que dice relación con la seguridad vial, un proyecto de ley como el propuesto en la Moción genera una situación de mayor riesgo de atropellos y accidentes, principalmente, para los peatones”.



¡Lo dice el Subsecretario de Transportes del Gobierno de Chile!

El señor LAGOS.- ¿Puede repetirlo, señor Senador?

El señor ESPINA.-  Está en la página 9 del primer informe de la Comisión, Su Señoría.



Repito: “En lo que dice relación con la seguridad vial, un proyecto de ley como el propuesto en la Moción genera una situación de mayor riesgo de atropellos y accidentes, principalmente, para los peatones”.



Y agrega: “Además, en caso de vandalización de la señal,” -o sea cuando se las roban- “los peatones quedan sin ningún resguardo.”.



Luego, continúa: “Los peatones que mueren anualmente en los países de la OECD,” -esto para demostrar la tesis de que la medida puede provocar más accidentes- “en general no superan el 25% del total de fallecidos en accidentes de tránsito. Chile escapa a esta tendencia, teniendo en los últimos cuatro años un 39% de muertes de peatones en relación a las muertes totales en accidentes de tránsito.”.



Y, por último, en el informe se expresa que “Finalmente, el señor Subsecretario de Transportes, señor Melo, recomendó mantener la figura reglamentaria que hoy existe, que permite autorizar estos virajes con la señal exigida y trabajar con los municipios para que apliquen de forma más extensa como medida de excepción el viraje en rojo, abarcando más lugares e instruir a la UOCT la posibilidad de mantener en algunos cruces”.



En consecuencia, el Gobierno se ha manifestado contrario al proyecto.



Entonces, cuando yo busco, pues escuché al Senador Prokurica que había una opinión de otra autoridad,...

El señor PROKURICA.- De CONASET.

El señor ESPINA.-... no encuentro la opinión de CONASET. 



Por lo menos en el informe no veo el parecer del mencionado organismo -puedo estar equivocado-. Más aún, en su texto se señala que “Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación del Subsecretario de Transportes, señor Carlos Melo y de los Asesores de la Subsecretaría de Transportes, señora Carolina Buneder y señor Omar Rebolledo.”. Y después menciona a los asesores de los parlamentarios.



Por lo tanto -me va a perdonar mi amigo el Senador Prokurica-, no aparece en el informe la opinión de la institución que Su Señoría indica.


¡Cómo voy a votar a favor de un proyecto de esta naturaleza si carezco de la información suficiente!



El Gobierno afirma que la iniciativa aumentará los niveles de accidentes. 



Entonces, si hay una duda, si el Subsecretario de un Gobierno es capaz de hacer una afirmación de esa naturaleza ante un proyecto que es patrocinado incluso por parlamentarios de su propia coalición (los Senadores Alfonso de Urresti, Alejandro García-Huidobro, Juan Pablo Letelier, Manuel Antonio Matta y Manuel José Ossandón) -y no dudo de ninguno de ellos en términos de que presentaron esta iniciativa con la mejor inspiración-, creo que no deberíamos aprobarlo.



Además, no hay ninguna autoridad del Gobierno en esta Sala -cosa bastante habitual, lamentablemente: no asisten cuando se discuten determinadas materias-, en circunstancias de que se plantea un cambio muy de fondo.



En definitiva, señor Presidente, yo no estoy en condiciones de votar a favor de una iniciativa de esta envergadura.



Por ello, me gustaría consultarles a los miembros de este Senado por qué hemos cambiado el hábito, esa costumbre sana, de tramitar los proyectos invitando primero a los exponentes. Algunos me dicen: “Es que vamos a invitarlos” -con toda razón lo dicen- “durante la discusión en particular”.



Sin embargo, debo hacer notar que la decisión está puesta en la votación general: se está o no se está de acuerdo con cambiar el sistema. Y después podemos ver si imponemos limitaciones o no en las calles.


En consecuencia, no puedo votar a favor del proyecto -lo digo con mucha claridad-, porque la única persona invitada a la Comisión -¡la única!-, el Subsecretario de Transportes, opina en contra y asegura que van a aumentar los accidentes y que, de la legislación comparada que él revisó, solo en dos países existe esta posibilidad: Estados Unidos y Canadá.



Yo quiero ver qué va a pasar en Chile cuando los vehículos empiecen a virar a la derecha bajo esta nueva modalidad.



Primero, el Subsecretario habla de un costo económico, porque esta nueva normativa significa instalar una gran cantidad de señalética (que hay que pagar) que indique que se prohíbe virar a la derecha. ¿Y eso quién lo va a financiar? ¿Esto no tiene un costo?



Reitero: no puedo votar a favor -lo lamento mucho- de este proyecto.



Por eso, solicito que vuelva a la Comisión -no va a pasar nada- y se pidan más informes. 



¡Cómo no está la opinión de Carabineros si es la institución encargada del control del tránsito en nuestro país!



Yo al menos en las Comisiones que integro siempre intento que las iniciativas y los asuntos que analizo lleguen a la Sala con la mayor información posible.



Distinto sería si me dijeran que aquí está la opinión de Carabineros, de otras instituciones u organismos encargados de los accidentes del tránsito.

El señor QUINTANA.- CONASET.

El señor ESPINA.- De CONASET, por ejemplo.



Y también deberían venir a exponer los alcaldes y expertos en transporte público y privado.

El señor QUINTANA.- O la SIAT.

El señor ESPINA.- Y, además -repito lo que dice el Senador Quintana, a quien le encuentro toda la razón-, la SIAT de Carabineros.



Entonces, señor Presidente, insisto en que esta iniciativa vuelva a la Comisión -esa es mi opinión- para que llegue con mayor información, porque la única de que disponemos es nada menos que la del Subsecretario del Gobierno -de su Gobierno-, mediante la cual se manifiesta -no lo digo peyorativamente- en contra del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- De todo el Gobierno.

El señor ESPINA.- Así es.



A mí me parece muy delicado legislar en un tema de esta importancia y aprobar el proyecto en general sin disponer de mayor información.



En consecuencia, señor Presidente, pido que la iniciativa regrese a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para un informe complementario. Si no, a lo menos yo no respaldaré la idea de legislar, porque no tengo razones ni fundamentos para ello.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Hay una petición expresa del Senador señor Espina para que el proyecto vuelva a Comisión, con el fin de recabar más antecedentes técnicos a instituciones cuyas opiniones, al parecer, no quedaron consignadas en el informe.

La señora ALLENDE.- De acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, procederemos como se ha indicado y dejaremos hasta aquí el debate. 



La otra opción es abrir la votación para aprobar o rechazar el proyecto en general, como lo han solicitado varios colegas.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quienes poseen memoria recordarán que no es la primera vez que se discute esta materia en el Senado. Si no me equivoco, don Jaime Orpis y Juan Antonio Coloma presentaron hace tiempo una moción con las mismas características, ventajas y riesgos para los peatones que encierra la iniciativa que nos ocupa.



Por lo tanto, creo que es conveniente reconsiderar los antecedentes que entonces se tuvieron a la vista para saber por qué no prosperó ese proyecto, y pedir los informes adicionales. Luego de ello la Sala podrá conocer un nuevo informe.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- O sea, ¿usted está de acuerdo con regresarlo a la Comisión?

El señor HORVATH.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Ya. 



Es necesario saberlo, estimados colegas, porque les repito que me han pedido también abrir la votación. 



Si existe consenso para que la iniciativa vuelva a la Comisión, no se votará hoy, pero podremos seguir con el debate.

El señor HORVATH.- Bien.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- ¿Les parece que enviemos el asunto a la Comisión de Transportes para un informe complementario, sin perjuicio de continuar con las intervenciones?



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, tal como dijo el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, hace varios años presentamos un proyecto similar al que nos ocupa, el cual fue objeto de una larga discusión. En su tramitación hubo una profusión de antecedentes muy impresionante, pero en su momento fue rechazado por un escaso margen de votación. ¡Estas cosas son así! 



Considero que la iniciativa en análisis, tal como lo pensé en su momento respecto de la otra propuesta legislativa, es completamente razonable y necesaria a medida que aumenta la congestión vehicular. 



¡Y no estamos inventando la rueda! La medida que se plantea ya está en aplicación en países inteligentes, como solución a la saturación de tráfico en sus vías.



En muchas horas no hay inconveniente en poder virar a la derecha con luz roja, porque no representa ningún peligro.



Ahora, siempre hay opiniones distintas. 



Quiero señalar, señor Presidente, que en materia de tránsito ha habido dos proyectos emblemáticos: el que estamos debatiendo y el que aumentó la velocidad en las carreteras, cuyo análisis fue un drama. 



En cuanto a lo anterior, hubo informes catastróficos. Sin embargo, este Senado -recordemos que fue nuestra Corporación- tuvo la valentía, a mi juicio, de dar el paso y aprobar la iniciativa, que fue muy importante y no generó el cataclismo que algunos auguraban. Al contrario, considero que agilizó bastante la capacidad de movilización vehicular, particularmente en las regiones del país.



Les pregunto: ¿qué pasaría en las mismas carreteras hoy día si aún hubiera que andar a 100 kilómetros por hora o a 110, como en su momento? ¡Las congestiones serían mucho mayores!



Entonces, creo que este proyecto se encuentra bien pensado. 



No veo dónde está el inconveniente de cambiar el eje en materia de tráfico respecto de las luces rojas. Hoy día -espero que lo podamos resolver- se propone que excepcionalmente se permita virar a la derecha con luz roja. Se plantea prohibirlo en intersecciones peligrosas, pero no en el resto de los miles de cruces con semáforos. 



Admitamos que cada día hay más semáforos en nuestro país. Eso es un hecho en todas las regiones. No es un fenómeno metropolitano. ¡Es muy amplio! Y la proliferación de semáforos produce, obviamente, una mayor saturación vial, no necesariamente por los tacos sino también por el hecho de que hay flujos que van en un sentido en la mañana y en el sentido inverso en la tarde.



Por eso, estimo completamente razonable este proyecto.



He leído las argumentaciones que se entregaron tanto respecto de la iniciativa en análisis como de la propuesta legislativa en la que me tocó participar. A mi juicio, el asunto es totalmente opinable, por cuanto se enfrentan puntos de vista distintos. 



Ninguno de los organismos consultados era partidario de aumentar la velocidad en las autopistas. Se aprobó igual tal iniciativa y la ley resultante fue algo virtuoso en materia de desplazamiento vehicular, de conectividad, de tiempo. La situación tenía que ver mucho más con la habilitación de una estructura moderna que con la dictación de reglas.



Reitero: me parece que este proyecto es completamente razonable, en especial para aquellas comunas que empiezan a “semaforizarse”, en donde las congestiones tenderán crecientemente a aumentar hacia una realidad que se transforma en insoportable.



A ustedes -por su intermedio, señor Presidente- de seguro les pasa lo mismo que a cualquiera que reclama que entrar o salir de una comuna que antes tenía un tránsito bastante expedito hoy día es un verdadero calvario. Bueno, en parte eso tiene que ver con la lógica del semáforo -en todo caso, hay que entender que los flujos lo requieren- y a no generar ninguna medida excepcional sobre el particular.



Son muy pocos los lugares -en regiones son contados con los dedos de la mano- donde ello se autoriza. 



Bueno, ¡hagamos la inversión!



Yo aplicaría la norma como regla general y la dejaría sin efecto en determinadas circunstancias, solo si existiera un estudio especializadísimo que así lo aconsejara.



No hacer nada es una regresión. ¡No avanzar en esto es un error! 



Obviamente, mi punto de vista no obedece a ninguna concepción ideológica; es puro sentido común, ver experiencias y tratar de enfrentar los nuevos problemas de congestión vehicular. Pero si buscamos solución a estos siguiendo las mismas reglas antiguas, vamos mal.



Hay que hacer algo innovador, diferente, que ya se haya aplicado con éxito en otros países. No veo la razón por la cual hoy día este Senado no dé ese paso.



En su momento votaré a favor. Entiendo que la iniciativa va a volver a Comisión. 



Las cosas obviamente hay que estudiarlas, pero no podía dejar de expresar mi punto de vista a favor de este proyecto.



He dicho.

 El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, por cierto, reconozco la legitimidad de los autores de la moción que originó esta iniciativa y no dudo de que han mirado la experiencia internacional al respecto, aunque no parece ser muy abundante: solamente se mencionan dos países (Estados Unidos y Canadá), pero no en su totalidad, únicamente en algunos estados y ciudades. Se trata, más bien, de una norma de aplicación muy escasa y excepcional. 



Ese es un primer hecho que debiera llamarnos la atención.



En segundo lugar, quiero señalar que coincido con el Senador Espina. Yo me tomaría este proyecto con muchísimo más cuidado.



Lamentablemente, en Chile debemos reconocer que las escuelas de conductores no cuentan con la rigurosidad adecuada. En otros países, para obtener licencia de conductor, por ley se tiene que aprobar un curso que dura a lo menos tres a seis meses. Son extremadamente rigurosos para otorgar el permiso.



Por desgracia, acá tenemos una tasa de accidentes muy muy considerable. Yo no podría afirmar -obviamente, no los incluyo a todos- que el chofer chileno se caracteriza -o nos caracterizamos- por la excesiva prudencia; más bien, suele acompañarnos la imprudencia.



En este último tiempo hemos visto -¡enhorabuena!- una proliferación de bicicletas en las calles, lo cual ayuda enormemente a que harta gente hoy día use menos el automóvil para trasladarse. 



Pese a ello, lamentablemente, las estadísticas actuales demuestran que ha aumentado la utilización del vehículo. La gente es crítica del transporte público de pasajeros y prefiere usar el automóvil. 



Naturalmente, tenemos que pagar ese costo. 



Es decir, no vamos a evitar la congestión por esa vía. Pero proyectos como el que nos ocupa, que intentan hacer más fluido el tránsito en nuestras ciudades con normas excepcionales, en mi opinión al menos, pueden ser muy riesgosos.



No confío en que la gente extremará las precauciones a la hora de doblar a la derecha con luz roja. Probablemente, vamos a tener una tasa mayor de accidentes. 



Señor Presidente, si se votara la idea de legislar en esta sesión, me pronunciaría en contra. 



Prefiero que la iniciativa vuelva a su Comisión; que ahí escuchemos a los expertos; que analicemos más antecedentes; que nos demuestren de verdad si el objetivo que se persigue se conseguirá, pero sin aumentar la accidentabilidad. Nada ganamos con decir: “Mire, con esta ley en proyecto se hará un tanto más fluido el tránsito vehicular en las ciudades, pero se incrementará el índice de accidentes”.



Para no ahondar más en el asunto, reitero que comparto que la iniciativa regrese a Comisión. 



Hay que abordar con mucho cuidado esta materia, porque, tal como está redactado el texto en análisis, no me parece razonable; al contrario, creo que puede generar problemas.



Obviamente que pesa la opinión del Subsecretario de Transportes. ¡Por algo es el Subsecretario de Transportes! Y es evidente que, si no está de acuerdo con el proyecto y prefiere dejar la normativa como está, es justamente porque debe de tener argumentos que me imagino son similares a los que estoy exponiendo.



Por eso, señor Presidente, me parece importante que la iniciativa vuelva a la Comisión. De otra manera, yo votaría en contra.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Entonces, como se acordó, el proyecto vuelve a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para un informe complementario.


Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, sobre IMPLANTACIÓN DE PROGRAMA Y/O APORTE ESPECIAL PARA PERMITIR ACCESO DE ADULTOS MAYORES DE ZONAS EXTREMAS DEL SUR A TARIFA REBAJADA EN TRANSPORTE PÚBLICO.


Al señor Ministro de Deportes, pidiéndole viabilizar CREACIÓN DE FONDO ESPECIAL PARA FINANCIAMIENTO DE TRASLADO DE DELEGACIONES DEPORTIVAS DE MAGALLANES A COMPETENCIAS Y ENCUENTROS NO OFICIALES, TANTO DENTRO COMO FUERA DE LA REGIÓN.


Y al señor Presidente del Consejo Nacional de Televisión, solicitándole instruir a canales de televisión acerca de INCLUSIÓN DE HORA DE REGIÓN DE MAGALLANES Y ANTÁRTICA CHILENA EN TRANSMISIONES EN QUE SE APLIQUE EL “GENERADOR DE CARACTERES”.


Del señor CHAHUÁN:



Al señor Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, requiriéndole la siguiente información vinculada con el Hospital Claudio Vicuña, de San Antonio: NÚMERO DE MUERTES POR NEGLIGENCIA MÉDICA EN ÚLTIMO LUSTRO Y CAUSAS DE DECESO DE SEÑORES GASTÓN INFANTAS OROZCO, EN 2016, Y RAMÓN MESSINA ROMERO, EN 2017.


Del señor GARCÍA:



Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, para que informe sobre MEDIDAS PARA CUMPLIMIENTO POR CLARO, ENTEL Y MOVISTAR DE SERVICIO EN REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.


Del señor MATTA:


A la señora Directora Ejecutiva de Integra, solicitándole informar sobre FACTIBILIDAD DE EXTENSIÓN DE HORARIO DE FUNCIONAMIENTO DE JARDÍN INFANTIL Y SALA CUNA LOS RUILES DE CHANCO SUR.


A la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la JUNJI, consultándole por POSIBILIDAD DE INSTALACIÓN DE JARDÍN INFANTIL Y SALA CUNA EN LOCALIDAD DE PAHUIL.


Al señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, planteándole inquietudes expresadas por Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Chanco en relación con ESTADO DE CONSERVACIÓN Y PRESERVACIÓN DE ESPECIES NATIVAS EN RESERVA NACIONAL FEDERICO ALBERT, FALTA DE MAQUINARIA PESADA PARA OPERAR FRENTE A CUALQUIER TIPO DE EMERGENCIA, Y FACTIBILIDAD DE IMPLEMENTAR EN FORMA PERMANENTE UNA BRIGADA FORESTAL EN DICHA RESERVA.



Al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo del Maule, para que informe en cuanto a POSIBILIDAD DE CAMBIO DE USO DE SUELO DE TERRENO UBICADO EN SECTOR ESTACIÓN DE COMUNA DE VILLA ALEGRE PARA CONSTRUCCIÓN DE MULTICANCHA.



 Y al señor Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanización del Maule, solicitándole información referida a SITUACIÓN DE TERRENO EN QUE SE EMPLAZA SEDE SOCIAL DE JUNTA DE VECINOS JOSÉ MIGUEL CARRERA, COMUNA DE CHANCO.


De la señora VON BAER:



Al señor Alcalde de Las Condes, pidiéndole APOYO A SOLICITUD DE CUERPO DE BOMBEROS DE RÍO BUENO. 
)---------------(


--En Incidentes, ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Renovación Nacional, Partido Socialista e Independiente, Partido Unión Demócrata Independiente, Independientes y Partido Amplitud y Partido Por la Democracia, ningún señor Senador interviene.

)---------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 18:20.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 13ª, ORDINARIA, EN MARTES 9 DE MAYO DE 2017


Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Guido Girardi y accidental del Honorable Senador señor Eugenio Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro,  Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Concurren los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre, y de Justicia y Derechos Humanos, señor Campos. Además de la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Ortiz y la abogada del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Seaman.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 11ª y 12ª, ambas ordinarias, de los días 2 y 3 de mayo, respectivamente; se encuentran en Secretaría, a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensajes

Cinco de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excmo. Tribunal Constitucional.


Con el segundo, retira la urgencia que hiciera presente para la tramitación del proyecto de ley que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18).


-- Se tiene presente el retiro.


Con los tres siguientes, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


2) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


3) Sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (Boletín N° 10.163-14).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De S. E. la Presidenta de la República


Con el que pide que se disponga lo necesario para que el Congreso Nacional se reúna en Congreso Pleno el día 1 de junio próximo, con el fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la Nación, y propone, para tal efecto, que la mencionada sesión sea convocada para las 10:30 horas de dicho día.


-- Se accede a lo solicitado.

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, para efectuar una distinción en materia de determinación de las penas aplicables en función de la edad del infractor (Boletín  N° 10.975-25).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, sobre el proyecto de ley que regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales (Boletín 11.144-07).


-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 10 de la ley N° 20.921, que otorga bonificación por retiro voluntario a los funcionarios del sector salud que indica.


- Inciso octavo del artículo 1° de la ley 20.975, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público y concede otros beneficios que indica.


- Incisos tercero y octavo del artículo 1° de la ley 20.975, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público y concede otros beneficios que indica.


- Artículo 1°, inciso segundo de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


- Artículo 53, inciso tercero, del Código Tributario.


- Artículo 196 ter, de ley N° 18.290, de Tránsito.


- Artículos 27 y 29, inciso primero, del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Da respuesta a Acuerdo del Senado referido a la situación de Venezuela (Boletín N° S 1.922-12).

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Contesta inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre las medidas adoptadas para los beneficiarios del Aporte Previsional Voluntario, que cumpliendo con los requisitos necesarios, no perciben esta ayuda por no haber presentado la solicitud respectiva. 

De la señora Ministra de Bienes Nacionales


Responde petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Guillier, para informar acerca de eventuales irregularidades en el Plan Regulador de Casablanca, respecto del acceso al borde costero norte de la caleta Quintay.

Del señor Ministro Presidente del 
Consejo Nacional de la Cultura y las Artes


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, para informar acerca de la normativa vigente y certificación aplicable para la instalación y funcionamiento de los circos, a nivel nacional, regional y comunal.

Del señor Subsecretario (S) de Evaluación Social 


Contesta inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de establecer una nueva ponderación en el Registro Social de Hogares para las personas afiliadas a una institución de salud previsional en las regiones extremas del país.

Del señor Alcalde de la Municipalidad de Talcahuano


Da respuesta a petición, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para que el concejo municipal efectúe una sesión especial para analizar la presencia de metales pesados en suelos de los sectores de Medio Camino, San Vicente, Diego Portales y Libertad.

Del señor Juez Titular del Juzgado de Letras y Garantía de María Elena


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Araya, para informar sobre el número de causas falladas y audiencias de formalización realizadas por el delito de usura, durante el período indicado.

Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social


Da respuesta a petición de información, expresada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de la situación de la pensión del exonerado político individualizado, domiciliado en la ciudad de Valdivia.

Del señor Director Nacional (OR.OC) del Servicio Agrícola y Ganadero


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la certificación de cuatrocientos paquetes de abejas que fueron exportadas a Toronto desde la Región de La Araucanía, y si estos envíos se realizan desde otras comunas o regiones del país.

Del señor Director Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor


Contesta consulta, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a las medidas de apoyo institucional adoptadas ante el eventual maltrato y hostigamiento de unos ancianos de la comunidad Kawésqar, de Puerto Edén, durante la realización de una fiscalización pesquera.

Del señor Director Nacional (S) (OR.OC) del Servicio Agrícola y Ganadero


Responde petición de información, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre diversos aspectos relativos a la importación de alimentos, especialmente de los frigoríficos brasileños acusados de vender carne en mal estado. 

Del señor Director (S) del SERVIU de la Región de la Araucanía


Adjunta antecedentes sobre la expropiación de terrenos para la construcción del Parque Costanera en la localidad de Puerto Saavedra; materia consultada por el Honorable Senador señor García.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Bienes Nacionales

de la Región de Atacama


Responde solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca del estado de tramitación de la regularización de la propiedad de la persona individualizada.

De la señora Directora Regional de Vialidad

de la Región del Maule


Envía respuesta a solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Matta, acerca de los planos del proyecto de pavimentación de la ruta L-45, en el tramo Llepo-Peñasco para realizar el proyecto de agua potable rural del Comité de Agua Potable Rural Llepo-Peñasco, en la provincia de Linares.

Del señor Secretario General de Carabineros


Contesta solicitud, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre diversas materias relativas a la fiscalización y comercialización de pescados y mariscos a nivel nacional.


Informa sobre las medidas adoptadas respecto de las dificultades de las escuelas de conductores para la obtención de la acreditación de la Sección de Mediciones Psicométricas, como consecuencia de las exigencias introducidas por la institución policial; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán.

De la señora Jefa de Gabinete de la Superintendencia de Educación


Adjunta información de la situación del reconocimiento de estudios técnicos y de los títulos otorgados en hotelería del colegio General Velásquez Bórquez, de Puchuncaví; materia consultada en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica las leyes N°s 18.045 y 18.046, para establecer nuevas exigencias de transparencia y reforzamiento de responsabilidades de los agentes de los mercados (Boletín N°10.162-05).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro Titular del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, al señor Felipe Sabando del Castillo (Boletín N° S 1.927-05) (con la urgencia contemplada en el inciso segundo del N°5 del artículo 53 de la Carta Fundamental).


-- Quedan para Tabla. 


De la Comisión Revisora de Cuentas, mediante el cual comunica que ha aprobado las cuentas de la Tesorería del Senado, correspondientes al año presupuestario 2015, acompañando una síntesis de las mismas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; aprobado por la Comisión de Régimen Interior.


-- Se toma conocimiento y se manda publicar la síntesis de las cuentas del año 2015 en el Diario Oficial.

Moción


De los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio) y Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 214 del Código Penal para sancionar la usurpación de identidad por medios informáticos (Boletín Nº 11.214-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -


Terminada la Cuenta llega a la Mesa el siguiente oficio:

De la Honorable Cámara de Diputados con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (Boletín N° 10.372-03) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.

- - -

ACUERDO DE COMITÉS


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo:

Tratar en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 10, el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S.E. la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro Titular del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, al señor Felipe Sabando del Castillo (Boletín Nº S 1.927-05).
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Acuerdo de la Comisión Bicameral del Artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, relativo a la designación de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria.

El Vicepresidente pone en discusión el asunto de la referencia.


Luego la Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señor Araya, quien en su calidad de presidente de la Comisión Bicameral expone los fundamentos y acuerdos de la señalada Comisión; y señor Horvath.


En seguida el Presidente accidental pone en votación la proposición de la Comisión Bicameral.


El resultado es de 24 votos por la aprobación.

Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio.

Funda su voto favorable el Honorable Senador señor Moreira.

- - -


El Presidente accidental declara aprobada la proposición.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de votar a favor el Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


Se deja constancia de haberse alcanzado el quórum de tres quintos exigidos por el inciso tercero del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, sobre un número de 36 senadores en ejercicio.
- - -


Durante el curso del debate asume la presidencia accidental el Honorable Senador señor Eugenio Tuma.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.

El texto despachado por el Senado a la Honorable Cámara de Diputados es el que sigue:


“Tengo a honra comunicar a V. E. que el Senado, en sesión del día de hoy, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ha designado como integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria a las siguientes personas:


1) Para ocupar el cargo correspondiente a un abogado, a la señora Priscila Marina Jara Fuentes.


2)  Para ocupar el cargo correspondiente a un contador auditor, al señor Jorge Fernando Sirriya Carapelle.


3) Para ocupar el cargo correspondiente a un especialista en materias de auditoría, al señor Carlos Alberto Tapia Sagredo.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez.
(Boletín N° 10.584-07)


El Presidente accidental pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.

El Secretario General manifiesta que el Ejecutivo ha calificado con urgencia “suma” el proyecto y recuerda que los artículos 6°, 8°, 19, 20, 21 y segundo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.


Agrega que, dentro de estas normas, es de quórum calificado el artículo 8°, que requiere para su aprobación 19 votos favorables, y el artículo 19, respecto de sus incisos segundo y tercero, que tienen el carácter orgánico constitucional, por lo que requieren 21 votos favorables para su aprobación.


Añade que la Comisión Especial efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales aprobó por unanimidad, con excepción de cinco de ellas que serán puestas en discusión y votación oportunamente.


Seguidamente informa que la Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia, esto es, artículos 1°, 10, 18, 19 y 20, permanentes, y primero y segundo transitorios, e introdujo una modificación, respecto del inciso segundo del artículo 10, en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado. Dicho inciso habría sido enmendado antes, por mayoría de votos, en la Comisión Especial.


Explica que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas. De las enmiendas unánimes, la recaída en el inciso primero del artículo 13 requiere para su aprobación 21 votos favorables por incidir en una norma de rango orgánico constitucional.


Señala que se ha renovado una indicación al artículo 5° del proyecto, de consiguiente, hay varias votaciones que efectuar.


Finaliza expresando que debiera darse por aprobado, contabilizando el quórum, en primer lugar, sin perjuicio del debate correspondiente, solamente los artículos que nombra, que no fueron objeto de modificaciones o indicaciones, uno de los cuales es de quórum calificado, y los otros quórum orgánico.

- - -


Las enmiendas propuestas por la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, al texto aprobado en general son las siguientes:

ARTÍCULO 1º

Inciso segundo


- Reemplazar la expresión “ciudad de Santiago” por “Región Metropolitana” y agregar, después de aquélla, la frase “, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en las distintas regiones del país”.

ARTÍCULO 2º


- Suprimir la frase “, respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas”.

ARTÍCULO 3º

Inciso segundo


- Suprimirlo.

ARTÍCULO 4º

Letra a)


- Sustituir la palabra “defender” por “proteger”.

Letra c)


- Suprimir la palabra “principal”.

Letra d)


- Reemplazar la expresión “o aquellas” por “, a”.


- Eliminar el vocablo “principal”.


- Agregar, después de la expresión “o niñas”, la siguiente frase: “y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.

Letra e)


- Suprimir la frase “de derecho privado”.


- Suprimir la palabra “principal”.


- Agregar la siguiente oración final: “Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada.”.

Letra h)


- Intercalar, después de la expresión “tramitación del procedimiento” y antes del punto aparte, la frase “, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia”.

Letra k)


- Suprimir la frase “, con los que deberá actuar coordinadamente” y agregar, luego de la expresión “niño”, la locución “o niña”.

- - -

Letra ñ), nueva


- Intercalar una nueva letra ñ), del siguiente tenor:


“ñ) Elaborar y presentar un informe anual de conformidad a lo establecido en el artículo 15.”.

Inciso final, nuevo


- Incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“La Defensoría podrá ejercer sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales de derechos humanos.”.

- - -

ARTÍCULO 7º


- Suprimir la frase “señaladas en el artículo 2° de esta ley”.

ARTÍCULO 9º

- - -

Inciso final, nuevo


- Incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.”.

- - -

ARTÍCULO 10

Inciso segundo


- Sustituirlo por el siguiente:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria, como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.”.

Inciso cuarto


- Reemplazar el término “cinco” por “ocho”.

ARTÍCULO 11

Letra c)


- Agregar luego de la expresión “niños” la locución “y niñas”.

- - -

Letra d), nueva


- Incorporar como nueva letra d) el siguiente texto:


“d) No haber sido condenado por delitos que infrinjan la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, o por los delitos contemplados en la Ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.”.

- - -

Letra d)


- Pasó a ser letra e), sustituyéndose en su texto la palabra “cinco” por “diez”.

Letra e)


- Pasó a ser letra f), reemplazándose su texto por el siguiente:


“f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.

ARTÍCULO 12

Inciso primero


- Suprimirlo.

Incisos segundo, tercero y cuarto


- Pasaron a ser incisos primero, segundo y tercero, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO 13

Inciso primero


- Intercalar, a continuación de la expresión “miembros en ejercicio” y antes del punto aparte, la locución “, habiendo oído previamente al Defensor”.

Inciso cuarto


- Modificar la locución “transcurridos dos años” por la frase “transcurrido un año”.

ARTÍCULO 15

Letra b)


- Intercalar, luego de la expresión “niñas” y antes del punto aparte, la frase “, tomando en cuenta la realidad de las regiones”.

Letra c)


- Eliminar la expresión “por parte de los sujetos señalados en el artículo 2° de la presente ley”.

Letra f)


- Intercalar, a continuación de la palabra “niñas” y antes del punto aparte, la frase “, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño”.

ARTÍCULO 16

Inciso cuarto


- Sustituirlo por el siguiente:


“Excepcionalmente el Defensor podrá, en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.

ARTÍCULO 17

Inciso tercero


- Sustituir la oración final “Los consejeros serán ad-honorem.”, por la siguiente: “Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Inciso primero


- Reemplazar la expresión “diez meses” por “cinco meses”.

Incisos segundo y tercero


- Reemplazarlos por los siguientes:


“La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.”.

Inciso cuarto


- Reemplazar el término “18” por “17”.

- - -


La enmienda propuesta por la Comisión de Hacienda al proyecto aprobado por la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, es la siguiente:

Artículo 10

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso.”.

- - -


El Honorable Senador señor Espina solicita la votación separada del artículo 2°; de la letra k) del artículo 4° y el inciso cuarto del artículo 10.

- - -


El Presidente accidental pone en votación las enmiendas aprobadas en forma unánime y aquellas normas que, aunque no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones por las Comisiones, requieren un quórum especial de aprobación.


El resultado de la votación es de 30 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Funda su voto favorable el Honorable Senador señor Walker, don Patricio.

- - -


El Presidente accidental declara aprobadas las disposiciones.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 36 senadores en ejercicio.

- - -


El Presidente accidental pone en discusión el artículo 2° del proyecto cuya votación separada solicitó el Honorable Senador señor Espina.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Espina, Navarro y Montes, señora Allende y señor Pizarro.


En su alocución el Honorable Senador señor Espina propone aprobar en su reemplazo la siguiente disposición: 


“Artículo 2º.- La Defensoría de los Derechos de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas, de acuerdo a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño y a los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como a la legislación nacional, velando por su interés superior.”


El Presidente accidental, previo acuerdo unánime de la Sala, pone en votación la indicada proposición.


El resultado es de 30 votos por la aprobación.


Votan favorablemente los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Quinteros, Prokurica, Horvath, Lagos y Bianchi.

- - -


El Vicepresidente declara aprobada la proposición.

- - -


Durante la votación interviene, con la anuencia de la Sala, la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Ortiz.

- - -


El Presidente accidental pone en discusión la letra k) del artículo 4º, cuya votación separada solicita el Honorable Senador señor Espina.


Luego ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Larraín, Espina y Allamand. 


Interviene asimismo el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Campos.


El Presidente accidental propone aprobar la disposición con las sugerencias formuladas por el Honorable Senador señor Allamand; la Sala así lo acuerda por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


El Presidente accidental pone en discusión la enmienda de la Comisión Especial recaída sobre el literal h) del artículo 4° del texto aprobado en general.


Ofrece la palabra y hacen uso de ella la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Ortiz y el Honorable Senador señor Espina.


La enmienda que fue aprobada en la Comisión Especial, por mayoría de votos, es del siguiente tenor:


- Intercalar, después de la expresión “tramitación del procedimiento” y antes del punto aparte, la frase “, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia”.


El Presidente accidental la declara aprobada por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


El Presidente accidental pone en discusión la indicación renovada, correspondiente al número 47 bis del Boletín de Indicaciones.


Dicha indicación, que recae sobre el artículo 5° del texto aprobado en general, es del siguiente tenor: 


47 bis.- Del Honorable Senador señor Espina, para reemplazar la frase “y la autonomía progresiva” por “la autonomía progresiva y el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos”.

El Presidente accidental ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Espina, Chahuán y Quinteros; la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Ortiz y los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Patricio.


Enseguida pone en votación la indicación renovada.


El resultado es de 16 votos favorables, 8 en contra y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Votan en contra los Honorables Senadores señora Muñoz y señores De Urresti, Guillier, Harboe, Lagos, Navarro, Quinteros y Tuma.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señora Von Baer, señores Larraín y Walker, don Ignacio y señora Pérez San Martín.


Fundan su votación adversa los Honorables Senadores señores Navarro y Lagos.

- - -


El Presidente accidental declara aprobada la indicación renovada.


Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Horvath.

- - -


El Presidente accidental pone en discusión las enmiendas propuestas, respectivamente por la Comisión Especial y por la de Hacienda, que recaen sobre el artículo 10 del texto aprobado en general.


Luego ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio; Pizarro, Lagos y Larraín; la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Ortiz; los Honorables Senadores señora Allende y señores Quintana, De Urresti, Allamand, Navarro y Horvath.

- - -


En el curso del debate el Honorable Senador señor Larraín propone, a nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, que el proyecto sea remitido a un nuevo informe de Comisión.


El Presidente accidental pone en votación la petición precedente; la que es rechazada por 12 votos a favor, 13 en contra y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, Horvath, Larraín, Ossandón, Prokurica; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros y Tuma.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana.
- - -


El Presidente accidental pone enseguida en votación la proposición de la Comisión de Hacienda.


El resultado es de 12 votos a favor, 13 en contra y 1 abstención.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, Horvath, Larraín, Ossandón, Prokurica; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros y Tuma.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana.

El Presidente accidental declara rechazada esta proposición.

- - -


El Presidente accidental pone enseguida en votación la proposición de la Comisión Especial.


El resultado es de 13 votos a favor, 12 en contra y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, Horvath, Larraín, Ossandón, Prokurica; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros y Tuma.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana.

El Presidente accidental declara aprobada esta proposición.

- - -


El Presidente accidental pone enseguida en votación la enmienda propuesta por la Comisión Especial respecto del inciso cuarto del artículo 10.


El resultado es de 22 votos favorables y 3 en contra.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Horvath, Larraín, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Votan en contra los Honorables Senadores señores Harboe, Lagos y Prokurica.

El Presidente accidental declara aprobada la enmienda señalada.

- - -


Al término de la votación manifiesta su intención de sufragar a favor el Honorable Senador señor Moreira.
- - -


El Presidente accidental pone en votación la modificación propuesta por la Comisión Especial que recae sobre la letra e) del artículo 11 del texto aprobado en general; y que es del siguiente tenor:


“f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.”.


El resultado es de 25 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


El Presidente accidental declara aprobada la enmienda.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:

“TÍTULO I

OBJETO Y FUNCIONES

Párrafo 1° Disposiciones Generales


Artículo 1º.- Créase la “Defensoría de los Derechos de la Niñez”, en adelante también la “Defensoría”, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.


Tendrá su domicilio en la Región Metropolitana, sin perjuicio de los que pueda establecer en las distintas regiones del país.


Artículo 2º.- La Defensoría de los Derechos de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas, de acuerdo a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño y a los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como a la legislación nacional, velando por su interés superior.


Artículo 3º.- La Defensoría desempeñará sus funciones con autonomía de las instituciones públicas.

Párrafo 2° Funciones y Atribuciones


Artículo 4º.- Corresponderá especialmente a la Defensoría de los Derechos de la Niñez:


a) Difundir, promover y proteger los derechos de los niños y niñas de acuerdo a lo que establece la presente ley.


b) Derivar al órgano competente, cuando corresponda, aquellas peticiones que reciba sobre asuntos que se le formulen, dentro del ámbito de sus competencias.


En el ejercicio de esta atribución, podrá realizar recomendaciones específicas sobre las materias objeto de las peticiones que reciba, de conformidad a lo dispuesto por el literal f) de este artículo.


La Defensoría de los Derechos de la Niñez no podrá pronunciarse sobre un asunto que se encuentre en trámite ante los Tribunales de Justicia o ante el órgano de la Administración del Estado competente. Sin embargo, podrá efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o emitir opiniones en relación con la materia de que se trate, de conformidad con las letras f) y h) de este artículo.


c) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños y niñas.


d) Observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la Administración del Estado, a personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños o niñas y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.


e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de los derechos de los niños y niñas cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de los niños y niñas por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada.


f) Emitir informes y recomendaciones que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.


g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños y niñas ante el órgano administrativo o judicial competente, según corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.


h) Actuar como amicus curiae ante los tribunales de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia.


i) Promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a los derechos de los niños y niñas ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.


j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.


k) Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección o cualquier otra institución en que un niño o niña permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.


l) Recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración. 


m) Colaborar con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de la Organización de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como ante otras organizaciones internacionales.


n) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados nacionales o internacionales.


ñ) Elaborar y presentar un informe anual, de conformidad a lo establecido en el artículo 15.


o) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.


La Defensoría podrá ejercer sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales de derechos humanos.


Artículo 5°.- El interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído, la autonomía progresiva y el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule.


Artículo 6°.- La presentación de las peticiones a que se refiere la letra b) del artículo 4° de la presente ley no obstará el ejercicio de las acciones legales contempladas por el ordenamiento jurídico, ni suspenderá o interrumpirá sus términos de prescripción o caducidad.


Artículo 7°.- Las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas de derecho privado, según corresponda, sin perjuicio de que podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.


Artículo 8°.- La información y antecedentes recibidos por la Defensoría no podrán ser empleados para fines ajenos al ámbito de sus competencias. Su tratamiento deberá siempre respetar los derechos y las garantías constitucionales y legales, especialmente lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


Todos los actos y resoluciones de la Defensoría, así como sus fundamentos y los procedimientos que se utilicen, serán públicos, exceptuando aquella información que, en virtud del artículo 8º de la Constitución Política de la República, tenga el carácter de reservado o secreto. En lo demás, la Defensoría estará sujeta a las normas de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.

TÍTULO II

ORGANIZACIÓN

Párrafo 1° Organización Interna


Artículo 9°.- En su organización interna, la Defensoría se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos, los que establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos y sus modificaciones serán propuestos por el Defensor de la Niñez al Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Con todo, los estatutos deberán ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.


La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área de promoción y difusión de derechos, y área de estudios.

Párrafo 2° Del Defensor


Artículo 10.- El Defensor de la Niñez, en adelante “el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las atribuciones entregadas a la Defensoría de los Derechos de la Niñez.


El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de treinta días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.


El nombramiento del Defensor será formalizado mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Defensor durará ocho años en su cargo y no podrá ser designado por un nuevo período.


Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en que el Defensor designará a su subrogante y las normas que rijan dicha subrogación.


Artículo 11.- Para ser nombrado Defensor se requiere:


a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.


b) No encontrarse sujeto a alguna de las inhabilidades para ingresar a la Administración del Estado.


c) No encontrarse inhabilitado para trabajar con niños y niñas ni figurar en el registro de inhabilitaciones para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad, que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación, en conformidad a la ley N° 20.594, que Crea Inhabilidades para Condenados por Delitos Sexuales contra Menores y Establece Registro de dichas Inhabilidades.


d) No haber sido condenado por delitos que infrinjan la ley N° 20.609, que Establece Medidas contra la Discriminación, o por los delitos contemplados en la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.


e) Encontrarse en posesión de un título profesional y tener a lo menos diez años de experiencia profesional.


f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.


Artículo 12.- El cargo de Defensor será de dedicación exclusiva. El ejercicio de cualquier actividad profesional, comercial o laboral será incompatible con el cargo de Defensor, con la excepción de los cargos docentes según lo dispuesto en la letra a) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo; del ejercicio de los derechos que le atañen personalmente; de la percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y de los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.


El Defensor no podrá tomar, en las elecciones populares o en los actos que las preceden, más parte que la de emitir su voto personal; ni participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de la Defensoría.


El Defensor deberá cesar en cualquiera de las actividades incompatibles, de conformidad a los incisos anteriores, antes de asumir el cargo. Si incurre en incompatibilidad, cesará en el cargo por el solo ministerio de la ley.


Artículo 13.- El Defensor podrá ser removido por la Corte Suprema, por inhabilidad sobreviniente en virtud de la concurrencia de alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, a requerimiento del Senado mediante acuerdo adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.


Removido el Defensor, se deberá proceder en el plazo más breve posible al nombramiento del nuevo Defensor, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 precedente.


Asimismo, el Defensor cesará en su cargo al cumplir setenta y cinco años de edad.


Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular sino después de transcurrido un año desde la cesación del mismo.


En los casos de muerte o renuncia del Defensor, el Senado declarará la vacancia en cuanto tome conocimiento de la circunstancia que la motiva, y regirá a contar de la fecha en que ésta haya ocurrido. Declarada la vacancia por renuncia se aplicará lo establecido en el inciso anterior.


Artículo 14.- Corresponderá especialmente al Defensor: 


a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, y velar por el cumplimiento de sus objetivos.


b) Ejercer las funciones que le sean entregadas a la Defensoría.


c) Representar judicial y extrajudicialmente a la Defensoría.


d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.


e) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.


Artículo 15.- El Defensor deberá presentar anualmente un informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el que deberá contener, a lo menos, lo siguiente:


a) Las actividades desarrolladas, relacionadas al cumplimiento de su mandato legal.


b) La situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas, tomando en cuenta la realidad de las regiones.


c) El cumplimiento efectivo de las obligaciones relativas a los derechos de los niños y niñas, incluyendo una opinión fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus requerimientos.


d) El estado de cumplimiento de las solicitudes que se realicen conforme a lo dispuesto en la letra e) del artículo 4° de la presente ley, especialmente su omisión o retardo.


e) La situación de los niños y niñas que se encuentren en centros de privación de libertad y centros residenciales de protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.


f) Las recomendaciones generales que estime convenientes para el resguardo de los derechos de los niños y niñas, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño.


El informe será público y deberá difundirse a través de mecanismos idóneos que permitan su conocimiento por la ciudadanía y, en especial, por parte de los niños y niñas.


Artículo 16.- En el ejercicio de sus funciones, el Defensor no podrá intervenir en calidad de parte o perito en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra h) del artículo 4° de la presente ley. 


En caso que, en el ejercicio de sus funciones, conozca cualquier crimen o simple delito cometido contra niños o niñas, deberá denunciarlo ante el órgano competente.


En el caso de hechos que revisten carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas, el Defensor deberá, además, poner los antecedentes a disposición del Instituto Nacional de Derechos Humanos, para los fines previstos en el número 5 del artículo 3° de la ley N° 20.405.


Excepcionalmente el Defensor podrá deducir querellas en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los Párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.

Párrafo 3° Del Consejo Consultivo


Artículo 17.- El Consejo Consultivo, en adelante también “el Consejo”, será un órgano colegiado asesor del Defensor que se conformará con representantes de la sociedad civil, de organizaciones de niños y niñas y de las Universidades reconocidas por el Estado y acreditadas. Para estos efectos, la Defensoría deberá llevar un registro de las  organizaciones señaladas. Los estatutos de la Defensoría establecerán los requisitos para la inscripción en el registro, y la manera de proceder a la elección e integración de los representantes del Consejo.


El Consejo tendrá dentro de sus funciones la de asesorar al Defensor en todas aquellas cuestiones de su competencia que requieran del pronunciamiento de la sociedad civil para su adecuada resolución. Además, recibirá y canalizará las opiniones y las propuestas de la sociedad civil en torno a la Defensoría y su rol, dentro del ámbito de sus competencias.


Los estatutos de la Defensoría establecerán los mecanismos y formas en que el Consejo prestará su asesoría al Defensor. Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.

TÍTULO III

PERSONAL Y PATRIMONIO


Artículo 18.- Las personas que presten servicios para la Defensoría se regirán por el Código del Trabajo. Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, y las disposiciones del Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.


Quienes desempeñen funciones directivas en la Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N° 19.882, que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor.


Al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730, que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios, y deberá realizar declaración de patrimonio e intereses conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.880, ya referida.


El Defensor percibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.


Artículo 19.- La Defensoría deberá cumplir con las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.263, del Ministerio de Hacienda, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado. Adicionalmente, el estado de ingresos y gastos deberá estar disponible en la página web de la Defensoría.


Asimismo, la Defensoría estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.


Las resoluciones del Defensor de la Niñez estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Artículo 20.- El patrimonio de la Defensoría estará formado por:


a) Los aportes que anualmente le destine la Ley de Presupuestos del Sector Público.


b) Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran a la Defensoría o que ésta adquiera a cualquier título, y los frutos de dichos bienes.


c) Las donaciones, herencias o legados que reciba, las que estarán exentas del trámite de la insinuación a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.


d) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.


Artículo 21.- Los actos del Defensor de la Niñez que requieran para su aprobación de decreto supremo se dictarán a través del Ministerio Secretaría  General de la Presidencia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia cinco meses después de publicada en el Diario Oficial.


La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de los Derechos de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.


El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará mediante transferencias de la Asignación 50-01-03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público del año respectivo.”.

- - -


El Presidente accidental señala que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Bianchi, García, Guillier y Horvath, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 14ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 10 DE MAYO DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio.


Concurren los 
Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre, y de Justicia y Derechos Humanos, señor Campos.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 11ª y 12ª, ambas ordinarias, de los días 2 y 3 de mayo, respectivamente; que no han sido observadas.
- - -

CUENTA

Mensajes


Dieciséis de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


Con el segundo, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11).


Con los catorce siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19).


2) Proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (Boletín N° 7.543-12).


3) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países (Boletín N° 9.242-10).


4) Proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


5) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (Boletín N° 9.748-07).


6) Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


7) Proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (Boletín N° 9.892-07).


8) Proyecto de ley que tipifica el delito de corrupción entre particulares y modifica disposiciones del Código Penal relativas a delitos funcionarios (Boletines N°s 9.956-07 y 10.155-07, refundidos).


9) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07).


10) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (Boletín N° 10.184-15).


11) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (Boletín       N° 10.217-15).


12) Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


13) Proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04).


14) Proyecto de ley que modifica la ley N°20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (Boletín Nº 10.665-07).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

De S.E. el Vicepresidente de la República


Con el que manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que modifica el artículo 420 del Código del Trabajo, confiriéndole competencia a los tribunales laborales para conocer de las contiendas en que los causahabientes del trabajador buscan hacer efectiva la responsabilidad del empleador, derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales (Boletín N° 8.378-13).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excmo. Tribunal Constitucional.

Oficios


De S. E. la Presidenta de la República, con los que comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 10 al 16 del presente para dirigirse, en visita oficial, a la República de Indonesia y a la República Popular China.


Informó que durante su ausencia será subrogada por el Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, señor Mario Fernández Baeza, con el título de Vicepresidente de la República.


-- Se toma conocimiento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de la sentencia pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 226, en la frase que señala, 366, 367, 369, 370 y 372 del Código Civil y 838, 839 y 841 del Código de Procedimiento Civil.


-- Se manda archivar el documento.


Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 1°, inciso segundo de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


-- Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Atiende consultas, manifestadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a los convenios existentes entre las distintas ramas de las Fuerzas Armadas con bancos comerciales; asimismo, pregunta acerca de las medidas adoptadas por estas instituciones para prevenir lesiones en la piel de los funcionarios por radiación ultravioleta.

De la señora Ministra de Salud


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la implementación de sistemas de iluminación para distintos aeródromos, con la finalidad de realizar evacuaciones ante emergencias de salud, eventuales traslados o recepción de órganos para trasplantes.


Informa sobre la situación de salud de la menor que individualiza, afectada de una fibrosis quística; consulta expresada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán.

Del señor Alcalde (S) de Contulmo


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, en relación a la situación presupuestaria del municipio.

Del señor Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor


Remite respuesta a petición, enviada en nombre del Honorable Senador señor Tuma, para informar sobre los reclamos presentados por usuarios o consumidores de los servicios de educación o formación impartidos por establecimiento de enseñanza en todos sus niveles.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Chahuán y Prokurica, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que modifica la disposición octava transitoria de la Carta Fundamental, en lo relativo al conocimiento de causas anteriores al nuevo sistema procesal penal (Boletín Nº 11.220-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Muñoz y señores Chahuán, Prokurica y Quinteros, con la que comienzan un proyecto de ley que establece el día 19 de marzo, como el “Día del Maestro Obrero Constructor” (Boletín Nº 11.221-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.


De los Honorables Senadores señor Larraín, señora Von Baer y señores Moreira y Pérez Varela, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, estableciendo la obligación de retirar los cables de tendido aéreo en desuso (Boletín Nº 11.222-08).


-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía. 

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios

Tres de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, señala que aprobó la designación de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a la Comisión Bicameral.


Con el segundo, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al deportista señor Arley Méndez Pérez (Boletín N° 11.143-06) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


Con el tercero, señala que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado, con la excepción que señala, al proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan las AFP en materia de intereses de las cotizaciones previsionales adeudadas (Boletín N° 10.708-13), y comunica la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto.


-- Se toma conocimiento, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los integrantes de la Comisión de Trabajo y Previsión Social para integrar la referida Comisión Mixta.

- - -

Informe


Segundo informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países (Boletín N° 9.242-10) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Queda para Tabla.
- - -


La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor García Huidobro, fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N°10.545-08), hasta el día 11 de mayo a las 12 horas las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.

- - -


A petición del Honorable Senador señor Bianchi, la Sala acuerda que el proyecto de ley que establece el día 19 de marzo, como el “Día del Maestro Obrero Constructor” (Boletín Nº 11.221-04) sea considerado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
- - -


La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor Tuma, ampliar el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N°19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, estableciendo garantía para los bienes durables (Boletín Nº 10.452-03), hasta las 12 horas del lunes 29 de mayo.


Asimismo, a petición del mismo senador, se amplía el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (Boletín Nº 10.785-03) hasta las 12 horas del lunes 29 de mayo, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Economía.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
ORDEN DEL DÍA
Oficio de S.E la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro Titular del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, al señor Felipe Sabando del Castillo.
(Boletín Nº S 1.927-05)


El Presidente pone en discusión el asunto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución.

Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Larraín de que la proposición de Su Excelencia la señora Presidenta de la República para designar al señor Sabando cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico.

Hace presente que el acuerdo para nombrar al Ministro titular licenciado en ciencias del Segundo Tribunal Ambiental requiere el voto favorable de tres quintos de los Senadores en ejercicio, esto es 22 votos.

El Presidente pone en votación la proposición del Ejecutivo.


El resultado es de 26 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Horvath, Lagos, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Harboe y Horvath.

- - -

Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Pérez Varela.

- - -

El Presidente declara aprobada la proposición.


Queda terminada la tramitación de este asunto


El texto despachado por el Senado a S. E. la Presidenta de la República es del siguiente tenor:


“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, ha dado su acuerdo a vuestra proposición de designar al señor Felipe Sabando del Castillo como Ministro titular licenciado en ciencias del Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago.”.

- - -
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece la composición de los tribunales que indica, asignando una dotación adicional de 110 jueces.

(Boletín N° 10.611-07)


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, y la calificó de “simple”.

Agrega que el principal objetivo del proyecto es favorecer la cobertura jurisdiccional del territorio nacional y mejorar el acceso de la ciudadanía a la justicia, aumentando la dotación de jueces y de otros funcionarios. Concretamente, se crean 110 cargos de juez, los que se desempeñarán en distintos puntos del país en 82 tribunales, entre los que se cuentan juzgados orales en lo penal, de garantía, laborales, de cobranza laboral y previsional, de familia y de competencia común o mixta. Además, el proyecto refuerza la dotación de apoyo para los mencionados tribunales, aumentando los cargos de consejero técnico, de jefe de unidad y otros.

Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular a la vez en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 24 de enero de 2017, y lo aprobó en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Moreira.

Expresa que la Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de los artículos de su competencia, los que aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Montes, Lagos y Pizarro, en los mismos términos en que fueron despachados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Hace presente que los artículos 1°; 2°; 3°; 4°; 5° número 1 -en la parte que alude a los cargos de cuatro jueces- y número 2; el artículo 7° -en la parte que alude a los cargos de tres jueces-, y el artículo primero transitorio del proyecto tienen rango orgánico constitucional y requieren para su aprobación 21 votos favorables.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Montes, quien expone el informe de la Comisión de Hacienda, y Harboe, quien informa de los acuerdos adoptados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Enseguida pone en votación la iniciativa.


El resultado es de 30 votos favorables.


Votan favorablemente los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Prokurica, Moreira, Tuma y Quinteros, señora Allende, y señores Chahuán, De Urresti, Harboe y Pérez Varela.

- - -

El Presidente declara aprobado en general el proyecto y, asimismo, en particular por no haberse presentado indicaciones ni haberse solicitado plazo para formularlas.

- - -

Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


El Presidente ofrece la palabra al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Campos, quien hace uso de ella y agradece el despacho del proyecto de ley.

- - -

Queda terminada la tramitación del proyecto de ley.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1. En el artículo 16:


a) Reemplázase la expresión “Calama, con cuatro jueces” por “Calama, con cinco jueces”.


b) Sustitúyese la expresión “Antofagasta, con siete jueces” por “Antofagasta, con nueve jueces”.


c) Reemplázase la expresión “Copiapó, con cuatro jueces” por “Copiapó, con cinco jueces”.


d) Sustitúyese la expresión “La Serena, con tres jueces” por “La Serena, con cuatro jueces”.


e) Reemplázase la expresión “La Ligua, con un juez” por “La Ligua, con dos jueces”.


f) Sustitúyese la expresión “San Felipe, con dos jueces” por “San Felipe, con tres jueces”.


g) Reemplázase la expresión “Los Andes, con dos jueces” por “Los Andes, con tres jueces”.


h) Sustitúyese la expresión “Limache, con un juez” por “Limache, con dos jueces”.


i) Reemplázase la expresión “San Antonio, con cuatro jueces” por “San Antonio, con cinco jueces”.


j) Sustitúyese la expresión “Rancagua, con siete jueces” por “Rancagua, con nueve jueces”.


k) Reemplázase la expresión “Rengo, con dos jueces” por “Rengo, con tres jueces”.


l) Sustitúyese la expresión “Santa Cruz, con un juez” por “Santa Cruz, con dos jueces”.


m) Reemplázase la expresión “Molina, con un juez” por “Molina, con dos jueces”.


n) Sustitúyese la expresión “Talca, con cinco jueces” por “Talca, con seis jueces”.


o) Reemplázase la expresión “San Javier, con un juez” por “San Javier, con dos jueces”.


p) Sustitúyese la expresión “San Carlos, con un juez” por “San Carlos, con dos jueces”.

q) Reemplázase la expresión “Concepción, con siete jueces” por “Concepción, con ocho jueces”.


r) Sustitúyese la expresión “Angol, con un juez” por “Angol, con dos jueces”.


s) Reemplázase la expresión “Temuco, con seis jueces” por “Temuco, con ocho jueces”.


t) Sustitúyese la expresión “Valdivia, con tres jueces” por “Valdivia, con cuatro jueces”.


u) Reemplázase la expresión “Arica, con cinco jueces” por “Arica, con seis jueces”.


v) Sustitúyese la expresión “Puente Alto, con ocho jueces” por “Puente Alto, con nueve jueces”.


w) Reemplázase la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces” por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con catorce jueces”.


2. En el artículo 21:


a) Reemplázase la expresión “Iquique, con once jueces” por “Iquique, con trece jueces”.


b) Sustitúyese la expresión “Calama, con seis jueces” por “Calama, con siete jueces”.


c) Reemplázase la expresión “Antofagasta, con diez jueces” por “Antofagasta, con trece jueces”.


d) Sustitúyese la expresión “La Serena, con nueve jueces” por “La Serena, con diez jueces”.


e) Reemplázase la expresión “Ovalle, con cinco jueces” por “Ovalle, con siete jueces”.


f) Sustitúyese la expresión “Viña del Mar, con trece jueces” por “Viña del Mar, con dieciséis jueces”.


g) Reemplázase la expresión “Valparaíso, con quince jueces” por “Valparaíso, con diecinueve jueces”.


h) Sustitúyese la expresión “San Antonio, con seis jueces” por “San Antonio, con siete jueces”.


i) Reemplázase la expresión “Rancagua, con doce jueces” por “Rancagua, con dieciséis jueces”.


j) Sustitúyese la expresión “Santa Cruz, con cuatro jueces” por “Santa Cruz, con siete jueces”.


k) Reemplázase la expresión “Curicó, con seis jueces” por “Curicó, con siete jueces”.


l) Sustitúyese la expresión “Talca, con seis jueces” por “Talca, con siete jueces”.


m) Reemplázase la expresión “Chillán, con seis jueces” por “Chillán, con siete jueces”.


n) Sustitúyese la expresión “Concepción, con dieciocho jueces” por “Concepción, con veintidós jueces”.


o) Reemplázase la expresión “Temuco, con nueve jueces” por “Temuco, con diez jueces”.


p) Sustitúyese la expresión “Valdivia, con seis jueces” por “Valdivia, con siete jueces”.


q) Reemplázase la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces” por “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con veinte jueces”.


3. En el artículo 27 bis:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero y los demás a ocupar el lugar que correlativamente les corresponde:


“Los juzgados de letras con competencia común integrados por tres jueces tendrán la siguiente planta de personal: un administrador, un jefe de unidad, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1º, tres administrativos 2º, dos administrativos 3º y cuatro auxiliares.”.


b) Reemplázase en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la expresión “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la expresión “con dos jueces” por “con dos o tres jueces”.


4. En el inciso primero del artículo 27 ter reemplázase la expresión “con dos jueces” por “con dos o tres jueces”.


5. En el encabezado del artículo 27 quáter sustitúyese la expresión “con dos jueces” por “con dos o tres jueces”.


6. En la letra B del artículo 28 reemplázase la expresión “Pozo Almonte, con dos jueces” por “Pozo Almonte, con tres jueces”.


7. En la letra B del artículo 29 intercálase, después de la expresión “comuna de Tocopilla”, la frase “, con dos jueces”.


8. En la letra B del artículo 30 intercálase, después de la expresión “comuna de Caldera”, la frase “, con dos jueces”.


9. En la letra B del artículo 31:


a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Vicuña”, la frase “, con dos jueces”.


b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Illapel”, la frase “, con dos jueces”.


10. En la letra B del artículo 32 reemplázase la expresión “Quintero, con dos jueces” por “Quintero, con tres jueces”.


11. En la letra B del artículo 33:


a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Rengo”, la frase “, con dos jueces.


b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Pichilemu”, la frase “, con dos jueces”.


12. En la letra B del artículo 34 intercálase, después de la expresión “comuna de Cauquenes”, la frase “, con dos jueces”.


13. En la letra B del artículo 35:


a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Yungay”, la frase “, con dos jueces”.


b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Santa Bárbara”, la frase “, con dos jueces”.


c) Intercálase, después de la expresión “comuna de Mulchén”, la frase “, con dos jueces”.


d) Intercálase, después de la expresión “comuna de Nacimiento”, la frase “, con dos jueces”.


e) Intercálase, después de la expresión “comuna de Laja”, la frase “, con dos jueces”.


f) Intercálase, después de la expresión “comuna de Curanilahue”, la frase “, con dos jueces”.


g) Intercálase, después de la expresión “comuna de Cañete”, la frase “, con dos jueces”.


14. En la letra B del artículo 36:


a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Collipulli”, la frase “, con dos jueces”.


b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Traiguén”, la frase “, con dos jueces”.


c) Intercálase, después de la expresión “comuna de Pitrufquén”, la frase “, con dos jueces”.


d) Intercálase, después de la expresión “comuna de Lautaro”, la frase “, con dos jueces”.


e) Intercálase, después de la expresión “comuna de Carahue”, la frase “, con dos jueces”.


15. En la letra B del artículo 39, intercálase, después de la expresión “comuna de Natales”, la frase “, con dos jueces”.


16. En el artículo 39 bis:


a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Los Lagos”, la frase “, con dos jueces”.


b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Paillaco”, la frase “, con dos jueces”.


17. En la letra B del artículo 40:


a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Melipilla”, la frase “, con dos jueces”.


b) Reemplázase la expresión “Colina, con dos jueces” por “Colina, con tres jueces”.


18. En el artículo 269:


a) Sustitúyese en el párrafo tercero del inciso primero, relativo a la Tercera Serie, la frase “con dos jueces” por “con dos o más jueces”.


b) Sustitúyese en el inciso sexto, relativo a la Tercera Serie y sus categorías, la frase “con dos jueces” por “con dos o más jueces”, en cada uno de los párrafos en que aparece, con excepción del primero, relativo a la Primera Categoría.


Artículo 2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:


1. En el artículo 4:


a) Reemplázase en la letra h) la expresión “Talcahuano, con seis jueces” por “Talcahuano, con siete jueces”.


b) Sustitúyese en la letra j) la expresión “Puerto Montt, con cinco jueces” por “Puerto Montt, con seis jueces”.


c) Suprímese en la letra m), en el párrafo que comienza con la expresión “Cuatro juzgados de familia,”, la frase “todos con trece jueces,”, y agrégase al final de dicho párrafo, tras el punto aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “El Primer y Segundo Juzgado de Familia de Santiago contarán con quince jueces, el Tercero con catorce jueces y el Cuarto con trece jueces.”.


2. En el artículo 115 agréganse los siguientes numerales 13 y 14:


“13) Juzgados con catorce jueces: catorce  jueces, un administrador, trece miembros del consejo técnico, cuatro jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, un administrativo contable, trece administrativos 1º, siete administrativos 2º, diez administrativos 3º y tres auxiliares.


14) Juzgados con quince jueces: quince jueces, un administrador, catorce miembros del consejo técnico, cuatro jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, un administrativo contable, trece administrativos 1º, ocho administrativos 2º, once administrativos 3º y tres auxiliares.”.


Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:

1. En el artículo 415:


a) Reemplázase en la letra b) la expresión “Antofagasta, con cuatro jueces” por “Antofagasta, con cinco jueces”.


b) Reemplázase en la letra d) la expresión “La Serena, con tres jueces” por “La Serena, con cuatro jueces”.


c) Reemplázase en la letra e) la expresión “Valparaíso, con cinco jueces” por “Valparaíso, con seis jueces”.


d) Reemplázase en la letra f) la expresión “Rancagua, con tres jueces” por “Rancagua, con cuatro jueces”.


e) Reemplázase en la letra g) la expresión “Talca, con dos jueces” por “Talca, con tres jueces”.


f) Reemplázase en la letra h) la expresión “Concepción, con cinco jueces” por “Concepción, con seis jueces”.


g) En la letra m):


i. Reemplázase la expresión “Santiago con treinta y dos jueces, agrupados en dos juzgados, con dieciséis jueces cada uno” por “Santiago con treinta y ocho jueces, agrupados en dos juzgados, con diecinueve jueces cada uno”.


ii. Sustitúyese la expresión “San Bernardo, con dos jueces” por “San Bernardo, con tres jueces”.


2. En la letra d) del artículo 416 reemplázase la expresión “Santiago, con ocho jueces” por “Santiago, con nueve jueces”.


Artículo 4. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.022, que crea Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional en las comunas que indica: 


1. En el inciso primero del artículo 3:


a) Intercálase el siguiente párrafo sexto, nuevo, pasando el actual sexto a ser párrafo final:


“Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, tres jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cinco administrativos 1º, seis administrativos 2º, cuatro  administrativos 3º y cinco auxiliares.”.


b) Sustitúyese el párrafo final por el siguiente:


“Juzgados con diecinueve jueces: diecinueve jueces, un administrador, cuatro jefes de unidad, diez administrativos jefe, once administrativos 1º, doce administrativos 2º, nueve administrativos 3º y ocho auxiliares.”.


2. En el artículo 9:


a) Suprímese el literal a).


b) Reemplázase el literal c) por el siguiente:


“c) Juzgados con nueve jueces: un administrador, tres jefes de unidad, tres administrativos jefe, seis administrativos 1°, nueve administrativos 2°, siete administrativos 3° y dos auxiliares.”.


Artículo 5.- Modifícase el artículo 1 de la ley N° 20.876, que crea juzgados que indica y modifica la composición de diversos tribunales de justicia, en el siguiente sentido:


1. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 


“Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: cuatro jueces, un administrador, dos jefes de unidad, un consejero técnico, tres administrativos jefe, seis administrativos 1º, cuatro administrativos 2º, tres administrativos 3º y cuatro auxiliares.”.


2. Sustitúyese en el inciso tercero la oración final por la siguiente: “En cuanto a los grados de las plantas de personal y la estructura administrativa del tribunal, se estará a lo dispuesto en los artículos 27 bis y 27 quáter del mismo Código.”.


Artículo 6.- Los juzgados de letras del trabajo que en virtud de esta ley aumenten de tres a cuatro su cantidad de jueces, no verán alterada su actual dotación de tres jefes de unidad. 


Artículo 7.- Los juzgados de letras de competencia común que en virtud de la presente ley pasan a contar con tres jueces, tendrán la siguiente planta de personal: tres jueces, un administrador, un jefe de unidad, un consejero técnico, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1º, tres administrativos 2º, dos administrativos 3º y cuatro auxiliares.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Los aumentos de dotación previstos en la presente ley entrarán en vigencia a contar de su fecha de publicación en el Diario Oficial para los siguientes tribunales: los Juzgados de Garantía de San Felipe, Santa Cruz, Talca y Angol; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Iquique, La Serena, San Antonio, Curicó, Talca, Chillán, Concepción y el Cuarto Tribunal del Juicio Oral en lo Penal de Santiago; el Juzgado de Letras del Trabajo de San Bernardo, y el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago.


Tratándose de los siguientes tribunales, los aumentos de dotación contemplados en la presente ley entrarán en vigencia una vez cumplido un año de su publicación en el Diario Oficial: los Juzgados de Garantía de Antofagasta, La Ligua, Rengo y Temuco; los Tribunales del Juicio Oral en lo Penal de Antofagasta, Ovalle y Valparaíso; el Juzgado de Letras de Familia, Garantía y del Trabajo de Alto Hospicio; los Juzgado de Letras de competencia común de Caldera, Mulchén, Nacimiento, Laja, Collipulli y Carahue, y los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaíso, Rancagua y Santiago. No obstante, en el caso de los Juzgados de Letras del Trabajo de Santiago, uno de los tres jueces que para cada uno de ellos se contempla, se incorporará desde la publicación de esta ley.


Los aumentos dotacionales para los restantes tribunales previstos en la presente ley entrarán en vigencia una vez transcurridos dos años desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - -
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece normas sobre prevención y protección del embarazo adolescente.

(Boletín N° 10.305-11)


El Presidente pone en discusión general el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que su principal objetivo es solucionar varias carencias que se han detectado en la legislación respecto del tratamiento de la prevención y protección del embarazo adolescente y del resguardo de la maternidad y paternidad derivadas del mismo.

Añade que la Comisión de Salud discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.

Hace presente que el inciso segundo del artículo 4° y los artículos 12 y 13 tienen el carácter de normas orgánicas  constitucionales,  por lo que  requieren  para su aprobación 21 votos favorables. Por otra parte, los artículos 7°, 8°, 10 y 19 son normas de quórum calificado, y requieren 19 votos favorables.

El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señoras Goic y Allende y señores Quinteros, Prokurica, Moreira, Lagos y De Urresti.


Enseguida el Presidente declara que se ha solicitado aplazamiento de la votación e indica que ha concluido el Orden del Día.


Queda pendiente el tratamiento de este proyecto de ley.

- - -
Peticiones de oficios


Enseguida, el señor Secretario General anuncia que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señora Allende y señores Girardi y Prokurica, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario. 

Incidentes


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Allamand, en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional; y, Horvath, en el tiempo del Comité Independientes y Partido Amplitud.


El Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los restantes Comités parlamentarios.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “CONVENIO SOBRE TRABAJO MARÍTIMO, 2006” ADOPTADO EL 23 DE FEBRERO DE 2006 EN LA 94ª CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO

(11.193-10)

Oficio Nº 13.329


VALPARAÍSO, 17 de mayo de 2017

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 11.193-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Convenio sobre el Trabajo Marítimo, 2006”, adoptado el 23 de febrero de 2006, en la 94° Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2
PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA UN MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DEL PRECIO DEL COBRE PARA LA PEQUEÑA MINERÍA

 (10.995-08)
Oficio Nº 13.328
VALPARAÍSO, 17 de mayo de 2017
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, correspondiente al boletín N° 10.995-08, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Objeto de la ley. Créase un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, que operará a través del Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería (en adelante también “el Fondo”), y de la Empresa Nacional de Minería (en adelante también “Enami”), cuyo objeto exclusivo será atenuar las fluctuaciones que experimente el precio de ese metal para el referido sector.

El Fondo se constituirá con los recursos que señala la presente ley y será administrado por Enami, mediante una cuenta separada creada al efecto.

Artículo 2.- Beneficiarios. Serán beneficiarios del mecanismo de estabilización dispuesto en esta ley todos los productores mineros que realicen entregas mensuales a Enami bajo el sistema de compras por tarifa o por contratos, para un máximo de 2.000 Toneladas Métricas Secas (TMS) de mineral de cobre, 300 TMS de concentrado de cobre, 150 TMS de mineral de fundición directa o 100 TMS de precipitados de cobre, siempre que cumplan con lo dispuesto en el reglamento de esta ley y se encuentren debidamente empadronados en Enami.
Artículo 3.- Operación del Mecanismo. El mecanismo operará del siguiente modo:

a) El Ministerio de Hacienda, mediante oficio, comunicará a Enami en el mes de diciembre del año anterior al de su vigencia o cuando las condiciones así lo ameriten, el precio del cobre de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario y otras disposiciones que la empresa deberá utilizar para la aplicación de estas condiciones en las compras de mineral de cobre conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica. El mencionado precio será equivalente al precio de referencia del cobre de largo plazo utilizado para la estimación del Balance Estructural del Sector Público, vigente para el año correspondiente a la aplicación del mismo, de conformidad a lo señalado en el artículo 10 del decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, orgánico de Administración Financiera del Estado.
b) En base a la banda de precios a que se refiere el artículo 8 de esta ley, y en caso de generarse una diferencia negativa entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá al Fondo devengar un monto de recursos a Enami, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.

c) Del mismo modo, en base a la banda de precios previamente indicada, y en caso de generarse una diferencia positiva entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá devengar un monto de recursos desde Enami al Fondo, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.

d) Para el solo efecto de la aplicación del Fondo, Enami comprará los minerales de cobre de aquellos productores mineros que cumplan con los requisitos para ser considerados beneficiarios, teniendo presente las instrucciones impartidas de acuerdo al oficio aludido en el literal a) y las condiciones señaladas en los literales b) y c) anteriores.

e) Para efectos de determinar los montos de los recursos por ser transferidos entre Enami y el Fondo, dicha empresa confeccionará balances trimestrales y emitirá una resolución, que deberá ser visada por el Ministro de Hacienda, para sancionar los depósitos o giros del Fondo.

Artículo 4.- Rol de la Empresa Nacional de Minería. Para efectos de asegurar el adecuado funcionamiento del mecanismo establecido en esta ley, serán obligaciones de Enami las siguientes:
a) Administrar el Fondo, mantenerlo en una cuenta separada y realizar inversiones financieras.

b) Realizar las compras de minerales de cobre al conjunto de beneficiarios identificados en el artículo 2, de acuerdo al marco presupuestario comunicado.

c) Elaborar balances trimestrales del Fondo que den cuenta de los recursos efectivamente entregados y recuperados del conjunto de beneficiarios, los que deberán ser remitidos al Ministerio de Hacienda, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo.

d) Emitir una resolución trimestral para la aprobación del Ministro de Hacienda, con el detalle de los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.

e) Elaborar y publicar en su sitio web el informe financiero trimestral del Fondo, cuyo contenido quedará establecido en el reglamento a que  hace mención el artículo 8.

Artículo 5.- Rol del Ministerio de Hacienda. Para efectos de esta ley, serán obligaciones del Ministerio de Hacienda las siguientes:

a) Comunicar a Enami, mediante oficio, el precio de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario en el cual regirá, así como otras condiciones financieras que deberá observar la empresa, conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica.
b) Visar la resolución trimestral que Enami le remitirá para efectos de determinar los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.

Artículo 6.- Rol de la Contraloría General de la República. La Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido fija el decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, Enami estará sujeta a las normas que regulan la rendición de cuentas ante ese órgano contralor.

Artículo 7.- Patrimonio del Fondo. El Patrimonio del Fondo estará constituido por:

a) Un aporte fiscal inicial de hasta US$ 50.000.000 (cincuenta millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, proveniente de la liquidación de activos del Tesoro Público. Dicho aporte se materializará en una o más transferencias que se realizarán desde la entrada en vigencia del mecanismo hasta el 28 de febrero de 2018.

b) Las recuperaciones a las que hace referencia la letra c) del artículo 3, las que considerarán la aplicación de una tasa de interés equivalente al costo de deuda del Fisco relativo al aporte realizado.

c) El producto de las inversiones financieras que el Fondo realice, las que deberán sujetarse a lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.128, sobre Responsabilidad Fiscal.

El Fisco podrá efectuar retiros de capital desde el Fondo si es que éste no registra movimientos de recursos durante un periodo de dos años consecutivos. Sin embargo, ante una disminución en el precio del cobre, que haga aplicable el mecanismo de sustentación establecido en esta ley, y a requerimiento de Enami, el Fisco deberá restituir los recursos retirados a los que se refiere este párrafo.

Artículo 8.- Reglamento. Un reglamento, expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito también por el Ministro de Minería, regulará los asuntos necesarios para la adecuada implementación de esta ley. En particular, el reglamento establecerá una banda de precios para las compras que Enami realice a los beneficiarios de la ley para que, conforme a los recursos del Fondo, puedan atenuarse las fluctuaciones que experimente el precio del cobre respecto del precio de estabilización señalado en la letra a) del artículo 3. Asimismo, establecerá reglas que permitan ajustar la banda de precios, el devengo y las transferencias contempladas en el artículo 3 para mantener su sustentabilidad, en especial, cuando se proyecte el agotamiento del Fondo durante un año calendario.
Este reglamento dispondrá también la manera de determinar los pagos que por concepto de administración del Fondo deban efectuarse a la empresa, los que deberán ser financiados con cargo al mismo Fondo.

En la dictación del reglamento previsto en este artículo, así como sus modificaciones, serán aplicables los artículos 69 al 75 contenidos en el Título IV de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
Disposiciones transitorias

Artículo primero.- El mecanismo de estabilización que se establece en la presente ley regirá a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del reglamento señalado en el artículo 8.

El reglamento a que se refiere el inciso anterior deberá dictarse en el plazo de noventa días contado desde la fecha de publicación de esta ley.

Artículo segundo.- El total de los recursos que recupere Enami por aplicación de lo autorizado por el Ministerio de Hacienda respecto de la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería para el año 2016 ingresará al patrimonio del Fondo.

Los recursos que recupere Enami por la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para el año 2015 se mantendrán en el activo de la empresa.
Artículo tercero.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe el aporte extraordinario de capital al Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería, de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) del artículo 7.

Artículo cuarto.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe aportes extraordinarios de capital a Enami por un monto de US$ 35.343.000 (treinta y cinco millones trescientos cuarenta y tres mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, en una o más transferencias, a más tardar en seis meses contados desde la publicación de la presente ley. Este aporte se financiará durante el año 2017 con una reasignación de recursos de la Partida del Ministerio de Minería, o con recursos de la Partida Tesoro Público a partir del año 2018.
Artículo quinto.- Sin perjuicio del mecanismo establecido en la presente ley, Enami podrá aplicar otros mecanismos de fomento para los productores de la mediana minería de cobre, según lo permitan sus recursos financieros y competencias, en conformidad a su ley orgánica.”.
***
Hago presente a V.E. que el artículo 6 del proyecto de ley fue aprobado en general con el voto favorable de 99 diputados y en particular lo fue con el voto afirmativo de 96 diputados, en ambos casos de un total de 118 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL FORTALECIMIENTO DE LA REGIONALIZACIÓN DEL PAÍS

(7.963-06)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en cumplimiento del acuerdo que adoptasteis en sesión celebrada el día 7 de junio de 2016, tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, con urgencia calificada de “Suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Coloma y Montes. 

Asimismo, asistieron las siguientes personas:

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; el Procurador, señor Esteban Contador, y el Asesor, señor Gabriel Osorio.
- De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes, el Jefe del Departamento de Políticas, señor Osvaldo Henríquez; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; los Asesores señores Rodrigo Ruiz, José Luis Donoso y Erik Adio; el Periodista, señor Rodrigo O’Ryan, y la Fotógrafa, señora Silvana Gajardo.

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Gabriel Osorio.

- De la Fundación Chile Descentralizado Desarrollado: el Presidente, señor Heinrich Von Baer; el Vicepresidente, señor Patricio Vergara y el Director Ejecutivo, señor Diego Portales.

- De la Asociación Nacional de Consejeros Regionales (ANCORE): el Presidente (S), señor Manuel Hernández, y el Director, señor Héctor Rocha.

- Directiva de la Asociación Nacional de Empleados de CORFO: Presidente Nacional, señor Luis Sepúlveda; Tesorera Nacional, señora María Teresa Orsola; Secretario Nacional, señor Alejandro Morales; Directora Nacional, señora Francia Letelier y la Directora Nacional señora Paola Agurto.

- Directiva del Sindicato de Trabajadores de SERCOTEC: Presidente, señor Héctor Flores; Tesorera, señora Ana Marcela Correa y el Secretario, señor Gerardo Marchant.

- Presidente Nacional de la Asociación Nacional de Consejeros de los Gobiernos Regionales de Chile (ANCORE), señor Marcelo Carrasco; los Directores, señora Claudia Faúndez y Manuel Hernández; los consejeros regionales señores Fernando Verdugo, de O’Higgins; Gustavo Kausel, de la Araucanía; Julio Suazo, de la Araucanía; Alejandro Monda, de la Araucanía; Guillermo García, del Maule; Angélica Martin, del Maule; Isabel García, del Maule.

- Del Centro Democracia y Comunidad: el Asesor señor Pedro Mayorga.

- De la Fundación Jaime Guzmán: la Asesora señora Ericka Farías.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Investigador señor Rafael Hernández.

- El Asesor de la Senadora Ena Von Baer, señor Felipe Caro.


- Los Asesores del Senador Carlos Bianchi, señores Claudio Barrientos y Manuel José Benítez.

- Los Asesores del Senador Alberto Espina, señores Alexis Acevedo, Andrés Longton, Mauricio Urjel. y Paul Krohmer.
- El Asesor del Senador Rabindranath Quinteros, señor Jorge Frites.

- El Jefe de Gabinete del Senador Andrés Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

- La Asesora del Presidente del Senado, señora Leslie Sánchez.

- El Asesor del Senador Antonio Horvath, señor Patricio Araya.

- De El Mercurio: la Periodista, señora Consuelo Cifuentes.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se hace presente que en caso de aprobarse las modificaciones propuestas por la Honorable Cámara que recaen en los artículos 1°, 3° nuevo, 4° y 6°, 7°, 8° y 9°, nuevos, permanentes y en los artículos transitorios Primero, Segundo, Tercero y Cuarto, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en los artículos 38, 110, 114 y 118, en relación al artículo 66, inciso segundo, todos de la Carta Fundamental.
- - -


Asimismo, cabe señalar que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, en su caso, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.

- - -

Al comenzar el estudio de las modificaciones introducidas en el segundo trámite constitucional por la Cámara de Diputados, el Honorable Senador señor Quinteros señaló que después de analizar los antecedentes le parece claro que los temas más complejos dicen relación con las atribuciones de los Consejeros Regionales, los que tendrían un papel central en la lógica de una nueva distribución de competencias en favor de los Gobiernos Regionales, proponiendo el rechazo de todas aquellas disposiciones atingentes a la materia y paralelamente buscar alcanzar acuerdos sobre el tema, proceso en que podrían realizar aproximaciones los asesores de los señores Senadores y del Ejecutivo parea agilizar su posterior discusión. 

El Honorable Senador señor Bianchi indicó que, dado que se trata de priorizar el tratamiento del proyecto relativo a la elección de intendente, está de acuerdo en avanzar en paralelo en la búsqueda de acuerdos sobre este proyecto en la forma como lo ha planteado el Honorable Senador Quinteros.   

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su acuerdo con la proposición. Sin embargo, enfatizó que le parece importante tener una visión general respecto de las modificaciones introducidas en la ley, por cuanto este proyecto aborda muchos más temas que la situación específica de los Consejeros Regionales.

Agregó que no obstante este proyecto pase a Comisión Mixta resulta de la mayor importancia analizar los temas y adoptar ciertas decisiones como Comisión.

El Honorable Senador señor Espina expresó su opinión en sentido contrario a votar en bloque las modificaciones incorporadas en el segundo trámite constitucional, señalando que no es partidario de las votaciones en bloque, de modo que instó a que se revise artículo por artículo.

- - -
Posteriormente, la Comisión oyó los planteamientos de los personeros de ANCORE, de la Directiva de la Asociación Nacional de Empleados de CORFO y de la Directiva del Sindicato de Trabajadores de SERCOTEC.

El Presidente Nacional de la Asociación Nacional de Consejeros de los Gobiernos Regionales de Chile (ANCORE), señor Marcelo Carrasco, señaló que respecto de la reforma constitucional actualmente en tramitación, se debe informar a la opinión pública que sólo se está eligiendo al Presidente del Consejo Regional con algunas atribuciones complementarias.

Enseguida, se manifestó de acuerdo con que sean electos en los mismos términos en que lo son los alcaldes, pues en su opinión, este sistema electoral es mucho más democrático porque permite romper la lógica de los grandes conglomerados, pudiendo elegir a sus autoridades en forma directa.

Sobre la transferencia de competencias, dijo que no tiene mayores ventajas para las regiones y agregó que se esperaba que el Gobierno con sus indicaciones, presentara propuestas más acordes con las planteadas por la Comisión Asesora Presidencial, especialmente en materia del cronograma de traspaso de competencias de servicios claves que requieren las regiones, para generar algo distinto en los gobiernos regionales. 
Refiriéndose nuevamente al proyecto de reforma constitucional, reiteró en que la forma de elección debe ser igual a la elección de los alcaldes, pero con la salvedad que propuso que se les exija a los candidatos una residencia de cuatro años en la región respectiva.

En lo que dice relación con las políticas, planes y programas, opinó que el presente proyecto de traspaso de competencias es centralista ya que en cada una de sus normas al referirse a las competencias que traspasa, se refiere igualmente a las políticas nacionales, de manera que las políticas regionales sean acordes a las nacionales, lo que n la práctica es lo mismo que ya existe y por tanto, no es una nueva alternativa para las regiones.

A mayor abundamiento hizo presente que nada nuevo propone el proyecto para poder quebrar la tremenda brecha de desigualdad que existe actualmente en las regiones, a modo de ejemplo, indicó que en la Región de la Araucanía por muchos años el Estado ha invertido una inmensa cantidad de recursos pero, subrayó que la situación de pobreza, desigualdad y exclusión sigue igual. Lo anterior, prosiguió, se debe a que existe un Estado muy lejano con políticas nacionales poco asertivas, que si bien en algunos casos han mejorado ciertas condiciones, no van al fondo de los problemas que tiene la región. 

Respecto del fomento productivo, equidad territorial y ordenamiento, indicó que deben ser pilares fundamentales llevados adelante por las regiones, de modo que las políticas nacionales deban ajustarse a ellos y no al revés, pues manifestó que cuando se habla de elegir al órgano ejecutivo del Gobierno Regional también se considera que esta autoridad presenta un programa de gobierno para determinada región que es por lo cual será electo por los ciudadanos, pero finalmente dicho programa tendrá que estar sujeto a  las políticas nacionales, lo que no es coherente.

Luego, señaló que la discusión en este proyecto se ha dado respecto de las atribuciones que tienen los Consejeros Regionales pero con muchas imprecisiones ya que, según dijo, esta se ha reducido al 6% de Deporte y Seguridad Ciudadana que se encuentra definido en una glosa presupuestaria que permite que hasta dicho porcentaje los Gore decidan la inversión en dichos programas.    

Destacó que la asignación de dichos recursos es de cargo del respectivo Intendente y no de los Consejeros, de modo que frente a insinuaciones de malas prácticas Ancore presentó una solicitud a la Contraloría General de la República con el objeto de revisar los procedimientos relacionados con esta glosa presupuestaria. 

A continuación hizo hincapié en que desde hace bastante tiempo vienen planteando el tema de la transparencia, razón por la cual, valoró que el Ejecutivo presentara una indicación a ese respecto y enfatizó que todo proyecto de transferencia debe ir asociado a la transparencia para lo cual se ha sugerido la creación de una Unidad de Control al interior de los Gobiernos Regionales pero con un carácter distinto al que plantea el Gobierno, pues en su opinión, ella debe efectuar un control preventivo y no una auditoría.

En la misma línea, enfatizó que la idea es que prevenga los actos administrativos y que regule el accionar del órgano ejecutivo del Gore y también de los Consejeros Regionales.

Sobre el traspaso de competencias, señaló que el país en toda su extensión es muy distinto, de modo que las políticas nacionales no deben ser uniformes pues ello ha significado un fracaso por años, por lo que solicitó que el traspaso de competencias sea gradual, de acuerdo a la realidad de las regiones, ya que son ellas quienes deben definir sus ejes estratégicos y cuáles son los traspasos de competencias reales que necesitan para mejorar la forma de vida de su habitantes.

Luego indicó que se ha mencionado un rol fiscalizador de los CORE en materia de traspaso de competencias, pero que el articulado no considera nada al respecto, además, señaló que si el Gobierno Central no establece el traspaso con un estudio serio y responsable, debe considerar a un tercero que dirima los conflictos entre el Gobierno Central y el Gobierno de la Región  ya que estimó que no era justo que frente a una solicitud de competencias por parte de la región, el Gobierno Central pudiera negarse.

Expresó que existen ciertos servicios que son estratégicos para el Estado pero que al mismo tiempo hay otros servicios que hoy en día requieren las regiones para poder generar algo distinto, por lo que planteó que el Ejecutivo se debe abrir a la posibilidad de generar las condiciones para que las regiones soliciten los traspasos señalados y en caso contrario, sea Senado el órgano dirimente.

Indicó enseguida que, cuando se habla de fortalecer la regionalización, contradictoriamente se considera este proceso de descentralización en una lógica de coherencia con la política nacional y supervisado por el Ejecutivo de turno, de modo que es razonable preguntarse por el rol que tendrá el Consejo Regional toda vez que este proyecto nada dice al respecto, ni tampoco el de reforma constitucional.

Manifestó que es necesario establecer un equilibrio entre las autoridades que van a convivir en cada región y el Gobierno Central de turno, y agregó que es el Consejo Regional el llamado a mantener dicho equilibrio dado que sus integrantes representan territorios.

Sobre este punto en particular, hizo presente que el artículo 36 que propone distribuir por ítems o marcos presupuestarios los recursos del o los programas de inversión del Gore, debiese considerar dichos recursos dentro de una cartera de proyectos de acuerdo a la estrategia de la región, entre varios otros cambios normativos que, según dijo, se harían llegar a la brevedad a la Comisión.

Por último resaltó que es muy necesario que se genere mucho diálogo entre la autoridad electa para que efectivamente se genere un cambio, razón por la cual, dijo que tenían altas expectativas respecto de lo que podría haber propuesto el Ejecutivo. Agregó que es necesario fortalecer la fiscalización y considerar lo que se ha expuesto para transferir competencias, de lo contrario, indicó que se elegirá una nueva autoridad regional sin atribuciones, cometiéndose el mismo error que se cometió con los CORE.

El Honorable Senador señor Espina agradeció la exposición y solicitó que las indicaciones que ha preparado Ancore sean hechas llegar a la brevedad a la Comisión, ya que sería conveniente tenerlas a la vista en la discusión del articulado de este proyecto, no obstante hacer presente que las materias del mismo son de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Enseguida enfatizó su disposición para lograr una fuerte descentralización con un verdadero traspaso de competencias y la elección del Gobernador Regional con atribuciones y facultades, siempre en el marco del Estado unitario.

A su turno, el Honorable Senador señor Bianchi señaló que en la tramitación de este proyecto de ley se ha tratado de mantener un ritmo de avance constante, no obstante hizo presente que no existe total acuerdo con el proyecto.
Luego, hizo presente que existen capacidades en regiones, en unas más que en otras, por lo tanto debe existir una gradualidad ya que si se hace el traspaso de competencias para todos por igual puede ocurrir que la región no tenga las capacidades suficientes. En el mismo sentido, destacó la necesidad de considerar la debida capacitación para que los territorios estén en condiciones de pedir los traspasos necesarios.

Indicó que en su oportunidad presentó un proyecto de reforma constitucional donde se proponía que en caso de conflicto por el traspaso de competencia fuera el Senado el órgano dirimente, y agregó que esperaba que los Gore fueran verdaderos gobiernos y no meras administraciones.

Finalmente señaló que no se puede hacer un proyecto de ley como este sin considerar los planteamientos de los Consejeros Regionales, pero destacó que en esta instancia es el Ejecutivo quien puede acoger los cambios que se planteen.


A continuación, la Honorable Senadora señora Von Baer indicó que el presente proyecto fue objeto de una indicación sustitutiva por parte del Ejecutivo y que, por tanto, en esta instancia la Comisión sólo puede aprobar o rechazar la propuesta de la Cámara de Diputados, razón por la cual de hacerse llegar las indicaciones planteadas ellas podrían analizarse con ocasión del estudio y análisis que lleve adelante la Comisión Mixta respectiva.


Enseguida, destacó que tanto el presente proyecto de ley como también el de reforma constitucional sobre elección de intendentes están siendo discutidos en forma paralela con el objeto de armonizar ambos textos normativos, y que es en ese contexto que surgió la preocupación por considerar un órgano dirimente en caso de conflicto en materia de transferencia de competencias.   


Agregó que también existen temas de discusión respecto de la elección del ejecutivo del Gobierno Regional por cuanto la Constitución Política de la República establece que el traspaso de competencias depende del Presidente de la República, de donde queda en evidencia que dicho tema cruza ambos proyectos en actual tramitación.


Indicó que también es interesante establecer las visiones que se tienen acerca de las características del Gobierno Regional, porque al respecto hay distintas miradas. A modo de ejemplo, hizo presente que una forma de concebirlo es que se trata de políticas que establece el Gobierno a nivel central y una parte de ellas es aplicada por el Gobierno Regional, lo que, en su opinión, genera un tensión constante entre ambos gobiernos.


Otra forma de concebir el traspaso, es considerar que hay ciertas y determinadas áreas que sólo le corresponden al Gobierno Regional y, por tanto, ese escenario plantea la necesidad de establecer un mínimo de traspasos.

El señor Subsecretario manifestó una opinión distinta y destacó que en el Ejecutivo existe una visión muy diferente a la antes expresada, por múltiples razones que no estimó necesario exponer en esta oportunidad, pero si que de acuerdo a dicha visión los Gobiernos Regionales no son meros ejecutores de las políticas nacionales.

El Presidente Nacional de la Asociación Nacional de Consejeros de los Gobiernos Regionales de Chile (ANCORE), señor Marcelo Carrasco señaló que esta asociación es muy transversal, y que si bien valora el esfuerzo realizado por el Ejecutivo en esta materia, cree que el proyecto no es la forma más adecuada para descentralizar el país.

Insistió en que el modelo planteado es centralista y no resuelve los temas o problemas de fondo de las regiones, y dijo que el articulado de este proyecto de ley describe un modelo como el que señaló la Senadora señora Von Baer sin que refleje lo que ha expresado el Gobierno. En este sentido, señaló que los actuales gobiernos regionales son simples administraciones regionales, pero la aspiración es que sean verdaderos gobiernos con autoridades empoderadas, con atribuciones, ejerciendo las funciones con mucha transparencia.

Enseguida, reiteró que se requiere de una fiscalización fuerte, que se fortalezcan las atribuciones del Gore y que, además, se termine con las inhabilidades que afectan a los Consejeros Regionales para optar a otros cargos de elección popular.

A su turno, el Presidente Nacional de la Directiva de la Asociación Nacional de Empleados de CORFO, señor Luis Sepúlveda, indicó que en conjunto con SERCOTEC, se encuentran trabajando en conjunto la problemática que les está afectando, producto de lo que plantea la ley, para lo cual han golpeado muchas puertas y han obtenido pocas respuestas.  

Luego, subrayó que los trabajadores de CORFO apoyan la descentralización pero no en la forma en que se está planteando y en que se están ejecutando ciertos planes.

Destacó que la forma de descentralización de Corfo y Sercotec fue objeto de un informe de la Comisión Asesora Presidencial de fecha octubre de 2014, pese a lo cual el Vicepresidente Ejecutivo de la entidad propuso la creación de Comités para este fin por cuanto los trabajadores vieron en la propuesta presidencial una amenaza, de modo que con la creación de dichos comités en conjunto con otras propuestas se salvaguardan los derechos de los trabajadores. En ese sentido, hizo presente que se crearon 15 comités en 15 regiones, de los cuales se toman tres como pilotos.

Indicó que la máxima autoridad de la institución les comunicó que, en virtud de dichos comités para la descentralización, contarían con más recursos y que necesitarían contratar más personal, y que en la fusión entre Corfo y Sercotec existiría una homologación de sueldos hacia arriba y que no habría despidos producto del proceso de descentralización.

Manifestó que se ha generado una problemática con el modelo por cuanto este último no descentraliza, ya que sólo hay una delegación de representantes del nivel central en los distintos comités y consejos que se crean y los procesos siguen dependiendo de Santiago, incluso, por ejemplo, del nivel central depende la contratación de una persona a honorarios.

Sobre la composición pública- privada de un comité, como ocurre en los creados por el Vicepresidente Ejecutivo de Corfo, son instituciones colegiadas que generan una serie de dudas al momento de definir hacia donde se destinan los recursos.

Hizo hincapié en que tanto el Gobierno Regional como el Central se desentienden de la entrega de los recursos, y agregó que en una reunión con la Dipres se informó que ya no hay recursos para los Comités, lo que hace pensar que ya no contarán con dineros para el cumplimiento de sus funciones.

En la misma línea solicitó que se pueda fiscalizar la situación de las oficinas regionales, por cuanto, por ejemplo, el año 2015 el Gore de la Región del Biobío comprometió por convenio la asignación de $1.700 millones para el funcionamiento de este comité, y lo mismo para el año 2016. Agregó que por su parte, la Corfo compromete la misma cantidad de recursos pero que finalmente el Gore no aporta lo que comprometió.

Expresó que Corfo tiene programas de ventanilla abierta y, por tanto, los funcionarios reciben los proyectos a los cuales postulan distintos empresarios porque así se ha dispuesto. No obstante, subrayó, son los mismos funcionarios quienes deben contener a dichos usuarios porque los recursos no están, y son ellos mismos los que reciben malos tratos ya que la autoridad no cierra esos programas, lo que deja en evidencia la irresponsabilidad por parte del Gobierno Central.

Indicó que existe una falta de liderazgo de la autoridad máxima de Corfo, que se expresa en su total ausencia de aquellas regiones en que implementó los planes piloto y en la falta de respuesta a las inquietudes formuladas por los trabajadores.

Señaló como consecuencia de que a Sercotec se le eliminaron los recursos del Subtítulo 24 se han dejado de cumplir ciertas tareas que han debido asumir los funcionarios de Corfo sin tener mayor dotación para ello, de modo que enfatizó que el modelo que se ha propuesto no sirve. 

Por último indicó que los trabajadores de la Corfo en conjunto con los de Sercotec han trabajado en una propuesta, ya que están totalmente de acuerdo con la descentralización, y planteó que se debe descentralizar a través de convenios para la ejecución de programas, ya que es una solución rápida, efectiva y ordenada, cuidando la institucionalidad existente y sin necesidad de mas recursos.   

Para mayor claridad la Honorable Senadora señora Von Baer precisó que existen dos servicios púbicos que tienen un plan piloto de descentralización, que son precisamente Corfo y Sercotec, pero que tal como se ha señalado no ha funcionado y, además, solo se encuentran anclados a la Ley de Presupuesto 

A continuación, el Presidente de la Directiva del Sindicato de Trabajadores de SERCOTEC, señor Héctor Flores, señaló que en esta oportunidad se está discutiendo democráticamente el presente proyecto de traspaso de competencias, pero que administrativamente se han creado comités en Corfo que no están considerados en esta ley, lo que en la práctica significa la creación de nuevas instituciones desde la administración.

Producto de este modelo se le han restado recursos a Sercotec en las regiones donde se lleva adelante el pilotaje, las decisiones se adoptan en forma centralizada, todo lo cual vulnera el trabajo democrático que se realiza el Parlamento.

Expresó que los trabajadores de Sercotec temen a este proceso de descentralización por cuanto se les han restado recursos, para lo cual solicita ayuda con el objeto de recuperarlos. Agregó que en el actual modelo son los funcionarios de Corfo quienes asumen la responsabilidad administrativa por las tareas que debiesen estar realizando los funcionarios de Sercotec.

Hizo presente que existen una serie de compromisos con la Anef y el Gobierno con el objeto que sean  descentralizados, enfatizando que los traspasos de competencias se deben hacer con la personas que son representadas por los respectivos dirigentes, que en ningún caso han sido considerados en el modelo de descentralización y que, por tanto, no tienen participación alguna en los mencionados comités.

Para terminar, indicó que si bien los trabajadores de Corfo y Sercotec están apoyando la descentralización es indispensable que sean oídos por las instancias respectivas, ya que, en el estado actual de las cosas, se encuentran en una situación vulnerable.

A continuación, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que si bien el tema expuesto no corresponde a las facultades de la Comisión si es un tema muy importante que debe recogerse, ya que se trata de un modelo que se consideró en la Ley de Presupuestos al cual se le hicieron observaciones, y que finalmente ha conducido a una mala experiencia porque no ha habido descentralización y además esta última se empieza a desprestigiar. 

Enseguida indicó, que el modelo Corfo- Sercotec es bastante “sui generis” ya que jurídicamente no son asimilables, especialmente la Corfo que tiene una estructura diferente. En este sentido, agregó, se ha tratado de llevar adelante esta experiencia sobre la base de una fusión de hecho entre ambas instituciones, sin ningún éxito y provocando más bien muchas dificultades.

Dijo que en este caso corresponderá revisar esta situación en el marco de la discusión de la Ley de Presupuestos, por cuanto ha provocado una confusión de dependencias, en el sentido que Sercotec tiene una orientación diferente a la Corfo en su conjunto. Dado lo anterior, indicó que era necesario revisar en el presente proyecto de ley que este tipo de situación no se repita, para lo cual se deben reglar los procesos. 

Por otra parte manifestó concordar en que quizás se pudieron lograr los mismos objetivos mediante convenios, y que también sería diferente el caso en que se decida fusionar ambas instituciones. Agregó que efectivamente en este proceso piloto de descentralización no parecen haber  sido debidamente considerados los trabajadores, y que no se previeron las diferencias entre una y otra institución. 

Finalmente, opinó que restar recursos a Sercotec significó restarle su propia capacidad, y en cuanto a la Corfo señaló que ha tenido en varias oportunidades de descentralización y que actualmente podría materializarse en conformidad a la normativa vigente, constituyéndose en una institución capaz de potenciar las regiones.

El Honorable Senador señor Quinteros, hizo presente que efectivamente Corfo se encuentra considerado dentro del desarrollo productivo que deben tener los Gobiernos Regionales.

Enseguida señaló que no se deben tener dudas en cuanto a que este proceso que se está planteando es una descentralización, pero no completa, porque precisamente se trata de un proceso que debe ser gradual, por lo que no consideró adecuado que se hable de un modelo fracasado sino que, muy por el contrario, todo ello es parte de un proceso que significa un gran paso necesario.   

A mayor abundamiento, dijo que cuando se propusieron los Gobiernos Regionales el año 1992 eran una idea ignota, que con el correr de los años se ha ido desarrollando y avanzando al punto que cada vez se requiere de mayor autonomía para los mismos.

Para finalizar, indicó que se debe seguir discutiendo acerca de los distintos temas y agregó que el futuro Gobernador Regional debe ser electo con una gran votación con el objeto que tenga un gran respaldo para exigir lo que necesite en virtud de dicho apoyo ciudadano.

Por su parte la Honorable Senadora señora Von Baer destacó que es importante recoger la experiencia que se ha planteado para poder proyectar este proceso hacia el futuro. En este sentido, valoró la iniciativa del Ejecutivo de implementar procesos pilotos de descentralización en algunas regiones pero, señaló, al mismo tiempo es necesario revisarlos para conocer las razones por las cuales no han funcionado.

Destacó que una de las áreas cuyo manejo se entrega a la región en el presente proyecto es la del desarrollo productivo, de tal manera que inmediatamente surge la necesidad de ver como se le entrega al Gobierno Regional las herramientas para poder concretar la descentralización de servicios como Corfo, Sercotec y probablemente también Fosis.

Hizo presente que se debe abordar el tema que se ha planteado por los Core, en el sentido que cuando el Gobierno Regional entrega los fondos a un ente sobre el cual no tiene tuición pierde su capacidad de fiscalización respecto de dichos fondos, de modo que es necesario visualizar una forma de solucionar este problema.

Por último, consultó al Ejecutivo respecto de la evaluación de esta experiencia de descentralización de Corfo y Sercotec y que se tiene considerado para el próximo año en la misma materia teniendo presente la experiencia acumulada. 

El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes enfatizó que era muy enriquecedor oír los planteamientos de los trabajadores de Corfo y Sercotec, no obstante que señaló que pueden existir distintos puntos de vista.

Expresó que la descentralización es un tema tremendamente complejo donde se debe avanzar por un  camino claro y estableciendo metas, transitando en él con mucha calma a la hora de tomar decisiones, considerando la complejidad que tiene el proceso, porque algunos quieren todo y otros nada.

Enseguida dijo que las inquietudes planteadas eran absolutamente legítimas y muy valoradas. Sin embargo, recalcó, nada se ha dicho con respecto al impacto de las políticas públicas en el territorio ni tampoco si ha sido bueno o malo para los distintos beneficiarios, lo que es fundamental a la hora de evaluar la experiencia. 
En cuanto a cómo se ha concebido la descentralización, recordó que se propuso una nueva arquitectura para el Gobierno Regional, planteándose como requisito que los recursos del Gobierno Central en las instituciones centrales se transfieren a los gobiernos regionales, como principio básico. Bajo esa premisa se realiza una distinción entre lo que ha ocurrido históricamente, pues en este nuevo escenario si los recursos se transfieren efectivamente, entonces habrá descentralización y en caso contrario ello no ocurrirá.

Señaló que lo que se busca es que en el mediano plazo no sólo se transfieran las decisiones sino también los recursos, estableciendo el tiempo en que ello ocurrirá.

Respecto del modelo y de los servicios, indicó que ello corresponde a la elección que cada servicio realice dependiendo de sus particularidades. En este sentido, hizo presente que en el caso de Corfo y Sercotec fueron ellos quienes decidieron el modelo que podría implementarse optando por el modelo mixto (público-privado), que en su opinión personal dijo no compartir.

En la misma línea, subrayó que en el caso del Serviu cuando se discuta su transferencia, probablemente se debatirá acerca de otro modelo que se acerca más a la estructura de dicho servicio ya que, a diferencia de Corfo y Sercotec, este es un organismo descentralizado funcionalmente, de modo que podría resultar más fácil su descentralización.

Finalmente, hizo hincapié en que la descentralización admite diferentes diseños para su implementación, dependiendo de los servicios de que se trate y de las particularidades de cada región.

Por su parte, el Presidente de la Directiva del Sindicato de Trabajadores de SERCOTEC, señor Héctor Flores, agradeció la disponibilidad manifestada para revisar este ejercicio en la Ley de Presupuestos. Agregó que no ha sido ni Corfo ni Sercotec quienes han decidido llevar adelante un proceso de descentralización paralelamente al que está realizando el Parlamento pues, en su opinión, no se puede trabajar así en un proceso democrático.

Agregó que los impactos no se deben medir a un año plazo sino que a tres o cinco años, y enfatizó que la experiencia implementada actualmente por Corfo y Sercotec es efectivamente un fracaso porque no tiene involucrados a los trabajadores, los tiene atemorizados, y ha generado una mala visión de lo que es la verdadera ley que se está trabajando en esta Comisión, de modo que insistió en que es necesario contar con al respaldo del Estado para que no se siga repitiendo el modelo indicado para el año 2017. 
A su turno, el Presidente Nacional de la Directiva de la Asociación Nacional de Empleados de CORFO, señor Luis Sepúlveda, indicó que en esta materia la opinión de los usuarios resulta relevante, la cual ha sido dada a conocer a través de diversos medios de comunicación y que es coincidente con la que se ha manifestado hoy en esta Comisión por parte de los funcionarios.

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó al Ejecutivo que considere una conversación con los trabajadores con el fin de acoger sus inquietudes.

En otro tema, señaló compartir la preocupación que se ha planteado con respecto a la falta de fiscalización por parte del Gobierno Regional cuando se transfieren recursos a otros organismos que no dependen de él, y agregó que es un tema a resolver.

Sobre este último punto en particular, el señor Subsecretario enfatizó que ello no es efectivo por cuanto el uso de los recursos públicos asignados a un servicio determinado siempre son de responsabilidad de dicho servicio, lo cual ha sido abundantemente respaldado por dictámenes de la Contraloría General de la República.

La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que lo que se ha planteado es que en el momento en que el Gobierno Regional entrega los recursos a otra institución para ejecutarlos, quien tiene la fiscalización de los mismos  es esa otra institución y no el Gobierno Regional. En todo caso, indicó que se debe revisar porque en el modelo que se está planteando es un tema a debatir.

El Honorable Senador señor Zaldívar  agregó que en el marco de esta discusión es cuando debe analizarse este tema, si se hace mediante convenio o de otra forma. No obstante, señaló, lo importante es que se produzca el efecto de la descentralización y la ejecución.

Sobre el caso específico de Sercotec y Corfo enfatizó que es un tema que debe analizarse a la luz de la Ley de Presupuestos y en esa instancia se tendrá que pedir cuenta respecto de lo que ha pasado y hacer una observación con respecto a cómo va a seguir funcionando. Agregó que la mala ejecución de un proyecto de descentralización, mal pensado aunque bien intencionado, desprestigia la capacidad de descentralización, lo que sin duda es muy preocupante.

La Honorable Senadora señora Von Baer indicó que en la Subcomisión de presupuestos respectiva los funcionarios ya plantearon su preocupación respecto a que este modelo siga siendo considerado en el Presupuesto de la Nación, para lo cual en dicha instancia se sugirió hacer una reunión antes que comience la tramitación de dicha ley.

- - -


A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado en primer trámite constitucional por el Senado, así como de los acuerdos adoptados por la Comisión respecto de las referidas enmiendas. 

Artículo 1°

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el artículo 1° que introduce diversas modificaciones en la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.  

Número 1), nuevo

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó un número 1), nuevo, referido al artículo 2° que indica las funciones que le corresponden al  intendente, en su calidad de representante del Presidente de la República en la región, y cuyo tenor literal es el siguiente:

“1) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 2°:

a) Elimínase en su actual letra p) el siguiente texto: “, incluida la de otorgar personalidad jurídica a las corporaciones y fundaciones que se propongan desarrollar actividades en el ámbito de la región, ejerciendo al efecto las facultades que señalan los artículos 546, 548, 561 y 562 del Código Civil”.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó si la facultad a que se hace alusión está siendo eliminada porque así ocurrió en virtud de una ley posterior, y estimó que habría que analizar si esta facultad que tiene el GORE debiese estar radicada sólo en la región o debiese pensarse en otra fórmula.

Enseguida, el Honorable Senador señor Espina consultó si al hablar de estas atribuciones se trata de aquellas que quedarán en el Gobernador o en el Delegado Presidencial.

El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez, explicó que la ley de Administración Regional (ley N°19.175) se divide en dos títulos: Intendente y Gobernador en función de gobierno interior como representantes del Presidente de la República, y un segundo título sobre funciones de gobierno regional, donde se habla de la naturaleza de dichas figuras. En este caso, en cuanto al primer título, se trataría del Delegado Presidencial.

En cuanto a la eliminación de la atribución, indicó que ello es consecuencia de una reforma al Código Civil donde se entregó esa facultad al secretario municipal, pero sólo para la inscripción, ya que el resto es a nivel nacional.

La Honorable Senadora señora Von Baer precisó que se trata de una adecuación.

- La Comisión aprobó la  enmienda introducida por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina y Quinteros.
b) Agréganse las siguientes letras p) y q), pasando la actual p) a ser r):

“p) Coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, y que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio, para la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo que a cada uno de ellos les corresponda en la región.

q) Velar por que el Gobierno Regional ejerza sus funciones en forma coherente y concordante con las políticas públicas nacionales, asegurando su total y efectiva aplicación, sean dichas funciones asignadas en la ley o transferidas por el Ejecutivo.”.”.

El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez dijo que se trata de una función que se amplía, ya que existe para el intendente como representante del Presidente de la República en la coordinación y supervigilancia de las Seremis y servicios públicos, y que ahora se extiende a la fiscalización en el entendido que va a existir un gobernador regional que tendrá que reafirmar sus competencias en materia de supervigilancia de los órganos desconcentrados de la administración pública.
El Honorable Senador señor Espina opinó que debiese decir “Coordinar, supervigilar y fiscalizar”, por lo que consultó cual sería la mejor forma.

Lo mismo sostuvo el Honorable Senador señor Bianchi quien enfatizó que si el Gobernador coordina y supervigilar tendrá entonces que fiscalizar.

Similar opinión manifestó la Honorable Senadora señora Von Baer y agregó que el fondo de la discusión es que estas son las atribuciones del actual Intendente y futuro Delegado Presidencial, ya que por el momento el Gobernador (intendente electo) sólo tiene facultades en torno al fondo de desarrollo regional (FNDR).

Luego el Honorable Senador señor Bianchi resaltó que la norma solo considera los proyectos de desarrollo, de modo que consultó cual es el sentido de la norma a fin de comprender su extensión. 

El Honorable Senador señor Quinteros señaló que cuando el literal habla de los servicios públicos creados por ley para el “cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región..” se refiere a los Seremis y direcciones regionales, por cuanto no se debe olvidar que el candidato a Gobernador tiene que presentar una proposición o plan de trabajo a la comunidad, donde esté estipulado lo que pretende hacer en la región, de modo que esa coordinación debe hacerla a través del Gobierno Regional. Dado lo anterior dijo que no se debe tener temor a este respecto ya que es un tema que se conoce desde el principio.

Enseguida indicó que le interesaba debatir acerca de las atribuciones reales que va a tener la nueva administración regional, en base al compromiso, pacto o programa que se presenta y que debe ser ratificado por el nivel central.

El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que se trata de un tema muy delicado y que es el conflicto inicial, porque si el Presidente de la República a través del Intendente va a coordinar, supervigilar y fiscalizar todos los servicios, o sólo va a coordinar o sólo a supervigilar los servicios que no estén desconcentrados, desde ya se debe adoptar una decisión a ese respecto, que es más compleja, porque dentro de cada región existirán servicios concentrados y no concentrados. 

Luego, el Honorable Senador señor Quinteros agregó que al principio costará entenderlo bien pero que en el largo plazo, en su momento, los seremis deben depender del Gobierno Regional pero ya no como seremi, pues a medida que se avance en la descentralización dicha figura tiende a desaparecer y el GORE va a seguir tomando atribuciones, cuestión que no es posible de realizar ahora. 

La Honorable Senadora señora Von Baer resaltó que se debe tener claro que el Delegado Presidencial tendrá bajo su mandato todos los servicios públicos que existen en la región y a todos los seremis. En ese sentido, dijo estar de acuerdo con que se debe en esta ley de transferencia, debajo de alguna de dichas competencias que se están dando al GORE, entregar también algunos servicios públicos para que el Gobernador electo en esa propuesta que hace a la región, pueda llevarla a cabo, siendo necesario otorgar un ámbito de acción claro y delimitado al gobernador electo para que no exista una constante confrontación con el Gobierno Central.

El Honorable Senador señor Bianchi dijo que lo que se va a legislar es que se tendrá un gobernador que tiene un compromiso al momento de postularse, de modo que ese Gobernador al momento de tener traspaso de competencia no será sujeto de supervigilancia del representante del Ejecutivo, pues de lo contrario, no se entiende.

El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez dijo que efectivamente se debiera entender que estas son las facultades de la futura autoridad electa, independiente que viene otra propuesta de ley posterior al proyecto de reforma.

En dicha propuesta, agregó, viene la coordinación de las Seremis y de los servicios públicos desconcentrados que dependan y se relacionan con el Presidente de la República a través de un Ministerio.

A su vez, señaló que se incorpora en el artículo 24 una atribución del intendente en su calidad de Ejecutivo del Gobierno Regional que también supervigila y se relaciona con los servicios públicos que sean creados para el efecto. Por lo tanto, indicó,  en el caso que se cree un servicio público regional o se suscriba un convenio mandato, o un convenio de programación, entonces el GORE supervigilaría la ejecución en virtud de dicho mandato, con lo que se hace el contrapeso  en materias de competencia del GORE.

Sobre la supervigilancia, enfatizó que se amplía el rango a los servicios públicos y a las políticas de desarrollo de la región que implementen los ministerios y servicios públicos en esa línea, lo que se ratifica con una modificación al artículo 64 en que se establece que solamente las seremis serán las que desarrollen y velen por la coherencia de las políticas nacionales y regionales, además de promoverlas en las políticas del GORE.

Sseñaló que esa función es concordante con la que se establece a continuación respecto de la relación con el GORE de esta figura representante del Presidente de la República.

 El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, expresó compartir lo que se ha expuesto y agregó que ello debe analizarse en el contexto del proceso que se pretende iniciar y también del trámite legislativo que se ha desarrollado, ya que este es un proyecto que partió muy al inicio del Gobierno donde aún no estaba muy claro cuál sería el carácter del GORE.  

Agregó que esta es una norma que requiere de una mayor revisión porque es necesario concordar mejor el artículo con algunos elementos de la nueva realidad.

La Honorable Senadora señor Von Baer preguntó si era efectivo que en el presente proyecto de ley no se considera el traspaso de ningún servicio público al GORE, y que puede venir después, y consultó si hay un espacio para idear un GORE que tenga ciertos servicios públicos ya traspasados cuando esta ley se apruebe, por cuanto prácticamente se aprobará en conjunto con la ley de elección del Intendente.

El personero de Gobierno recalcó que se ha avanzado mucho en un año y medio y que actualmente se ha planteado al interior del Ejecutivo el considerar etapas que sean más descriptivas, ya que hasta ahora se tienen las competencias nuevas que esta ley crea para los GORE y que se aplican una vez publicada la ley, existiendo además las del mecanismo de transferencia de competencia y, por último, un pilotaje que se ha venido desarrollando y que se intensificará entre este año y el próximo.

Señaló que serán los bloques de competencias los que se van a transferir y sobre los que este Gobierno se va a comprometer. Sobre este punto en particular, señaló que se presentaría una indicación para definir etapas dentro del proceso de modo que, a lo menos, este Gobierno pueda cumplir con la primera etapa que en términos de monto debiese alcanzar hasta el año 2022.

Lo anterior, dijo, ayuda a que se canalicen mejor las solicitudes de transferencias de competencia en la primera etapa, ya que como principio se debe tener cuidado en dos aspectos: el avanzar decididamente en dicho proceso de transferencia y, segundo, que los GORE tengan la capacidad de ejecutar en el corto plazo una cantidad de competencias como las que se pretende transferirles.  

Reiteró que el objetivo del Gobierno es que al año 2022 los GORE puedan administrar tres veces su presupuesto actual y que para que ello pueda ocurrir es necesario aumentar en esa cantidad los recursos, además de asumir desafíos no menores en los GORE.

El Honorable Senador señor Bianchi recalcó que el futuro Gobernador se va a postular con un programa, pero que ello no podría hacerlo si no cuenta con ninguna atribución o traspaso al menos al inicio. 

Agregó que se debe tener algo más de confianza con las estructuras regionales, ya que efectivamente los GORE lo que han hecho es sólo administrar, no obstante que existen capacidades para gobernar. En este sentido, se manifestó de acuerdo con establecer una gradualidad pero siempre que exista un mínimo, es decir, más que establecer el período se debiese considerar ese mínimo, de modo que los que sean más eficientes irán pidiendo más traspasos que evaluará el Ejecutivo.  

Insistió en que se parte de la lógica de que no hay capacidad de administración a nivel de regiones, es decir, no se confía en que pueda haber eficiencia en una futura administración. Dicho esto, sugirió que en ese escenario, se disponga de un equipo profesional para las regiones por parte del Ejecutivo, con el objeto de darle capacidad de eficiencia a la administración toda vez que se no hay experiencia en esta materia en el país.


Señaló que es muy importante que las regiones vayan acompañadas en los primeros procesos y en los primeros años, de equipos técnicos disponibles a nivel nacional para articular la buena administración de las regiones.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que compartía la idea del Ejecutivo de considerar en esta ley la definición de un piso mínimo, no obstante señalar que es necesario que ese piso esté definido para la elección del año 2017, porque de esa manera los Gobernadores que serán electos van a elegirse con cierto marco de acción definido, lo que es relevante de solucionar en esta ley. En ese sentido, consultó cuanto demoraría el Ejecutivo en presentar su propuesta sobre la materia. 

El Honorable Senador señor Quinteros consultó si después que se haga la reforma constitucional que permitirá la elección del Gobernador, actual intendente, se tendrán que modificar las facultades de los gobiernos regionales pues, si es así, esta discusión volverá a darse y será recurrente.

Insistió en que cuesta imaginarse el proceso, pero que sin duda éste debe darse en forma paulatina, porque a medida que transcurra y de acuerdo a la experiencia los GORE tendrán más capacidad para absorber otras funciones.

El Honorable Senador señor Espina dijo que ya se ha dicho que este artículo se redactó hace un año y medio y que el proyecto ha tenido una evolución en ese intertanto que hace necesario ajustar la norma, motivo por el cual propuso que se envíe derechamente a Comisión Mixta a fin de agilizar la tramitación.

Enseguida, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, estuvo de acuerdo con lo expresado y agregó que se debe recordar que se consideran competencias nuevas que se van a instalar ahora en los GORE y que tendrán gran impacto en la institucionalidad regional como las Áreas Metropolitanas. Asimismo, enfatizó que lo ideal era aprobar esta ley antes del Presupuesto, pues de lo contrario, los recursos estarán disponibles recién el año 2018.  
Señaló que, por otra parte, se ha planteado entregar algunas competencias genéricas a los GORE y, además, que las competencias específicas que se vayan entregando no sean todas al mismo tiempo ni a todas las regiones al mismo tiempo, de tal manera de ir adquiriendo experiencia en el proceso.  

Indicó que todo lo anterior supone mucho trabajo y muy fino desde el punto de vista institucional, por lo que recalcó que lo que busca el Gobierno es que, considerando todos esos elementos y teniendo presente además lo que las regiones quieren, exista el compromiso de contemplar nuevas competencias y un programa de transferencia que considera un mecanismo de traspaso futuro. 
El Honorable Senador señor Coloma destacó que este proyecto de ley trata de una materia muy importante que se está discutiendo en toda las regiones del país. Luego, respecto de los plazos para el presupuesto, hizo presente que en otros casos lo que se hace es incorporar en el Tesoro Público los recursos de leyes que se están estudiando, lo que puede ser una forma de ir resolviendo el tema. 

La Honorable Senadora señora Von Baer destacó que el paso que está dando el Gobierno es tremendamente relevante ahora, ya que transferir competencias y crear divisiones no es lo mismo que tener un servicio público para realizarlo. En este sentido, manifestó su aprehensión con respecto a los servicios públicos que se quieren transferir en el comienzo.

El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez, en cuanto a la letra q) que se incorpora, señaló que esta atribución se incorpora a las atribuciones del intendente (delegado presidencial) en la lógica de entender que el sistema regional funciona como un todo, y por lo tanto, lo que va a lograr con esta función es que tanto la tarea de los seremis y de los servicios públicos en la región, sean coherentes con el Gore.

El Honorable Senador señor Quinteros se manifestó contrario a la letra en estudio por considerarla un exceso, que no corresponde, porque la labor del GORE es muy diferente a la que justifica la supervigilancia que tiene que hacer el representante del Presidente de la República respecto de los Seremis y directores regionales, de modo que enfatizó que el GORE tiene que tener autonomía.

En la misma línea, el Honorable Senador señor Bianchi se manifestó contrario a esta enmienda porque deja totalmente disminuido al Gobernador con respecto al Delegado Presidencial e instala dentro de la región un nuevo centralismo. 

Para terminar, la Honorable Senadora señora Von Baer indicó que compartía lo dicho porque es muy importante establecer claramente los ámbitos de competencia de todos para evitar el conflicto con el Gobierno Central, preservando la autonomía del Gobernador para ejecutar las políticas. 

- Sometida a votación, la enmienda introducida por la Cámara de Diputados que incorpora letras p y q, nuevas, fue rechazada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina y Quinteros.
Número 1)

El Senado aprobó este numeral que sustituye la letra d) del artículo 6° que señala los requisitos para ser designado intendente o gobernador, por la siguiente:

“d) No hallarse declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada, ni tener la calidad de persona deudora en virtud de lo dispuesto en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas condenada mediante sentencia ejecutoriada por alguno de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis o 463 ter del Código Penal, y”.
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo modificó de la siguiente manera: 

-Ha pasado a ser 2), reemplazando el nuevo texto de la letra d) del artículo 6° por el siguiente:
“d) No hallarse declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada, ni tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N°20.720, de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, ni condenada mediante sentencia ejecutoriada por alguno de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis o 463 ter del Código Penal, y”.
Al respecto, el asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez dijo que esta es una norma que se actualiza en términos de la ley N° 20.720
, que recoge lo que planteó el Senado en materia de inhabilidades.

El Honorable Senador señor Espina advirtió que en la Comisión Mixta se debiera corregir la terminología de esta ley ya que se refiere a figuras que dentro de poco no a existirán.

La Honorable Senadora señora Von Baer dijo que una solución a lo que se ha planteado es incorporar un artículo transitorio en la presente ley que quede sujeto a la publicación de la reforma constitucional de elección de gobernador, con lo que el texto del presente proyecto puede quedar inmediatamente adecuado.

Enseguida, el Honorable Senador señor Quinteros manifestó una opinión distinta ya que hizo presente que los cambios de nombres se hacen después y no antes de modificarse las instituciones existentes.

El Honorable Senador señor Espina señaló que desde el punto de vista constitucional tiene que publicarse la reforma primero y luego, en la ley en tramitación, se pueden ir haciendo los ajustes, bajo el supuesto que primero entre en vigencia la reforma y luego esta ley. 
Enseguida, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes hizo presente que la idea original era hacer una ley que actualice las distintas disposiciones. No obstante, agregó, lo planteado por el Senador Espina le parece una alternativa que debe ser estudiada. En ese sentido, estimó que igualmente se debe hacer una actualización de la ley de Gobierno y Administración Regional una vez aprobadas las reformas a al Constitución en materias electorales y otras, pero podría ser una adecuación bastante más corta si se incorpora un transitorio en la reforma constitucional.

- Puesta en votación, esta modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina y Quinteros.

Número 3)
El Senado aprobó el numeral 3) que  reemplaza el inciso segundo del artículo 13, que señala la naturaleza y objetivos del Gobierno Regional, por el siguiente:

“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán desarrollar, directamente o con la colaboración de otros órganos de la Administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere. La autonomía para la administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que se le asigne o transfiera a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo modificó pasando a ser el número 4), sustituyendo el inciso segundo del artículo 13 por el siguiente:
“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y ejercerán las funciones y atribuciones que esta ley les confiere. Podrán desarrollar sus competencias directamente o con la colaboración de otros órganos de la Administración del Estado. La administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N°1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado y en las demás normas legales relativas a la administración financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que le asigne a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.
El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez señaló que esta modificación toma en consideración lo que había propuesto el Senado, pero hace una pequeña modificación en términos de las funciones y atribuciones en materia de financiamiento a raíz de las fuentes.
La Honorable Senadora señora Von Baer estimó necesario recoger dos propuestas pero de diferentes normas, por cuanto explicó que en el proyecto original se establecía que respecto del patrimonio, funciones y atribuciones “los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán desarrollar directamente con la colaboración de otros órganos de la administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere. La autonomía para la administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en la ley…”.

Luego, recalcó que la palabra autonomía desaparece, en circunstancias que ella debiese permanecer, por tanto teniendo en consideración que en esta instancias solo se puede aprobar o rechazar, propuso que se envíe a Comisión Mixta esta norma.

- Puesta en votación, esta enmienda fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros.
Número 5)

El Senado aprobó el numeral 5) que modifica el artículo 16, que enumera las funciones generales del gobierno regional, de la siguiente forma: 

a) Reemplázase su letra a) por la siguiente:

“a) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto, los que deberá ajustar a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación;”.

b) Intercálanse las siguientes letras b), c), d) y e) nuevas, pasando las actuales letras b), c), d), e), f), g), h), i) y j), a ser letras f), g), h), i), j), k), l), m) y n), respectivamente:

“b) Efectuar los estudios, análisis y proposiciones relativos al desarrollo regional;

c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos;

d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación;

e) Administrar fondos y programas de aplicación regional;”.

c) Reemplázanse en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la referencia “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo”, y el punto y coma final (;) por la expresión “, y”.

d) Sustitúyese en la actual letra i), que pasa a ser letra m), la expresión final “, y” por un punto final (.).

e) Trasládase la actual letra j), como nueva letra i) del artículo 17.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo modificó pasando a ser el número 6), con los siguientes cambios:

Letra a)
-La ha reemplazado por la siguiente:
“a) Diseñar, elaborar, aprobar y aplicar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, los que deberán ser coherentes con la política nacional de desarrollo, el presupuesto de la Nación y la estrategia regional de desarrollo. Asimismo, en dicha labor deberán considerar los planes comunales de desarrollo;”.
- Puesta en votación esta enmienda, introducida por la Cámara de Diputados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Letra b)
-Ha sustituido las nuevas letras c) y d) del artículo 16 por las siguientes:
“c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos y municipalidades localizados en ella;
d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, ajustándose a las orientaciones que se emitan para la formulación del proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público, de conformidad con el artículo 15 del decreto ley N°1.263;”.
Respecto a la letra d), el asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez hizo presente que hay una distinción en esta norma en términos que lo que aprobó el Senado hacía alusión al Presupuesto de la Nación, y en la enmienda se hace referencia  a la señal presupuestaria de la Dirección de Presupuesto que va en el año anterior a la aprobación del mismo.
La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su diferencia con esta redacción por cuanto en la norma aprobada por el Senado se señalaba que debía ajustarse el Presupuesto de la Nación, pero no a las directrices de la Dipres. Dicho esto, enfatizó que esta disposición atenta contra la autonomía de los Gobiernos Regionales, por lo que estuvo por rechazarla.

El señor Subsecretario dijo que en materia municipal hay una ley de Rentas Municipales que establece cuáles son los recursos que se van a distribuir de acuerdo a un reglamento que la propia ley establece, y hasta ahora, dijo que lo que se está proponiendo es que los recursos que van a tener los Gore son distribuidos desde el Presupuesto de la Nación.

Expresó o que la norma es la misma que la aprobada por el Senado pero sólo se perfeccionó, ya que se agregó que la idea era que se determine con anterioridad ya que después se genera un problema. Agregó que se trata sólo de un problema de procedimiento ya que la Dipres saca una norma anterior de manera que los presupuestos se vayan ajustando a las orientaciones globales del Presupuesto de la Nación, cosa que al Ejecutivo le parece razonable que mantengan los GORE.

El Honorable Senador señor Zaldívar dijo compartir lo expresado por el Ejecutivo, ya que en materia presupuestaria uno de los temas que se debe considerar en forma especial es que la descentralización debe ser muy responsable, porque la gran falla que se ha producido en los gobiernos federales es precisamente  la falta de disciplina fiscal.

En este contexto, enfatizó que los Gobiernos Regionales no pueden estar exentos de la normativa sobre responsabilidad fiscal, y que tiene que existir un marco de acción común en esta materia.

El Honorable Senador señor Quinteros se manifestó de acuerdo, por ahora, con lo propuesto por el Gobierno, señalando que mientras no exista una ley de rentas regionales le parece adecuada, pero que una vez que ella exista los GORE tendrán patrimonio propio e independiente.

El Honorable Senador señor Espina también estuvo de acuerdo con lo planteado por el Ejecutivo, haciendo presente que se trata de una norma crucial para diferenciar una descentralización responsable de una decisión demagógica.  
La Honorable Senadora señora Von Baer compartió lo expresado en materia de responsabilidad fiscal, no obstante, manifestó su inquietud respecto a si ésta es la mejor manera de regularla, ya que lo que se propone enmendar es el artículo 15
 del decreto ley N° 1.263, que señala expresamente que:

“ARTICULO 15° La Dirección de Presupuestos es el organismo técnico encargado de proponer la asignación de los recursos financieros del Estado.    Le compete, además, sólo a dicha Dirección, orientar y regular el proceso de formulación presupuestaria. Asimismo, le incumbe regular y supervisar la ejecución del gasto público, sin perjuicio de las atribuciones que le corresponden a la Contraloría General de la República, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 52° de este texto legal.   
En cumplimiento de las obligaciones dispuestas en el inciso anterior, la Dirección de Presupuestos establecerá un sistema de información administrativa y financiera, de general aplicación para los órganos y servicios públicos regidos por el presente decreto ley; ello sin perjuicio de las facultades que tiene en la materia la Contraloría General de la República.”

Destacó que si bien esta materia puede tener relación con una futura la Ley de Rentas Regionales lo cierto es que hoy no existe, de modo que los municipios tienen autonomía financiera y los Gore no la tendrán en tanto no exista dicha ley. 

Indicó que debiese garantizarse autonomía a los Gore dentro del marco presupuestario indicado por la Dipres, de modo que sea el Gobierno Regional quien decida cómo utilizar los recursos, y anunció su abstención respecto a esta letra porque teme que ello se convierta en una intromisión de la Dipres (que depende de un Gobierno) en el GORE.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que la administración financiera ya está tratada en el proyecto de ley en estudio, y que esta norma introduce orientaciones por cuanto no se debe perder de vista que este proceso de descentralización está pensado en el marco del Estado unitario.


La señora Presidente de la Comisión anunció que sometería a votación separada la sustitución de las letras c) y d) contenidas en la letra b) de este numeral 5.

- Puesto en votación el reemplazo de la letra c) efectuado por la Cámara de Diputados, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.


- Sometido a votación el reemplazo de la letra d) propuesto por la Cámara de Diputados, fue aprobado por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar, y se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer.
Letra c)
-La ha sustituido por la siguiente:
“c) Reemplázase en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la expresión “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del presente Capítulo”; y agrégase después del vocablo “ley” la siguiente oración, precedida de un punto: “En ningún caso, el ejercicio de estas competencias facultará a omitir la aplicación de las políticas públicas nacionales”.
El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que esta enmienda amplía la norma ya que el capítulo aludido se refiere a las competencias.

En el mismo sentido, el asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez hizo presente que había una solicitud de transferencia de competencias radicada en un solo artículo en el cuerpo legal vigente (artículo 67), de modo que lo que se hace es ampliar el alcance y armonizar la norma con el Estado unitario.

Por su parte la Honorable Senadora señora Von Baer, respecto de la oración final, consultó que ocurriría si hay una competencia del GORE que también existe a nivel central, expresando que deseaba saber si podría existir una colisión de competencias o si ello nunca ocurrirá.

El señor Asesor indicó que lo que propone el proyecto de ley es que el nivel regional se debe aplicar políticas regionales coherentes con las nacionales y que, por tanto, no debiese existir colisión o choque entre ambas. 

El Honorable Senador señor Espina manifestó su acuerdo con esta norma indicando que no se deben establecer regulaciones que impidan en la práctica el ejercicio de las facultades del Gobierno Central. Agregó que uno de los cuidados que debe tenerse al momento de avanzar en el proceso de descentralización es no perder de vista que estamos dentro de un régimen presidencial. 

A continuación, el Honorable Senador señor Montes enfatizó que este es un tema bien central por cuanto lo más probable es que en la práctica exista colisión, y por tanto debe estar bien establecido el procedimiento para resolver los conflictos de competencia. Agregó que se debe precisar con mucha claridad, el margen que tiene el GORE para salir o actuar dentro del contexto de las políticas nacionales.

- Puesta en votación, esta enmienda introducida por la Cámara de Diputados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina y Quinteros.
Al fundamentar su voto, la Honorable Senadora señora Von Baer indicó que se debe poner cuidado en no generar un conflicto permanente porque tampoco existe una figura para solucionar ese conflicto, haciendo presente que el camino será definir tareas muy específicas para los GORE con el objeto que no se produzcan esos conflictos.

Número 6)
El Senado aprobó el numeral 6) que modifica el artículo 17, sobre funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial, de la siguiente forma:

a) Incorpórase la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a), b), c), d), e) y f), a ser letras b), c), d), e), f) y g), respectivamente:

“a) Elaborar y aprobar, en concordancia con la estrategia regional de desarrollo y previa consulta a las municipalidades de la región, el plan regional de ordenamiento territorial, instrumento orientador que deberá consignar las características, potencialidades, vocaciones y recomendaciones para la planificación y las decisiones que impacten en los territorios urbanos y rurales, borde costero y sistema de cuencas hidrográficas. Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por los Ministros de Defensa Nacional, de Obras Públicas, de Agricultura y de Vivienda y Urbanismo, se regulará lo concerniente a los procedimientos para la elaboración y contenidos mínimos que deberá contemplar el plan;”.

b) Sustitúyese en la actual letra d), que pasa a ser e), la frase “aplicando para ello las políticas nacionales en la materia,” por “aplicando en lo que sea pertinente las políticas nacionales en la materia,”.

c) Reemplázanse en la actual letra e), que pasa a ser letra f), la palabra “procurando” por “en coordinación con”, y la expresión final “, y” por un punto y coma (;).

d) Reemplázase en la actual letra f), que pasa a ser letra g), el punto final (.) por un punto y coma (;).

e) Agrégase la siguiente letra h):

“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamientos más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Medio Ambiente respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia, e”.

f) Incorpórase, como letra i), la letra j) trasladada desde el artículo 16.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo modificó pasando a ser el número 7), con las siguientes enmiendas:
Letra a)

-Ha añadido los siguientes párrafos segundo a sexto:
“El plan regional de ordenamiento territorial podrá establecer, con carácter vinculante, condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y sus sistemas de tratamientos. Asimismo, podrá determinar condiciones para la localización de las infraestructuras y actividades productivas en zonas no comprendidas en la planificación urbanística, junto con la identificación de las áreas para su localización preferente, ajustándose a lo establecido en las políticas, estrategias y normativas sectoriales vigentes. El incumplimiento de estas condiciones provocará la caducidad de las autorizaciones respectivas, sin perjuicio de las demás consecuencias que se establezcan. El plan reconocerá, además, las áreas que hayan sido colocadas bajo protección oficial, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación respectiva, por su valor ambiental, ya sea natural o cultural.
El plan regional de ordenamiento territorial será de cumplimiento obligatorio para los ministerios y servicios públicos que operen en la región y no podrá regular materias que tengan un ámbito de influencia u operación que exceda del territorio regional ni áreas que estén sometidas a planificación urbanística.
La elaboración del plan regional de ordenamiento territorial deberá considerar la participación de los principales actores regionales públicos y privados. El plan será sometido a un procedimiento de consulta pública que comprenderá la imagen objetivo de la región y los principales elementos y alternativas de estructuración del territorio regional que considere el Gobierno Regional. Dicho procedimiento tendrá una duración de, al menos, sesenta días, debiendo consultarse paralelamente a las municipalidades de la región y a los organismos que integren el gobierno regional. Los antecedentes anteriores servirán, en su caso, de base en el diseño del Plan Regional ajustándose a lo establecido en el Párrafo 1° Bis del Título II de la ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

Una Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio, que integrarán los Ministerios de Vivienda y Urbanismo, cuyo titular lo presidirá; Interior y Seguridad Pública; Secretaría General de la Presidencia; Economía, Fomento y Turismo; Desarrollo Social; Obras Públicas; Agricultura; Minería; Transportes y Telecomunicaciones; Bienes Nacionales; Energía y Medio Ambiente propondrá, para su aprobación por el Presidente de la República, las políticas nacionales de ordenamiento territorial y desarrollo rural, así como la reglamentación de los procedimientos para la elaboración, los contenidos mínimos que deberán contemplar y los tipos de condiciones que podrán establecer los planes regionales de ordenamiento territorial, en concordancia con lo establecido en el inciso segundo del presente literal, sin que puedan tales condiciones tener efecto retroactivo. Las citadas políticas y propuestas se aprobarán mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por los Ministros integrantes de la Comisión Interministerial. La política nacional de ordenamiento territorial contendrá principios, objetivos, estrategias y directrices a las que deberán sujetarse los planes regionales de ordenamiento territorial, así como las reglas aplicables a las redes e infraestructuras que tengan un ámbito de influencia u operación que exceda al territorio regional.

Sin perjuicio de lo señalado, el gobierno regional deberá proponer un proyecto de zonificación del borde costero de la región, así como las eventuales modificaciones a la zonificación vigente, en concordancia con la política nacional existente en la materia. Dicha zonificación deberá ser aprobada mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional y será reconocida en el respectivo plan regional de ordenamiento territorial;”.
El Honorable Senador señor Quinteros manifestó que en su opinión era necesario dejar pendiente esta norma referida a la ordenación territorial con el objeto de hacer un mayor estudio antes de votarla, y volver a ella más adelante.

Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar también consideró que es un artículo muy básico e importante y que no obstante ello debe ser corregido en el sentido de señalar que “deberá establecer” y no “podrá establecer” como se indica actualmente. 

Dicho esto, destacó que la “localización de todo tipo de residuos” es uno de los temas más delicados que tienen las regiones en materia de ordenamiento territorial, de modo que es un problema central que requiere de un mayor análisis. 

El Honorable Senador señor Espina solicitó al Ejecutivo una explicación respecto del sentido y alcance de este artículo, dado lo minucioso de su contenido.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó la preocupación que le causa el que esta ley fue pensada sin considerar que el Gobernador (intendente) sería electo popularmente, lo que hace necesario aclarar el sentido de la norma, y consultó si, por ejemplo, se considera posible que alguna región decidiera no tener un plan de fomento productivo u otro.

El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, hizo presente que más que los recursos de que va a disponer el gobierno regional es éste uno de los instrumentos más potentes que se le entregan pues genera cambios muy profundos como, por ejemplo, que exista una discusión respecto del territorio de carácter vinculante a partir de una política pública nacional, considerada como un segundo elemento. Señaló que otro elemento relevante es que a partir de esta ley se obliga a que sea un conjunto de ministerios quienes lleven el ordenamiento territorial, lo que hoy se expresan en una orgánica nacional denominada COMICIVIT (Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio).

Agregó que en esta materia es donde mayores inquietudes han formulado desde el sector privado y que, en su opinión, es realmente aquí donde se genera una facultad y una competencia muy relevante para los Gore, dado que una vez aprobado el plan se vuelve vinculante para los servicios públicos y ministerios.

Por su parte, el asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez dijo que el plan así expuesto, establece que es orientador en términos generales. Enseguida indicó que la norma señala que es igualmente vinculante en términos de localización de los residuos y establecimiento de condiciones.

Agregó que en ese mismo entendido, se estableció claramente que no es retroactivo en términos de afectar localizaciones previas o preexistentes. 
En síntesis, destacó, efectivamente establece condiciones asociadas a la norma pero no cuando se trata de localización a nivel predial.

Sobre su rol vinculante, hizo hincapié en que al ser un instrumento del Gobierno Regional deberá ser utilizado también para los informes de impacto territorial actuales.

Enseguida, subrayó que la ley instituye un órgano que ya está funcionando y que es el que articula todas las acciones en materia de planificación del territorio y la infraestructura, que es absolutamente necesario para que posteriormente sea aplicado por el COMICIVIT. 

Dentro de este contexto, dijo que además con ello se formalizan dos políticas asociadas a la política nacional de ordenamiento territorial que es la visión nacional del territorio y como intervienen en ella las regiones, y la política de desarrollo rural, que vendría a ser complementaria de la política nacional de desarrollo urbano, de modo que se le encarga al COMICIVIT  que a través de un decreto supremo, entregue el reglamento de las condiciones mínimas que establece el inciso primero para el funcionamiento y administración del PROT.

En cuanto a la concepción, añadió que hoy en día se entiende que el territorio es difuso, de modo que si no hay a través del PROT antecedentes claros que permitan disminuir las asimetrías de información de todos los actores, públicos y privados, se seguirán produciendo problemas en términos de instalación de la inversión.

El Honorable Senador señor Montes preguntó al Ejecutivo si era correcto entender, de acuerdo a lo anteriormente expresado, que en la práctica el procedimiento de participación sería establecido en un reglamento.

El personero de Gobierno indicó que en materia de elaboración del plan no se considera la participación ciudadana, pero precisó que el GORE va a tomar las decisiones con la conjunción de los actores públicos y privados relevantes, y adicionalmente se obliga a que ello debe ser publicado con el  objeto que sea conocido por toda la ciudadanía regional y, finalmente sea sometido al proceso de evaluación ambiental estratégica.

Resuelto lo anterior, y una vez consultados todos los municipios de la región, con la aprobación de todas las seremis, dijo que en ese momento el Consejo Regional va a emitir su opinión.

El Honorable Senador señor Quinteros agregó que en la práctica se considera la participación ciudadana pues para tomar una decisión, por ejemplo, del lugar en que se localizarán los residuos sanitarios, sin duda en cada región existirá previamente un proceso de debate y discusión, de mucha participación.

La Honorable Senadora señora Von Baer destacó que se supone que esta es la atribución más importante, pero que en sentido contrario resulta que la misma sólo puede ejercerse previo informe favorable de los seremis.

Sobre el particular, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo señor Ricardo Cifuentes, indicó que desde el punto de vista del proceso y de la arquitectura regional descentralizada los seremis vuelven a tener exclusivamente, un rol normativo, razón por la cual, están convencidos que dichos secretarios ya no tienen ninguna vinculación con el Gobernador regional electo (intendente). 

Enseguida, explicó que el rol normativo aludido tiene que ver con la visación de instrumentos de planificación para establecer la compatibilidad entre estos y la coherencia con los instrumentos de carácter nacional.

La Honorable Senadora señora Von Baer subrayó que en su opinión se está cometiendo un error conceptual pues se debieran entregar al GORE atribuciones que sean propias, ya que en este caso se trata de una atribución compartida que será una fuente de tensión permanente.

Dicho esto, señaló que tal vez el camino es pensar en entregar a los GORE atribuciones más específicas, propias y autónomas, que no entren conflicto y que sean reales.

El señor Subsecretario precisó que existen procedimientos racionales que deben seguirse, pues el Gobernador electo no puede llevar al Consejo Regional un PROT que no haya sido revisado y que no sea coherente con la política nacional. A este respecto, recordó que el proceso de descentralización tiene como marco el estado unitario, de modo que el gobierno regional no sea un mero ejecutor de políticas nacionales sino un co-partícipe del desarrollo regional.


La Comisión acordó dejar pendiente el estudio de esta letra para una próxima sesión.


Posteriormente, y en virtud del acuerdo adoptado por la unanimidad de la Comisión, que se consigna en la parte final de este informe, la señora Presidente sometió a votación esta enmienda.

- Puesta en votación, esta modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Letra e)

-Ha reemplazado la nueva letra h), que este literal agrega en el artículo 17, por la siguiente:

“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamiento más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Medio Ambiente y de Salud respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia. En caso que no exista acuerdo entre las municipalidades de la región respecto a la localización para la disposición mencionada, el respectivo gobierno regional tomará dicha decisión;”.
El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Osvaldo Henríquez indicó que lo que se propone es que la localización sea determinada con el acuerdo de los municipios. Agregó que en materia de áreas metropolitanas, se puede entregar la disposición al GORE, de modo que esta norma debe analizarse a la luz de las otras normas que tratan la materia.

Por su parte el señor Subsecretario, agregó que esta es otra de las facultades que se crean y a modo de ejemplo, señaló que uno de los problemas prácticos que llevaron a adoptar esta decisión es el caso de la Isla de Chiloé, en que la Subsecretaría hace 5 años invirtió alrededor de $400 millones en diseñar un relleno sanitario en un territorio absolutamente saturado; lo mismo ocurre dijo con Iquique y Alto Hospicio en que desde hace más de 10 años no se ha logrado acuerdo para instalar un relleno sanitario, y así ocurre con varios otros territorios del país.  

Dado lo anterior, señaló que además existe el grave problema que se están instalando rellenos sanitarios en circunstancias que la tecnología en el mundo, los desechó. A esto agregó que el costo para el Gobierno de dichos rellenos es muy alto.

Asimismo, hizo presente que las empresas internacionales no vienen al país a hacerse cargo de este problema, por ejemplo, con reciclaje, debido a que existe un sistema muy disperso, lo que las obliga a negociar con cada municipio por separado, y claramente las condiciones de cada municipalidad son distintas. 

En este escenario, explicó que en materia de residuos sólidos existen tres competencias: retiro domiciliario, traslado de la basura y disposición final; luego, indicó que a este respecto el Ejecutivo propone tomar la disposición final para llevarla a un nivel superior e incorporar nuevas tecnologías. La idea es que cuando los municipios no se pongan de acuerdo en esta materia, sea el GORE quien adopte la decisión.

- La Comisión aprobó la enmienda, introducida por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Espina.

Letra nueva, que pasa a ser g)

-Ha incorporado la siguiente letra g) en el número 6), que ha pasado a ser 7):

“g) Agrégase la siguiente letra j):

“j) Aprobar la identificación de territorios como zonas rezagadas en materia social, y el respectivo plan de desarrollo, el que deberá ser coherente con las políticas nacionales sobre la materia.”.”.
- La Comisión rechazó esta nueva letra por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Número 7)

El Senado aprobó el numeral 7) que sustituye el artículo 18, que trata de las funciones que le corresponde al gobierno regional en materia de fomento de las actividades productivas, por el siguiente:

“Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:


a) Formular políticas regionales de fomento de las actividades productivas, en particular el apoyo al emprendimiento, a la innovación, a la capacitación, al desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada, al mejoramiento de la gestión y a la competitividad de la base productiva regional, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia;


b) Integrar y aplicar en su gestión las políticas nacionales considerando las prioridades estratégicas regionales;


c) Establecer las prioridades estratégicas regionales en materia de fomento de las actividades productivas y de mejoramiento de la innovación para la competitividad, generando las condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión productiva y a la capacidad emprendedora, velando por un desarrollo sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que corresponda;


d) Fomentar el turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales;


e) Promover y diseñar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, programas, proyectos y acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas como prioridades regionales, como asimismo financiarlos;


f) Promover la implementación de oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad, coordinando su acción a nivel regional, y


g) Promover la investigación científica y tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y técnica en la región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades productivas.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo modificó pasando a ser el número 8), incorporando las siguientes enmiendas en el texto sustitutivo del artículo 18 propuesto por el Senado:
i) Ha suprimido en la letra a) la frase “, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia”.
ii) Ha reemplazado la letra b) del referido artículo por la siguiente:
“b) Integrar y aplicar en lo que sea pertinente en su gestión las políticas nacionales en materia de fomento productivo e innovación, considerando las prioridades estratégicas regionales;”.
iii) Ha suprimido en la letra d) la frase “, con arreglo a las políticas nacionales”.
iv) Ha intercalado en la letra e), luego de la expresión “competentes,” la frase “y considerando el aporte de las instituciones de educación superior de la región,”.
v) Ha agregado en la letra f), después de la expresión “a nivel regional”, la siguiente oración: “y procurando su articulación con la División de Fomento e Industria establecida en el artículo 68, letra d)”; y ha sustituido la expresión final “, y” por un punto y coma.
vi) Ha reemplazado en la letra g) el punto aparte por la expresión “, y”.
vii) Ha incorporado la siguiente letra h):
“h) Fijar la política Regional de Innovación y Desarrollo, la que deberá contener, a lo menos:
i. Los lineamientos estratégicos que en materia de innovación se establezcan para la región, debiendo considerar al efecto la Estrategia Regional de Innovación y Desarrollo propuesta por el Comité Regional de Innovación y Desarrollo.
ii. Los ámbitos de acción que abordará la respectiva política regional junto con sus principales objetivos, actividades, criterios y prioridades presupuestarias.”.

- Sometidas a votación, las enmiendas propuestas a este número fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Número 8)
El Senado aprobó el numeral 8) que modifica el artículo 19, sobre las funciones que en materia de desarrollo social y cultural le corresponden al gobierno regional, de la siguiente forma:


a) Agrégase, en su encabezamiento, a continuación de la palabra “regional”, la expresión “, preferentemente”.


b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en riesgo social, así como su financiamiento;”.


c) Reemplázase, en la letra e), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).


d) Sustitúyese, en la letra f), el punto final (.) por un punto y coma (;).


e) Agréganse, a continuación de la letra f), las siguientes letras g), h) e i):


“g) Financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el fortalecimiento de la identidad regional;


h) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte, así como su financiamiento, e 


i) Mantener información actualizada sobre la situación socio económica regional, identificando las áreas y sectores de extrema pobreza y proponiendo programas destinados a superarla.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo enmendó pasando a ser 9), con las siguientes modificaciones:
Letra a)
-Ha reemplazado el vocablo “preferentemente” por “principalmente”.
Letra b)
-Ha reemplazado en el texto sustitutivo de la letra c) del artículo 19 la expresión “de impacto” por “con énfasis”.
Letra e)
-Ha intercalado en la nueva letra i) del artículo 19, entre los vocablos “de” y “extrema” la expresión “pobreza y”.
- Sometidas a votación las enmiendas, propuestas por la Cámara de Diputados a este número, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Número 9)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 9) que introduce en el artículo 20, sobre las atribuciones que tendrá el gobierno regional para el cumplimiento de sus funciones, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, en el literal c), a continuación de la palabra “ministerios”, la expresión “, las municipalidades u otros gobiernos regionales”. 


b) Sustitúyese, en el literal d), la palabra “obras” por la voz “iniciativas”.


c) Reemplázase, en la letra f), la expresión “planes regionales de desarrollo urbano” por “planes regionales de ordenamiento territorial”, y elimínase la mención “los párrafos segundo y tercero de”. 


d) Sustitúyese, en el literal i), la expresión final “, y”, por un punto y coma (;).


e) Reemplázase, en la letra j), el punto final (.) por un punto y coma (;).


f) Agréganse las siguientes letras k) y l): 


“k) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes, programas dentro de su territorio, y 


l) Ejercer las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende.”.
Por su parte, la Honorable Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, lo modificó pasando a ser número 10), con las siguientes enmiendas:

Letra a)

-Ha agregado, antes de la expresión “, las municipalidades”, la siguiente: “, los servicios públicos”.

Letra c)
-La ha sustituido por la siguiente:

“c) Reemplázase la letra f) por la siguiente:

“f) Aprobar los planes regionales de ordenamiento territorial, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y sus respectivos planos de detalle, los planes reguladores comunales y los planes seccionales, conforme a lo establecido en la letra c) del artículo 36;”.”.

Letra d), nueva
-Ha intercalado la siguiente letra d):

“d) Reemplázase en la letra h) la expresión “, de acuerdo con” por “, con arreglo a”.

Letras d) y e)

-Han pasado a ser e) y f), respectivamente, sin enmiendas.

Letra f)

-Ha pasado a ser g), sustituyendo en la nueva letra k) la expresión “e implementar” por “y aplicar”.
- Puestas en votación, la Comisión rechazó las enmiendas a este numeral por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 10)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 10) que introduce, a continuación del artículo 21, el siguiente Párrafo 2º y los artículos 21 bis, 21 ter, 21 quáter y 21 quinquies, que lo integran:

“Párrafo 2°

De la Transferencia de Competencias


Artículo 21 bis.- El Presidente de la República, previo informe de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los Ministerios y de los  servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.


Para solicitar la transferencia de funciones al gobierno regional según el procedimiento del artículo 21 quáter, el consejo regional resolverá sobre la base de la propuesta presentada por el intendente.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar al intendente que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas en el futuro por el gobierno regional. El intendente deberá remitir al consejo dichos estudios una vez que hayan sido recepcionados y aprobados.


En caso que una solicitud de transferencia de competencias sea rechazada, el Presidente de la República deberá dar una respuesta a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro del plazo máximo de ciento veinte días contado desde que aquella haya sido recibida.


Artículo 21 ter.- Serán ámbitos de competencias en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas, desarrollo social y cultural del gobierno regional, para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, los siguientes:


a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y asentamientos humanos;

b) Medioambiente;

c) Obras de infraestructura y equipamiento regional;

d) Transporte;

e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;

f) Fomento de las actividades productivas;

g) Turismo;

h) Programas sociales y culturales;

i) Educación y salud;

j) Deporte; 

k) Ciencia y tecnología, y

l) Conservación del patrimonio.


Artículo 21 quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, según el siguiente procedimiento:


a) El gobierno regional con su patrimonio podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el artículo 21 ter, previo convenio con el ministerio y servicio público que ejerce la función administrativa, el cual será aprobado por decreto supremo.


b) La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello, el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo, el cual deberá ser aprobado por decreto supremo. Los recursos de ejecución y agenciamiento deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


c) La transferencia de competencias podrá implementarse, asimismo, mediante la creación de servicios públicos regionales, según lo dispuesto en el artículo 30 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


d) Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y b) precedentes, un decreto supremo podrá aprobar la transferencia de una o más competencias. Los convenios que tengan por objeto la ejecución de las competencias transferidas serán aprobados por decreto expedido “por orden del Presidente de la República”, o por resolución del jefe de servicio respectivo, según corresponda.


La transferencia de competencias podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.


Un gobierno regional podrá solicitar la creación de hasta tres nuevas divisiones para el ejercicio eficiente de las competencias transferidas en las letras a) y b) y la coordinación de los servicios creados en la letra c), todas del presente artículo.


Artículo 21 quinquies.- Verificado lo dispuesto en el inciso final del artículo 21 bis, el gobierno regional, dentro de los treinta días siguientes de ser notificado, podrá solicitar al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, la reconsideración total o parcial de dicho rechazo.


Dicho proceso se someterá a las siguientes disposiciones:


a) Mediante decreto supremo, dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de la reconsideración, se dispondrá la conformación de una comisión integrada por un representante de dicho Ministerio, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ministerio y del director de servicio, en su caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.


Podrán integrar esta comisión, además, funcionarios de órganos de la administración del Estado y expertos en materias relacionadas con las competencias solicitadas.


b) La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que le sean requeridos.


c) La comisión dispondrá de noventa días, contados desde la notificación al Gobierno Regional del decreto supremo indicado en el literal a), para evacuar un informe. Éste podrá proponer el rechazo de la solicitud o una adecuación de la solicitud original de transferencia presentada conforme a lo estatuido en el artículo 21 bis.


d) El Presidente de la República resolverá, con arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal precedente. La solicitud de transferencia de competencias que sea nuevamente rechazada en esta instancia no podrá ser solicitada durante el mismo período presidencial.”.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional lo modificó pasando a ser el número 11), con las siguientes enmiendas:

-Ha reemplazado el artículo 21 bis propuesto por el siguiente:
“Artículo 21 bis.- El Gobierno y la Administración del Estado le corresponden al Presidente de la República con la colaboración de los órganos que establecen la Constitución y las leyes, sin perjuicio de los traspasos de competencias que se realicen a través del procedimiento regulado en este párrafo.”.
-Ha sustituido el artículo 21 ter propuesto, por el siguiente:

“Artículo 21 ter.- El Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, por un plazo fijo o indefinido, una o más competencias de los ministerios y de los servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la ley Nº18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, debiendo realizar las adecuaciones necesarias en los órganos cuyas competencias se transfieren.
El procedimiento para decidir dicha transferencia podrá iniciarse de oficio o a solicitud del gobierno regional. En este último caso, será el consejo regional quien apruebe realizar la solicitud sobre la base de la propuesta presentada por el intendente, o por propia iniciativa si reuniere el voto favorable de las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio.
El consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar al intendente que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas en el futuro por el gobierno regional. El intendente deberá remitir inmediatamente al consejo dichos estudios una vez que hayan sido recibidos conforme.”.
-Ha reemplazado el artículo 21 quáter propuesto, por el siguiente texto:
“Artículo 21 quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, conforme a las siguientes modalidades:
a) El gobierno regional podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el inciso primero del artículo 21 ter, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo. Los recursos para la ejecución y gestión de las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente al respectivo Gobierno Regional en la ley de Presupuestos del Sector Público.
b) La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello, el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo. Los recursos para la ejecución y gestión de las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la ley de Presupuestos del Sector Público.
Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y b) precedentes, la transferencia de competencias será aprobada mediante decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscritos por el Ministro de Hacienda y el Ministro sectorial que corresponda según la competencia que se transfiera. 
Las comisiones de servicio que se realicen para efectos de lo dispuesto en el presente párrafo estarán exceptuadas del plazo máximo fijado en los incisos primero y segundo del artículo 76 del decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.
-Ha sustituido el artículo 21 quinquies propuesto, por el siguiente:
“Artículo 21 quinquies.- Para decidir la transferencia de competencias, se procederá de acuerdo a las siguientes reglas:
a) En caso que el proceso se inicie con una solicitud del gobierno regional, ésta se dirigirá al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y deberá contar con un estudio que fundamente los beneficios de la propuesta de transferencia, incluyendo informes de impacto financiero, eficacia y eficiencia.
b) Sea que se inicie de oficio o a solicitud de un gobierno regional, mediante decreto supremo, dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, se dispondrá la conformación de una comisión integrada por un representante de dicho Ministerio, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ministerio sectorial que corresponda y del o los directores nacionales de servicios, según sea el caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas o se pretendan transferir; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.
c) La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que le sean requeridos por la Comisión.
d) La Comisión deberá analizar las competencias que se requieren o que se solicitaron trasferir, las condiciones actuales del respectivo gobierno regional y las que se exigirán como condición de la transferencia.
e) La Comisión dispondrá de noventa días, contados desde la publicación del decreto supremo indicado en el literal b), para evacuar un informe. Éste podrá proponer transferir o no transferir las competencias, o efectuar una adecuación de lo originalmente solicitado para la transferencia.
El plazo a que se refiere el párrafo anterior podrá extenderse hasta seis meses, en caso que la Comisión requiera informes complementarios u opiniones externas para formular su recomendación.

f) Si el informe de la Comisión requiere una readecuación de lo originalmente solicitado, el respectivo gobierno regional deberá realizarla en el plazo fijado para tal efecto, ajustándose a los términos indicados por la Comisión, la que deberá pronunciarse nuevamente al respecto.
g) Si el informe de la Comisión es favorable a la transferencia, se requerirá aprobación por la mayoría de los miembros en ejercicio del respectivo consejo regional respecto a las condiciones fijadas por aquélla para realizar la transferencia. En caso de no existir aprobación, el proceso se entenderá terminado sin que proceda la transferencia.
h) El Presidente de la República resolverá, con arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal e) y la aprobación del respectivo consejo regional, mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscrito por el Ministro de Hacienda y el ministro respectivo según la competencia que se transfiere.
i) El decreto señalado en el literal anterior deberá contener las competencias y recursos humanos, físicos y financieros, entre otros, que se transfieren y la modalidad en que se materializará dicha transferencia conforme al artículo 21 quáter de la presente ley; la mención de si es a plazo fijo o indefinido; las condiciones que se exigirán al gobierno regional para materializar la transferencia de competencias y las condiciones con que el gobierno regional deberá ejercer las atribuciones transferidas; la forma en que se hará el seguimiento de la transferencia efectuada; y, en general, todas las demás materias necesarias para asegurar un adecuado ejercicio de las competencias transferidas en el nivel regional. 
j) En el caso de una transferencia a plazo fijo, la cual no podrá tener una duración inferior a un año, la Comisión deberá evaluar su continuidad, para lo cual emitirá un informe con tres meses de anticipación al vencimiento del plazo establecido. En caso de informe favorable o a falta de informe, se entenderá que la transferencia se renueva automáticamente por igual periodo por el cual se otorgó. En caso de informe desfavorable, se procederá con la revocación en los términos del artículo siguiente.”.

-Ha incorporado el siguiente artículo 21 sexies:

“Artículo 21 sexies.- La transferencia de competencias a plazo indefinido o a plazo fijo podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos, la falta de coherencia con las políticas nacionales en la materia transferida o la no aplicación de éstas en el ejercicio de las competencias, y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.
Dicha revocación podrá originarse de oficio por el Presidente de la República o a solicitud del respectivo gobierno regional con los mismos requisitos con que se solicitó la transferencia.

La revocación será resuelta por el Presidente de la República mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que será suscrito por el Ministro de Hacienda y el ministro sectorial que corresponda, según la competencia cuya transferencia se revoca, previo informe de la comisión contemplada en la letra b) del artículo precedente. Dicho decreto deberá expedirse a más tardar el 30 de junio y entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente a su dictación.”.
- Sometidas a votación, las modificaciones introducidas a este númeral fueron rechazadas por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 11)

El Senado aprobó el numeral 11) que agrega, en el artículo 22, sobre la constitución del gobierno regional, el siguiente inciso segundo:


“Salvo disposición expresa en contrario, cuando la ley requiera la opinión o acuerdo del gobierno regional, el intendente en su calidad de órgano ejecutivo de aquel, deberá someterlo previamente al acuerdo del consejo regional.”.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional lo enmendó pasando a ser número 12), sin modificaciones.
- Puesta en votación la Comisión rechazó esta enmienda, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 12)
El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 12) que elimina, en el inciso primero del artículo 23, la frase final “y presidirá el consejo regional”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional lo ha rechazado.

Cabe hacer presente que el número 1) de Artículo 1° de la ley N° 20.757, del 14 de junio de 2014, eliminó en el inciso primero del artículo 23 la oración "y presidirá el consejo regional".
- La Comisión rechazó esta enmienda, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 13)
El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 13) que modifica el artículo 24, que señala las atribuciones del intendente, en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, en los siguientes términos:


a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


“b) Someter al consejo regional las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución;”.


b) Derógase la letra c).


c) Reemplázanse las letras d) y e), por las que siguen:


“d) Someter al consejo regional el proyecto de presupuesto de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos del Sector Público, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación a que se refiere el artículo 81. El proyecto de presupuesto deberá ajustarse a las orientaciones y límites que establezca la política nacional de desarrollo y demás normas legales sobre administración financiera del Estado.


e) Proponer al consejo regional la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región, conforme a ítems o marcos presupuestarios, así como de las inversiones sectoriales de asignación regional y de los recursos propios que el gobierno regional obtenga en aplicación de lo dispuesto por el artículo 19, número 20°, de la Constitución Política de la República. Esta propuesta del intendente al consejo regional deberá basarse en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional. Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la respectiva glosa.”.


d) Reemplázase, en la letra m), el punto y coma (;) que sigue a la expresión “gobierno regional”, por un punto seguido (.), y agrégase la siguiente oración final: “En el uso de estas facultades, el intendente deberá comunicar, tanto al consejo como al ministro o director de servicio correspondiente, los incumplimientos de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter;”.


e) Sustitúyese la letra p) por la siguiente:


“p) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes regionales de ordenamiento territorial;”.


f) Intercálanse las siguientes letras q), r), s), t), u), v), w) y x), nuevas, pasando las actuales letras q) y r), a ser letras y) y z), respectivamente:


“q) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y, en los territorios que no cuenten con aquellos, los planes reguladores comunales y seccionales, conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones;


r) Solicitar al Presidente de la República la transferencia de una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley;


s) Asistir a cualquier sesión del consejo regional cuando lo estimare conveniente, pudiendo tomar parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. Durante la votación podrá, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Éste, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata;


t) Proponer al presidente del consejo, antes del inicio de la sesión respectiva, la inclusión de una o más materias en aquella. La comunicación se realizará en forma escrita al secretario ejecutivo. Sin perjuicio de ello, el intendente podrá hacer presente la urgencia para el despacho de una materia o iniciativa específica, mediante oficio que dirigirá al presidente del consejo. Dichos asuntos deberán ser incorporados en la tabla de la sesión inmediatamente siguiente. El presidente del consejo, con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá desechar la petición de urgencia. Con todo, si existiese un plazo legal o reglamentario que obligare a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá ejercer la facultad señalada;


u) Delimitar, previa aprobación del consejo regional, territorios objeto de planificación regional no comprendidos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y coordinarse con los servicios públicos regionales en los espacios definidos;


v) Someter al consejo regional el plan regional de desarrollo turístico;


w) Declarar, previa aprobación del consejo regional, determinados territorios como zonas rezagadas en materia social, proponiendo al consejo, a la vez, el plan de desarrollo respectivo;


x) Proponer al consejo regional el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71;”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha aprobado con las siguientes enmiendas:
Letra a), nueva
-Ha incorporado la siguiente letra a), nueva:
“a) Agrégase en la letra a), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Para ello deberá utilizar, entre otros, criterios orientados a reducir la pobreza, fomentar la creación de empleos y todos aquellos que estén destinados a promover el desarrollo de los habitantes de la región;”.
Letra a)
-Ha pasado a ser b), sin enmiendas.
Letra b)
-La ha rechazado.
Letra c)
-La ha rechazado.
Letra d)
-Ha pasado a ser c), sustituida por la siguiente:
“c) Reemplázase la letra l) por la siguiente:
“l) Coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, y que dependan o se relacionen con el gobierno regional respectivo, para la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional, así como respecto de aquellas que sean propias de la competencia del gobierno regional;”.”.
Letra e)
-Ha pasado a ser d), reemplazada por la siguiente:
“d) Sustitúyese la letra o) por la siguiente:
“o) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, el plan regional de ordenamiento territorial. Asimismo, y de la misma forma, deberá promulgar los planes reguladores metropolitanos e intercomunales, comunales y seccionales y los planos de detalle de planes reguladores intercomunales conforme a las normas del decreto con fuerza de ley Nº458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, ley General de Urbanismo y Construcciones;”.
Letra f)
-Ha pasado a ser e), sustituida por la siguiente:
“e) Sustitúyese en la letra r) la expresión “, y” por un punto y coma.
Letra nueva, que pasa a ser f)
-Ha incorporado la siguiente letra f) en el número en referencia:
“f) Incorpóranse las siguientes letras s), t), u) y v), pasando la actual s) a ser w):
“s) Solicitar al Presidente de la República, previo acuerdo del consejo regional, la transferencia de una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley;
t) Someter al consejo regional el plan regional de desarrollo turístico;
u) Declarar, previa aprobación del consejo regional, determinados territorios como zonas rezagadas en materia social de acuerdo a criterios objetivos, proponiendo al consejo, a la vez, el plan de desarrollo respectivo;
v) Proponer al consejo regional el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71, y”.
- Sometidas a votación, las enmiendas propuestas para este numeral por la Cámara de Diputados fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 14)
El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 14) que sustituye, en el inciso primero del artículo 25, referido al plazo que tiene el consejo regional para pronunciarse respecto de los proyectos que ahí se señalan,  la expresión “y e)”, por la siguiente: “, t), u), v) y w)”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha reemplazado por el siguiente:

“14) Sustitúyese el inciso primero del artículo 25 por el siguiente:

“Artículo 25.- El consejo regional podrá aprobar, modificar, sustituir o rechazar los proyectos y proposiciones que les presente el intendente para efectos de ejercer las atribuciones señaladas en las letras b), c), d), e), s), t), u) y v) del artículo anterior, y su pronunciamiento deberá emitirse dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha en que sea convocado para tales efectos y proporcionados los antecedentes correspondientes.”.”.
- Puesta enm votación, la Comisión rechazó esta enmienda por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 15)

El Senado aprobó el número 15) que intercala, en el artículo 26 que se refiere a la cuenta que debe dar el intendente al consejo regional, a continuación de la palabra “consejo”, la expresión “y a los alcaldes de la región”, y reemplázase la locución “la página web” por la frase “el sitio electrónico institucional”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha sustituido por el siguiente:

15) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 26:

a) Sustitúyese la expresión “a lo menos una vez al año” por “en el mes de abril de cada año”.

b) Intercálase, a continuación de la palabra “consejo”, la expresión “y a los alcaldes de la región”.

c) Reemplácese la locución “la página web” por la frase “el sitio electrónico institucional”.

d) Elimínase la expresión “o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo”.
- Sometidas a votación, las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados para este numeral fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 16)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 16) que agrega, en el artículo 27 sobre el rol del intendente como jefe superior de los servicios administrativos del gobierno regional, los siguientes incisos tercero y cuarto: 


“Los funcionarios de los servicios administrativos de los gobiernos regionales no podrán ser designados en comisión de servicio, a la que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834, a ministerios, servicios públicos o municipalidades.


El intendente deberá informar al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se instruyan respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional.”.
Por su parte la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, lo ha reemplazado por el siguiente:

“16) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 27:
a) En el inciso segundo:

i) Agrégase, a continuación de la palabra “complementarias” y antes del punto seguido, la expresión “, así como en las contenidas en la presente ley”.

ii) Reemplázase la palabra “tres” por “dos”.

b) Incorpóranse los siguientes incisos tercero y cuarto:

“El intendente deberá informar al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se instruyan respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional respectivo.

El intendente será el jefe superior de los directores de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, que dependan o se relacionen con el gobierno regional.”.”.
- Puesta en votación, la Comisión rechazó la modificación propuesta por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 17)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 17) que incorpora, a continuación del artículo 30, los siguientes artículos 30 bis, 30 ter y 30 quáter:


“Artículo 30 bis.- En su sesión constitutiva, el consejo regional elegirá entre sus miembros, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, un presidente, que permanecerá en su cargo durante un período de cuatro años. Dicha sesión será presidida por el presidente del consejo, siempre que haya de continuar como consejero para el correspondiente período; a falta de éste, por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad.


La designación del nuevo presidente será comunicada al Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y a las Cortes de Apelaciones con asiento en la región respectiva.


El presidente del consejo cesará en su cargo si incurriere en alguna de las causales descritas en el artículo 40 de la presente ley, por remoción fundada acordada por los dos tercios de los consejeros en ejercicio, o por renuncia aprobada por la mayoría de los consejeros en ejercicio.


La moción de remoción podrá ser presentada por no menos de cuatro ni más de ocho consejeros en ejercicio, no tendrá discusión y será votada en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente, la cual será presidida por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad. 


En caso de adoptarse el acuerdo de remoción, el que siempre deberá ser fundado, corresponderá, en la misma sesión ordinaria, elegir al nuevo presidente del consejo, el cual durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien suceda.


Si la moción de remoción fuere rechazada, no podrá renovarse por las mismas razones o causales sino después de tres meses, salvo que se fundare en el incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo siguiente.


La renuncia deberá ser depositada por el presidente en la secretaría a que se refiere el artículo 43, la que se pondrá en votación sin discusión en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente a la fecha de su presentación.


Artículo 30 ter.- Corresponderá al presidente del consejo regional:


a) Disponer la citación del consejo a sesiones, cuando proceda, y elaborar la  tabla de la sesión, dando cumplimiento a lo dispuesto en la letra t) del artículo 24;


b) Abrir, suspender y levantar las sesiones en conformidad al reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36;


c) Presidir las sesiones y dirigir los debates;


d) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo;


e) Ejercer el derecho de voto dirimente en los casos en se produzca un empate en el resultado de las votaciones; 


f) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública; 


g) Mantener la correspondencia del consejo con el intendente, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la Contraloría Regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente;


h) Suscribir las actas de las sesiones, las comunicaciones oficiales que se dirijan a nombre del consejo o de algún consejero y los otros documentos que requieran su firma. Dentro de éstos oficializará la comunicación acerca de la adopción de acuerdos del consejo sobre los siguientes instrumentos del gobierno regional, así como sus respectivas modificaciones:


i) Plan de Desarrollo de la Región;

ii) Plan Regional de Ordenamiento Territorial;

iii) Planes Reguladores Comunales;

iv) Planes Reguladores Intercomunales;

v) Convenios de Programación;

vi) Convenios Territoriales;

vii) Plan Regional de Desarrollo Turístico;

viii) Reglamentos Regionales, y

ix) Anteproyecto Regional de Inversiones;


i) Suscribir, sólo para efectos de ratificar el acuerdo correspondiente del consejo regional, los actos administrativos que formalicen la aprobación de todos los instrumentos contemplados en el literal precedente, con excepción de los Convenios de Programación;


j) Dar cuenta, en el mes de diciembre de cada año, tanto al consejo como a los alcaldes de la región, de las normas aprobadas, resoluciones adoptadas y acciones de fiscalización ejecutadas por el consejo;


k) Actuar en representación del consejo, en los actos de protocolo que correspondan;


l) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36, y


m) Las demás que disponga el reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36.


Para el ejercicio de sus competencias el presidente del consejo dispondrá de gastos de representación y de los recursos necesarios en el presupuesto del gobierno regional.


Artículo 30 quáter.- El presidente, a lo menos una vez al año, dará al cuenta al consejo de su gestión, la cual considerará antecedentes sobre sesiones ordinarias y extraordinarias realizadas, tipos de materias tratadas en ellas, acuerdos adoptados y todo otro hecho relevante que deba ser puesto en conocimiento del consejo.”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional lo ha rechazado.
- Sometida a votación, la propuesta de la Cámara de Diputados para este numeral fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 18)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 18) que introduce, en el artículo 32 referido a quienes no pueden ser consejeros regionales, las siguientes modificaciones:


a) En el inciso primero:


i) Intercálase, en su literal b), a continuación de la expresión “gobernadores,”, la frase “las autoridades que ejerzan la función de gobierno en los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago de Juan Fernández,”.


ii) Elimínase, en su literal e), la expresión “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.


b) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo modificó pasando a ser número 17), sin enmiendas.
- Sometida a votación, la modificación propuesta de la Cámara de Diputados para este numeral fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Número 19), nuevo

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo un número 19, nuevo, del siguiente tenor:

“19) Incorpórase el siguiente inciso tercero en el artículo 35:

“Tampoco podrá adjudicarse trabajos, obras, o ningún tipo de estudios o consultorías, por sí o a través de entidades en las que participe directamente o a través de parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, en proyectos o iniciativas que cuenten con financiamiento del Gobierno Regional.”.

- Puesta en votación, la Comisión rechazó esta modificación por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 19)
El Senado aprobó el número 19) que reemplaza, en el artículo 33 sobre las incompatibilidades que tiene el cargo de consejero regional, la expresión “económicos y sociales provinciales y comunales”, por “comunales de organizaciones de la sociedad civil”.

La Honorable Cámara de Diputados modificó el número 19), pasando a ser el número 18), reemplazándolo por el siguiente:
“18) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 33.

a) Reemplázase la expresión “económicos y sociales provinciales y comunales” por “regionales y comunales de organizaciones de la sociedad civil”.
b) Sustitúyese la frase “, con los de los secretarios ministeriales y los de directores de servicios regionales” por “, con los cargos de secretarios regionales ministeriales y de directores regionales de servicios públicos”.”.
- Sometida a votación, la enmienda propuesta fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 20)
El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 20) que modifica el artículo 36, referido a las funciones del consejo regional, de la manera que sigue:


a) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra c):


i. Agrégase el siguiente párrafo primero, nuevo, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“c) Aprobar el plan regional de ordenamiento territorial, el cual, para su aprobación, requerirá tener informes previos favorables de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, cuando corresponda, y de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas.”.


ii. Elimínase en el actual párrafo primero, que pasa ser párrafo segundo, la expresión “los planes regionales de desarrollo urbano,”.


iii. Sustitúyese en el actual párrafo cuarto, que pasa a ser párrafo quinto, la locución “desarrollo urbano” por la siguiente: “ordenamiento territorial”.


b) Intercálase, en el literal e), a continuación de la expresión “intendente,”, la frase “conforme a ítems o marcos presupuestarios,”.


c) Agrégase, en la letra f), a continuación de la palabra “celebre”, la frase “, sin perjuicio de la facultad de recomendar a aquel, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, la suscripción de convenios de programación específicos”.


d) Sustitúyese la letra g) por la siguiente: 


“g) Fiscalizar el desempeño del intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el de las unidades que de él dependan, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.


Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal m) del artículo 24, fiscalizará el desempeño de secretarios regionales ministeriales y directores regionales de servicios públicos en lo referido a la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional, así como de los que sean propios de la competencia del gobierno regional.”.


e) Introdúcense las siguientes letras h) e i), nuevas, pasando la actual letra h) a ser letra j): 


“h) Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones, debiendo éstas comparecer obligatoriamente; 


i) Recomendar al intendente la implementación de acciones de interés regional;”.


f) Reemplázase en la letra i), que pasa a ser letra k), la expresión final “, y”, por un punto y coma (;).


g) Sustitúyese en la letra j), que pasa a ser letra l), el punto final (.), por un punto y coma (;).


h) Agréganse las siguientes letras m), n), ñ), o), p), q) y r):


“m) Aprobar, modificar o sustituir la delimitación de territorios objeto de planificación regional;


n) Aprobar, modificar o sustituir el plan regional de desarrollo turístico;


ñ) Aprobar, modificar o sustituir la declaración de territorios como zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo respectivo;


o) Aprobar el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71; 


p) Conocer el programa público de inversiones en la región según lo dispuesto en el inciso final del artículo 73;

q) Aprobar las transferencias de competencias conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2º del Capítulo II, y


r) Informar a la Contraloría General de la República el incumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter.”.


i) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


“Las atribuciones a que se refieren los literales c), m), n), ñ), o) y q) precedentes serán ejercidas por el consejo regional sobre la base de la respectiva proposición que efectúe el intendente.


En las materias que no tengan un plazo especial, el consejo regional deberá pronunciarse sobre las materias que sean sometidas a su consideración o decisión dentro de los treinta días siguientes a la presentación realizada por el intendente. 


Si el consejo regional no se pronunciare dentro de los plazos establecidos, regirá lo propuesto por el intendente.”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo aprobó con las siguientes enmiendas:
Letra a)
-Ha reemplazado el literal i) por el siguiente:
“i) Agrégase el siguiente párrafo primero en la letra c) del artículo 36, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:
“c) Aprobar el plan regional de ordenamiento territorial, previo informe favorable de las secretarías regionales ministeriales correspondientes a los ministerios que conforman la comisión establecida en el inciso quinto del literal a) del artículo 17.”.”.
Letra b)
-La ha rechazado.
Letra c)
-Ha pasado a ser b), sin enmiendas.
Letra d)
-Ha pasado a ser c), reemplazando el párrafo primero de la letra g) por el siguiente:
“g) Fiscalizar el desempeño del intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el de las unidades que de él dependan o que ejerzan competencias propias del gobierno regional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.”.
Letra e)
-Ha pasado a ser d), reemplazando la nueva letra h) propuesta por la siguiente:
“h) Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones. Asimismo, podrán con igual acuerdo requerir información de las secretarías regionales ministeriales y de las direcciones regionales de los servicios públicos, en las materias de su competencia, las que deberán responder dentro del plazo de treinta días;”.
Letras f) y g)
-Han pasado a ser letras e) y f), respectivamente, sin enmiendas.
Letra h)
-Ha pasado a ser letra g), con las siguientes modificaciones:
-Ha reemplazado en la nueva letra ñ) el punto y coma por una coma y agregado la siguiente frase: “para los efectos de lo dispuesto en el artículo 24 letra u);”.
-Ha agregado en la nueva letra p), después de la expresión “artículo 73”, la siguiente: “, y de su ejecución en forma trimestral”.
-Ha reemplazado en la nueva letra q) la expresión “, y” por “del Título Segundo de la presente ley;”.
Letra nueva, que pasa a ser h)
-Ha incorporado la siguiente letra h) en el número en referencia:
“h) Agréganse las siguientes letras s) y t) en el artículo 36:
“s) Proponer el proyecto de zonificación del borde costero de la región, a través del intendente, así como las eventuales modificaciones a la zonificación vigente, en conformidad a lo dispuesto en el literal i) del artículo 17 de la presente ley;
t) Mandatar al intendente, previo acuerdo de la mayoría de los miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos de los órganos de la Administración del Estado o empresas en las que el Estado tenga participación, nacionales y regionales, su disconformidad cuando la región ha sido afectada negativamente por acciones u omisiones de aquéllos.”.
Letra i)
-Ha reemplazado en el nuevo inciso segundo propuesto del artículo 36 la frase “los literales c), m), n), ñ), o) y q)” por “los literales c), l), m), n), ñ), p) y q)”.
- Sometidas a votación, las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados para este numeral fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 21)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 21) que incorpora el siguiente artículo 36 bis:


“Artículo 36 bis.- Para efectos de lo dispuesto en el párrafo primero de la letra g) del artículo anterior, el consejo regional podrá:


a) Requerir del intendente la información necesaria al efecto, el que deberá responder en el plazo de veinte días.


b) Disponer, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la contratación de una auditoría externa que evalúe la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera del gobierno regional, facultad que sólo podrá ejercerse una vez al año. 


c) Solicitar al intendente, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos de los órganos de la Administración del Estado o empresas en las que el Estado tenga participación, nacionales y regionales, su disconformidad cuando la región ha sido afectada y perjudicada negativamente por acciones u omisiones de aquellos.


En el ejercicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del literal g) del artículo precedente, el consejo podrá:


i.- Requerir de las secretarías regionales ministeriales y de las direcciones regionales de los servicios públicos la información necesaria al efecto, debiendo darse respuesta a ello dentro del plazo de veinte días.


ii.- Solicitar antecedentes sobre la ejecución de iniciativas financiadas con recursos provenientes de lo dispuesto en el literal b) del inciso primero del artículo 73 o de lo estatuido en el artículo 80. En caso que el consejo constatare atrasos injustificados, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, comunicará dichos antecedentes a la Contraloría General de la República.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, ha rechazado la letra c) y el inciso segundo del artículo 36 bis, incluyendo los literales i) y ii).
- Sometidas a votación, las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados para el numeral fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 22)
El Senado aprobó el numeral 22) que introduce el siguiente artículo 38 bis: 


“Artículo 38 bis.- Los senadores y diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimaren conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional. Tomarán parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, sin derecho a voto. Durante las votaciones podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Éste, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata.”.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional lo ha rechazado.

- Sometida a votación, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Número 23)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 23) que sustituye el artículo 39 referido a la dieta de los consejeros regionales, por el siguiente:


“Artículo 39.- Los consejeros regionales tendrán derecho a una dieta mensual de diez unidades tributarias mensuales, la que se percibirá por la asistencia a la totalidad de las sesiones del consejo celebradas en el mes respectivo, disminuyéndose proporcionalmente según el número de inasistencias del consejero. Para los efectos anteriores, se considerarán tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias.


El consejo acordará el número de sesiones ordinarias a realizar en el mes, debiendo efectuarse a lo menos dos.


Asimismo, cada consejero regional tendrá derecho a percibir una dieta de dos unidades tributarias mensuales, con un máximo de seis en el mes, por la asistencia a cada sesión de comisión de las referidas en el artículo 37.


Sin perjuicio de lo señalado, cada consejero tendrá derecho anualmente a una dieta adicional, a pagarse en el mes de enero, correspondiente a cinco unidades tributarias mensuales, siempre que durante el año calendario anterior haya asistido formalmente, a lo menos, al 75% de las sesiones celebradas por el consejo en dicho período.


Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres.


Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.


Tendrán también derecho a pasajes y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual. El reembolso de gastos no podrá superar, en ningún caso, el valor del viático que le corresponda al intendente en las mismas condiciones.


Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos.


Con todo, los cometidos al extranjero que acuerde el consejo regional durante el año, no podrán significar una disposición de recursos que supere el 30% del total contemplado en el presupuesto para el pago de viáticos a los consejeros regionales. Lo anterior deberá ser certificado previamente por la jefatura a cargo de la administración y finanzas del gobierno regional y, en todo caso, el cometido será dispuesto formalmente por el intendente regional respectivo.


Los consejeros regionales podrán afiliarse al sistema de pensiones, de vejez, de invalidez y de sobrevivencia de acuerdo a lo establecido en el decreto ley Nº 3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores, se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero y tercero del presente artículo.


Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley Nº 16.744, gozando de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser el número 22), y lo ha sustituido por el siguiente:

“22) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 39:

a) Reemplázase en el inciso quinto la frase “o de uno de sus padres” por “o conviviente, de un hermano y de sus padres”.

b) Intercálase en el inciso sexto, entre la palabra “consejo” y el punto aparte, la siguiente frase: “, ni de las consejeras o consejeros regionales que, conforme a la ley, estén haciendo uso de los períodos de pre y post natal”.

- Sometida a votación, la modificación propuesta por la Cámara de Diputados fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 24)

El Senado aprobó el numeral 24) que incorpora el siguiente artículo 39 bis:


“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de consejero regional deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales, con el objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las comisiones a que se refiere el artículo 37, hasta por doce horas semanales, no acumulables. 


Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario ejecutivo del consejo.”.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional lo ha rechazado.

- Sometida a votación, la modificación de la Cámara de Diputados fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 25)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 25) que agrega, en el artículo 41 que se refiere a la  cesación en el cargo de consejero declarada por el Tribunal Electoral Regional, el siguiente inciso segundo:


“Quien cesare en el cargo de consejero regional por las causales señaladas en los literales c) y f) del artículo precedente, por contravención grave al principio de probidad administrativa o por haber incurrido en alguna de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32, no podrá desempeñar ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de cinco años.”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser el número 23), y ha reemplazado la expresión “literales c) y f) del artículo precedente”, por “literales e) y f) del artículo precedente”.
- Sometidas a votación, las enmiendas propuestas fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 26)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 26) que introduce  las siguientes modificaciones en el artículo 43, sobre la secretaría del consejo regional:


a) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser séptimo:


“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, quien se desempeñará como su ministro de fe y será seleccionado mediante concurso público.


Será nombrado por el intendente, con acuerdo del consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El consejo regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.


El financiamiento de este proceso será de cargo del gobierno regional respectivo.


El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento con acuerdo del consejo regional.


En cada una de las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo tendrá asignado un grado equivalente al de los jefes de división de aquellos.”. 


b) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser inciso séptimo, la frase “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha enmendado pasando a ser 24), y lo ha reemplazado por el siguiente:
“24) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 43 la oración “El consejo regional designará a un secretario ejecutivo que será, además, su ministro de fe” por la siguiente: “El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, el que se desempeñará como su ministro de fe”.
- Sometida a votación, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 27)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 27) que agrega el siguiente artículo 43 bis:


“Artículo 43 bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con la disponibilidad financiera, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región.


Para ello, durante la sesión de instalación a que se refiere el artículo 30 bis, el intendente someterá a la aprobación del consejo los medios a usar durante el período respectivo.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser el número 25), y ha intercalado en el inciso primero del artículo 43 bis, entre la palabra “región” y el punto aparte la frase “, lo que quedará consignado en un programa presupuestario regional”.
- Puesta en votación, la enmienda propuesta fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Números 28) a 33)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó los siguientes numerales: 
28) Suprime, en el inciso primero del artículo 44 referido a las facultades del gobernador, la expresión “, y presidirá el consejo económico y social provincial”.


29) Deroga el artículo 47 sobre la cuenta que debe dar el gobernador al consejo económico y social provincial.


30) Deroga el Párrafo 4º del Capítulo III del Título Segundo, sobre el Consejo Económico y Social Provincial, y los artículos 48 a 60 que lo integran.


31) Reemplaza la denominación del Capítulo IV del Título Segundo, por la siguiente:


“De otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones y de la Estructura Administrativa del Gobierno Regional”.


32) Intercala, a continuación de la denominación del Capítulo IV del Título Segundo, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 1º

De los otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones”.


33) Agrega, en el artículo 63 referido a las obligaciones de los secretarios regionales ministeriales, el siguiente inciso segundo:


“Para la aplicación de los recursos destinados a ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, en conformidad a los ámbitos descritos en los artículos 17, 18 y 19, los ministerios y servicios públicos tendrán en consideración las proposiciones que formulen al efecto los gobiernos regionales, pudiendo comprender éstas criterios de elegibilidad, localización u otros. Estas proposiciones deberán ser remitidas por los gobiernos regionales, a través de las secretarías regionales ministeriales, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, los ha modificado pasando a ser números 26, 27, 28, 29, 30 y 31 respectivamente.

- Sometidas a votación las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 34)
El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 34) que introduce, en el artículo 64 referido a las funciones de las secretarías regionales ministeriales, las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyense sus letras a), b) y c), por las siguientes: 


“a) Presentar al Ministerio respectivo las prioridades regionales, para efectos de la formulación de las políticas nacionales;


b) Velar porque las políticas, programas y proyectos regionales se enmarquen dentro de las políticas nacionales;


c) Supervisar la debida aplicación de las políticas nacionales en la región;”.


b) Reemplázase su letra f) por la que sigue: 


“f) Realizar tareas de coordinación, supervigilancia o fiscalización sobre todos los organismos de la Administración del Estado que integren su respectivo sector. En este ámbito deberá velar de forma especial por el cumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter;”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha enmendado pasando a ser el número 32), con las siguientes modificaciones:

-Ha agregado en el texto sustitutivo de la letra a), entre la palabra “nacionales” y el punto y coma, la siguiente frase: “, considerando la diversidad territorial y cultural de la región”.

-Ha reemplazado en el nuevo texto de la letra b) la frase “se enmarquen dentro de” por “sean coherentes con”.

-Ha eliminado en el texto sustitutivo de la letra f) la expresión “inciso segundo del”.
- Puestas en votación, las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados fueron rechazadas, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 35)
El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 35) con el que deroga el artículo 67 referido a la solicitud de traspaso de competencias por parte de los gobiernos regionales al Presidente de la República.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser el número 33), sin enmiendas.
- Sometida a votación, la modificación fue rechazada a por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 36)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 36) que intercala, a continuación, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 2º

De las Divisiones del Gobierno Regional”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser el número 34), sin enmiendas.

- Puesta en votación, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 37)
El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 37) que sustituye el artículo 68, por los siguientes:


“Artículo 68.- El intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:


a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración que lo requieran;


b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional, y 


c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.


Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante concurso público. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán segundo nivel jerárquico.


Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.


El financiamiento del concurso será de cargo del gobierno regional respectivo.


El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones señaladas en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.


Artículo 68 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Intendente podrá delegar en alguno de los jefes de división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno regional, con excepción de la facultad de nombrar o remover funcionarios, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha reemplazado por el siguiente, que pasa a ser 35):
“35) Sustitúyese el artículo 68 por los siguientes:
“Artículo 68.- El intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:
a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, incluido el Plan Regional de Ordenamiento Territorial, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración que lo requieran.
b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el o los proyectos de presupuestos de inversión del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional.
c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.
d) Una División de Fomento e Industria, encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, destinados a estimular el desarrollo de la innovación y de nuevas capacidades empresariales, facilitando la incorporación de las nuevas tecnologías que propendan a favorecer el crecimiento sostenido, integrado y sustentable de la región respectiva, proponiendo y promoviendo instrumentos de fomento productivo.
Cada gobierno regional tendrá un Comité Regional de Innovación y Desarrollo, el que podrá ser constituido con participación ad-honorem de integrantes de los sectores público y privado. Un reglamento del Ministerio de Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, establecerá las normas relativas a su integración y las modalidades de funcionamiento, así como las demás necesarias para su ordenado funcionamiento.
El precitado Comité asesorará al gobierno regional en la identificación y formulación de las políticas y acciones que fortalezcan la innovación en la región, teniendo entre sus áreas de competencia aquellas que se encuentren relacionadas, entre otras, con la ciencia, el capital humano y la innovación, así como la transferencia y difusión de tecnologías vinculadas a la innovación regionales. Este Comité elaborará una estrategia regional de innovación, así como las medidas y orientaciones de mediano y largo plazo en dicho ámbito para el desarrollo en la región.
A dicho efecto, deberá tener en cuenta el componente regional de la Estrategia Nacional de Innovación fijada por el Consejo Nacional de Innovación para el Desarrollo.
Los recursos contemplados en el Fondo de Innovación para la Competitividad a nivel regional deberán ser invertidos en el financiamiento de convenios con servicios públicos nacionales o regionales, o con universidades, con la finalidad de ejecutar programas, estudios o investigación en materias de innovación, emprendimiento, ciencia y tecnología.
e) Una División de Infraestructura y Transportes, encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, obras de infraestructura y equipamiento regional, y gestión de transporte.
f) Una División de Desarrollo Social y Humano, encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, conducentes a la igualdad de derechos y oportunidades y la cohesión social.
Estas tres últimas divisiones deberán coordinar el accionar de los servicios públicos regionales que dependan o se relacionen con el gobierno regional.
Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante concurso público, conforme al inciso siguiente. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán segundo nivel jerárquico.
Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, para lo cual serán aplicables, en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que considerará las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.
El financiamiento del concurso será de cargo del gobierno regional respectivo.
El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones señaladas en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.
Artículo 68 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el intendente podrá delegar en alguno de los jefes de división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno regional, con excepción de la facultad de nombrar o remover funcionarios, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.”.
- Sometido a votación el reemplazo propuesto por la Cámara fue rechazado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 37), nuevo

La  Honorable Cámara de Diputados agregó un número 37), nuevo, del siguiente tenor:

“37) Agrégase el siguiente artículo 68 quáter:

“Artículo 68 quáter.- El gobierno regional contará con una unidad de control, la que realizará la auditoría operativa interna del gobierno regional, con el objeto de fiscalizar la legalidad de sus actuaciones y controlar su ejecución financiera y presupuestaria.

Dicha unidad dependerá del intendente y colaborará directamente con el Consejo Regional en su función de fiscalización. La unidad de control emitirá informes trimestrales acerca del estado de avance del ejercicio presupuestario del gobierno regional, sobre el flujo de gastos comprometidos para el año presupuestario en curso y ejercicios presupuestarios posteriores, y respecto de los motivos por los cuales no fueron adjudicadas licitaciones públicas de relevancia regional. Del mismo modo, la unidad de control deberá dar respuesta por escrito a las consultas y peticiones que sean patrocinadas por, a lo menos, un tercio de los consejeros presentes en la sesión en que se trate dicha consulta o petición, y podrá asesorar al consejo en la definición y evaluación de las auditorías externas que se decida contratar, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 bis, letra b).

La unidad de control deberá informar al intendente y al consejo regional sobre las reclamaciones de terceros que hayan sido contratados por el gobierno regional para la adquisición de activos no financieros o la ejecución de iniciativas de inversión dentro de la región, o de servicios públicos o instituciones receptoras de transferencias establecidas en convenios con el gobierno regional.

La unidad de control deberá representar al intendente los actos del gobierno regional que estime ilegales. Dicha representación deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que la unidad de control haya tomado conocimiento de los mencionados actos ilegales. Si el intendente no tomare las medidas administrativas necesarias para enmendar el acto representado, la unidad de control deberá remitir dicha información a la Contraloría General de la República.

El cargo de jefe de la unidad de control se proveerá mediante concurso de oposición y antecedentes. Una vez que el cargo quede vacante, dentro del plazo máximo de tres meses, se deberá llamar a concurso. Las bases del concurso y el nombramiento del funcionario deberán ser aprobados por la mayoría del consejo regional, previa propuesta del intendente. A dicho cargo podrán postular profesionales del área de la auditoría, o de alguna acorde con la función, o con especialidad en la materia. El jefe de esta unidad sólo podrá ser removido en virtud de causales de cese de funciones aplicables a los funcionarios públicos. En caso de incumplimiento de sus funciones, en especial aquellas que dicen relación con la información presupuestaria y de flujos comprometidos que debe entregar trimestralmente, el sumario deberá ser instruido por la Contraloría General de la República, a solicitud del consejo regional.

El jefe de la unidad de control deberá dar cuenta al consejo regional, trimestralmente, sobre el cumplimiento de sus funciones. Una vez hecha dicha presentación al consejo, esta deberá ser publicada por el gobierno regional en su correspondiente página web.”.”.

- Puesto en votación, el numeral propuesto por la Cámara de Diputados fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 38)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 38) con el que incorpora, a continuación, el siguiente Párrafo 3° y el artículo 68 ter que lo integra:

“Párrafo 3º

Del Administrador Regional


Artículo 68 ter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refieren tanto el artículo 68 como el inciso final del artículo 21 quáter. 


El cargo de administrador regional será de exclusiva confianza del intendente, sin perjuicio que rijan además, a su respecto, las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser 36), y lo ha reemplazado por el siguiente:

“36) Incorpóranse el siguiente Párrafo 3° y el artículo 68 ter, que lo integra:

“Párrafo 3º

Del Administrador Regional

Artículo 68 ter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refiere el artículo 68.

El cargo de administrador regional será de exclusiva confianza del intendente y requerirá contar con un título profesional de, a lo menos, ocho semestres y un mínimo de cinco años de experiencia profesional, sin perjuicio que rijan además a su respecto las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.
- Sometida a votación, el reemplazo propuesto fue rechazado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 39)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 39) que modifica el artículo 69 sobre el patrimonio del gobierno regional, en los siguientes términos:


a) Sustitúyense, en el literal h), el guarismo “104” por “115”, y la expresión final “, e” por un punto y coma (;).


b) Agrégase una letra i), nueva, pasando la actual letra i) a ser literal j): 


“i) Los ingresos provenientes de patentes mineras, patentes acuícolas y de casinos en la proporción que la ley respectiva establezca, y”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser el número 38), sin enmiendas.

- Puesta en votación, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Número 40)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 40) que efectúa, en el artículo 71 referido a la obligación del intendente a elaborar, con la participación de representantes del consejo regional, de los secretarios regionales ministeriales y los directores regionales de los servicios públicos, un anteproyecto regional de inversiones, las siguientes modificaciones:


a) En el inciso primero:


i) Intercálase, en la primera oración del inciso primero, a continuación de la expresión “región,”, la siguiente frase: “así como los planes de desarrollo comunales vigentes,”.


ii) Agrégase la siguiente oración final: “Asimismo, durante el mes de mayo de cada año, los gobiernos regionales remitirán a las municipalidades de la región respectiva una propuesta inicial de anteproyecto regional de inversiones, con el fin que éstas puedan, dentro de los quince días posteriores a su recepción, formular observaciones.”.


b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “señalado,”, la siguiente frase: “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la letra o) del artículo 36 de la presente ley,”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser el número 39), sin enmiendas.

- Puesta en votación, la modificación propuesta fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 41)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 41) que modifica el artículo 73 que se refiere al presupuesto del gobierno regional, de la siguiente forma:


a) Agrégase, en la letra b) del inciso primero, a continuación de la palabra “Metropolitana”, la siguiente frase: “, el que podrá incluir recursos provenientes de las distintas fuentes consideradas en el presente literal”.


b) Elimínase, en el inciso segundo, la frase “, sin perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se refiere la letra e) del artículo 36”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “los consejos regionales designarán a uno de sus integrantes para que conjuntamente con el intendente los represente en ella.”, por la siguiente: “el presidente del consejo y el intendente representarán al gobierno regional en dicha etapa.”.


d) Intercálase, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “ministerios”, la frase “y servicios públicos”, y agrégase la siguiente oración final: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación o mandato contemplados en los artículos 81 y 81 ter, respectivamente.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser el número 40), con las siguientes enmiendas:
-Ha sustituido la letra a) por la siguiente:
“a) Reemplázase la letra b) del artículo 73 por la siguiente:
“b) Un programa de inversión regional, en el que se incluirán los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que le correspondan y los demás que tengan por objeto el desarrollo de la región, incluidos los que se perciban por el gobierno regional conforme a lo dispuesto por el N°20° del artículo 19 de la Constitución Política de la República; así como los ingresos provenientes de las transferencias del artículo cuarto transitorio de la ley Nº20.378, que Crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros y de las transferencias definidas en la ley de Presupuestos del Sector Público.”.
-Ha rechazado la letra b).
-Ha rechazado la letra c).
-Ha sustituido en la letra d) la oración final propuesta por la siguiente: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación contemplados en los artículos 81 y 81 bis.”.

- Sometidas a votación las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 42)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 42) que reemplaza el artículo 78 por el que sigue: 


“Artículo 78.- Corresponderá al intendente aplicar la inversión de los recursos que se asignen a la región, de acuerdo al presupuesto aprobado por el consejo regional de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la presente ley.


La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán en el presupuesto regional siguiendo el mismo procedimiento de aprobación de éste.


El intendente someterá a la aprobación del consejo regional la propuesta de presupuesto regional el primer día hábil de diciembre del año anterior a aquel en que deba regir.


Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requerimientos de información necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha rechazado.

- Sometida a votación la modificación propuesta para este número fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 43)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 43) que reemplaza, en el inciso primero del artículo 80, que hace referencia a que la Ley de Presupuestos incluirá uno o más ítem de gastos correspondientes a la inversión sectorial de asignación regional que indica la Carta Fundamental , el guarismo “104” por “115”.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser el número 41), sin enmiendas.
- Puesta en votación, la modificación propuesta fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 44)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 44) que introduce, en el artículo 81 que define los convenios de programación entre uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, el guarismo “104” por “115”, y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios”, por la siguiente: “gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la coma (,) que sigue a la palabra “nacionales” por la conjunción “o”, y suprímese la expresión “o locales”.


c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“El cumplimiento de los convenios de programación será íntegramente obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de ellas deberá contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de todos los recursos correspondientes al año pertinente, según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.”.


d) Sustitúyese en la oración final del inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, la expresión “Decreto Ley N° 1.263, de 1975”, por la siguiente: “mencionado decreto ley”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, ha rechazado la letra b) del número 44), que ha pasado a ser el número 42), pasando las letras c) y d) a ser b) y c), respectivamente.

- Sometidas a votación, las modificaciones fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 45)

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el número 45) que incorpora, a continuación del artículo 81, los siguientes artículos 81 bis y 81 ter:


“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, de carácter plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.


Artículo 81 ter.- Los gobiernos regionales podrán, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley Nº 18.091, que establece normas complementarias de incidencia presupuestaria, de personal y de administración financiera, suscribir convenios mandato con ministerios y servicios públicos y otros órganos de la Administración del Estado, así como también con asociaciones de municipalidades.


Dichos convenios serán obligatorios para las partes. En caso de tener carácter plurianual, aquellas deberán contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción del convenio. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.


Con todo, gobiernos regionales, ministerios, servicios públicos y asociaciones de municipalidades deberán dar prioridad, dentro de su cartera de proyectos, a la ejecución de iniciativas suscritas en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, en consideración a la fecha de suscripción de los actos respectivos.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha modificado pasando a ser el número 43), reemplazando los artículos 81 bis y 81 ter por los siguientes:
“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, a través de sus directores regionales, debidamente facultados, de carácter anual o plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de iniciativas de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.
Artículo 81 ter.- En el caso que el gobierno regional recurra a algún organismo del Estado para que actúe en calidad de unidad técnica, suscribiendo convenios mandatos en los términos que indica el artículo 16 de la ley N°18.091, la responsabilidad principal de fiscalización corresponderá a la unidad técnica mandatada.”.

- Sometido a votación, el reemplazo fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Número 44) nuevo
Asimismo, la Honorable Cámara de Diputados ha introducido un número 44) nuevo, respecto del artículo 100 que trata la facultad de los gobiernos regionales para asociarse con otras personas jurídicas, para constituir con ellas corporaciones o fundaciones de derecho privado, y cuyo tenor literal es el siguiente:

“44) Intercálanse en el inciso primero del artículo 100, a continuación de la expresión “podrán asociarse”, las palabras “entre ellos”.”.
- Puesto en votación, el numeral propuesto por la Cámara de Diputados fue rechazado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 45), nuevo

La Honorable Cámara de Diputados, introdujo un número 45) nuevo, cuyo tenor es el siguiente:

“45) Agrégase a continuación del artículo 104, el siguiente Capítulo VIII del Título Segundo y los artículos 104 bis, 104 ter, 104 quáter, 104 quinquies, 104 sexies y 104 septies:
“Capítulo VIII
De la Administración de las Áreas Metropolitanas.
Artículo 104 bis.- En cada región podrán constituirse una o más áreas metropolitanas, que serán administradas por el gobierno regional respectivo.
Para efectos de la presente ley, se entenderá por “Área Metropolitana” la extensión territorial formada por dos o más comunas de una misma región, unidas entre sí por espacios construidos que comparten la utilización de diversos elementos de infraestructura y servicios urbanos y que, en su conjunto, superen los doscientos cincuenta mil habitantes.
Un reglamento emitido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que deberá ser suscrito también por los Ministros de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas, de Medio Ambiente y de Hacienda, fijará, principalmente, los estándares mínimos para el establecimiento de las áreas metropolitanas, singularizando y especificando los requerimientos de espacio territorial, utilización conjunta de infraestructura, servicios y equipamiento.
Para la administración de las áreas metropolitanas, el respectivo gobierno regional consultará sus decisiones a un comité consultivo compuesto por los alcaldes de las comunas integrantes de dicha área metropolitana. Ese comité consultivo será presidido por el intendente, y deberá ser convocado por éste al menos una vez cada semestre, a fin de conocer la situación de la administración del área metropolitana, y para que los respectivos alcaldes formulen propuestas sobre su administración. Los acuerdos y proposiciones que formule este comité serán aprobados por la mayoría de los votos de los alcaldes.
La asistencia a este comité consultivo será obligatoria para los alcaldes de las comunas que conforman el área metropolitana. En caso de que no pudieren asistir, podrán designar a un funcionario del respectivo municipio para que asista en su lugar. La asistencia al comité consultivo no dará derecho a dieta.
Un reglamento regional, emitido por el gobierno regional, regulará la forma de convocatoria y el funcionamiento de dicho comité, entre otras materias.
Artículo 104 ter.- En cada gobierno regional que tenga bajo su administración una o más áreas metropolitanas existirá un departamento de áreas metropolitanas, el cual apoyará al intendente en la gestión de las mismas.
El departamento de áreas metropolitanas colaborará con el intendente regional en las siguientes funciones:
a) La coordinación e interacción del gobierno regional con los órganos administrativos de la administración central.
b) La coordinación de los planes a los cuales hace referencia el artículo 104 quinquies, emitiendo un informe respecto a dicha materia.
c) Actuar como secretaría ejecutiva del comité consultivo de alcaldes.
Artículo 104 quáter.- Las áreas metropolitanas se constituirán de oficio o a solicitud de los gobiernos regionales, a través de decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda y los ministros respectivos según las competencias que se otorguen. En caso que la constitución se origine por solicitud de un gobierno regional, ésta se tramitará en la forma señalada en el párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de esta ley, y deberá especificar, junto al fundamento de su constitución, las comunas que la constituirían, el número de habitantes que la integrarían y una descripción de los espacios comunes que formarían parte de ella.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2º del Capítulo II del Título Segundo de esta ley, cuando la constitución de un área metropolitana se realice de oficio, el respectivo decreto supremo deberá especificar, conforme al artículo 114 de la Constitución Política de la República, las competencias que le serán transferidas a los gobiernos regionales, a plazo fijo o indefinido, en las áreas de transporte, inversiones en vivienda, medio ambiente y obras públicas, que sean indispensables para la efectiva administración del área que se constituye. Los recursos que se entreguen en virtud de las competencias transferidas sólo podrán destinarse al área metropolitana administrada.

Artículo 104 quinquies.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en aquellas regiones en las cuales se decrete una o más áreas metropolitanas, el intendente deberá proponer al respectivo consejo regional, previa consulta al comité consultivo de los alcaldes de las comunas que las integren, la aprobación de los siguientes instrumentos de planificación y medidas para dichas áreas:
a) El plan maestro de transporte urbano metropolitano y sus modificaciones, que remitirá la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.
b) El sentido del tránsito vehicular de las vías urbanas definidas como intercomunales, en coordinación con la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.
c) El plan regulador metropolitano o intercomunal, según sea el caso, y sus modificaciones, que elaborará la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo conforme dispone el decreto con fuerza de ley Nº458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, ley General de Urbanismo y Construcciones.
d) El Plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público y sus modificaciones, que elaborarán las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Transportes y Telecomunicaciones, de acuerdo a lo establecido en la ley General de Urbanismo y Construcciones.
e) La operación directa de la recolección, transporte y,o disposición final de los residuos sólidos domiciliarios, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Salud y de Medio Ambiente, y de acuerdo a lo señalado en la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior.
El intendente y las secretarías regionales ministeriales velarán por la debida coordinación y correspondencia entre los planes señalados en los literales a), c) y d). Tanto éstos como sus modificaciones deberán incluir un informe del Departamento de Áreas Metropolitanas sobre su consistencia con los demás planes mencionados.
El consejo regional deberá pronunciarse sobre las propuestas del inciso primero, dentro de los noventa días posteriores a su recepción, debiendo el pronunciamiento de cada uno de los instrumentos o medidas referirse íntegramente a aquel, y no a una parcialidad. De no haber pronunciamiento dentro del mencionado plazo, se entenderán aprobadas las propuestas. La promulgación corresponderá al intendente, actuando como órgano ejecutivo del gobierno regional. En caso de rechazar las propuestas de los mencionados instrumentos, el consejo lo deberá realizar fundadamente indicando cuáles son sus reparos.
Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de las competencias que la presente ley u otras le entreguen directamente a los gobiernos regionales, con carácter exclusivo o concurrente con otros órganos de la Administración del Estado.
Artículo 104 sexies.- En forma previa a la aprobación de los planes de prevención o de descontaminación que involucren un área metropolitana, el Ministerio del Medio Ambiente deberá requerir la opinión del gobierno regional.
Artículo 104 septies.- A solicitud del gobierno regional, la Dirección de Presupuestos podrá crear un programa presupuestario denominado Fondo de Inversión Metropolitana cuyo financiamiento provendrá del programa presupuestario de Inversión Regional.”.”.
- Sometido a votación, el numeral propuesto por la Cámara de Diputados fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 47), nuevo

La Honorable Cámara de Diputados, introdujo un número 47) nuevo, del siguiente tenor:

-Ha intercalado el siguiente número 47):

“47) Suprímese el artículo 109.”.
 Este artículo se refiere a las áreas metropolitanas y a la obligación de los  ministerios, los servicios públicos, los gobiernos regionales y de las municipalidades de actuar coordinadamente en la formulación de los planes y en la ejecución de los programas vinculados a la dotación de la infraestructura social básica y al equipamiento urbano de dichas áreas.
- Puesta en votación, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Número 48), nuevo

La Honorable Cámara de Diputados, introdujo un número 48) nuevo, cuyo tenor es el siguiente:

“48) Suprímese el artículo 110.”.
El referido artículo habla de la existencia de un consejo coordinador regional de acción municipal en las regiones del país donde se configuren áreas metropolitanas.
- Sometido a votación, este número fue rechazado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Artículo 3°, nuevo

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, intercaló el siguiente Artículo 3°, nuevo:

“Artículo 3º.- Agrégase en el inciso segundo del artículo 75 de la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la siguiente frase antes del punto aparte: “, con la excepción de los gobiernos regionales, los que deberán constituir consejos de la sociedad civil según las normas de este título, u otras instancias de participación ciudadana.”.

- Puesto en votación, el artículo fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros
Artículo 3°

El Senado en el primer trámite constitucional, aprobó el Artículo 3° que introduce diversas modificaciones en el Código Procesal Penal, el cual es del siguiente tenor:
Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:

1) Sustitúyese, en la denominación del Párrafo 2º del Título IV del Libro Cuarto Procedimiento relativo a personas que gozan de fuero constitucional, la expresión “y Gobernadores”, por la frase “, Gobernadores y Presidentes de Consejos Regionales”.


2) Reemplázase, en el artículo 423, la frase “de un intendente o de un gobernador,”, por la siguiente: “de un intendente, de un gobernador o de un presidente de consejo regional,”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo ha rechazado.
- Sometida a votación la modificación propuesta fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Artículo 4°

El Senado en el primer trámite constitucional, aprobó el Artículo 4° que introduce modificaciones en la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo tenor es el siguiente:

1) Agréganse los siguientes artículos 8º bis y 8º ter: 


“Artículo 8º bis.- A iniciativa de los gobiernos regionales podrán celebrarse convenios formales anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.


La ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios. 


Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que disponen realizar dentro de un plazo determinado. Deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos. 


A los convenios de programación se podrán incorporar otras entidades públicas o privadas, nacionales o regionales, cuyo concurso o aporte se estime necesario para la mayor eficiencia en su ejecución.


En caso de tener carácter plurianual, las municipalidades deberán contemplar en sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.


Los convenios a que se refiere este artículo deberán ser sancionados mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Los proyectos que se incluyan en dichos convenios deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 19 bis del mencionado decreto ley.


Artículo 8º ter.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades, de carácter plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.”.


2) Reemplázase, en el literal i) del artículo 65, la palabra inicial “Celebrar”, por la frase “Suscribir los convenios de programación a que se refieren los artículos 8º bis y 8º ter y celebrar”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo ha aprobado, con las siguientes enmiendas:

N°1, nuevo

-Ha incorporado el siguiente número 1), nuevo:

“1) Reemplázase la letra f) del artículo 3° por la siguiente:

“f) El aseo y ornato de la comuna. Respecto a los residuos domiciliarios, su recolección, transporte y disposición final corresponderá a las municipalidades, salvo en el caso de los gobiernos regionales metropolitanos que lo asuman en forma directa, para lo cual se le transferirán los recursos correspondientes a los derechos de aseo cobrados por las respectivas municipalidades. Sin perjuicio de lo anterior, los gobiernos regionales podrán realizar, en caso de que no exista acuerdo entre las municipalidades de la región o que éstas por alguna razón calificada no puedan asumirla directamente, la disposición final de residuos sólidos domiciliarios, con las respectivas autorizaciones de las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Medio Ambiente y de Salud. En los casos en que un gobierno regional asuma estas tareas, las municipalidades deberán transferir al respectivo gobierno regional el proporcional correspondiente para cubrir la disposición final de los residuos, respecto de los derechos de aseo cobrados, según se determine en acuerdo firmado entre los involucrados o, a falta de este acuerdo, por el Presidente de la República, mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.”.”.

N°1, que pasa a ser 2)

-Ha incorporado las siguientes enmiendas en el N°1), que ha pasado a ser 2):

i) En el artículo 8° bis:

-Ha reemplazado su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 8º bis.- Los gobiernos regionales podrán celebrar convenios formales de carácter anual o plurianual de programación de inversión pública con municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.”.

-Ha sustituido su inciso tercero por el siguiente:

“Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que se disponen a realizar dentro de un plazo determinado. Para lo anterior, deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos.”.

-Ha reemplazado en su inciso cuarto la expresión “nacionales o regionales,” por “nacionales, regionales o locales,”.

ii) Ha reemplazado en el artículo 8° ter la expresión “de carácter plurianual,” por “de carácter anual o plurianual,”.

N°2)

Ha pasado a ser 3), sin enmiendas.
- Sometidas a votación, las modificaciones introducidas por la Cámara al artículo 4° fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Artículos 6°, 7°, 8° y 9°, nuevos

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, ha incorporado los siguientes artículos 6!, 7°, 8° y 9°, nuevos, cuyo tenor literal es el siguiente:

“Artículo 6°.- Créanse en las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, establecidas en la ley N°19.379, los cargos que a continuación se indican:

	Planta/Cargos
	Grado
	N° de cargos

	DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA
	
	

	ADMINISTRADOR REGIONAL
	3°
	1

	JEFES DE DIVISIÓN
	4°
	3

	JEFE UNIDAD DE CONTROL
	5°
	1

	PROFESIONALES
	
	

	PROFESIONAL
	5°
	3

	PROFESIONAL
	6°
	3

	PROFESIONAL
	7°
	3


Artículo 7°.- Créanse en las plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, establecidas en la ley Nº19.379, los cargos que a continuación se indican, sujeto a la dictación de los respectivos decretos supremos que constituyan las áreas metropolitanas:

	Planta/Cargos
	Grado
	N° de cargos

	DIRECTIVOS-CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTÍCULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N°29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA
	
	

	JEFE DEPARTAMENTO DE ÁREAS METROPOLITANAS
	5°
	1

	PROFESIONAL
	6°
	1

	PROFESIONAL
	7°
	2


Los cargos señalados se ejercerán en la división indicada en la letra a) del artículo 68 de la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

Artículo 8°.- Las distintas regiones del país en que se divide el territorio nacional, para el gobierno y administración interior del Estado, se denominarán de la siguiente forma:




Región de Arica y Parinacota.



Región de Tarapacá.



Región de Antofagasta.



Región de Atacama.



Región de Coquimbo.



Región de Valparaíso.



Región Metropolitana de Santiago.



Región del Libertador General Bernardo O’Higgins.



Región del Maule.



Región del Biobío.



Región de La Araucanía.



Región de Los Ríos.



Región de Los Lagos.



Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.



Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Todas las referencias que las leyes, reglamentos, decretos o cualesquiera normas o actos administrativos, hagan a las regiones del país de conformidad con sus actuales denominaciones e identificaciones, se entenderán hechas, a partir de la vigencia de esta ley, al nombre que para cada una de ellas se indica en el presente cuerpo legal.



Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, un decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, establecerá las abreviaturas mediante las cuales podrá identificarse de forma simplificada a las regiones del país.



Artículo 9°.- Derógase el decreto ley Nº2.339, de 1978, que otorga denominación a la Región Metropolitana y a las Regiones del país, en la forma que indica.”.

- Sometidos a votación, los nuevos artículos 6°, 7° y  8° fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el Artículo primero cuyo tenor es el siguiente:

Artículo primero.- Mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley, los planes regionales de desarrollo urbano que se encuentren vigentes serán instrumentos orientadores en materia de ordenamiento territorial.

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo primero.- Los planes regionales de desarrollo urbano y los planes regionales de ordenamiento territorial que se encuentren vigentes serán solamente instrumentos orientadores en materia de ordenamiento territorial, mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley. Estos últimos sólo podrán aprobarse cuando entren en vigencia la política nacional de ordenamiento territorial y el reglamento establecidos en el inciso 5° del literal a) que introduce esta ley al artículo 17 del texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”.
- Puesta en votación, se rechazó esta modificación por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Artículo segundo

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el Artículo segundo, que es del siguiente tenor:

Artículo segundo.- Los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.


Para estos efectos, quienes a dicha fecha se desempeñen como Jefes de División de Análisis y Control de Gestión continuarán realizando sus labores funcionarias como Jefes de División de Presupuesto e Inversión Regional.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, ha sustituido su inciso primero por el siguiente:

“Artículo segundo.- Los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, mantendrán su nombramiento, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.”.
- Sometida a votación, la enmienda antes señalada fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.

Artículo tercero
El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el Artículo tercero, cuyo tenor literal es el siguiente:

Artículo tercero.- Las personas que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando la función de secretario ejecutivo del consejo regional, proseguirán desempeñándola en iguales condiciones, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ella por cualquier causa.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo tercero.- Las disposiciones de la presente ley, comprendidas en el Capítulo VIII del Título Segundo de la ley Nº19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, entrarán en vigencia el 1 de enero del año siguiente al de publicación del respectivo reglamento a que se refiere el artículo 104 bis de esa ley.”.
- Puesto en votación, el reemplazo fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Artículo cuarto
El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el Artículo cuarto, que es del siguiente tenor:

Artículo cuarto.- Concédese al Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la facultad de dictar uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los cuales podrán modificar las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales del siguiente modo:


a) Crear el cargo de administrador regional, el cual se insertará dentro del acápite “Directivo – Cargo de Exclusiva Confianza”, asignándosele grado 3.


b) Establecer que para desempeñar los cargos de exclusiva confianza, se requerirá acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años.
La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha sustituido por el siguiente:
“Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos de acuerdo a la letra b) del inciso décimo del presente artículo, las disposiciones que sean necesarias para transferir a los gobiernos regionales, total o parcialmente, la dependencia de uno o más servicios públicos determinados que funcionen a nivel regional y que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un ministerio, sin solución de continuidad.
Además, podrá crear, suprimir y,o modificar servicios públicos para efectos de la ejecución de competencias descentralizadas. Los servicios públicos que se creen en virtud de esta facultad dependerán de los gobiernos regionales.
En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá, exclusivamente, modificar las disposiciones orgánicas de los servicios públicos con el objeto de traspasar a los servicios señalados en el inciso anterior, funciones actuales de los organismos públicos, regulando las condiciones de su ejercicio y su relación o vínculo con los ministerios o servicios de origen. Además, podrá modificar, las normas legales que se estimen necesarias para concordar las competencias descentralizadas.
Los servicios que se creen en virtud del inciso segundo de este artículo, se regirán por las mismas normas laborales y sistemas de remuneraciones del organismo cuyas competencias se traspasan.
Los servicios que se creen o cuya dependencia se traspase podrán incorporar la facultad de celebrar convenios con los ministerios u otros órganos públicos con el objeto de coordinar la realización de labores conjuntas o compartidas de manera eficaz y eficiente.
También, el Presidente de la República, en el ejercicio de esta facultad, podrá fijar las plantas de personal de los servicios públicos que dependerán de los gobiernos regionales. Además, podrá modificar las plantas de personal de los servicios públicos que transfieren competencias. Para ello, podrá determinar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de dichas plantas y, en especial, podrá determinar los grados y niveles de remuneración que se asignen a dichas plantas, dependiendo del sistema de remuneraciones que se fijen en cada servicio; el número de cargos para cada grado y planta; podrá también determinar la creación, transformación, supresión de cargos, incluyendo la posibilidad de determinar cargos de planta en extinción; determinar los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de los cargos; sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N°19.882, y los niveles para la aplicación del título VIII de la ley N°18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, según corresponda. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1º de la ley N°19.553. Además podrá establecer normas de encasillamiento en las plantas que fije.
Las reestructuraciones de las entidades que se produzcan con motivo del ejercicio de las atribuciones señaladas en los incisos primero y segundo del presente artículo, que signifiquen un aumento o disminución de sus cargos de plantas, facultarán para traspasar funcionarios y recursos que se liberen por este hecho, de una institución a otra, resguardándose los principios de estabilidad funcionaria y mejoramiento de la gestión de servicios. Los traspasos de personal que se dispongan estarán sujetos a las restricciones que se señalan en el inciso undécimo de este artículo.
El Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Además, podrá establecer y,o modificar la dotación máxima de personal de las instituciones antedichas.
Asimismo, el Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes en el ejercicio de estas facultades.
El ejercicio de esta facultad se sujetará a las siguientes formalidades:
a) En forma previa a la dictación de los respectivos decretos con fuerza de ley deberá emitirse un informe favorable referido al ejercicio de las atribuciones que trata este artículo, realizado por una comisión integrada por un representante del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del respectivo ministerio y del director nacional del servicio, en su caso, cuyas competencias y recursos se pretendan transferir; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.
b) Cada decreto con fuerza de ley será expedido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y será suscrito también por el Ministro de Hacienda y por el ministro sectorial del que dependa o con el que se relacione el servicio público cuyas competencias y recursos son traspasados.
El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:
1) Los traspasos de personal no podrán tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo su consentimiento.
2) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, se reajustará conforme al reajuste general antes indicado.
3) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.
4) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.
5) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar del nuevo servicio, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al de su actual institución.
6) Los funcionarios de planta y a contrata del actual servicio, que sean traspasados, podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios del señalado servicio. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que el nuevo servicio haya constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha de entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley que fije la planta, cesará, por el solo ministerio de la ley, la afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”.
- Puesta en votación, la sustitución propuesta fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Artículo quinto transitorio, nuevo

La Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, ha intercalado el siguiente artículo transitorio nuevo, que pasa a ser quinto:
“Artículo quinto.- Las modificaciones incorporadas en los artículos 24, letra d), y 36, letra e), de la ley N°19.175, regirán a contar de la fecha de asunción de los intendentes elegidos mediante votación directa.”.
- Puesto en votación, el artículo fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
Artículo quinto

El Senado en el primer trámite constitucional aprobó el Artículo quinto, cuyo texto es el siguiente:

Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el presente año, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de M$1.074.352 y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.
La Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, ha reemplazado el artículo quinto transitorio, que pasa a ser sexto, por el siguiente:

“Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.
- Sometida a votación, la modificación propuesta fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros.
- - -


Cabe hacer presente que en sesión de 25 de octubre la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó rechazar todas las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, a fin que el proyecto sea considerado por una Comisión Mixta en la mayor extensión posible.


Asimismo, y por igual unanimidad, resolvió no reabrir el debate respecto de modificaciones ya votadas en atención a que ello requeriría de una nueva sesión que retrasaría el despacho de esta iniciativa, acordando solicitar a la Sala del Senado el rechazo de todas las enmiendas, incluso de aquellas que en primer término había aprobado.


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros acordó proponer al Senado rechazar la totalidad de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 23 de junio, 7 de julio y 5, 12 y 26 de octubre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn (Presidenta) y señores Carlos Bianchi Chelech, Alberto Espina Otero, Rabindranath Quinteros Lara y Andrés Zaldívar Larraín (Jorge Pizarro Soto).


Sala de la Comisión, a 7 de noviembre de 2016.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL FORTALECIMIENTO DE LA REGIONALIZACIÓN DEL PAÍS

(7.963-06)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera.


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron las siguientes personas:

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; los asesores, señores Exequiel Silva, Gonzalo Frei y Hernán Campos, y la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; la Jefa de la División de Políticas y Estudios, señora Viviana Betancourt; el Jefe de la División Desarrollo Regional, señor Rodrigo Suazo; el Jefe Departamento de Políticas y Descentralización, señor Osvaldo Henríquez; los Asesores, señores Erik Adio y José Luis Donoso; la Jefa de Prensa, señora María José Farías, y el asesor de prensa, señor Rodrigo O´Ryan 

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Alvaro Pillado.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

De Fundación Piensa, el Investigador, señor Guillermo Pérez.
- - - 


Cabe señalar que el presente proyecto de ley fue remitido por la Cámara de Diputados para conocimiento, en tercer trámite constitucional, por parte del Senado.


De esta forma, el oficio con las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados en segundo trámite constitucional, fue en primer lugar analizado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado. Esto, de conformidad a lo acordado por la Sala de esta última Corporación en sesión de 7 de junio de 2016, ocasión en la que también dispuso que el precitado oficio debía ser conocido por la Comisión de Hacienda, en su caso, de conformidad con lo prescrito en el artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Posteriormente, en sesión de 14 de marzo de 2017, la Sala del Senado acordó que después de ser considerado por la Comisión de Hacienda, el proyecto de ley debe ser analizado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo consignado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su informe.

- - -


En la primera sesión celebrada por la Comisión, el Honorable Senador señor Tuma solicitó segunda discusión del proyecto de ley.


En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre, expuso que el propósito del proyecto de ley es posibilitar el proceso de traspaso de competencias para concretar la descentralización administrativa del país, con miras a que una serie de decisiones que hoy dependen del gobierno central sean adoptadas y asumidas por los gobiernos regionales.

En su génesis, explicó, la iniciativa legal presentada durante el gobierno del Ex Presidente señor Piñera no contemplaba la descentralización política del país, esto es la elección de los gobernadores regionales. Tal materia fue posteriormente modificada –considerando, especialmente, la reforma constitucional aprobada que permitió la elección directa de dichas autoridades-, lo que implicó la realización de una serie de enmiendas durante el segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados.

Al volver la iniciativa al Senado, en tercer trámite constitucional, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización rechazó las modificaciones introducidas en el segundo trámite. Se convino, en dicha instancia, que una Comisión Mixta sería el camino más apropiado para introducir las necesarias adecuaciones que el proyecto requiere, con el objeto de compatibilizar las distintas matrices de lo aprobado por el Senado y la Cámara de Diputados.

Puso de manifiesto que siendo cierto que la descentralización política –mediante la elección directa de las principales autoridades regionales- le imprime un sello diferenciador a la descentralización administrativa, también lo es que es perfectamente posible realizar una descentralización administrativa que ocurra con anterioridad a la definición de la elección directa del gobernador regional.

Para el Gobierno, en concreto, el proceso de descentralización administrativa debe presentar un proceso de dos fases. La primera, de generación de capacidades y de definición sobre qué políticas del nivel regional (como vialidad urbana y rural, agua potable rural, por ejemplo), que hoy son decididas a nivel central, deben pasar a ser resueltas propiamente por las regiones. Esta fase, reiteró, puede ser implementada con independencia de que las autoridades regionales sean elegidas o no.

La segunda fase, en tanto, reviste mayor complejidad, toda vez que los ejecutores de las políticas de nivel regional son servicios que todavía presentan un carácter nacional. De modo que,  al pasar a ser elegida, la autoridad regional no contaría con autoridad jerárquica sobre esos servicios ejecutores, con lo que el proceso de  descentralización no estaría completo. De cualquier manera, subrayó, la opinión del Gobierno es que en el curso de los próximos años la ejecución de las políticas pase a ser también de dependencia y decisión regional. Teniendo desde luego en cuenta que la descentralización de los servicios es una tarea compleja, por la experticia que se requiere para desarrollar diversos procesos, tales como los de licitación y contratación.

En síntesis, expresó que como las estructuras de las iniciativas aprobadas por cada Cámara son distintas,  se requiere que sean compatibilizadas y ajustadas. En tal sentido, insistió, fue que el Gobierno compartió el planteamiento efectuado por integrantes de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, en orden a rechazar todas las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados para dar curso al trámite de Comisión Mixta. 

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó su parecer de que el informe de la Comisión de Hacienda no es obligatorio cuando se está en un tercer trámite constitucional; no obstante, la Sala del Senado tuvo un criterio diferente y dispuso lo contrario. Así las cosas, son dos las vías que la Comisión puede adoptar: resolver que el proyecto debe regresar a la Sala por no existir norma sobre la cual pronunciarse (ante el rechazo de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización), o votar las normas que sean de su competencia.

De cualquier modo, hizo presente que la elección de la autoridad regional y la fecha en que se efectuaría por primera vez no se encuentran condicionadas por el despacho definitivo de este proyecto de ley. En rigor, precisó, dependen del despacho de la ley orgánica constitucional sobre dicha elección, que se debe presentar y aprobar.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que la Comisión tiene un mandato de la Sala para pronunciarse sobre las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados en los casos que digan relación con la competencia de la Comisión de Hacienda, que, al parecer, son varias y bastante amplias.
Tal mandato, subrayó, no puede ser desatendido, aunque exista un acuerdo político para resolver la materia en una Comisión Mixta. Por lo demás, según manifestó tener entendido, el Gobierno se habría comprometido a entregar una propuesta en el intertanto, previo a determinar si se debe generar o no dicha Comisión, lo que no ha ocurrido. 

De la forma que fuere, recalcó que más allá de dicho acuerdo político y de la forma en que haya obrado la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, la Comisión de Hacienda tiene el deber de pronunciarse sobre las materias de su competencia, porque la Sala del Senado no ha cambiado su decisión acerca de la tramitación de la iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Zaldívar llamó la atención sobre que el acuerdo que existe, es respecto de la necesidad de introducir cambios importantes en la iniciativa legal. Eso, se sabe, no es posible en el tercer trámite constitucional, pero sí en una Comisión Mixta. En cuanto al compromiso asumido por el Gobierno, señaló haber entendido que lo que se pretende es, justamente durante el trámite de Comisión Mixta, construir un proyecto común en base a un acuerdo de todos los sectores en la materia.

El Honorable Senador señor Tuma expresó que la descentralización es un anhelo de todos que lleva muchos años esperando ser materializado. Sin embargo, no se puede obviar que la iniciativa legal en estudio se ha desarrollado en escenarios que han cambiado completamente. Esa es la razón por la que se piensa ahora en una Comisión Mixta como la instancia para acordar un contenido definitivo y compatible con el estado actual de las cosas. Manifestó que aún teniendo en cuenta de lo expuesto, la fórmula de una Comisión Mixta no es de su gusto, porque la densidad de las materias que deben ser resueltas supera largamente lo que puedan discutir cinco diputados y cinco senadores. Se requiere, claramente, de una mayor participación, y quizás lo más preferible a estas alturas sería que el Ejecutivo enviara un nuevo proyecto de ley para que todas las instancias que corresponde conozcan y se pronuncien sobre él. Empero, eso no es posible debido a la premura existente.

.

Hizo ver que en el intertanto, mientras el proyecto se ha mantenido en la Comisión de Hacienda, se podría haber arribado a un acuerdo acerca de las competencias que debe tener la nueva autoridad. 

Considerando el escenario descrito, culminó, pareciera ser que la única opción que resta es rechazar las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, a fin de efectuar la compatibilización normativa de que se ha venido hablando.

El Honorable Senador señor García manifestó que varias de las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados son de competencia de la Comisión de Hacienda. En consecuencia, no cabe a esta Comisión sino pronunciarse, estando dentro de las posibilidades concordar con lo obrado por la Comisión anterior y proponer el rechazo de todas las enmiendas introducidas en segundo trámite.

El Honorable Senador señor Montes manifestó sus reparos acerca de la lógica estructural de la iniciativa legal en estudio. La realidad de un Estado unitario, razonó, es muy distinta de la de un Estado federal, y lo que aquí se hace es mezclar ambas realidades sin que se perfile el nuevo sistema dentro del cual se insertarán las competencias que se están traspasando. De modo tal, indicó, que se pueden prever muchos problemas a futuro.

Planteó que habría preferido una estructura nueva en la distribución de roles y funciones a partir del Estado unitario, y no simplemente pensar con una lógica federalista que no es viable ni tiene base jurídica en nuestro régimen actual.

El Honorable Senador señor Tuma acotó que si existe un acuerdo político para que el proyecto de ley sea visto y modificado por una Comisión Mixta, resulta casi inoficioso que la Comisión de Hacienda se pronuncie acerca de cada una de las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados que son de su competencia. Más conducente, entonces, sería que se pronuncie una vez que emerja el proyecto de ley, con un contenido distinto, desde la referida Comisión Mixta.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que algunas de las enmiendas que competen a la Comisión son correctas e incluso fueron solicitadas por los parlamentarios. Resultaría muy extraño, por consiguiente, aparecer rechazándolas en mérito de un acuerdo político que debiera provocar la existencia de una Comisión Mixta.

El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, expuso que durante la tramitación en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, el Ejecutivo se allanó a un acuerdo propuesto por la unanimidad de los integrantes de dicha instancia para efectuar enmiendas sobre aspectos puntuales, no para una revisión completa, del proyecto de ley. El compromiso que adquirió el Gobierno, puntualizó, fue el de revisar dichos aspectos y buscar una fórmula de resolución lo más consensuada posible. No corresponde, en consecuencia, desconocer lo que ha sido la historia del proyecto de ley ni utilizar otros argumentos con el propósito de dilatar su discusión.

Agregó que la reforma constitucional aprobada por el Congreso Nacional estableció como condición para la elección de la autoridad regional la aprobación del presente proyecto. El Ejecutivo, por tanto, sólo se está ciñendo a eso.

El Honorable Senador señor Coloma consideró inaceptable e inapropiado que se insinúe que lo que se pretende es dilatar la discusión del proyecto de ley, en circunstancias que se está en presencia de un mandato expreso de la Sala del Senado para que la Comisión de Hacienda se pronuncie sobre los asuntos del proyecto de ley que son de su competencia. 

Hizo presente que los parlamentarios disponen de una serie de prerrogativas reglamentarias para ahondar en el conocimiento de los proyectos de ley que, eventualmente, podrían ser utilizadas para dilatar la tramitación de alguno de ellos. Sin embargo, consignó, él no ha hecho uso de ninguna de ellas, pues en caso alguno es su intención posponer la discusión. A mayor abundamiento, recordó que la sesión en que está teniendo lugar el presente debate ha sido posible gracias al acuerdo de los Comités del Senado, a quienes se solicitó –previo acuerdo de la Comisión, al cual él concurrió expresamente-, autorización para la celebración de la misma en paralelo a la sesión de la Sala de la Corporación.       

El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió con que no ha habido, por parte de ningún sector, intención de demorar la tramitación del proyecto de ley. Lo que hay es, a la vez que diferencias tanto en el oficialismo como en la oposición, voluntad de avanzar en un acuerdo político que permita darle fluidez. 

El señor Subsecretario de Desarrollo Regional expresó no haber mencionado a ningún Senador ejerciendo alguna conducta como la señalada por el Senador señor Coloma, ni tener el afán de hacerlo. 

Insistió es que tras años de tramitación de un proyecto de ley complejo, el interés del Ejecutivo pasa por dilucidar el procedimiento a seguir y, donde sea necesario, hacer la discusión en detalle de sus disposiciones.

El Honorable Senador señor Montes acotó que, desde su punto de vista, los problemas de la iniciativa en estudio exceden la mera definición del procedimiento a seguir. Cuestionó que deba ser una Comisión Mixta la que deba decidir sobre cuestiones tan centrales para el Estado de Chile, más aún si la Sala de cada Cámara deberá simplemente aprobar o rechazar lo que sea propuesto.

---


A continuación, de conformidad con su competencia, la Comisión se pronunció respecto de las siguientes enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto despachado por el Senado en primer trámite constitucional: 


Modificaciones al artículo 1°:

- La letra p) agregada por el literal b) del nuevo número 1).


- El inciso segundo del artículo 13, del número 4) (que corresponde al número 3) aprobado por el Senado).


- La letra a), sustituida por el literal a), y la letra d), sustituida por el literal b), ambas del número 6) (que corresponde al número 5) aprobado por el Senado).

- La letra h), sustituida por el literal e), del número 7) (que corresponde al número 6) aprobado por el Senado).

- El literal a) del número 10) (que corresponde al número 9) aprobado por el Senado).

- Los artículos 21 ter, 21 quáter, 21 quinquies y 21 sexies del número 11) (que corresponde al número 10) aprobado por el Senado).

- El literal c) rechazado (previamente aprobado por el Senado), y la letra l), sustituida por el literal c) (que corresponde al literal d) aprobado por el Senado),  del número 13) (que corresponde al número 13) aprobado por el Senado).

- El inciso primero del artículo 25, del número 14) (que corresponde al número 14) aprobado por el Senado).

- El número 24) (que corresponde al número 26) aprobado por el Senado).

- El número 25) (que corresponde al número 27) aprobado por el Senado).

- El número 35) (que corresponde al número 37) aprobado por el Senado).

- El número 36) (que corresponde al número 38) aprobado por el Senado).

- El nuevo número 37).

- El nuevo literal a) y la nueva oración final propuesta para el literal d), del número 40) (que corresponde al número 41) aprobado por el Senado).

- El rechazo del número 42).

- Los artículos 81 bis y 81 ter del número 43) (que corresponde al número 45) aprobado por el Senado).

- El nuevo número 44).

- Los artículos 104 bis, 104 quáter, 104 quinquies y 104 septies del nuevo número 45).

Modificaciones al artículo 4°:

- El nuevo número 1).

- El número 2) (que corresponde al número 1) aprobado por el Senado).

Los nuevos artículos 6°y 7°.

Modificaciones a los artículos transitorios:

- El inciso primero del artículo segundo.

- El artículo cuarto.

- El artículo sexto (que corresponde al artículo quinto transitorio aprobado por el Senado).

El Presidente de la instancia, Honorable Senador señor Montes, propuso que la Comisión se pronunciara, en una sola votación, sobre la totalidad de los asuntos de su competencia.  Acto seguido, puso en votación su propuesta.  

Fundamentando su voto, el Honorable Senador señor Coloma manifestó disentir de dicha modalidad.

Dio a conocer, asimismo, sus reparos a la forma en tendrá que desempeñar su trabajo la Comisión Mixta que se pretende constituir. Como se sabe, debe resolver sobre las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras y en todo caso ceñirse a las ideas matrices del proyecto de ley. No puede transformarse, en consecuencia, en nueva vía legislativa que actúe remplazando a las Cámaras del Congreso Nacional.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó compartir, sin perjuicio de votar favorablemente la propuesta del señor Presidente, la crítica formulada por el Senador señor Coloma. Lo que se está haciendo, dejar a la Comisión Mixta la resolución de aspectos controvertidos del proyecto de ley, obliga a realizar un trabajo muy serio y mancomunado entre Gobierno, oficialismo y oposición.

Agregó que si esta misma discusión hubiese tenido lugar tiempo atrás, habría sido partidario de que se presentara un nuevo proyecto de ley. Ahora, como los tiempos apremian, el de la Comisión Mixta parece ser el camino más apto disponible. Es indudable, concluyó, que todo el país quiere avanzar en el proceso de descentralización. Pero también es cierto que quiere hacerlo bien. 

El Honorable Senador señor Montes, que anunció su voto a favor, reiteró sus aprensiones en relación con el modelo que se pretende instaurar en Chile. Por lo mismo, advirtió que sería un error que el Gobierno calificara con urgencia el proyecto que debe revisar la Comisión Mixta. Los tiempos, más bien, debieran ser determinados por el ritmo de trabajo de esa instancia y la madurez de sus conclusiones. 

La propuesta del señor Presidente de la Comisión fue aprobada con los votos favorables de los Honorables Senadores señores García, Montes, Tuma y Zaldívar. Se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.

En consecuencia, fueron puestas en votación en un mismo acto, de manera conjunta, todas las enmiendas de competencia de la Comisión de Hacienda, individualizadas precedentemente, que fueran introducidas por la Cámara de Diputados en segundo trámite constitucional.

Fundamentando su voto, el Honorable Senador señor García manifestó concurrir al rechazo de las señaladas enmiendas en mérito del acuerdo político al que hiciera referencia el señor Subsecretario de Desarrollo Regional, alcanzado en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado.

El Honorable Senado señor Coloma dio a conocer su voto de abstención, por las mismas consideraciones expuestas al momento de votar la propuesta del Presidente de la Comisión para pronunciarse, en un solo acto, sobre todos los asuntos de competencia de la misma.

El Honorable Senador señor Tuma anunció su voto en contra de las enmiendas de competencia de la Comisión de Hacienda. Lo hizo en el entendido, por una parte, de que es la manera de viabilizar la constitución de la Comisión Mixta que permitirá superar las discrepancias suscitadas entre las dos Cámaras; y, por otra, de que el Ejecutivo no impondrá una urgencia legislativa que impida la participación de todos los sectores interesados en un proyecto de ley tan relevante como este.

El resultado de la votación fue el siguiente: cuatro votos por el rechazo (de los Honorables Senadores señores García, Montes, Tuma y Zaldívar), y una abstención (del Honorable Senador señor Coloma).

Por consiguiente, fueron rechazadas por cuatro votos en contra y una abstención las siguientes enmiendas, de competencia de la Comisión de Hacienda, aprobadas por la Cámara de Diputados en segundo trámite constitucional:


Modificaciones al artículo 1°:


- La letra p) agregada por el literal b) del nuevo número 1).


- El inciso segundo del artículo 13, del número 4) (que corresponde al número 3) aprobado por el Senado).


- La letra a), sustituida por el literal a), y la letra d), sustituida por el literal b), ambas del número 6) (que corresponde al número 5) aprobado por el Senado).

- La letra h), sustituida por el literal e), del número 7) (que corresponde al número 6) aprobado por el Senado).

- El literal a) del número 10) (que corresponde al número 9) aprobado por el Senado).

- Los artículos 21 ter, 21 quáter, 21 quinquies y 21 sexies del número 11) (que corresponde al número 10) aprobado por el Senado).

- El literal c) rechazado (previamente aprobado por el Senado), y la letra l), sustituida por el literal c) (que corresponde al literal d) aprobado por el Senado),  del número 13) (que corresponde al número 13) aprobado por el Senado).

- El inciso primero del artículo 25, del número 14) (que corresponde al número 14) aprobado por el Senado).

- El número 24) (que corresponde al número 26) aprobado por el Senado).

- El número 25) (que corresponde al número 27) aprobado por el Senado).

- El número 35) (que corresponde al número 37) aprobado por el Senado).

- El número 36) (que corresponde al número 38) aprobado por el Senado).

- El nuevo número 37).

- El nuevo literal a) y la nueva oración final propuesta para el literal d), del número 40) (que corresponde al número 41) aprobado por el Senado).

- El rechazo del número 42).

- Los artículos 81 bis y 81 ter del número 43) (que corresponde al número 45) aprobado por el Senado).

- El nuevo número 44).

- Los artículos 104 bis, 104 quáter, 104 quinquies y 104 septies del nuevo número 45).

Modificaciones al artículo 4°:

- El nuevo número 1).

- El número 2) (que corresponde al número 1) aprobado por el Senado).

Los nuevos artículos 6°y 7°.

Modificaciones a los artículos transitorios:

- El inciso primero del artículo segundo.

- El artículo cuarto.

- El artículo sexto (que corresponde al artículo quinto transitorio aprobado por el Senado).

- - -

INFORME FINANCIERO


Se deja constancia, a continuación, de los informes financieros elaborados por la Dirección de Presupuestos durante la tramitación del proyecto de ley en la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional.


En primer lugar, el Informe Financiero N° 10, de 20 de enero de 2015, presentado en relación con una indicación sustitutiva formulada a la iniciativa legal. Su tenor es el siguiente:


“I. Antecedentes.

La presente Indicación Sustitutiva tiene como objetivo sustituir el Proyecto de Ley que profundiza la regionalización del país aprobado por el H. Senado en primer trámite constitucional con fecha 08.01.2014. Dicho cuerpo legal introducía, dentro de sus principales contenidos, un procedimiento de transferencia de competencias desde los ministerios y servicios a uno o más gobiernos regionales, y disponía la obligatoriedad de los convenios de programación que señala la Ley N°19.175 en su art. 81.

Mediante esta Indicación se perfecciona y profundiza en los ámbitos antes señalados, además de incorporar dos nuevos temas: la eliminación de la identificación de las regiones mediante números y la administración de áreas metropolitanas.

En forma específica, respecto a los puntos antes señalados, se incluye lo siguiente:

a) Mecanismos de transferencia de competencias a gobiernos regionales:

Contempla la posibilidad de transferir competencias, en forma temporal o permanente, a uno o más gobiernos regionales, pudiendo iniciarse desde el nivel central o del propio Gobierno Regional. El procedimiento de transferencia tiene carácter administrativo, permitiendo que competencias ejercidas por un ministerio o servicio pasen a ser desempeñadas por los gobiernos regionales, pudiendo no obstante revocarse la transferencia de funciones y atribuciones, de manera fundada.

Los ámbitos en los cuales se podrá transferir funciones y atribuciones son: ordenamiento territorial, fomento de actividades productivas y desarrollo social y cultural.

b) Modificaciones a la estructura de los gobiernos regionales:

El establecimiento de un mecanismo de transferencia de funciones y atribuciones deriva en una ampliación del ámbito de acción de los gobiernos regionales, lo que tiene como consecuencia una adecuación de su estructura, que se traduce en la creación de tres nuevas divisiones: Fomento e Industria, Infraestructura y Transportes y Desarrollo Social y Humano, lo que implica la creación de los cargos de Jefe de División y la incorporación de 3 profesionales en cada una de las nuevas Divisiones, para cada Gobierno Regional.

Junto con lo anterior, se mantiene la figura creada en el Proyecto de Ley original del Administrador Regional, funcionario que colabora en forma directa con el Intendente y de exclusiva confianza de éste, encargado de la gestión administrativa del Gobierno Regional y de la coordinación de sus divisiones.

Asimismo, con el objeto de fortalecer el principio de probidad administrativa se crea el cargo de Auditor Interno, en cada uno de los gobiernos regionales.

Cabe señalar que además se establece un proceso de selección de los Jefes de División mediante un procedimiento análogo al de Alta Dirección Pública (ADP).

c) Creación del concepto de “Área Metropolitana”:

Se establece que un área metropolitana corresponde a una extensión territorial formada por dos o más comunas en una región, que compartan infraestructura y servicios urbanos, que en conjunto superen los 250.000 habitantes.

Su creación implica la formación de un Departamento de Áreas Metropolitanas, que funcionará dentro de la División de Planificación y Desarrollo de Gobierno Regional, con un Jefe de Depto. y 3 profesionales.

d) Eliminación de la identificación de las regiones mediante un número:

Se establece que las regiones se denominarán sólo con sus nombres, tal como se detalla en el art. 7° del presente cuerpo legal. En dicho artículo se señala además que podrán utilizarse abreviaciones de dichos nombres, en base a un D.S. que dicte para estos efectos el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

e) Obligatoriedad de los Convenios de Programación e Incorporación de Convenios de Programación Territorial:

Se establece que los convenios de programación serán íntegramente obligatorios para todas las partes celebrantes. No obstante, el nivel de cumplimiento exigible estará sujeto a los recursos que se hayan aprobado en la Ley de Presupuestos de cada año para estos fines.

Asimismo, los gobiernos regionales podrán establecer convenios de programación territorial con uno o más servicios públicos o municipios, para el desarrollo de proyectos de impacto comunal e intercomunal.

Se establece que para los proyectos ejecutados en virtud de convenios mandato, la responsabilidad principal de fiscalización corresponderá a la unidad técnica mandatada.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El Proyecto de Ley se estima implicará un mayor gasto fiscal anual, en régimen, de $9.998 millones, en moneda del año 2015. Asimismo, considera gastos por una vez de $1.087 millones.

De acuerdo con las disposiciones señaladas en el punto anterior, los conceptos de gasto considerados se señalan a continuación:

1. Personal de planta del Gobierno Regional en Nuevas Divisiones: De acuerdo con la Escala Única de Sueldos (EUS) vigente al mes de diciembre de 2014 y la estructura señalada en el art. 4° del Proyecto de Ley, se estima que el personal de planta adicional (directivos y profesionales), que ascienden a 210 personas a nivel país, implicará un mayor gasto fiscal de $6.573 millones.

2. Personal de planta del Gobierno Regional en Depto. de Áreas Metropolitanas: En forma análoga al punto anterior, según la estructura de la planta señalada en el art. 6° del Proyecto de Ley, considerando una mayor dotación de 60 personas a nivel país, implicará un mayor gasto de $1.718 millones.

3. Gastos operacionales: Se estima un mayor gasto por $1.707 millones, en base a la actual estructura de gastos operacionales y dotaciones de personal de los gobiernos regionales, considerando 18 personas adicionales en cada Gobierno Regional (270 personas a nivel país).

4. Gastos administrativos para selección de cargos en modalidad similar a Alta Dirección Pública (gasto por una sola vez).

Se estima que para la realización del proceso de selección de los 6 Jefes de División de cada uno de los gobiernos regionales se tendrá un mayor gasto a nivel país de $472 millones.

5. Inversión (gasto por una sola vez).

En función del mayor N° de personas ya descritos, se estima que, para un nivel mínimo de instalación de éstas, se requieren recursos para equipamiento físico (mobiliario, máquinas, etc.) y computacional (licencias y equipos propiamente tales), estimándose un gasto a nivel país de $615 millones.”.

En segundo lugar, el siguiente Informe Financiero N° 127, de 1 de septiembre de 2015, relativo también a indicaciones presentadas por el Ejecutivo:

“I. Antecedentes.

Las indicaciones que se presentan al Proyecto de Ley de Fortalecimiento de la Regionalización contribuyen a perfeccionar el proyecto original, particularmente en lo relativo a la formulación de los planes regionales de ordenamiento territorial.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Las modificaciones propuestas al Proyecto de Ley a través de las presentes indicaciones no irrogan mayor gasto fiscal. En consecuencia, no modifican lo informado en el I.F. N°010, de fecha 20 de enero de 2015.”.

En tercer término, el siguiente Informe Financiero N° 027, de 16 de marzo de 2016, en relación, asimismo, por una indicación de iniciativa del Ejecutivo:

“I. Antecedentes.

En lo sustancial, la presente Indicación crea la Unidad de Control en cada Gobierno Regional, modificándose el art. 6° del Proyecto, el cual en primera instancia incorporaba el cargo de auditor interno, siendo reemplazado por el de Jefe de Unidad de Control.

La Unidad de Control será la encargada de la auditoría operativa interna del Gobierno Regional, fiscalizará la legalidad de sus actuaciones y controlará su ejecución presupuestaria y financiera. Asimismo, colaborará con el Consejo Regional en su función fiscalizadora, debiendo presentar informes trimestrales con el estado de avance presupuestario. De igual forma, conocerá de reclamos de terceros.

Respecto al perfil del jefe de unidad, será un profesional del área de la auditoría o con especialidad en la materia. En cuanto a su nombramiento, el cargo se proveerá mediante concurso público.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La presente Indicación al Proyecto de Ley no irroga mayor gasto fiscal. No obstante, se estima pertinente actualizar a moneda del año 2016 todos los gastos del Proyecto, señalados en detalle en el Informe Financiero N°010 de 20 de enero de 2015. Cabe recordar además que el posterior Informe Financiero N°127 de 01 de septiembre de 2015, asociado a indicaciones en materia de ordenamiento territorial, señala que esas indicaciones no irrogan mayor gasto fiscal.

En moneda del año 2016, el Proyecto de Ley se estima implicará un mayor gasto fiscal anual, en régimen, de $10.378 millones. Asimismo, considera gastos por una vez de $1.128 millones en igual moneda. De acuerdo con las disposiciones señaladas en el Proyecto de Ley, los conceptos de gasto considerados son los siguientes:

1. Personal de planta del Gobierno Regional en Nuevas Divisiones: De acuerdo con la Escala Única de Sueldos (EUS) y la estructura señalada en el art. 6° del Proyecto de Ley, se estima que el personal de planta adicional (directivos y profesionales), que ascienden a 210 personas a nivel país, implicará un mayor gasto fiscal de $6.823 millones.

2. Personal de planta del Gobierno Regional en Depto. de Áreas Metropolitanas: En forma análoga al punto anterior, según la estructura de la planta señalada en el art. 7° del Proyecto de Ley, considerando una mayor dotación de 60 personas a nivel país, implicará un mayor gasto de $1.783 millones.

3. Gastos operacionales: Se estima un mayor gasto por $1.772 millones, en base a la actual estructura de gastos operacionales y dotaciones de personal de los gobiernos regionales, considerando 18 personas adicionales en cada Gobierno Regional (270 personas a nivel país).

4. Gastos administrativos para selección de cargos en modalidad similar a Alta Dirección Pública (gasto por una sola vez): Se estima que para la realización del proceso de selección de los 6 Jefes de División de cada uno de los gobiernos regionales se tendrá un mayor gasto a nivel país de $490 millones.

5. Inversión (gasto por una sola vez): En función del mayor N° de personas ya descritos, se estima que, para un nivel mínimo de instalación de éstas, se requieren recursos para equipamiento físico (mobiliario, máquinas, etc.) y computacional (licencias y equipos propiamente tales), estimándose un gasto a nivel país de $638 millones.”.

Finalmente, el Informe Financiero N° 34, de 4 de abril de 2016, emitido en relación con una nueva indicación formulada al proyecto de ley. Su contenido es el que sigue:

 “I. Antecedentes.

La presente Indicación introduce nuevas modificaciones al Proyecto de Ley de Fortalecimiento de la Regionalización, contribuyendo a perfeccionar el proyecto original. En lo sustancial, éstas consideran lo siguiente:

a) Se precisan aspectos relativos a la formulación de los planes regionales de ordenamiento territorial.

b) Se establece la necesidad de una adecuada coherencia y concordancia de las funciones generales, de ordenamiento territorial, de fomento de las actividades productivas y de desarrollo social y cultural, con las respectivas políticas públicas nacionales.

c) Se restablece la posibilidad de constituir áreas metropolitanas en cada región, administradas por el Gobierno Regional respectivo, estableciéndose para estos efectos un departamento de áreas metropolitanas en la mencionada institución.

d) En vínculo con lo anterior, se plantea la posibilidad de crear un programa presupuestario denominado “Fondo de Inversión Metropolitana”, cuyo financiamiento provendrá del programa presupuestario de Inversión Regional de la respectiva región.

e) Se reemplaza el actual literal f) del artículo 3 de la Ley N°18.695 (Orgánica Constitucional de Municipalidades), introduciendo adecuaciones respecto a los mecanismos de responsabilidad sobre recolección, transporte y/o disposición de residuos domiciliarios (de los municipios y del Gobierno Regional), así como de las sanciones respectivas.

f) Se establece que los planes regionales de ordenamiento territorial podrán aprobarse sólo una vez que entre en vigencia la política nacional de ordenamiento territorial y la reglamentación respectiva.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La presente Indicación al Proyecto de Ley no irroga mayor gasto fiscal. No obstante, cabe señalar que en el Informe Financiero N°027 de fecha 16 de marzo de 2016 se actualizaron a moneda del año 2016 todos los gastos del Proyecto, señalados en detalle en el Informe Financiero N°010 de 20 de enero de 2015. Esto incluye el establecimiento de los departamentos de áreas metropolitanas señaladas en la letra c) del punto anterior. Esto, por cuanto el proyecto original contemplaba en su artículo 7° el personal respectivo y el Informe Financiero N°010 consideraba dichos cargos.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 21 de diciembre de 2016 y 15 de marzo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas (Presidente) y Eugenio Tuma Zedán. 

Sala de la Comisión, a 21 de marzo de 2017.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL FORTALECIMIENTO DE LA REGIONALIZACIÓN DEL PAÍS

(7.963-06)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en cumplimiento del acuerdo adoptado por la Sala del Senado en sesión del día 14 de marzo de 2017, tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en tercer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A una de las sesiones en que la Comisión estudió este proyecto, concurrieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Tuma, Moreira, Pizarro y Quinteros.





A las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; la Jefa de la División de Políticas y Estudios, señora Viviana Betancourt; el Jefe del Departamento de Políticas, señor Osvaldo Henríquez; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; los asesores señores Erik Adio, José Luis Donoso y Rodrigo O’Ryan, y la Jefa de Comunicaciones, señora María José Farías.


Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, asistieron el Subsecretario, señor Gabriel de la Fuente, y los asesores señoras Bernardita Nazar, Verónica Pinilla y Elvira Oyanguren y señores Guillermo Briceño, Gonzalo Frei, Gabriel Osorio y Giovanni Semería.


Especialmente invitados concurrieron el señor Gabriel Bocksang, Doctor en Derecho, Universidad de París; profesor de Derecho Administrativo de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile; el señor José Antonio Ramírez, Doctor en Derecho, Universidad Complutense de Madrid; Facultad de Derecho, Pontificia Universidad Católica de Chile, y el señor Fabián Huepe, Doctor en Derecho, profesor de Derecho Administrativo del Departamento de Derecho Público de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad de Concepción.

Por la Fundación Chile Descentralizado… Desarrollado, asistieron el Presidente Nacional, señor Heinrich von Baer, el Vicepresidente Zona Norte, señor Fernando Rivas, y el Vicepresidente Zona Sur, señor Patricio Vergara.





En representación de la Asociación Nacional de Consejeros de los Gobiernos Regionales, ANCORE, participaron su Presidente, señor Marcelo Carrasco, y los Directores señora Claudia Faúndez y señores Manuel Hernández, Gustavo Kausel y Héctor Rocha.


Igualmente, estuvieron presentes las Consejeras Regionales de Antofagasta, señoras Alejandra Oliden y María Eugenia Ramírez; el Consejero Regional de Los Ríos, señor Elías Sabat, y el Consejero Regional de Los Lagos, señor Manuel Rivera.





Concurrió el asesor legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.





Por la Fundación Jaime Guzmán, participaron los asesores señora Mikaela Romero y señores Carlos Oyarzún, Héctor Mery y Benjamín Rug.





Del mismo modo, estuvieron presentes el asesor del Honorable Senador señor Bianchi, señor Claudio Barrientos; la asesora del Honorable Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega; los asesores del Honorable Senador Espina, señores Nicolás Duhalde y Fredy Vásquez; los asesores del Honorable Senador señor Prokurica, señora Carmen Castañaza y señor Rodrigo Suárez; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck; los asesores del Honorable Senador señor Quinteros, señora Melissa Mallega y señor Jorge Frites; el asesor del Comité RN, señor Paul Krohmer; los asesores del Comité PS, señores Francisco Aedo, Juan Peña y Héctor Valladares; los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señor Sebastián Abarca, y la asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento se remite, en esta materia, a lo consignado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en el informe evacuado en este tercer trámite constitucional.

EXPOSICIONES Y DEBATES POR LA COMISIÓN


Antes de realizar la revisión de las modificaciones introducidas al proyecto en segundo trámite constitucional por la Cámara de Diputados, la Comisión estimó pertinente analizar el contenido global del proyecto, escuchando, para estos efectos, a representantes del Ejecutivo, a académicos especialistas en la materia en estudio y a miembros de la Asociación Nacional de Consejeros de los Gobiernos Regionales de Chile, ANCORE.


A continuación, se da cuenta de las exposiciones escuchadas por la Comisión y de los intercambios de pareceres que se produjeron.


En primer término, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, ofreció la palabra a la señora Viviana Betancourt, Jefa de la División de Políticas y Estudios de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


La señora Betancourt manifestó que el Gobierno apoya el criterio adoptado anteriormente por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, en cuanto a reservar para una Comisión Mixta la solución de las divergencias que han surgido en la tramitación de este proyecto entre ambas Cámaras del Parlamento. En efecto, señaló, en segundo trámite constitucional la iniciativa fue objeto de diversas enmiendas en la Cámara de Diputados, las cuales modificaron su texto considerablemente. Añadió que en dicha Corporación se aprobó un conjunto de indicaciones, varias de ellas sustitutivas, que han dado lugar a una serie de discrepancias y, por ende, a la necesidad de formar una Comisión Mixta, de manera que, reunidos representantes de ambas Cámaras, puedan adoptar las resoluciones del caso.


Anunció que, a continuación, el señor Osvaldo Henríquez, Jefe del Departamento de Políticas de la ya indicada División, explicaría los lineamientos centrales de esta iniciativa.


Acto seguido, el señor Henríquez realizó una exposición que abarcó las siguientes materias:


- Nuevas competencias o funciones en el proyecto de ley.

- Procedimiento para la transferencia de competencias.

- Competencias del Intendente y del Consejo Regional.

- Adecuación de la organización del servicio administrativo del Gobierno Regional.

- Competencias en Áreas Metropolitanas.


Basó la revisión de estos aspectos en un documento escrito del siguiente tenor:

“Nuevas competencias para el Gobierno Regional

Competencias que entran en vigencia promulgada la ley:
- Elaborar y aprobar el Plan Regional de Ordenamiento Territorial (PROT).
- Elaborar y proponer un proyecto de zonificación del borde costero de la región al Ministerio de Defensa.

- Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamiento. Le corresponderá decidir sobre la referida localización, en caso de que no exista acuerdo entre las municipalidades de la correspondiente región.
- Aprobar la identificación de territorios como zonas rezagadas en materia social, en coherencia con la política nacional.

Competencias en fomento productivo:
- Aprobar el plan regional de desarrollo turístico.

- Promover y diseñar acciones para el fomento productivo en coordinación con los niveles nacional y municipal.

- Promover la implementación de oficinas comunales de fomento productivo e innovación.

- Fijar la política regional de innovación y desarrollo propuesta por el Comité Regional de Innovación y Desarrollo.

- Formular políticas regionales de fomento de las actividades productivas.

- Integrar y aplicar en su gestión las políticas nacionales considerando las prioridades regionales.

Competencias en desarrollo social:
- Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos con énfasis en grupos vulnerables o en riesgo social, así como su financiamiento.

- Financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural.  Promover el fortalecimiento de la identidad regional.
- Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte, así como su financiamiento.

Competencias en materia de Inversión pública:
- Elaborar y aprobar el Anteproyecto Regional de Inversiones (ARI).

- Se incorporan los municipios en los convenios de programación, los que serán íntegramente obligatorios para todas las partes celebrantes.

- Los gobiernos regionales, a través de una resolución, podrán suscribir convenios territoriales para la ejecución de iniciativas con municipalidades y/o servicios públicos, los que pueden ser anuales o plurianuales.

Sistema de transferencia de competencias:
Modalidad 1

El gobierno regional lo podrá desarrollar, total o parcialmente, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo. Los recursos para la ejecución y gestión de las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente al respectivo Gobierno Regional en la Ley de Presupuestos del Sector Público.
Modalidad 2

La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello, el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo.  Los recursos para la ejecución y gestión de las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la Ley de Presupuestos del Sector Público.
Del procedimiento:

Iniciativa: gobierno regional (Intendente y/o Consejo Regional (2/3) y/o gobierno nacional.


Inicio: solicitud del gobierno regional al Presidente de la República, la que deberá contar con un estudio que fundamente los beneficios de la propuesta de transferencia, incluyendo informes de impacto financiero y de eficacia y eficiencia.


Comisión: la formará un representante del Ministerio requerido; un representante del Ministerio de Hacienda; un representante del ministerio sectorial que corresponda y del o los directores nacionales de servicios, según sea el caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas o se pretenda transferir; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.


La Comisión analizará las competencias que se requieren o que se ha solicitado transferir, las condiciones actuales del respectivo gobierno regional y las que se exigirán como condición de la transferencia.


Secretaría ejecutiva: la SUBDERE emitirá los informes que le sean requeridos por la Comisión.


Plazo para emitir opinión: 90 días, contados desde la publicación del decreto supremo ya indicado, pudiendo ampliarse hasta 6 meses, en el caso que se requieran informes complementarios y/u opiniones externas. Podrá proponer modificaciones.


Aprobación: si el informe de la Comisión es favorable a la transferencia, se requerirá aprobación por la mayoría de los miembros en ejercicio del respectivo consejo regional respecto a las condiciones fijadas por aquélla para realizar la transferencia.  En caso de no existir aprobación, el proceso se entenderá terminado sin que proceda la transferencia.


Resolución y transferencia: el Presidente de la República resolverá, con arreglo a lo dispuesto en el presente párrafo, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal e) y la aprobación del respectivo consejo regional.

Convenio de transferencia:

El decreto supremo que transfiere la competencia contendrá:


a) Las competencias transferidas.


b) Los recursos humanos.


c) Los recursos físicos.


d) Los recursos financieros que se transfieren.


e) La modalidad en que se materializará dicha transferencia a) o b).


f) El plazo fijo o indefinido.


g) Las condiciones de inicio que se exigirán al gobierno regional para materializar la transferencia de competencias.


h) Las condiciones con que el gobierno regional deberá ejercer las atribuciones transferidas.


i) La forma en que se hará el seguimiento de la transferencia efectuada.


j) Las demás materias necesarias para asegurar un adecuado ejercicio de las competencias transferidas en el nivel regional.

Revocabilidad:

a) Las competencias a plazo fijo no podrán tener una duración inferior a un año.


b) Las competencias a plazo fijo podrán ser renovadas por igual período previo informe favorable de la Comisión.


c) Operará en caso de:


- Una deficiente prestación de servicios a la comunidad;


- Ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos;

- La falta de coherencia con las políticas nacionales en la materia transferida o la no aplicación de éstas en el ejercicio de las competencias;

- La duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.


Origen de la revocación: gobierno regional o gobierno nacional.


Resolución: del Presidente de la República mediante decreto supremo.

Competencias del intendente y el consejo regional:

General: salvo disposición expresa en contrario, cuando la ley requiera la opinión o acuerdo del gobierno regional, el intendente en su calidad de órgano ejecutivo de aquel deberá someterlo previamente al acuerdo del consejo regional.


El intendente:


a) Formular y elaborar la ERD, PROT, políticas y planes para el desarrollo de la región en materias de fomento e industria, sociales y culturales, ordenamiento del territorio, infraestructura y transporte, entre otras.


b) Someter al consejo regional las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución.


c) Someter al consejo regional el proyecto de presupuesto y la distribución de recursos (FNDR, ingresos propios).


d) Coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región y que dependan o se relacionen con el gobierno regional.


e) Solicitar al Presidente de la República la transferencia de competencias previo acuerdo del consejo regional.

El consejo regional podrá:


a) Aprobar, modificar, sustituir o rechazar los proyectos y proposiciones que le presente el intendente en:


- Las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución.


- Proyecto de presupuesto del gobierno regional.


- La distribución del FNDR, ISAR, ingresos propios.


- Convenios de programación.


- Plan de zonas rezagadas.


- Anteproyecto regional de inversiones.


- Plan regional de desarrollo turístico.


- La solicitud de transferencia de competencias.


- Aprobar plan regional de ordenamiento territorial, zonificación del uso del borde costero.

Gobierno regional:
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Nuevas divisiones y Administrador Regional:

Administrador Regional: colaborará con el Intendente Regional en la administración del servicio administrativo del Gobierno Regional.


La División de Infraestructura y Transportes: será la encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, obras de infraestructura y equipamiento regional y gestión de transporte.


La División de Desarrollo Social y Humano: se encargará de proponer y promover planes y programas de alcance regional, conducentes a la igualdad de derechos y oportunidades y a la cohesión social.


La División de Fomento e Industria: será la encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, destinados a estimular el desarrollo de la innovación y de nuevas capacidades empresariales, facilitando la incorporación de las nuevas tecnologías que propendan a favorecer el crecimiento sostenido, integrado y sustentable de la región respectiva, proponiendo y promoviendo instrumentos de fomento productivo.

Jefe de Unidad de Control Regional:


Es nombrado por el intendente a través de un concurso público. Las bases y el nombramiento son una atribución del consejo regional, de acuerdo a la proposición del intendente. La unidad dependerá del intendente y asesorará al consejo regional en su facultad de fiscalización.


Sus funciones son:

- Emitir informes trimestrales al consejo regional respecto del ejercicio presupuestario o financiero del gobierno regional.


- Representar al intendente los actos del gobierno regional que estime ilegales.


- Informar al intendente y al consejo regional sobre los reclamos de terceros que hayan sido contratados por el gobierno regional para la adquisición de activos no financieros, o la ejecución de iniciativas de inversión dentro de la región.


- Proveer de informes respecto de la gestión del gobierno regional que le hayan sido solicitados por el consejo regional y que hayan sido aprobados por a lo menos 1/3 de los CORES.

Cada gobierno regional tendrá:


Un Comité Regional de Innovación y Desarrollo, el que podrá ser constituido con participación ad-honorem de integrantes de los sectores público y privado.  Un reglamento del Ministerio de Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, establecerá las normas relativas a su integración y las modalidades de funcionamiento, así como las demás reglas necesarias para su ordenado funcionamiento.


Un Consejo de la Sociedad Civil, como órgano de carácter consultivo, que estará conformados de manera diversa, representativa y pluralista, por integrantes de asociaciones sin fines de lucro que tengan relación con las competencias del gobierno regional.

Competencias en materia de Áreas Metropolitanas:

- El gobierno regional, en las regiones donde se constituyan las áreas metropolitanas –esto es, conurbaciones de comunas de más de 250 mil habitantes-, será su administrador.  En ese caso, el gobierno regional se denominará Gobierno Regional Metropolitano.


- El gobierno regional tendrá un Comité Consultivo compuesto por los alcaldes de las comunas integrantes del área metropolitana.

Competencias:


- El plan maestro de transporte urbano metropolitano y sus modificaciones.


- El plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público y sus modificaciones.


- La operación directa de la recolección, transporte y/o disposición final de los residuos sólidos domiciliarios, previa conformidad de las municipalidades respectivas.


- El sentido del tránsito vehicular de las vías urbanas definidas como intercomunales, en coordinación con la Secretaría Regional Ministerial de Trasporte y Telecomunicaciones.

Departamento de Áreas Metropolitanas:


a) La coordinación e interacción del gobierno regional con los órganos administrativos de la administración central.


b) La coordinación de los planes maestros de transporte urbano metropolitano y sus modificaciones.


c) El plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público y sus modificaciones.


d) Actuar como secretaría ejecutiva del comité consultivo de alcaldes.

Comité Consultivo de Alcaldes:

a) Este órgano será presidido por el intendente.


b) Opinará sobre todas las iniciativas del gobierno regional en el área.


c) Participación obligatoria de a lo menos dos veces al año.


d) Las propuestas serán aprobadas por mayoría de los alcaldes.


e) Se regulará su funcionamiento por un reglamento regional.


Artículo 6°.- Créanse en las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, establecidas en la ley N° 19.379, los cargos que a continuación se indican:

	Planta/Cargos
	Grado
	N° de cargos

	Directivos – cargos de exclusiva confianza
	
	

	Administrador Regional
	3°
	1

	Jefe deDivisión
	4°
	3

	Jefe Unidad de Control
	5°
	1

	Profesionales
	
	

	Profesional
	5°
	3

	Profesional
	6°
	3

	Profesional
	7°
	3



Artículo 7°.- Créanse en las plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, establecidas en la ley Nº 19.379, los cargos que a continuación se indican, sujetos a la dictación de los respectivos decretos supremos que constituyan las áreas metropolitanas:
	Planta/Cargos
	Grado
	N° de cargos

	Directivos – cargos de carrera regidos por el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.
	
	

	Jefe Departamento Áreas Metropolitanas
	5°
	1

	Profesional
	6°
	1

	Profesional
	7°
	2


Informes financieros

(N° 127 01/09/2015 y N° 110 20/01/2015)

Efecto del proyecto sobre el presupuesto fiscal:

Se estima que el proyecto de ley implicará un mayor gasto fiscal anual, en régimen, de $ 9,998 millones (moneda 2015).  Asimismo, considera gastos por una vez por $ 1,087 millones.


Por concepto de:

Personal de planta del gobierno regional en nuevas divisiones:

- 210 personas implicarán un mayor gasto fiscal por $ 6.573 millones

- 60 personas para Depto. Áreas Metropolitanas: $ 1.718 millones

Gastos operacionales adicionales:

- Incremento de $1,707 millones
Gastos administrativos por una sola vez:

- Selección de personal SADP $ 472 millones

- Equipamiento $ 615 millones.”.

El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, ofreció la palabra a los asistentes en relación a los antecedentes recibidos.


El Honorable Senador señor De Urresti señaló que le asistía un conjunto de dudas con respecto al proyecto. A vía de ejemplo, expresó que se prevé la gradualidad para la aplicación de la transferencia de competencias, no obstante que no todas las regiones tienen la misma capacidad para implementarla. Igualmente, indicó que le provocan inquietudes las modalidades propuestas para materializar este proceso, las que importan algunas asimetrías para las regiones.


Del mismo modo, manifestó aprensiones en relación a la forma como el nuevo organigrama de los gobiernos regionales se armonizará con las actuales secretarías regionales ministeriales. Específicamente, instó a evitar que haya duplicidad de funciones entre estas últimas y las divisiones que se crean y a que haya racionalidad en esta materia, de modo que si aumenta el aparato público por una parte, disminuya por otra.


También le suscitó preocupación el tema de las áreas metropolitanas, respecto de las cuales opinó que el esquema que se ha presentado no está bien logrado. Sugirió realizar una revisión más detallada de este aspecto.


El Honorable Senador señor Tuma se refirió a la tramitación que ha tenido esta iniciativa, recordando que se inició durante el período del Gobierno anterior, mientras todavía no regía el sistema de elección directa del gobernador regional. Comentó que, en este momento, cuando el escenario constitucional ha tenido importantes modificaciones en esta materia, todo indica que será una Comisión Mixta la que se ocupará de completar el estudio de este proyecto. Ello, sostuvo, de ningún modo constituye la mejor manera de culminar el despacho de tan importante iniciativa.


El Honorable Senador señor Prokurica hizo presente que, según su parecer, el proceso de regionalización debe tener como meta lograr resultados y no frustraciones. Por tal razón, deploró que en este caso se dé la circunstancia de que la tramitación de este proyecto haya tenido un punto de partida que es distinto del marco regulatorio constitucional que existe en este momento en materia de elección y designación de autoridades regionales.


Por otra parte, formuló comentarios acerca de las nuevas competencias que corresponderán a los gobernadores regionales y al financiamiento previsto para los nuevos cargos, observando la necesidad de cuidar que también se financie adecuadamente el cumplimiento de las nuevas atribuciones que el proyecto prevé y que no haya dualidad de tareas entre éstas y otras autoridades. Instó, además, a precisar con nitidez cuáles serán las responsabilidades de unas y otras y a definir quien tendrá la misión de decidir y quien, la de ejecutar.


Del mismo modo, planteó la conveniencia de mantener una mirada global a este proceso, cuidando de aspectos como la manera como los gobernadores regionales elegidos se relacionarán con las empresas del Estado, las que seguirán siendo dirigidas desde la capital, sin mantener el necesario compromiso con las regiones.


Finalmente, llamó la atención sobre la pertinencia de orientar este proyecto hacia la satisfacción de las carencias de las distintas regiones, objetivo que, opinó, no se advierte en la presente iniciativa.


El señor Henríquez, Jefe del Departamento de Políticas de la SUBDERE, proporcionó una serie de explicaciones en relación a las inquietudes recién planteadas, a la luz de lo que dispone la normativa del proyecto.


Al finalizar la sesión, acogiendo una sugerencia del Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, se decidió continuar el estudio de este proyecto escuchando a algunos académicos expertos en esta materia.


En la sesión siguiente, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, ofreció la palabra al señor Gabriel Bocksang, Profesor de Derecho Administrativo de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile.


En primer término, el profesor Bocksang agradeció a la Comisión la oportunidad de participar en este debate, anunciando, a continuación, que formularía algunas observaciones tanto sobre la tramitación del proyecto como al contenido del mismo.


Llama la atención, dijo, la tramitación separada de dos boletines que tienen por objeto la modificación del régimen de la administración territorial chilena, que son el que se está informando, contenido en el Boletín N° 7.963-06, de que está conociendo el Senado en tercer trámite constitucional, y otro recién presentado por el Ejecutivo en la Cámara de Diputados, que ante todo modifica las nomenclaturas existentes en los textos actualmente vigentes en materia de gobierno y administración interior, Boletín N° 11.200-06.


Señaló que ambos proyectos están tan intrínsecamente imbricados, que la lógica sería presentar una iniciativa conjunta de modificación, a fin de evitar discordancias en el texto o duplicidades en la tramitación.


En concreto, respecto del proyecto en estudio sostuvo que es notorio que el texto sobre el que se está trabajando actualmente no está concebido bajo la lógica de la elección de los intendentes. Añadió que todo el trabajo realizado hasta el segundo trámite constitucional fue aprobado con anterioridad a la reforma constitucional aprobada por la ley N° 20.990, publicada el 5 de enero de 2017.


Declaró ignorar el tenor de las indicaciones que vayan a presentarse en esta etapa del procedimiento, pero dado el nuevo contexto normativo, ellas representarán una suerte de nuevo proyecto y no una mera adecuación del actualmente existente.


Por lo anterior, manifestó que es llamativo que se siga tramitando este proyecto en tercer trámite constitucional, tal como si las circunstancias del ordenamiento jurídico no hubiesen variado radicalmente. En estricto rigor, y más allá de la actuación que pueda desempeñar una Comisión Mixta en este contexto, el texto definitivo no será revisado con la misma profundidad que si se siguiera el curso normal del procedimiento legislativo desde un primer trámite. Una tramitación precipitada, afirmó, agravará las posibilidades de errar en el diseño del sistema, enfatizando que lo preferible sería presentarlo a primer trámite constitucional.


Desde su punto de vista, la única razón que explicaría esta precipitación -sin necesariamente justificarla-, es la urgencia que el Supremo Gobierno tiene para que se realicen las elecciones de gobernadores regionales a fines de este año 2017. La pregunta, agregó, es si la obtención de dicha finalidad justifica el empleo de cualquier medio en el sentido de (i) cualquier texto y (ii) cualquier tramitación parlamentaria.


Pasando al análisis del fondo del proyecto, dio a conocer las siguientes observaciones generales.


Consideró que, en razón de lo expresado, es patente que no pueden efectuarse comentarios en detalle respecto del texto discutido, dado que las indicaciones -o, si se diera, el futuro nuevo proyecto- podrían y deberían modificarlo sustancialmente.


Explicó que en el estado actual del texto, entre muchos otros aspectos, no aparece de ninguna manera cómo se va a dar la relación de poderes entre el Presidente de la República, el Gobernador Regional, el Gobierno Regional en su conjunto, el delegado presidencial regional, el delegado presidencial provincial y las municipalidades. Este, precisó, es un aspecto central en la nueva fisonomía de la administración territorial y mientras no se esclarezca con la mayor precisión posible no sería razonable anticipar un juicio ni negativo ni positivo sobre ello. Estimó que por su complejidad, cualquier regulación en esta materia va a ser un desafío muy interesante.


Sin embargo, prosiguió diciendo, sí pueden efectuarse algunas apreciaciones respecto de elementos que (i) se verían sustancialmente fundados en disposiciones constitucionales ya aprobadas, o bien (ii) resultan relativamente neutros en cualquiera sea la fórmula que finalmente se apruebe. Indicó que respecto de los primeros, se refiriría a la transferencia de competencias, y respecto de los segundos, al desarrollo de las áreas metropolitanas.

Abordando el mecanismo de la transferencia de competencias, señaló que éste es un condicionante de la entrada en vigor de la reforma y también un elemento central en la lógica de la misma. Sobre el particular, hizo presente que el inciso primero de la disposición 28ª transitoria de la Constitución Política dispone lo siguiente:


“La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en la oportunidad que señale la ley orgánica constitucional a que aluden los incisos cuarto y quinto del artículo 111 y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de competencias a los que se refiere el artículo 114.”.


La redacción de la norma, observó, por una parte, señala que la ley orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional, N° 19.175, deberá indicar la oportunidad para dicha elección. Pero, por otra, dispone que ello depende de la promulgación de la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de competencias a los que se refiere el artículo 114 de la Constitución Política.


Esto implica, prosiguió, que el elemento crucial para la entrada en vigor de la reforma no está dado por un régimen completo de las atribuciones y funciones de la administración territorial en el nuevo contexto constitucional, sino que está dado, puntualmente, por el procedimiento de transferencia de competencias a que se refiere el ya mencionado artículo 114 de la Carta Fundamental.

Aseveró que esta transferencia de competencias no es cualquier transferencia. El requisito no se vería satisfecho, por ejemplo, con una enumeración por vía legislativa del conjunto de atribuciones que tendrían el Gobernador Regional, el Gobierno Regional, el delegado presidencial regional y el delegado presidencial provincial.

En efecto, añadió, el artículo 114 de la Constitución establece que “La ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República transferirá a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.”.

Dedujo que la entrada en vigor de la reforma está dada, entonces, por un tipo específico de transferencia de competencias, que es la transferencia de competencias por vía presidencial, la cual constituye una figura totalmente nueva para nuestro ordenamiento jurídico.

En efecto, sostuvo, es una figura nueva y de fuerte connotación política, tendiente a una nueva forma de centralización. En la actualidad, las atribuciones de los Gobiernos Regionales, como las de cualquier organismo del Estado, son establecidas por el Poder Legislativo; es decir, por el Congreso Nacional conjuntamente con el Presidente de la República. El artículo 114 de la Constitución altera este principio, habilitando al Presidente de la República para disponer por sí mismo la distribución de las atribuciones o competencias de que gozarán los Gobiernos Regionales, sin participación alguna de la representación nacional que implica la labor del Congreso Nacional.

Hizo notar que en el estado actual de la tramitación del proyecto en estudio, las disposiciones referidas a esta transferencia de competencias se hallan contempladas entre los artículos 21 bis a 21 sexies de la ley N° 19.175, más algunas disposiciones dispersas en el articulado. En otras palabras, la aprobación de estas reglas referidas a las transferencias de competencias estaría cumpliendo una condición prevista por la disposición 28ª transitoria para dar lugar a las elecciones.

En cuanto al tenor del artículo 114 de la Constitución, recordó que sostuvo el año pasado ante la Cámara de Diputados que se trata de un mecanismo que no le satisfacía y que estima riesgoso para nuestra institucionalidad. Expresó que no pudo hacer lo mismo ante el Senado porque la tramitación ya estaba avanzada. No obstante, estima que es su deber señalarlo ahora, aun sabiendo que no se está discutiendo en estos momentos ninguna reforma al artículo 114 de la Carta Fundamental, porque estos artículos 21 bis a 21 sexies justamente tratan de esta transferencia de competencias.

Se señala, dijo, que este mecanismo presidencial de transferencia de competencias sería una clave para la descentralización efectiva. Informó que considera que no lo es y que puede llegar a ser incluso contraproducente para la descentralización.

Añadió que dependiendo de la versión que se adopte –sea la del primer trámite constitucional o la del segundo, el artículo 21 bis o 21 ter disponen que “el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales… una o más competencias de los ministerios y de los servicios públicos”. Ello, complementó, reitera lo dispuesto en el artículo 114 de la Constitución.

Advirtió que esta es una transferencia que puede ser diferenciada entre los diversos gobiernos regionales y que no es necesario que a todos los gobiernos regionales se les atribuyan exactamente las mismas competencias.

Por otra parte, señaló que estas transferencias son concebidas como revocables. Así se consigna en el artículo 21 quáter del texto del primer trámite y 21 sexies del segundo. Y ello, añadió, por distintos motivos -“entre otros motivos”-, sea por solicitud del Gobierno Regional, sea por solicitud del Presidente de la República.

Argumentó que los mecanismos de otorgamiento y de revocación de estas transferencias eran bastante neutros al momento en que fueron aprobados en primer y segundo trámite, porque se estaba bajo la lógica de los intendentes designados por el Presidente de la República, entre los cuales existe necesariamente una sintonía política, al menos en lo esencial.

Pero, afirmó, es necesario pensar en cómo podría funcionar este mecanismo tras la reforma a la Constitución Política. El Presidente de la República tendría la llave para controlar políticamente a todas las regiones chilenas, otorgándoles o revocándoles competencias dependiendo de la sintonía política que pudiera tener con los Gobernadores Regionales electos o con los Gobiernos Regionales en su conjunto, o con reciprocidades políticas de distinta naturaleza. Opinó que ya no sería una herramienta técnica de optimización de la satisfacción de las necesidades públicas y que se transformaría en una herramienta política de control de las regiones desde la Presidencia de la República.

Se preguntó si es verdaderamente este tipo de transferencia de competencias el que queremos implementar hoy en día, bajo el nuevo contexto constitucional. ¿No podría, conjeturó, entenderse que es un factor de tensión del sistema político en su conjunto y de una nueva centralización, una centralización 2.0, de énfasis presidencial, invisibilizada por la elección popular de los Gobernadores Regionales? Inquirió si no sería conveniente establecer transferencias de competencias sólidas, aprobadas por ley y que tuvieran que ser debatidas por la propia representación nacional en el Parlamento, tanto para otorgarlas como para revocarlas, de modo que no queden sometidas al vaivén de la alternancia de los gobiernos centrales y menos a un eventual prejuicio o precondicionamiento político del gobierno de turno, sea éste de izquierda, centro o derecha.


A mayor abundamiento, recordó la dependencia financiera que los Gobiernos Regionales tienen del Supremo Gobierno a través de la ley de presupuestos. Expresó que, financieramente, los Gobiernos Regionales son aún más dependientes que las Municipalidades de los ingresos de origen central. Se preguntó cómo se va a financiar el ejercicio de estas competencias traspasadas. Hizo notar que todavía no hay ley de rentas regionales. Agregó que la única respuesta con que hoy se cuenta es la que prevé el artículo 21 quáter, que dispone que “los recursos para la ejecución y gestión de las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente al respectivo Gobierno Regional en la ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Como se sabe, resumió, dicha ley depende eminentemente del Ejecutivo. Así, la descentralización que corresponde informar con los datos de que actualmente se dispone es la siguiente: las personas con derecho a voto de la región respectiva van a elegir a un Gobernador Regional, que encabezará un Gobierno Regional cuyas atribuciones estarán dadas por ley o por las transferencias de competencias otorgadas por el Presidente de la República. Respecto de las atribuciones dadas por ley, no hay datos relativos a la distribución entre Gobernador Regional, el delegado presidencial regional y el delegado presidencial provincial. Respecto de las competencias asignadas por transferencia de competencias -que es presidencial-, consideró que hay razones para estimar que ellas podrían estar expuestas a eventuales intervenciones políticas del Supremo Gobierno: (i) porque el mecanismo de transferencia de competencias es de resorte exclusivo del Presidente de la República, y (ii) porque los fondos con que se financiarán las competencias traspasadas dependerán del presupuesto nacional, que depende en gran medida del Supremo Gobierno.

Por todo lo anterior, concluyó que debiese modificarse el sistema de transferencia de competencias previsto en el artículo 114 de la Carta Fundamental y en el proyecto en estudio, dado que el mismo parece consolidar un nuevo tipo de centralización, muy políticamente expuesto al Supremo Gobierno a pesar de la elección de los Gobernadores Regionales. Afirmó que las nuevas competencias asignadas a los Gobiernos Regionales debieran ser establecidas por la ley y no por un decreto supremo emitido por el Presidente de la República. Así, dijo, se les dotará de mayor estabilidad, sobre todo pensando en una primera etapa en la que la nueva institucionalidad dará lugar a muchos ajustes y verificaciones. Finalmente, estimó que las transferencias de competencias presidenciales parecen sólo complicar la puesta en marcha de esta nueva institucionalidad.

Seguidamente, se refirió a la figura de las áreas metropolitanas.

Al respecto, manifestó que se trata de una figura bastante novedosa para el derecho chileno, a pesar de que ha sido largamente tratada en el derecho comparado. Recordó que el proyecto, en su segundo trámite constitucional, preveía un capítulo VIII para la ley N° 19.175, sobre esta materia.


Complementariamente, sostuvo que la administración de las áreas metropolitanas está siendo encargada al gobierno regional. Sin embargo, parece conveniente atender a dos aspectos de importancia, que vuelven a recordar el énfasis del Supremo Gobierno en todas estas materias. El artículo 104 quáter señala que el establecimiento de estas áreas metropolitanas se da por decreto supremo y, asimismo, que este decreto supremo deberá especificar las competencias transferidas para estas áreas metropolitanas. Es decir, coligió, nuevamente es el Presidente de la República el que determina el funcionamiento de la administración territorial y no el Gobierno Regional respectivo.

El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, agradeció la exposición del profesor Bocksang y, acto seguido, ofreció la palabra al señor Marcelo Carrasco, Presidente de la Asociación Nacional de Consejeros de los Gobiernos Regionales de Chile, ANCORE.


El señor Carrasco inició su intervención señalando que como Asociación, valoraron la convocatoria efectuada por la señora Presidenta de la República a la Comisión Asesora Presidencial para la Descentralización y el Desarrollo Regional, informando que dos miembros de la entidad que preside se integraron a la misma.


Agregó que también esa Asociación ha contribuido entregando insumos en diversas oportunidades a distintas comisiones del Congreso Nacional y a la Subsecretaría de Desarrollo Regional. Asimismo, apreció el esfuerzo de la Subsecretaría antes mencionada por intentar implementar un nuevo modelo en las regiones.


Afirmó que esperaban que luego del trabajo realizado por la ya referida Comisión Asesora Presidencial, se enviara a tramitación legislativa un proyecto de ley con cinco ejes centrales, recogiendo los aportes que esa Asociación había realizado. Añadió que, sin embargo, en definitiva solo se presentaron indicaciones sustitutivas a una iniciativa que ya se estaba tramitando.


Hizo presente su disposición para profundizar en todo lo que dice relación con la descentralización, ya que ésta constituye un elemento fundamental para el desarrollo del país. Se mostró partidario de mantener un Estado unitario, pero descentralizado, lo debe estar consagrado en nuestra Carta Fundamental. Por otra parte, expuso que están de acuerdo con la elección de la autoridad regional, la cual, sin embargo, debe ir asociada a un modelo preestablecido de gobierno en la región.


Señaló que la transferencia de competencias que tendrá la mencionada autoridad proviene de las atribuciones que la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional les confiere a los consejeros regionales. Pero por otra parte, añadió, serán los delegados presidenciales quienes contarán con las atribuciones que hoy tienen los intendentes.


Hizo presente su contrariedad respecto a la situación que se produjo cuando en la Cámara de Diputados se conocía el traspaso de competencias a regiones y, al mismo tiempo, el Senado discutía la elección de la primera autoridad regional. Discrepó de esta forma de legislar, en que se produjo la tramitación separada de dos proyectos que debían tener una mayor coordinación.

Seguidamente, pasó a comentar algunos aspectos de la iniciativa en estudio.


Como consideración general, estimó importante que el mencionado traspaso de competencias se realice de manera gradual y de acuerdo a las características que corresponden a cada región y su territorio. Como ejemplo, connotó que la Región de La Araucanía, de la cual proviene, ofrece problemas específicos que tienen que ver con el agua, la conectividad y la ocurrencia de conflictos sociales.

Indicó que si una región solicita el traspaso de determinadas competencias y el Gobierno central rechaza tal solicitud, un organismo imparcial debería ser el que dirima la situación, añadiendo que el Senado podría ser esa tercera instancia. Aseveró que, de lo contrario, nunca se producirá un traspaso real de competencias.

En cuanto al fortalecimiento de la probidad y la transparencia, manifestó que, actualmente, los gobiernos regionales poseen una estructura frágil de fiscalización y que los consejeros regionales no se encuentran dotados de la mencionada facultad. Al respecto, consideró que sería necesario que cada gobierno regional dispusiera de una contraloría interna para ocuparse de este aspecto con independencia del Ejecutivo y sujetándose técnicamente a la Contraloría General de la República, tal como ocurre actualmente en las Municipalidades a través de las unidades de control.


Por otra parte, se refirió al actual artículo 16 de la ley N° 19.175, que entre las funciones y atribuciones del gobierno regional, consagra la de elaborar y aprobar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto, los que deberá ajustar a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación.


Comentó que en el segundo trámite constitucional, esta norma fue objeto de modificaciones que vienen a debilitarla y que fueron rechazadas en su totalidad en el Senado por las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda. El texto que fue rechazado reza lo siguiente:


“a) Diseñar, elaborar, aprobar y aplicar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, los que deberán ser coherentes con la política nacional de desarrollo, el presupuesto de la Nación y la estrategia regional de desarrollo. Asimismo, en dicha labor deberán considerar los planes comunales de desarrollo;”.


Entre otros aspectos adicionales que comentó, manifestó que el gobierno regional debe articular el correspondiente territorio en su conjunto, combinando el ámbito local con el nacional, para lo cual se requiere un modelo distinto al planteado en el proyecto de ley en discusión. Recalcó que si se busca mantener un modelo de Estado más cercano a las personas, no se está siguiendo el camino correcto.


En materia de fortalecimiento de la regionalización, opinó que la presente iniciativa le resta atribuciones a los consejos regionales, cuyas autoridades son electas de forma democrática.


Hizo presente que hace pocos días ingresó a trámite un proyecto de ley que establece el mecanismo de elección del gobernador regional, contenido en el Boletín N° 11.200-06. Recalcó que si se aprueba la iniciativa antes señalada, el mandato de los consejeros se reduciría a diciembre de 2017, y en virtud de una disposición transitoria, el nuevo Consejo Regional tendría una duración de tres años. Reclamó que, de esta manera, se continúa improvisando con los gobiernos regionales y con los consejos regionales, nada de lo cual fortalece la descentralización.


Solicitó encarecidamente que se genere un diseño uniforme que permita tener las reglas claras; que se determine la transmisión de funciones de las autoridades designadas hacia las electas, y que se señale cuál será el nuevo modelo de gobierno en la región asociado al financiamiento y a un traspaso de competencia gradual, de acuerdo a la realidad de los territorios.


Precisó que nada de lo anterior es recogido por la indicación sustitutiva presentada.


Manifestó que dentro de las nuevas competencias para el Gobierno Regional se señala la elaboración y aprobación del Anteproyecto Regional de Inversiones (ARI). Declaró que ello, sin embargo, no constituye una novedad, puesto que los consejos regionales ya lo han aprobado.


Entre otras materias que destacó, opinó que lo que resulta innovador e interesante son los convenios de programación con las Municipalidades. A la vez, demostró su preocupación por las funciones de las tres nuevas divisiones que se crean, a saber, la de Infraestructura y Transportes; la de Desarrollo Social y Humano y la de Fomento e Industria.


Igualmente, indicó que el proyecto crea nuevas plantas que estarán asociadas a los nuevos cargos, pero no dispone cómo se va fortalecer a los funcionarios del gobierno regional. Sostuvo que día tras día se han ido entregando atribuciones a los gobiernos regionales por la vía de decretos supremos del gobierno central, pero ellas no están asociadas a mejorar dichas plantas ni las condiciones de sus funcionarios.


Se mostró contrario a la idea de que para avanzar y justificar la elección de una nueva autoridad regional se coarten las atribuciones a autoridades que también son elegidas en forma democrática. Señaló que es el momento de presentar una iniciativa legal en que la nueva autoridad que se elija tenga atribuciones reales y en la cual el gobierno en la región tenga un modelo de Estado regional, con atribuciones distintas, que permitan generar polos de desarrollo en los distintos territorios.


Complementando su intervención, presentó un documento escrito que contiene los siguientes antecedentes:

“Esto no es nuestro modelo de descentralización!!
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1.- Consideraciones Generales:
Propuestas Generales ANCORE

1) Profundizar todos los procesos de descentralización que se requieren para que Chile sea efectivamente un Estado unitario y descentralizado.

Dicho reconocimiento ( Consagrado en nuestra Carta Fundamental.
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2) Elección democrática de la autoridad regional en relación al modelo de gobierno en la región.

3) Traspaso de competencias.
( Gradual y de acuerdo a la realidad de las regiones.

· En el caso que una región solicite una competencia y el gobierno central no la conceda injustificadamente, se propone la existencia de un tercer organismo imparcial que resuelva este conflicto.

· (ANCORE PROPONE QUE EL PARLAMENTO ACTÚE COMO ARBITRO.
4) Financiamiento.

( Proponemos que se indique cómo se financiará a las regiones, FINANCIAMIENTO QUE ESTIMAMOS DEBE SER ACORDE AL TRASPASO DE COMPETENCIAS.

5) Fortalecimiento de probidad y transparencia: es indispensable que en aras de la probidad, se instituya en los Gobiernos Regionales una Unidad de Control Interno, destinada a fiscalizar y controlar los procesos de funcionamiento y gestión en los Gobiernos Regionales, que dependa técnicamente de la Contraloría General de la República y cuyos cargos sean provistos por Alta Dirección Pública. 

Estado del arte

Mayo de 2017

	DISPOSICIONES VIGENTES
	MODIFICACIONES INTRODUCIDAS EN EL SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL Y RECHAZADAS EN SU TOTALIDAD POR LAS COMISIONES DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN Y DE HACIENDA DEL SENADO

	TITULO SEGUNDO

DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA REGIÓN
CAPITULO I

Naturaleza y Objetivos del Gobierno Regional

Artículo 13.-  Para el ejercicio de sus funciones los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y estarán investidos de las atribuciones que esta ley les confiere.

	“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y ejercerán las funciones y atribuciones que esta ley les confiere. Podrán desarrollar sus competencias directamente o con la colaboración de otros órganos de la Administración del Estado. La administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado, y en las demás normas legales relativas a la administración financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que le asigne a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.

	CAPITULO II

Funciones y Atribuciones del Gobierno Regional
Artículo 16.-

a) Elaborar y aprobar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto, los que deberá ajustar a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación.

Para efectos de asegurar la congruencia entre las políticas y planes nacionales y regionales, el Ministerio de Planificación y Cooperación asistirá técnicamente a cada gobierno regional en la elaboración de los correspondientes instrumentos, emitiendo, a solicitud del gobierno regional, los informes pertinentes;
	Letra a) -La ha reemplazado por la siguiente:

“a) Diseñar, elaborar, aprobar y aplicar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, los que deberán ser coherentes con la política nacional de desarrollo, el presupuesto de la Nación y la estrategia regional de desarrollo. Asimismo, en dicha labor deberán considerar los planes comunales de desarrollo;”.

“c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos y municipalidades localizados en ella;”.


	DECRETO LEY N° 1.263, ORGANICO DE ADMINISTRACION FINANCIERA DEL ESTADO

ARTICULO 15° La Dirección de Presupuestos es el organismo técnico encargado de proponer la asignación de los recursos financieros del Estado.

Le compete, además, sólo a dicha Dirección, orientar y regular el proceso de formulación presupuestaria. Asimismo, le incumbe regular y supervisar la ejecución del gasto público, sin perjuicio de las atribuciones que le corresponden a la Contraloría General de la República, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 52° de este texto legal.

En cumplimiento de las obligaciones dispuestas en el inciso anterior, la Dirección de Presupuestos establecerá un sistema de información administrativa y financiera, de general aplicación para los órganos y servicios públicos regidos por el presente decreto ley; ello sin perjuicio de las facultades que tiene en la materia la Contraloría General de la República.


	“d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, ajustándose a las orientaciones que se emitan para la formulación del proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público, de conformidad con el artículo 15 del decreto ley N° 1.263;”.



	Artículo 17.- Serán funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial:
a) Establecer políticas y objetivos para el desarrollo integral y armónico del sistema de asentamientos humanos de la región, con las desagregaciones territoriales correspondientes;

b) Participar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, en programas y proyectos de dotación y mantenimiento de obras de infraestructura y de equipamiento en la región;

c) Fomentar y velar por la protección, conservación y mejoramiento del medio ambiente, adoptando las medidas adecuadas a la realidad de la región, con sujeción a las normas legales y decretos supremos reglamentarios que rijan la materia; 
	No hay propuesta.



	Artículo 17.- Serán funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial:

d) Fomentar y velar por el buen funcionamiento de la prestación de los servicios en materia de transporte intercomunal, interprovincial e internacional fronterizo en la región, cumpliendo las normas de los convenios internacionales respectivos, y coordinar con otros gobiernos regionales el transporte interregional, aplicando para ello las políticas nacionales en la materia, sin perjuicio de las facultades que correspondan a las municipalidades;
	No hay propuesta.



	Artículo 17.- Serán funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial:

e) Fomentar y propender al desarrollo de áreas rurales y localidades aisladas en la región, procurando la acción multisectorial en la dotación de la infraestructura económica y social, y 
	No hay propuesta.



	Artículo 17.- Serán funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial:

f) Proponer a la autoridad competente la localidad en que deberán radicarse las secretarías regionales ministeriales y las direcciones regionales de los servicios públicos, sin perjuicio de los traslados transitorios a otras localidades de la región.
	No hay propuesta.



	Artículo 17.- Serán funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial:

	“El plan regional de ordenamiento territorial podrá establecer, con carácter vinculante, condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y sus sistemas de tratamientos. Asimismo, podrá determinar condiciones para la localización de las infraestructuras y actividades productivas en zonas no comprendidas en la planificación urbanística, junto con la identificación de las áreas para su localización preferente, ajustándose a lo establecido en las políticas, estrategias y normativas sectoriales vigentes. El incumplimiento de estas condiciones provocará la caducidad de las autorizaciones respectivas, sin perjuicio de las demás consecuencias que se establezcan. El plan reconocerá, además, las áreas que hayan sido colocadas bajo protección oficial, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación respectiva, por su valor ambiental, ya sea natural o cultural.

El plan regional de ordenamiento territorial será de cumplimiento obligatorio para los ministerios y servicios públicos que operen en la región y no podrá regular materias que tengan un ámbito de influencia u operación que exceda del territorio regional ni áreas que estén sometidas a planificación urbanística. 
La elaboración del plan regional de ordenamiento territorial deberá considerar la participación de los principales actores regionales públicos y privados. El plan será sometido a un procedimiento de consulta pública que comprenderá la imagen objetivo de la región y los principales elementos y alternativas de estructuración del territorio regional que considere el Gobierno Regional. Dicho procedimiento tendrá una duración de, al menos, sesenta días, debiendo consultarse paralelamente a las municipalidades de la región y a los organismos que integren el gobierno regional. Los antecedentes anteriores servirán, en su caso, de base en el diseño del Plan Regional ajustándose a lo establecido en el Párrafo 1° Bis del Título II de la ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

Una Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio, que integrarán los Ministerios de Vivienda y Urbanismo, cuyo titular lo presidirá; Interior y Seguridad Pública; Secretaría General de la Presidencia; Economía, Fomento y Turismo; Desarrollo Social; Obras Públicas; Agricultura; Minería; Transportes y Telecomunicaciones; Bienes Nacionales; Energía y Medio Ambiente propondrá, para su aprobación por el Presidente de la República, las políticas nacionales de ordenamiento territorial y desarrollo rural, así como la reglamentación de los procedimientos para la elaboración, los contenidos mínimos que deberán contemplar y los tipos de condiciones que podrán establecer los planes regionales de ordenamiento territorial, en concordancia con lo establecido en el inciso segundo del presente literal, sin que puedan tales condiciones tener efecto retroactivo. Las citadas políticas y propuestas se aprobarán mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por los Ministros integrantes de la Comisión Interministerial. La política nacional de ordenamiento territorial contendrá principios, objetivos, estrategias y directrices a las que deberán sujetarse los planes regionales de ordenamiento territorial, así como las reglas aplicables a las redes e infraestructuras que tengan un ámbito de influencia u operación que exceda al territorio.

	Artículo 17.- Serán funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial:

	Ha reemplazado la nueva letra h), que este literal agrega en el artículo 17, por la siguiente:

“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamiento más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Medio Ambiente y de Salud respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia. En caso que no exista acuerdo entre las municipalidades de la región respecto a la localización para la disposición mencionada, el respectivo gobierno regional tomará dicha decisión;”.

	Artículo 17.- Serán funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial:

j) Construir, reponer, conservar y administrar en las áreas urbanas las obras de pavimentación de aceras y calzadas, con cargo a los fondos que al efecto le asigne la Ley de Presupuestos.

	Letra nueva, que pasa a ser g):

-Ha incorporado la siguiente letra g) en el número 6), que ha pasado a ser 7):

“g) Agrégase la siguiente letra j):

“j) Aprobar la identificación de territorios como zonas rezagadas en materia social, y el respectivo plan de desarrollo, el que deberá ser coherente con las políticas nacionales sobre la materia.”.”.


	Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:

a) Contribuir a la formulación de las políticas nacionales de fomento productivo, de asistencia técnica y de capacitación laboral, desde el punto de vista de cada región, y desarrollar y aplicar las políticas nacionales así definidas en el ámbito regional;

	i) Ha suprimido en la letra a) la frase “, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia”.


	Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:
b) Establecer prioridades de fomento productivo en los diferentes sectores, preocupándose especialmente por una explotación racional de los recursos naturales, coordinando a los entes públicos competentes y concertando acciones con el sector privado en los estamentos que corresponda;
	ii) Ha reemplazado la letra b) del referido artículo por la siguiente:
“b) Integrar y aplicar en lo que sea pertinente en su gestión las políticas nacionales en materia de fomento productivo e innovación, considerando las prioridades estratégicas regionales;”.


	Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:
c) Promover la investigación científica y tecnológica y preocuparse por el desarrollo de la educación superior y técnica en la región, y

	No hay propuesta.



	Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:
d) Fomentar el turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales.
	iii) Ha suprimido en la letra d) la frase “, con arreglo a las políticas nacionales”.


	Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:

	vii) Ha incorporado la siguiente letra h):

“h) Fijar la política Regional de Innovación y Desarrollo, la que deberá contener, a lo menos:

i. Los lineamientos estratégicos que en materia de innovación se establezcan para la región, debiendo considerar al efecto la Estrategia Regional de Innovación y Desarrollo propuesta por el Comité Regional de Innovación y Desarrollo.

ii. Los ámbitos de acción que abordará la respectiva política regional junto con sus principales objetivos.



	Artículo 19.- En materia de desarrollo social y cultural, corresponderá al gobierno regional:

a) Establecer prioridades regionales para la erradicación de la pobreza, haciéndolas compatibles con las políticas nacionales sobre la materia;
	No hay propuesta.



	Artículo 19.- En materia de desarrollo social y cultural, corresponderá al gobierno regional:

b) Participar, en coordinación con las autoridades competentes, en acciones destinadas a facilitar el acceso de la población de escasos recursos o que viva en lugares aislados, a beneficios y programas en el ámbito de la salud, educación y cultura, vivienda, seguridad social, deportes y recreación y asistencia judicial;
	No hay propuesta.



	Artículo 19.- En materia de desarrollo social y cultural, corresponderá al gobierno regional:

c) Determinar la pertinencia de los proyectos de inversión que sean sometidos a la consideración del consejo regional, teniendo en cuenta las evaluaciones de impacto ambiental y social que se efectúen en conformidad a la normativa aplicable;
	Letra b)

-Ha reemplazado en el texto sustitutivo de la letra c) del artículo 19 la expresión “de impacto” por “con énfasis”.



	Artículo 19.- En materia de desarrollo social y cultural, corresponderá al gobierno regional:
d) Distribuir entre las municipalidades de la región los recursos para el financiamiento de beneficios y programas sociales administrados por éstas, en virtud de las atribuciones que les otorgue la ley; 
	No hay propuesta.



	Artículo 19.- En materia de desarrollo social y cultural, corresponderá al gobierno regional:
e) Realizar estudios relacionados con las condiciones, nivel y calidad de vida de los habitantes de la región, y


	No hay propuesta.



	Artículo 19.- En materia de desarrollo social y cultural, corresponderá al gobierno regional:

f) Fomentar las expresiones culturales, cautelar el patrimonio histórico, artístico y cultural de la región, incluidos los monumentos nacionales, y velar por la protección y el desarrollo de las etnias originarias.
	No hay propuesta.



	Artículo 20.- Para el cumplimiento de sus funciones, el gobierno regional tendrá las siguientes atribuciones:
a) Aprobar y modificar las normas reglamentarias regionales que le encomienden las leyes, no pudiendo establecer en ellas, para el ejercicio de actividades, requisitos adicionales a los previstos por las respectivas leyes y los reglamentos supremos que las complementen;

b) Adquirir, administrar y disponer de sus bienes y recursos, conforme a lo dispuesto por la ley;
	No hay propuesta.



	Artículo 20.- Para el cumplimiento de sus funciones, el gobierno regional tendrá las siguientes atribuciones:
d) Disponer, supervisar y fiscalizar las obras que se ejecuten con cargo a su presupuesto;
	No hay propuesta.



	Artículo 20.- Para el cumplimiento de sus funciones, el gobierno regional tendrá las siguientes atribuciones:

e) Aplicar las políticas definidas en el marco de la estrategia regional de desarrollo;
	No hay propuesta.



	Artículo 20.- Para el cumplimiento de sus funciones, el gobierno regional tendrá las siguientes atribuciones:

f) Aprobar los planes regionales de desarrollo urbano, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y sus respectivos planos de detalle, los planes reguladores comunales, los planes seccionales y los planes de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público, conforme a lo establecido en los párrafos segundo y tercero de la letra c) del artículo 36;


	“f) Aprobar los planes regionales de ordenamiento territorial, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y sus respectivos planos de detalle, los planes reguladores comunales y los planes seccionales, conforme a lo establecido en la letra c) del artículo 36;”.”.



	Artículo 20.- Para el cumplimiento de sus funciones, el gobierno regional tendrá las siguientes atribuciones:

g) Formular y priorizar proyectos de infraestructura social básica y evaluar programas, cuando corresponda; 

	No hay propuesta.



	Artículo 20.- Para el cumplimiento de sus funciones, el gobierno regional tendrá las siguientes atribuciones:

h) Proponer criterios para la distribución y distribuir, cuando corresponda, las subvenciones a los programas sociales, de acuerdo con la normativa nacional correspondiente;

	No hay propuesta.



	Artículo 20.- Para el cumplimiento de sus funciones, el gobierno regional tendrá las siguientes atribuciones:

i) Aplicar, dentro de los marcos que señale la ley respectiva, tributos que graven actividades o bienes que tengan una clara identificación regional y se destinen al financiamiento de obras de desarrollo regional, y
	No hay propuesta.



	Artículo 20.- Para el cumplimiento de sus funciones, el gobierno regional tendrá las siguientes atribuciones:
j) Aprobar las banderas, escudos e himnos regionales, en conformidad con el reglamento que señala el artículo 2o de la ley sobre uso o izamiento de la Bandera Nacional.


	No hay propuesta.




Competencias
Intendente, Gobernador y Delegado

Competencias del Intendente y el Consejo Regional

	Hoy día

	a) Formular y elaborar la ERD, PROT, políticas y planes para el desarrollo de la región, en materias de fomento e industria, social y cultural, ordenamiento del territorio, infraestructura y transporte, entre otras.

	b) Someter al Consejo Regional las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución.

	c) Someter al Consejo Regional el proyecto de presupuesto y la distribución de recursos (FNDR, ingresos propios).

	d) Coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región y que dependan o se relacionen con el gobierno regional.

	e) Solicitar al Presidente de la República la transferencia de competencias previo acuerdo del Consejo Regional.


Competencia Consejo Regional
Éste podrá:

	Hoy día

	a) Aprobar, modificar, sustituir o rechazar los proyectos y proposiciones que le presente el Intendente en:

	· Las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución.

	· Proyecto de presupuesto del Gobierno Regional.

	· La Distribución del FNDR, ISAR, ingresos propios.

	· Convenios de programación.

	· Plan de zonas rezagadas.

	· Anteproyecto regional de inversiones.

	· Plan regional de desarrollo turístico.

	· La solicitud de transferencia de competencias.

	· Aprobar plan regional de ordenamiento territorial y zonificación del uso del borde costero.


Nuevas Divisiones y Administrador Regional

· Administrador Regional: colaborará con el Intendente Regional en la administración del Servicio Administrativo del Gobierno Regional.
· La División de Infraestructura y Transportes: encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, obras de infraestructura y equipamiento regional y gestión de transporte.
· La División de Desarrollo Social y Humano: encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, conducentes a la igualdad de derechos y oportunidades y la cohesión social.
· La División de Fomento e Industria: encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, destinados a estimular el desarrollo de la innovación y de nuevas capacidades empresariales, facilitando la incorporación de las nuevas tecnologías que propendan a favorecer el crecimiento sostenido, integrado y sustentable de la región respectiva, proponiendo y promoviendo instrumentos de fomento productivo.
Jefe de Unidad de Control Regional:

· Es nombrado por el Intendente a través de un concurso público; las bases y el nombramiento son una atribución del Consejo Regional, de acuerdo a la proposición del Intendente. La Unidad dependerá del Intendente y Asesorará al Consejo Regional en su facultad de fiscalización.
· Sus funciones son:
· - Emitir informes trimestrales al Consejo Regional respecto del ejercicio presupuestario o financiero del gobierno regional.
· - Representar al Intendente los actos del gobierno regional que estime ilegales.
· - Informar al Intendente y al Consejo Regional sobre los reclamos de terceros que hayan sido contratados por el gobierno regional para la adquisición de activos no financieros o la ejecución de iniciativas de inversión dentro de la región.
· - Proveer de informes respecto de la gestión del gobierno regional que le hayan sido solicitados por el Consejo Regional y que hayan sido aprobados por a lo menos 1/3 de los CORES.
Competencias en materia de Áreas Metropolitanas

· El gobierno regional, en las regiones donde se constituyan las áreas metropolitanas (conurbaciones “de comunas” de más de 250 mil habitantes), será su administrador. En ese caso, el gobierno regional se denominará Gobierno Regional Metropolitano.

· El gobierno regional tendrá un Comité Consultivo compuesto de los Alcaldes de las comunas integrantes del área metropolitana.

· Competencias:
· El plan maestro de transporte urbano metropolitano y sus modificaciones.
· El plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público y sus modificaciones.
· La operación directa de la recolección, transporte y/o disposición final de los residuos sólidos domiciliarios, previa conformidad de las municipalidades respectivas.
· El sentido del tránsito vehicular de las vías urbanas definidas como intercomunales, en coordinación con la Secretaría Regional Ministerial de Transporte y Telecomunicaciones.
2.-  Propuestas de indicaciones en materias específicas en mayo de 2016

· En materias presupuestarias, ANCORE propone:

1.- Modifica atribuciones del consejo regional, N° 20), Incorpóranse las siguientes modificaciones en el art. 36.
· ANCORE realizó la siguiente propuesta alternativa:

	Hoy día
	Propuesta ANCORE
	Estado actual Ejecutivo

	Artículo 36.- Corresponderá al consejo regional:

e) Resolver, sobre la base de la proposición del intendente, la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región, de los recursos de los programas de inversión sectorial de asignación regional y de los recursos propios que el gobierno regional obtenga en la aplicación de lo dispuesto en el N° 20° del artículo 19 de la Constitución Política de la República;
	“Distribuir por ítems o marcos presupuestarios, sobre la base de la proposición del Intendente, los recursos del o los programas de inversión del Gobierno Regional que correspondan a la región, conforme al artículo 73 de esta ley y los recursos de los programas de inversión sectorial de asignación regional.  Cada ítem o marco presupuestario deberá incluir una cartera de proyectos que contarán con la respectiva recomendación técnica, respecto de los cuales el Consejo priorizará. La asignación presupuestaria del proyecto particular recaerá siempre en el Intendente como órgano ejecutivo. Asimismo, cada marco presupuestario deberá ser coherente con la Estrategia Regional de Desarrollo vigente aplicando principios de equidad territorial.".

36 e) bis.- “En caso de transferencia de competencias de servicios que entregan subsidios directamente a beneficiarios, recaerán en el Ejecutivo del Gobierno Regional y al Consejo Regional sólo le corresponderá distribuir por ítems o marcos presupuestarios.”.
	Indicación propuesta

b) Intercálase, en el literal e), a continuación de la expresión “intendente,”, la frase “conforme a ítems o marcos presupuestarios,”.

Estado: rechazada.


	Hoy día
	Propuesta ANCORE
	Estado actual Ejecutivo

	Artículo 73.- El presupuesto del gobierno regional constituirá, anualmente, la expresión financiera de los planes y programas de la región ajustados a la política nacional de desarrollo y al Presupuesto de la Nación. Dicho presupuesto se regirá por las normas de la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado, Decreto Ley N° 1.263, de 1975, y considerará a lo menos los siguientes programas presupuestarios:

a) Un programa de gastos de funcionamiento del gobierno regional, y 
	Mantener el artículo 73 en la medida en que no se acoja la modificación propuesta que dispone:
“b) Elimínase en su inciso segundo la frase “sin perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se refiere la letra e) del artículo 36”, y la coma (,) que la precede.”.


	Ha sustituido la letra a) por la siguiente:

“a) Reemplázase la letra b) del artículo 73 por la siguiente:

“b) Un programa de inversión regional, en el que se incluirán los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que le correspondan y los demás que tengan por objeto el desarrollo de la región, incluidos los que se perciban por el gobierno regional conforme a lo dispuesto por el N° 20° del artículo 19 de la Constitución Política de la República; así como los ingresos provenientes de las transferencias del artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.378, que Crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros, y de las transferencias definidas en la ley de Presupuestos del Sector Público.”.

-Ha rechazado la letra b).

-Ha rechazado la letra c).

-Ha sustituido en la letra d) la oración final propuesta por la siguiente: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación contemplados en los artículos 81 y 81 bis.”.


	Hoy día
	Propuesta ANCORE
	Estado actual Ejecutivo

	Artículo 78.- Corresponderá al consejo regional resolver la inversión de los recursos que se asignen a la región, según lo dispuesto en los artículos 76 y 77 de esta ley, sobre la base de la propuesta que formule el intendente.


	Agrégase en el artículo 78:

“Previa aprobación por el consejo regional de los recursos asignados a la región, corresponderá al intendente asignar y ejecutar las iniciativas de inversión, conforme al artículo 73 de esta ley, y al presupuesto regional con sus respectivas directrices, prioridades y condiciones.”.


	Reemplázase el artículo 78 por el que sigue:

“Artículo 78.- Corresponderá al intendente aplicar la inversión de los recursos que se asignen a la región, de acuerdo al presupuesto aprobado por el consejo regional de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la presente ley.

La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán en el presupuesto regional siguiendo el mismo procedimiento de aprobación de éste.

El intendente someterá a la aprobación del consejo regional la propuesta de presupuesto regional el primer día hábil de diciembre del año anterior a aquel en que deba regir.

Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requerimientos de información necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales.”.
Lo ha rechazado.



A continuación, la señora Betancourt, Jefa de la División de Políticas y Estudios de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señaló que fundamentalmente, aunque por razones distintas, el Ejecutivo coincide con lo que se ha planteado en cuanto a que por algunos de los aspectos mencionados anteriormente, las dos Comisiones que estudiaron la presente iniciativa en el Senado optaron por hacerle una revisión en su conjunto en una Comisión Mixta. Añadió que existía la posibilidad de hacer presente la urgencia con carácter de discusión inmediata al debate de este proyecto, con la finalidad de agilizar la solución de las discusiones que están pendientes.


El Honorable Senador señor Tuma se mostró contrario a que se presente la referida discusión inmediata, añadiendo que no existiría la suficiente voluntad del Ejecutivo para dotar de autonomía a las regiones en materia de orden administrativo. Advirtió que si dicha discusión inmediata no va acompañada de las indicaciones necesarias para solucionar lo expuesto, no daría su voto favorable. Enfatizó que sería una suerte de inconsecuencia de parte del Gobierno hablar de descentralización, si junto con ello no se otorgan las facultades necesarias para que ello ocurra.


El Honorable Senador señor Larraín consideró que no constituye un buen camino que el Ejecutivo califique con la mencionada urgencia la tramitación del presente proyecto, porque los cambios que se le introdujeron en la Cámara de Diputados, además de numerosos, no parecen convenientes. Ello, añadió, obligará a desarrollar un intenso y prolongado trabajo. Señaló que de seguirse el camino anunciado por el Gobierno, propondrá tanto en la Comisión como en la Sala que se rechacen las enmiendas de la Cámara Baja, de manera que se constituya una Comisión Mixta y en ella se pueda corregir el texto del proyecto.


Consignó que siendo Senador de regiones durante muchos años, ha constatado en innumerables oportunidades los inconvenientes que surgen en la práctica desde el punto de vista de la dependencia de éstas del gobierno central e incluso del gobierno de la capital de la región. A la luz de lo anterior, indicó que la fórmula que se propone en la presente discusión no es buena.


Connotó que al comienzo de esta tramitación, se trabajó sobre un proyecto cuyo diseño inicial era la designación de los intendentes delegados. Relató que cuando se cambió el esquema y se optó por la elección de esas autoridades, hoy denominadas gobernadores regionales, no se hizo una revisión del diseño central y se siguió operando sobre la base de un gobierno regional con intendente designado.


Hizo presente, además, que aun cuando el gobernador regional quede dotado de este esquema de atribuciones, lo probable es que el grueso de éstas se radiquen en el delegado presidencial, con lo que el gobernador regional elegido democráticamente dispondrá de facultades muy disminuidas.


Advirtió que lejos de avanzar, se persiste en un esquema similar y el hecho de que las transferencias de competencia sigan un camino discrecional y no objetivo, hace pensar que el poder del Presidente de la República en la región seguirá intacto.


Recalcó que no se ha tenido la posibilidad de hacer un diseño racional, recordando que en todos los debates en que ha participado para abordar el tema de la regionalización, siempre se ha planteado la idea de contar con un gobierno unitario pero descentralizado. Agregó que lo unitario debe ordenar la forma en que se debe materializar una descentralización, añadiendo que en esta materia se ha equivocado el camino.


Por otra parte, en cuanto a la urgencia que el Gobierno desea imprimir al despacho de la presente iniciativa, dijo que la entiende más que como una adhesión a ella, a la voluntad de tener elecciones de gobernadores regionales el presente año.


Enfatizó la conveniencia de planificar una buena regionalización, sosteniendo que la mejor opción es traspasar al gobernador regional las atribuciones que posee el actual intendente. Añadió que lo anterior generará dificultades porque existirán autoridades elegidas de oposición y otras partidarias del gobierno central, pero que desde el punto de vista de las regiones, este diseño será más claro.

Reiteró que, estando así las cosas, es partidario de rechazar las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto, de modo que una Comisión Mixta pueda enmendarlo y estructurar un diseño racional de regionalización.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador, señor Araya, manifestó estar de acuerdo en avanzar en el proceso de regionalización, descentralización y transferencia de competencias, añadiendo que está convencido de que la elección de los gobernadores debiera realizarse a partir del presente año. Pero, destacó, ello no implica que se apruebe el presente proyecto en el estado en que se encuentra.


Añadió que en la exposición del profesor señor Bocksang se expresó claramente cuáles son los problemas que ofrece la iniciativa en discusión. Respecto a la creación de las áreas metropolitanas, sostuvo que se están superponiendo atribuciones del gobierno regional con facultades exclusivas de los municipios, sin que haya una forma de resolver el conflicto que puede surgir entre ambos entes.


Estimó que la transferencia de competencias no se dará con un criterio técnico, sino más bien político, dependiendo de la relación que pueda tener el Presidente de la República con determinada región. Puntualizó, en consecuencia, que deberían establecerse criterios objetivos para determinar cómo y cuándo se realizarán tales transferencias.


En síntesis, se mostró partidario de rechazar las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados en segundo trámite constitucional, de manera que sea una Comisión Mixta la que dirima adecuadamente los problemas centrales que derivan de este texto.

El Honorable Senador señor De Urresti observó que no advierte en el proyecto en estudio una solución para la estructuración de los servicios desconcentrados, como es el caso de las Secretarías Regionales Ministeriales. Aseveró que, siendo así, es muy posible que se produzcan duplicidades de funciones y de actores. Consideró que si se quiere lograr una efectiva descentralización, las mencionadas Secretarías Regionales bien podrían dejar de existir.


Formuló una serie de consultas acerca de cómo y cuándo se realizarían las elecciones primarias para el cargo de gobernador regional si este proceso se programa para el presente año, añadiendo que cabría compatibilizar la elección de los consejeros regionales con la del gobernador regional.

La Jefa de la División de Políticas y Estudios de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora Betancourt, aclaró que el Ejecutivo ha recogido a través de múltiples conversaciones las observaciones y las propuestas planteadas por los Parlamentarios. Remarcó que la urgencia que el Gobierno podría presentar al despacho de esta iniciativa tiene que ver con la priorización de los tiempos que se requieren para incorporarle las modificaciones del caso.


Agregó que, justamente, será la Comisión Mixta la que deberá hacerse cargo de una discusión más profunda y más integral del proyecto, el cual plantea la adecuación de diversos cuerpos legales, entre ellos la ley de primarias, haciendo extensible su normativa a la elección del gobernador regional.


Precisó que la ley no establece que en las elecciones de gobernadores regionales no existirá el mecanismo de primarias, sino que, por el contrario, contempla modificaciones para que sí existan. En cuanto a la compatibilidad de aquéllas con la elección de los consejeros regionales, indicó que en la discusión de la modificación constitucional para la elección de gobernadores regionales se planteó inicialmente la posibilidad de establecer que las elecciones de gobernadores y consejeros regionales tuvieran lugar en una misma oportunidad, lo que fue desechado por ambas Cámaras.


El Parlamento, dijo, no apoyó la idea de que ambas elecciones se realizaran en un mismo momento, entendiendo que dicha discusión podría hacerse a propósito de la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales.


Respecto al traspaso de competencias, manifestó que nuestra Carta Fundamental establece que tres son los ámbitos en los cuales el gobierno regional tiene competencias, los que no son exclusivos ni excluyentes. Por lo tanto, sostuvo que es posible que dicho gobierno ejerza funciones en materia de desarrollo social y cultural y que existan a la vez organismos dependientes de la administración central que ejerzan competencia en esas materias.


El Honorable Senador señor De Urresti constató que no está adecuadamente resuelta la relación que habrá entre el gobernador regional elegido democráticamente y las Secretarías Regionales Ministeriales, porque en la iniciativa en discusión no se estructura una coordinación entre las mencionadas entidades. Connotó que el gobernador regional, tal como se configura, tendrá facultades muy menguadas.


La señora Betancourt expresó que existen tres razones para tener un grado de tranquilidad en cuanto a lo planteado por el Honorable Senador señor De Urresti. Primero, al hacer la modificación que permite la elección de gobernadores, la Constitución otorgó a dicha autoridad el rol de coordinar a los demás entes de la administración pública, es decir, a los servicios que dependen del nivel central. Cuando éstos ejerzan funciones similares a las que tiene el gobernador regional, deberán sujetarse a la coordinación que ejerza este último.


En segundo término, destacó que también existe el anteproyecto regional de inversión (ARI), en el cual el consejo regional debe aprobar todas las acciones que requieran o que supongan inversión de recursos públicos en la región. Remarcó que lo que la iniciativa hace es reconocerle el derecho de aprobar o no el ARI.


En tercer lugar, señaló que el gobierno regional no solo dispone de un presupuesto determinado, sino que la ventaja de este último es que tiene la facultad de empujar a muchos otros, que lo triplican o lo cuadriplican. Lo anterior significa, por ejemplo, que si el FOSIS dispone de pocos recursos, tendrá que coordinarse con aquel ente que le proporciona año a año los fondos necesarios para hacer su labor en el territorio.

El Honorable Senador señor De Urresti reiteró el cuestionamiento que formulara en cuanto al mecanismo que propone el proyecto de ley respecto a las Secretarías Regionales Ministeriales.


El señor Henríquez, Jefe del Departamento de Políticas de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, sostuvo que el rol de las Secretarías Regionales Ministeriales se modifica en la iniciativa en discusión y que como resultado de ello, la principal función de éstas será velar por la aplicación de las políticas nacionales en el territorio. Es decir, precisó, la primera relación que se produzca entre el gobierno regional y la administración central corresponderá a las mencionadas Secretarías.

El señor Carrasco, Presidente de la Asociación Nacional de Consejeros de los Gobiernos Regionales, expresó que la prórroga del período de los consejeros regionales parecer ser producto de una cierta improvisación. Afirmó que no hay traspaso de competencias y que el gobernador regional, tal como se señalara precedentemente, tendrá escasas atribuciones.


En la sesión siguiente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, ofreció la palabra al profesor, señor José Antonio Ramírez.


El señor Ramírez agradeció la invitación de la Comisión a participar de este debate y comenzó su intervención recordando que impartió el curso de Descentralización en el Magíster de la Pontificia Universidad Católica de Chile hace aproximadamente quince años, época en la cual lo que se discutía es similar a lo que se plantea hoy.


Expresó que el Estado de Chile es unitario, con un presidencialismo vigorizado, atenuado por las reformas constitucionales de los años 1989 y 2005. Advirtió que se trata de mitigar el mencionado presidencialismo mediante la descentralización.


Hizo referencia al artículo 114 de nuestra Carta Fundamental, que señala: “La ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República transferirá a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.”.


Consignó que el precepto transcrito viene a constituir un reconocimiento del sistema presidencial, porque le entrega a la Máxima Autoridad del país la función de transferir competencias, lo que hará mediante decreto supremo.


Destacó que, siendo así, más que ante una descentralización nos encontramos en presencia de una desconcentración de funciones.


Constató, enseguida, que las indicaciones rechazadas por las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda del Senado apuntaban a otorgarle mayores atribuciones al Presidente de la República. Ejemplificó lo anterior recordando que respecto del Plan Regional de Ordenamiento Territorial, una indicación rechazada disponía:


“Sin perjuicio de lo señalado, el gobierno regional deberá proponer un proyecto de zonificación del borde costero de la región, así como las eventuales modificaciones a la zonificación vigente, en concordancia con la política nacional existente en la materia. Dicha zonificación deberá ser aprobada mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional y será reconocida en el respectivo plan regional de ordenamiento territorial;”.


Mencionó que parte de otra indicación que no fue aprobada proponía lo siguiente:

“Artículo 21 quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, conforme a las siguientes modalidades:


a) El gobierno regional podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el inciso primero del artículo 21 ter, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo. Los recursos para la ejecución y gestión de las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente al respectivo Gobierno Regional en la ley de Presupuestos del Sector Público.”.


Agragó que otra indicación desechada planteaba lo que sigue:


“Artículo 21 sexies.- La transferencia de competencias a plazo indefinido o a plazo fijo podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos, la falta de coherencia con las políticas nacionales en la materia transferida o la no aplicación de éstas en el ejercicio de las competencias, y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.


Dicha revocación podrá originarse de oficio por el Presidente de la República o a solicitud del respectivo gobierno regional con los mismos requisitos con que se solicitó la transferencia.


La revocación será resuelta por el Presidente de la República mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que será suscrito por el Ministro de Hacienda y el ministro sectorial que corresponda, según la competencia cuya transferencia se revoca, previo informe de la comisión contemplada en la letra b) del artículo precedente. Dicho decreto deberá expedirse a más tardar el 30 de junio y entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente a su dictación.”.


Constató que en el derecho comparado no se advierten ejemplos de revocación de transferencias de competencias regionales.

Por otra parte, manifestó que en el primer trámite constitucional el Senado procuró otorgar mayores atribuciones a la región, en tanto que en el segundo, las indicaciones vienen a atenuarlas. En efecto, añadió, ellas vienen a establecer que el Presidente de la República, a través de un decreto supremo, podrá ordenar todas las materias de planificación territorial y de inversiones en la región.


Resaltó que es interesante lo propuesto por la Asociación Nacional de Consejeros de Gobiernos Regionales en cuanto a que en determinadas situaciones el Parlamento actúe como árbitro. No obstante, se preguntó cómo podría el Congreso Nacional operar como tal entre la región y el Presidente de la República.


Hizo presente que, considerando que Chile tiene gran cantidad de servicios públicos especializados y que ha implementado centenares de programas específicos de distinto diagnóstico y formas de fiscalización, los diversos informes evacuados en materia de fortalecimiento de la regionalización se preguntan cómo coordinar todo aquello sin evitar duplicidad de funciones.


Reflexionó que al entregarse la potestad al Presidente de la República y al establecerse la elección democrática de los gobiernos regionales, la disociación entre la Máxima Autoridad y el Gobierno Regional puede dar lugar a una pugna que afecte finalmente el desarrollo, porque siempre va estar en manos del Primer Mandatario la asignación y revocación de las competencias y atribuciones.


Adujo que la experiencia comparada establece competencias y atribuciones por ley de manera permanente a las regiones. Añadió que si el desafío es descentralizar, se debe otorgar a las autoridades regionales competencias y atribuciones claramente regladas por el Parlamento. Enfatizó que algunas de las indicaciones que fueron rechazadas son inconstitucionales de acuerdo a la reforma del año 2017, la que refuerza el sistema presidencial chileno en la toma de decisiones en materia de desarrollo regional.


Sostuvo que la Constitución Política tiene que ser sincera, porque de lo contrario produce conflictos. Precisó que si el desarrollo de competencias y atribuciones no da lugar a hablar de una descentralización, puede producirse una frustración, un desencanto y un conflicto entre las autoridades regionales.


Aseveró, finalmente, que mucho se ha hablado de las definiciones estratégicas de largo plazo, como por ejemplo, en materia de infraestructura. Destacó que la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional debe regular qué competencias se le quiere otorgar a la región.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra a los señores Senadores presentes y a las demás autoridades e invitados.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que estamos ante un problema no menor y recordó que un informe evacuado por el Centro de Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Chile formuló una crítica al presente proyecto que consideró devastadora.


Advirtió que una descentralización requiere de los siguientes elementos: traspaso efectivo de competencias desde el gobierno central a las regiones; mecanismos de solución de conflictos; determinación de la forma en que se traspasarán los recursos a las regiones y accountability de dicha transferencia.

Sostuvo que la iniciativa en discusión resulta deficiente en la forma como regula la transferencia de competencias a las regiones, puesto que se basa en la existencia de dos autoridades en la respectiva región. Una de ellas es el Delegado Presidencial, designado por el Presidente de la República, que mantiene las atribuciones del intendente, y la otra es el Gobernador Regional, elegido por la ciudadanía y dotado de escasas facultades. Igualmente, destacó la necesidad de configurar un procedimiento de resolución de los conflictos que se produzcan entre ambas autoridades.


El Honorable Senador señor Quinteros expresó que debe discutirse en qué forma se realizarán los traspasos de competencias a las regiones y cómo se resolverán los conflictos planteados anteriormente.

Por otra parte, consignó que los proyectos de desarrollo regional deben considerar las capacidades que tiene cada región, añadiendo que cada una de ellas es diferente. Dijo estar convencido de que Chile no llegará a ser próspero si las regiones no se desarrollan. Para ello, insistió, debe otorgárseles las facultades correspondientes, las autonomías y el financiamiento adecuado.


Compartió la idea de que la única forma de avanzar en el proceso de descentralización es mediante una ley de traspaso de competencias adecuada, concluyendo que, en este caso, ello debe ser discutido en una Comisión Mixta.


El profesor señor Ramírez señaló que el proyecto de ley en estudio debería rearticularse completamente, puesto que los problemas que ofrece no son de redacción, sino que de visiones que deben ser aclaradas para poder llegar a un consenso fundamental.

Connotó que la reforma constitucional del año 2017 entrega al Presidente de la República potestades que inciden directamente en el desarrollo regional, a lo cual se agrega la facultad de delegar competencias a la autoridad regional de manera parcial o total.

Coincidió con lo planteado por el Honorable Senador señor Espina respecto a los conflictos que se producirán entre los dos tipos de autoridades regionales por él mencionadas.

En relación a lo expuesto por el Honorable Senador señor Quinteros, remarcó que Chile tiene más de una decena de regiones, haciendo notar que así y todo, no es un país que tenga una tradición individualista o separatista. Agregó que las regiones que tienen capacidad en materia de infraestructura cuentan con gobiernos regionales con grandes recursos. En todo caso, sostuvo que pareciese que la ley chilena trata de forzar la descentralización desde la institucionalidad, pues no es algo que provenga de la cultura nacional. Declaró que para lograrla, se requieren considerables recursos y una fuerte presencia empresarial, industrial y académica en regiones.

Indicó que para que todo ello resulte, debe haber gobiernos regionales bien estructurados, lo que en el fondo corresponde a una definición de índole política. Reiteró, en último término, que debe hacerse una estructuración real de la descentralización que se busca, fortaleciéndose la unión entre regiones para proyectos específicos y otorgándoles las necesarias competencias, atribuciones y presupuesto.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, ofreció la palabra al Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Ricardo Cifuentes.


El señor Cifuentes señaló que la legislación comparada muestra que hay mucha experiencia respecto de los procesos que se vienen discutiendo en este estudio. Informó que se han revisado los modelos italiano, belga y francés, entre otros, indicando que en esos casos existen procesos de descentralización. Aseveró que en la presente iniciativa, el Ejecutivo configura un proceso de descentralización que sigue la ruta de la experiencia comparada y, particularmente, los éxitos y fracasos en su instalación. Agregó que en esta ruta se pone de relieve el cuidado que debe haber respecto de las competencias y de cómo ellas se van ejerciendo gradualmente por cada uno de los gobiernos regionales.


Por otra parte, manifestó que se podría discutir latamente el tema de las competencias compartidas, asegurando que en la propia Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades existe ese tipo de competencias.

Subrayó que, a la vez, han contratado a expertos del Banco Mundial y del Banco Interamericano de Desarrollo, además de que recibirán un informe de la OCDE que tiene alrededor de dos años de desarrollo.

El Honorable Senador señor Larraín hizo presente que el tema en análisis es complejo y difícil de resolver. Compartió lo señalado por el señor Subsecretario en cuanto a que la descentralización, más que un cambio de un estado a otro producto de una normativa e institucionalidad, es un proceso.


Sin embargo, informó que le preocupan los pasos y la forma como se está llevando a cabo dicho proceso en el presente proyecto de ley. Advirtió que hay realidades regionales que se verán expuestas, confrontadas o tensionadas, a lo que se agrega la elección de los gobernadores, asunto que no se contemplaba en el diseño original.


Hizo notar que la iniciativa en estudio se inició bajo el modelo en que al intendente designado se le efectuaban los mencionados traspasos, añadiendo que ahora se podrán transferir más atribuciones a algunas regiones que a otras, lo que generará un diseño asimétrico e inevitablemente ocasionará problemas. Indicó que si existe la voluntad de avanzar, tendría que lograrse un diseño más objetivo, regulado y estandarizado de traspaso de competencias.


Reiteró que lo que se necesita son procesos objetivos, añadiendo que los pasos que se están dando no apuntan en esa dirección, más aún si en cada región va a haber los dos tipos de autoridades que se han contemplado.


Declaró desconocer si en la Comisión Mixta habrá el espacio y el tiempo necesario para hacer una corrección de fondo y concluyó señalando que, lamentablemente, no ha habido la capacidad suficiente para lograr un proceso de regionalización y de traspaso de competencias que dé tranquilidad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, expresó que la iniciativa en estudio ingresó a tramitación al Congreso Nacional el día 5 de octubre de 2011, es decir, cuando aún no se contaba con la posibilidad de tener una reforma constitucional o con la elegibilidad de los gobernadores regionales, sino que más bien se pensaba en un diseño para ir transfiriendo competencias a los poderes regionales de entonces.

Agregó que, lamentablemente, por un tema de premura legislativa, el Gobierno optó por utilizar el armazón de este proyecto que venía de otro contexto, con otras normas constitucionales, para solucionar los problemas derivados de la elegibilidad de los gobernadores regionales. Afirmó que, desde el punto de vista de la formación de la ley, no procede que se utilice la estructura de una iniciativa anterior con la finalidad de ahorrar un trámite constitucional.


Se preguntó, enseguida, de qué descentralización podría hablarse en este caso cuando según la modificación aprobada por la Cámara de Diputados en materia presupuestaria, el Gobierno Regional deberá seguir solicitando la asignación presupuestaria para la aprobación de proyectos al Fondo Nacional de Desarrollo Regional. Por otra parte, hizo notar que cuando se hace referencia al Plan Regional de Ordenamiento Territorial, se dispone que éste se ajustará a las políticas de estrategias normativas sectoriales vigentes, es decir, a lo que disponga el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


Adicionalmente, hizo notar que se crea una Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio, que integrará el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Destacó que ella fijará la política nacional de ordenamiento territorial, destacando que la mencionada política, aprobada por decreto supremo, es la que establece las condiciones de los planes regionales. Paralelamente, en relación a la zonificación del borde costero se señala que ella deberá ser concordante con la política nacional y que será aprobada por el decreto supremo del Ministerio de Defensa.


Aseveró que lo que se debe lograr es un proceso de descentralización profundo, que tiene que ver con reconocer las capacidades de los gobiernos regionales para poder no solo proponer, elaborar y fomentar, sino que también decidir, resolver y solucionar. Recalcó que nada de lo anterior lo contempla este proyecto. Sostuvo que elegir una autoridad regional dotada de funciones que no tienen utilidad en la práctica, generará un problema de conflictividad política y una gran frustración ciudadana.


Apuntó que es partidario de la elección de gobernadores regionales, la que, sin embargo, debería ser posterior a la entrada en vigencia de normas como las que se están discutiendo.


El profesor señor Ramírez manifestó que aspira al mejor proyecto de ley que pueda alcanzarse en materia de descentralización. Consideró que la Constitución es una Carta Política, añadiendo que el proyecto original se pensó y elaboró bajo la vigencia de una Constitución distinta a la actual. Afirmó que una Comisión Mixta podría tratar de resolver todos los problemas aquí planteados, aun cuando ello pueda ser conflictivo.

Agregó que hay competencias regionales que pueden ser autónomas, pero también existen políticas públicas que no pueden ser definidas en el ámbito regional. Sostuvo que la iniciativa en discusión le otorga al Presidente de la República, por la vía de la dictación de decretos supremos, la misión de transferir competencias. En consecuencia, esta tarea recaerá en la voluntad de la Máxima Autoridad, con lo que estaremos ante una descentralización dependiente del Ejecutivo o, técnicamente, ante una desconcentración. Estimó que al dotar al Primer Mandatario del mencionado nivel de discrecionalidad lo aproxima a la arbitrariedad.


Indicó que este diseño institucional es inédito y que el hecho de incorporar en una ley orgánica las normas mencionadas por el Honorable Senador señor Harboe, dará lugar a discusiones interpretativas permanentes y tensiones entre el Presidente de la República y el Gobierno Regional. Comentó, asimismo, que los modelos de Italia y Francia obedecen a realidades diferentes, en que tanto la cultura como la jurisprudencia reafirman tales experiencias.

Finalizó su intervención manifestando que si la idea es legislar por el bienestar del país en una materia tan sensible como ésta, se requiere un desarrollo más profundo que el que se contempla en el texto legal en estudio.

En la sesión siguiente, la Comisión escuchó al señor Heinrich Von Baer, Presidente Nacional de la Fundación Chile Descentralizado Desarrollado.


El señor Von Baer agradeció la invitación de la Comisión y pasó a desarrollar una intervención basada en un documento escrito del siguiente tenor:

“Fundación Chile Descentralizado ... Desarrollado

“El futuro será descentralizado”, 

Charles Hoskinson

“La secuencia importa: primero descentralización política, luego fiscal y administrativa”,
Tulia Falleti (2010)

Contenido de la Presentación:
1. Opinión sobre el proyecto de Traspaso de Competencias

2. Llamado a un Acuerdo Político de Descentralización

1. El Proyecto de Traspaso de Competencias

Esperanzas de la ciudadanía


En su gran mayoría, la ciudadanía de las regiones de Chile espera una pronta decisión del Congreso Nacional que ponga en marcha la reforma constitucional de elección de Gobernadores regionales y un proceso gradual pero real de traspaso de competencias y recursos a las regiones y municipios, que permita un desarrollo social y territorial más equilibrado del país, en el que cada persona, independiente del lugar donde le tocó nacer o vivir, tenga derechos y oportunidades equitativas, justas y dignas.

Responsabilidad del Congreso Nacional


El Congreso Nacional tiene en sus manos la responsabilidad histórica con los ciudadanos de regiones de aprobar a la brevedad dos leyes en trámite: la ley orgánica constitucional de elecciones de la máxima autoridad regional y la ley de fortalecimiento de la regionalización, más conocida como de “Traspaso de Competencias”, la que al día de hoy, 16 de mayo de 2017, ya lleva cinco años, 7 meses y 11 días de trámite legislativo, como se puede observar en el Anexo 1 del presente documento.

Aportes de la Ley de Traspaso de Competencias


Este proyecto de ley representa un primer importante avance para el proceso descentralizador. En efecto, pone en marcha un sistema de traspaso de competencias en las tres áreas que establece la Constitución Política de la República: ordenamiento territorial, fomento de actividades productivas y desarrollo social y cultural. Además, agrega un importante y urgente componente de administración de las Áreas Metropolitanas.

Es urgente aprobar esta ley, tanto para poner en marcha una primera etapa de dicho proceso de traspaso de competencias, como para permitir la elección de los Gobernadores Regionales, con la que se inicia el traspaso de poder político a las regiones y mantener la dinámica general de avance del proceso descentralizador.

La pronta aprobación de esta ley permitirá, además, multiplicar, extender y enriquecer las experiencias piloto ya iniciadas en diferentes ámbitos con presencia en la mayoría de las regiones, las que constituyen un valioso aprendizaje colectivo, indispensable para el éxito del proceso. Con tal finalidad, nuestra Fundación está haciendo un llamado a través de sus 15 Capítulos Regionales y de seminarios en todo el país para que todos los actores del desarrollo regional nos preparemos, desde ya, para el nuevo escenario con gobernadores regionales electos y podamos así estar a la altura de estos nuevos desafíos.
Descentralización: un proceso colaborativo y equilibrado de decisiones


Nuestra Fundación Chile Descentralizado ha puesto énfasis en que una descentralización exitosa se debe hacer de manera realmente colaborativa entre los principales actores del proceso: los gobiernos regionales, las municipalidades, el gobierno nacional, los trabajadores públicos y los ciudadanos. Este proceso deberá ser gradual y progresivo, definiendo un piso mínimo de competencias comunes para todas las regiones y las restantes, diferenciadas en función de los requerimientos, vocaciones y prioridades de cada comunidad regional del país.

Para ese traspaso de competencias es fundamental establecer instancias y procedimientos de decisión equilibrados entre gobierno central y cada gobierno regional, tal cual quedó plasmado en el acuerdo entre el Ministro del Interior y Seguridad Pública y el Senador señor Pedro Araya, que en el punto pertinente señala:

“El Gobierno de Chile se compromete a mejorar el Proyecto de Ley de Transferencias de Competencias a los Gobiernos Regionales, de forma tal que dicha transferencia de competencias se traduzca en una efectiva fórmula de descentralización y regionalización, que permita a las distintas regiones del país poder decidir sobre lo que ocurre en sus territorios, con una clara mirada regional; así, por ejemplo, se establecerá una nueva composición en la Comisión que deberá resolver sobre las solicitudes de transferencia de competencias que soliciten los nuevos Gobiernos Regionales.”.


En efecto, los diseños institucionales para la transferencia de competencias deben consagrar un protagonismo real de los agentes del desarrollo regional en la toma de decisiones y asignación de recursos públicos, con foco en sus respectivas vocaciones, oportunidades y problemas regionales.

Con todo, como se señala en los Fundamentos de este documento, la experiencia de Chile así como la de países unitarios y hoy descentralizados como son Francia y Colombia, demuestran que sólo la descentralización política es capaz de desencadenar y dinamizar a la descentralización administrativa y fiscal.

2. Llamado a un Acuerdo Político de Descentralización


Como organización plural de la sociedad civil y la academia de regiones, la Fundación Chile Descentralizado… Desarrollado llama hoy:


- al Gobierno de Chile y


- a los Senadores y Diputados, especialmente a los electos en regiones, a realizar un último gran esfuerzo para acercar posiciones, con visión de Estado, asumiendo lo que ahora más importa:


1.- No frustrar una vez más a la ciudadanía de las regiones, y

2.- Lograr un acuerdo político, amplio y transversal, que asegure:

a) destrabar, perfeccionar y aprobar en breve plazo las dos reformas todavía en trámite, y


b) lograr un punto de efectiva inflexión y de irreversibilidad del proceso, con mandato explícito para ser cumplido y perfeccionado por los próximos Gobierno y Parlamento.
Fundamentos: lo que importa


1.- Importa recuperar la confianza de la ciudadanía de las regiones, frustrada por décadas de promesas de descentralización incumplidas:

- Todavía ronda el fantasma de las Asambleas Provinciales, instituidas en la Constitución de 1925, que nunca fueron elegidas. Eso no puede volver a suceder.


- Después de recuperada la democracia, en Chile hubo tres momentos políticos que abrieron reales oportunidades para avanzar en la descentralización, finalmente desaprovechadas, con la consiguiente frustración ciudadana en regiones:

1.- La campaña presidencial de 1999, con coincidencias que generaron el ánimo de que ahora sí habrá descentralización:

Lavín: “El Intendente debe ser elegido en la región”.


Lagos: “Completaremos en un plazo de cinco años el proceso descentralizador y de desconcentración del Estado”. “Propiciaremos la elección directa del Consejo y del Ejecutivo Regional”. 

2.- año 2009: compromisos del Presidente Piñera: “Descentralizar el país tiene que dejar de ser una eterna promesa y transformarse en una firme realidad”. “Nuestro gobierno será el gobierno de las regiones”. “Vamos a impulsar una profunda revolución regionalizadora”.

3.- año 2014: el trabajo de la Comisión Presidencial: con una propuesta de Estado, centrada en un abordaje sistémico con 5 ejes de acción, 70 medidas y una hoja de ruta para su ejecución.

Más de dos años después, expuestos a una visible brecha transversal entre un discurso descentralizador y la voluntad real de ceder poder, finalmente se logró un hito histórico: la aprobación de la reforma constitucional de elección de Gobernadores Regionales

Años 2017 y 2018 en adelante: ¿? Una gran incertidumbre, necesaria de ser despejada a la brevedad.

2.- Importa entender que sin descentralización política no se desencadena la dinámica del proceso descentralizador

En este caso, el orden de los factores SÍ importa. No da lo mismo la secuencia de las reformas.


Primero, descentralización política, sin la cual no se desencadenan las otras dimensiones: la administrativa y la fiscal-económica.


El caso de Chile: 18 años de espera: con un nudo gordiano dado por la dificultad que significa ceder cuotas de poder, tanto a nivel nacional como regional.

El caso de Francia: 1991, cita del Presidente Mitterand: “Francia necesitó de la centralización para construirse como Nación. Ahora necesita de la descentralización para no destruirse como Nación”.

El caso de Colombia, modelo de Estado unitario-descentralizado, que además de exitoso, es el más cercano al propuesto para el caso de Chile. Aquí es importante citar el estudio comparado realizado por Tulia Falleti, de la Universidad de Pennsylvania, publicado en 2010 en su libro “Descentralización y Políticas Subnacionales en América Latina”, en el que muestra que:

- La descentralización es un proceso multidimensional, sistémico y dependiente del contexto del respectivo país y, por consiguiente, es un cambio institucional de elevada complejidad y de largo plazo. Es una Política de Estado.

- La necesaria secuencia del proceso: primero descentralización política, luego fiscal y finalmente administrativa (competencias), casi como resultado residual de las anteriores.


3.- Importa entender y afianzar el nuevo modelo de Estado: unitario-descentralizado.

Título del reciente artículo del constitucionalista José Luis Cea: “Actual organización territorial de Estado: un modelo obsoleto”.


El nuevo modelo: ni unitario-centralizado, ni federal: unitario descentralizado, implica entender y diferenciar bien entre los roles de:

- Gobierno interior: Delegado Presidencial

- Gobierno Regional: Gobernador Regional


En consecuencia, no podemos transferir hoy aquellas competencias reservadas al gobierno nacional, ni exigir ahora más descentralización al nuevo modelo que la que éste puede conceder, ni poner ello como condición previa a la puesta en marcha inicial del proceso.


Por ejemplo, seguridad ciudadana: es una competencia que podrá ajustarse gradualmente a las necesidades y demandas de la ciudadanía, a similitud del proceso de entrega de nuevas competencias a las Municipalidades generado después del retorno de Chile a la democracia y la consiguiente elección de las autoridades comunales.


4.- Importa resolver la insostenible disfuncionalidad de los Intendentes designados.


Significado del término “Intendente”, en tiempo de los borbones: “el burócrata leal al rey”.


En Chile: la actual figura institucional de Intendente designado es cada vez más disfuncional a las dinámicas de desarrollo del siglo XXI y a un liderazgo articulador del desarrollo regional.


Carencias para poder hacer un buen gobierno regional:


- Legitimidad ciudadana de origen y representatividad.


- Capacidad de negociación con autoridades centrales.


- Capacidad para encausar y resolver demandas sociales regionales.


- Estabilidad: promedio 1,1 a 2,1 años, según región y período de gobierno. Ejemplo de ahora: La Araucanía, 3 Intendentes en menos de 3 años.

- Falta de continuidad de ideas y equipos: además, cuando los cambian, los nuevos asumen con nuevos equipos y nuevas ideas, con toda la confusión y falta de continuidad que ello implica.


Refuerzan lo anterior los testimonios entregados en un muy interesante Panel de Intendentes que realizamos en enero de este año en el ex Congreso Nacional, con 3 ex Intendentes: Jaime Tohá (Bío Bío), Juan Andrés Varas (Los Ríos), Andrés Molina (La Araucanía) y uno en ejercicio, Claudio Orrego (Región Metropolitana), quienes, no obstante pertenecer a diferentes partidos y coaliciones, aportaron elocuentes ejemplos de lo que podrían haber hecho más y mejor en el impulso de relevantes iniciativas de desarrollo regional, de haber tenido legitimación ciudadana y estabilidad en el ejercicio de sus cargos.

5.- Importa valorar y potenciar a la autoridad del Gobernador Regional electo, dada la diferencia que marcará por:

Contar con aprobación democrática, como primera autoridad regional, y con un programa previamente presentado y luego controlable por la ciudadanía.


Tener una estabilidad de a lo menos 4 años en el cargo (y si lo hace bien, hasta de 8 años), lo que le permite proponer e impulsar iniciativas y metas de desarrollo de mayor proyección, alcance y continuidad en su ejecución.

Rendir cuentas a la ciudadanía de su región y no ante la autoridad central del gobierno nacional de turno.

Tener una sola lealtad: al desarrollo y futuro de la región que gobierna y al mayor bienestar y progreso de sus habitantes.

Presidir al Consejo Regional y, en esta primera etapa, tendrá competencia para:


- La principal: definir y ejecutar políticas, planes y programas de desarrollo regional (las que se encontraban compartidas con los organismos sectoriales desconcentrados).


- Aprobar instrumentos de regulación, tales como los planes reguladores intercomunales y regionales de ordenamiento territorial.


En el caso de las Áreas Metropolitanas, constituirse como autoridad de las mismas, con facultades (entre otras) de definir el plan maestro de transporte urbano metropolitano (y sus modificaciones), el plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público (y sus modificaciones), así como implementar los convenios de programación y convenios territoriales de inversión.
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El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, agradeció la exposición realizada por el señor Von Baer. Acto seguido, ofreció la palabra al señor Fabián Huepe, profesor de Derecho Administrativo, quien concurrió en representación del Departamento de Derecho Público de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad de Concepción.


En primer término, el profesor Huepe manifestó sus agradecimientos por la oportunidad de informar acerca del proyecto en comento, lo que, dijo, demuestra un ánimo positivo de tramitar un proyecto de ley en forma participativa, oyendo a la ciudadanía, a organizaciones y a especialistas en el tema que se pretende legislar, lo que enriquece el debate y aumenta posibilidad de obtener una ley de la mejor calidad posible.


A continuación, pasó a entregar su opinión acerca de la iniciativa en trámite, basando su exposición en un documento escrito del siguiente texto:

“Opinión técnica jurídica del proyecto


En relación al proyecto de ley que se me ha facilitado, puedo señalar lo siguiente:

A.- Contexto jurídico político general del proyecto de ley en relación al fortalecimiento de la regionalización del país.


Hay que destacar que, desde el punto de vista de la doctrina administrativista en relación a la clasificación de sistemas de organización administrativa, pero también desde el punto de vista del estudio de instituciones políticas, el proyecto de ley se enmarca en el cuadro de la profundización de la descentralización administrativa en un Estado Unitario. No se trata, a mi juicio, de la incorporación de lo que se conoce técnicamente como el “regionalismo político” propio de procesos que experimentaron países tales como España e Italia, sino que simplemente de “regionalismo administrativo” que busca una descentralización en la “gestión administrativa”, pero no así una “decisión política”, que permitiría transitar desde un Estado Unitario a lo que algunos autores llaman un “Estado Regional”, que sería una camino intermedio entre el Estado Unitario y el Estado Federal, aunque algunos sostienen que se trata simplemente de una variante del Estado Unitario con una importante descentralización de potestades políticas.


Sin embargo, el proyecto busca acercarse a esta idea de “descentralización política” desde que plantea que los gobernadores regionales serán elegidos democráticamente, de tal forma que el gobierno regional, esto es, tantos los consejeros regionales como su gobernador, serán elegidos democráticamente. Dicho de otra forma, se trata de autoridades regionales elegidas por votación popular.


En todo caso, el hecho de establecerse la elección popular de órganos regionales no transforma esta descentralización en una descentralización política propia del auténtico “regionalismo político”. Para ello, en doctrina se establecen las siguientes exigencias.


1.- Considerar a la región como una persona jurídica de Derecho Público interno, no como una mera división administrativa.


2.- Consagración del regionalismo en la Constitución Política o que ella permita su establecimiento.


3.- Autoridades elegidas democráticamente.

4.- Autonomía financiera.

5.- Potestades legislativas regionales autónomas o “poderes regionales”.


De lo dicho anteriormente, se podría decir que el proyecto cumple con los tres primeros requisitos (aunque aquí lo que es persona jurídica es el Gobierno Regional más que la región) pero es muy discutible que se dé el requisito número 4 y claramente no se da el requisito número 5 que, según algunos autores, es el que le da la fisonomía a la descentralización como descentralización política y no meramente administrativa. Como puede verse, estamos probablemente cerca del regionalismo político ya que se da la mayoría de los elementos, pero faltan probablemente los más importantes. Lejos estamos del requisito número 5, que, en todo caso, es un proceso muy complejo que por ahora no es posible de atender, y tal vez es probable acercarse al requisito número 4. Entonces, no estamos realmente en un proceso de descentralización política, sino que meramente administrativa con algunos “tintes políticos” como lo son la designación de órganos regionales elegidos democráticamente y la oportunidad de obtener alguna autonomía (que tampoco se avizora tan clara) en la “decisión y gestión administrativa” más que en la decisión política.


En todo caso, en relación al requisito de “poderes regionales”, normalmente reconducidos a facultades legislativas o “legislación regional”, cabe señalar que el artículo 113 de la Constitución Política establece que el consejo regional, que es el órgano que junto con el gobernador regional conforman el gobierno regional será, además de un órgano resolutivo y fiscalizador, también “normativo”. Ya veremos cuáles serán los alcances de tal precepto, que probablemente se referirá a la potestad reglamentaria regional, lo que acerca bastante a la idea de “poderes regionales”, aunque infralegales.

B.- Aspectos particulares del proyecto objeto de análisis.


Pues bien, este es el contexto jurídico y político del proyecto que nos convoca. Ahora, me referiré a algunos puntos en particular sobre el proyecto que, a mi juicio, merecen un punto de atención y consideración:


1.- Tema de forma: que se aclare en la modificación de la ley 19.175 cuándo actúa el delegado presidencial y cuándo actúa el gobernador regional, atendida la remisión constitucional de las funciones del ex intendente. Lo mismo con la mención al “presidente del consejo regional”.


En efecto, la disposición vigésimo octava transitoria, inciso cuarto, de la Constitución Política señala que “Los gobernadores regionales electos, desde que asuman, tendrán las funciones y atribuciones que las leyes otorgan expresamente al intendente en tanto órgano ejecutivo del gobierno regional. Las restantes funciones y atribuciones que las leyes entregan al intendente se entenderán referidas al delegado presidencial regional que corresponda”.  Por otra parte, entiendo que se elimina toda mención al “presidente del consejo regional”, puesto que hoy actuará en esa calidad el gobernador regional. Todo este trastorno se produce porque este proyecto no está actualizado en relación a la reforma constitucional del 5 de enero de 2017.


Pues bien, en algunas normas de la ley N° 19.175 parece claro cuando las atribuciones del intendente son en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, (por ejemplo, el artículo 24 dice que corresponderá al intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional) y cuándo lo son en calidad de representante del Presidente de la República, (por ejemplo, el artículo 2° al decir que corresponderá al intendente, en su calidad de representante del Presidente de la República en la región). Sin embargo, no siempre será tan claro y si se está modificando la misma ley, qué mejor que aprovechar para efectuar esos cambios formales para evitar confusiones o malos entendidos.


2.- Transferencia de competencias.


Probablemente es el punto que considero más neurálgico en el proyecto.


En efecto, se ha optado por el diseño de “competencias flexibles” o proceso gradual de transferencia de competencias, evitando, al parecer, un paso brusco desde una fuerte centralización histórica y su inercia evidente en nuestro país, a una descentralización absoluta y rígida con traumáticas pérdidas de poder administrativo central. Este diseño legislativo elegido es el que se viene planteando desde la propia Constitución en su artículo 114, indicando que “la ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República transferirá a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural”.


Ahora bien, si se observa la norma constitucional, se ha optado por una transferencia flexible y gradual de competencias entregada por el Presidente de la República y no por una ley de transferencia de competencias. Al respecto, ya el Dictamen 1013/2000 de Contraloría había indicado que no se pueden traspasar competencias y recursos sin que exista una norma de rango legal que lo permita, cuestión que entiendo se cumpliría con este proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional al establecer precisamente por ley la forma y procedimiento en que el Presidente de la República puede transferir competencias.


Al respecto, el proyecto en sus artículos 21 bis a 21 quinquies regula pormenorizadamente el procedimiento de transferencia de competencias (que más bien parece delegación que transferencia, ya que no es enajenación de la misma, sino que es esencialmente revocable) que ha tenido dificultades en su redacción, según puede verse del proyecto en su primer trámite constitucional y las modificaciones introducidas en el segundo trámite que posteriormente fueran rechazadas.


En relación al proceso de transferencia de competencias, puedo indicar lo siguiente:


2.1.- Como cuestión previa, me parece correcto que el artículo 21 ter señale cuales son los ámbitos de competencia en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas, desarrollo social y cultural del gobierno regional, según lo indica el artículo 114 de la Constitución Política. En Derecho Comparado los ámbitos competenciales de los gobiernos regionales están establecidos por ley, precisamente para evitar duplicidad, superposición o confusión de competencias entre el gobierno central y el gobierno regional. (Para efectos de este informe, denominaré “gobierno central” en contraposición al “gobierno regional”).


Sin embargo, no siendo en todo caso de gravedad, se echa de menos que se indique de la misma forma cuáles son las competencias exclusivas del gobierno central que precisamente no pueden ser adoptadas por los gobiernos regionales. Así, por ejemplo, en España se establece un listado de competencias exclusivas del Estado tales como nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería, relaciones internacionales, defensa y fuerzas armadas, administración de justicia, legislación, etc. Ello es útil precisamente para separar competencias regionales de las nacionales y para que haya más claridad sobre el tema. Lo anterior implica tener que interpretar que las competencias del artículo 21 ter para los gobiernos regionales son taxativas y, en caso de duda, no hay criterios de exclusión previos que podrían establecerse con las competencias nacionales.


Finalmente, también se echa de menos el señalar en forma expresa algunos principios que permiten una interpretación finalista de estas normas para los casos de dudas en su aplicación. Así, en el Derecho Comparado se hace referencia, además de la especificación de competencias, a los principios de cooperación, coordinación y colaboración entre los gobiernos regionales y central, que animan el espíritu que debe darse entre estos órganos.


2.2.- El procedimiento de traspaso de competencias indicado y aprobado en el primer trámite constitucional me parece que no se ajusta al espíritu de la ley de fortalecimiento de la regionalización, por los siguientes motivos:


a.- El gobierno regional no tiene iniciativa para solicitar traspaso de competencias. El artículo 21 bis, inciso 2°, señala que para solicitar transferencia de competencias el consejo resolverá sobre la base de la propuesta presentada por el intendente (se entiende gobernador). Es decir, sólo tiene iniciativa para solicitar competencias el gobernador a través de propuesta, dejando excluidos a los consejeros. Tal vez es más ajustada la propuesta de la cámara que fuera rechazada en comisión, en orden a que los 2/3 de los consejeros en ejercicio pueden solicitar la transferencia de competencias aun cuando no lo proponga el gobernador. Si entendemos que el gobierno regional es un órgano colegiado, entonces un quórum calificado (nada menos que 2/3) debiera permitir la solicitud de transferencia de competencias.


b.- Excesiva discrecionalidad para el gobierno central en aceptar o rechazar una solicitud de transferencia de competencias.


Efectivamente, el proyecto señala que se puede rechazar la solicitud por el gobierno central sin indicar las razones de aquello. (artículo 21 bis, inciso final). Entonces, estamos frente a una “concesión” de competencias por “gracia” de parte del gobierno central y, por ende, una mera petición o aspiración por parte del gobierno regional. La pregunta es si se pretende establecer o no un “derecho” a la transferencia de competencias, obviamente en la medida en que el peticionario cumple con los informes y factibilidades de eficiencia, eficacia y viabilidad de la transferencia, pero en tal caso no es posible que el gobierno central simplemente “esté facultado” o “pueda” aceptar o negar la transferencia de competencia, lo que queda de manifiesto considerando que los instrumentos establecidos por la ley para transferir competencias son los convenios o los programas que, evidentemente, requieren un acuerdo de voluntades entre el gobierno regional y central. En realidad, no hay problema en que la voluntad de trasferencia de competencia nazca del gobierno regional (ellos verán si están preparados o no), pero no debiera quedar sujeta a la sola voluntad del gobierno central su aceptación.


En este aspecto, la propuesta sería que la ley indicara cuáles serían los motivos o fundamentos para rechazar una solicitud de competencia por parte del gobierno regional a fin de que la regionalización se perciba como un derecho por parte del gobierno regional y no como una mera solicitud de gracia.


La pregunta aquí es la siguiente: ¿se pretende una discrecionalidad política o discrecionalidad administrativa? En el primer caso, no se aprobaría la solicitud por “no ser conveniente políticamente” y en el segundo caso, no se aprobaría por “no cumplir con requisitos legales exigidos para la aceptación”. Si se trata de lo primero, es un tema de mucha tensión política entre un gobierno regional cuyo gobernador fue elegido democráticamente al igual que el consejo regional, con el gobierno central, considerando que dicha tensión política puede estar a su vez teñida de arbitrariedad política, en tanto que si se trata de lo segundo, no hay parámetros previos y objetivos para determinar cuándo una solicitud cumple o no los requisitos para estimarse suficientemente fundada y así obtener el traspaso de competencias, con el consiguiente riesgo de judicialización.


Esta situación, a mi juicio, no puede quedar como se plantea en el proyecto.


Puede ser comprensible el “temor” del gobierno central a la “captura política de oposición” del gobierno regional, y tal vez el temor que esa captura política sea contraria a las políticas nacionales, pero para ello deben existir otros instrumentos tales como claridad de competencias nacionales y regionales, prevalencia de la política nacional sobre la regional y órganos que resuelvan conflictos de competencia y aplicación de políticas regionales y nacionales, como existe en el Derecho Comparado.


c.- La posibilidad de reconsideración no mejora el problema de la discrecionalidad antes señalado.


El artículo 21 quinquies establece un recurso de reconsideración total o parcial frente al rechazo de la solicitud de transferencias.


En este punto, si previamente se hubiesen establecido condiciones o requisitos objetivos, es más fácil fundar el recurso de reconsideración, en tanto que con esta fórmula es claro que el rechazo de la solicitud de transferencia de competencias es más complejo y obliga a señalar cuáles eran las razones del rechazo previamente para un correcto ejercicio de la reconsideración.


Pero en todo caso, el problema se mantiene porque frente a la reconsideración sigue siendo el órgano político el que resuelve el tema, lo que en todo caso no es una impropiedad ya que la reconsideración técnicamente se promueve ante el mismo órgano que inicialmente rechazó la solicitud de transferencia de competencias (art. 21 quinquies). Sin embargo, persiste la duda de si la negativa es por razones de mera conveniencia política o por aspectos jurídicos como falta de fundamentación de la solicitud o incumplimiento de estudios previos, etc.


d.- Falta de un órgano imparcial o tercero que resuelva conflictos entre el gobierno regional y central.


No puede desconocerse que la posibilidad de tensión entre el gobierno regional y central es inminente, considerando que el primero tiene un carácter claramente autónomo y con base territorial, al ser nombrados sus integrantes democráticamente.


Entonces, frente al rechazo de la solicitud de transferencia y rechazo a su posterior reconsideración por parte del gobierno central, así como en el caso de revocación de competencias transferidas como lo indica el artículo 21 quáter, letra d), inciso segundo, (tema de suma importancia y gravedad porque implica despojar por parte del gobierno central competencias transferidas a un órgano autónomo generado democráticamente), no se plantea ningún recurso ni solución frente al conflicto, lo que puede tensionar gravemente ya sea jurídica o políticamente a dos órganos de gobierno con base democrática (gobierno central y regional), lo que implica que, ante falta de solución, se plantee tarde o temprano su posible judicialización.


Al respecto, en Derecho Comparado se establecen órganos que resuelven este conflicto. Así, en experiencias de Estado regional (que como hemos visto no son replicables a este proyecto), en el caso italiano resuelve el Tribunal Constitucional los conflictos de constitucionalidad y las Cámaras los de oportunidad (conveniencia política), en tanto que en España los conflictos de competencia los resuelve el Tribunal Constitucional y para el caso que una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan o actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno requerirá al Presidente de la Comunidad Autónoma para que corrija su actuar y, en caso de negativa, resolverá el Senado por mayoría absoluta para adoptar medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.


Lo anterior es solo a modo de ejemplo, ya que deberá analizarse qué órganos pueden resolver tal o cual tipo de controversia (problemas de competencia, de legalidad, de conveniencia política, etc.) pero lo cierto es que esta posible tensión no puede quedar sin solución.


3.- Otros aspectos a modo de término.


Del proyecto destaco lo siguiente:


a.- Cualquier mecanismo de control externo o interno es bienvenido. Así, una unidad de control del gobierno regional parece ser adecuada (como lo indica el artículo 68 quáter, rechazado).


b.- El artículo 21 quáter rechazado en Comisión hace referencia a que las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la ley de presupuestos. Al margen de si la norma está bien redactada o no, hay que tener dos consideraciones. 1.- Todo traspaso debe estar en armonía con los recursos financieros y humanos correspondientes que lleven, si no a una autonomía financiera, al menos a una “autonomía en la ejecución” de los recursos, y 2.- Si el traspaso de competencias requiere nuevas estructuras de plantas de personal o servicios, habrá que tener las precauciones necesarias, considerando que la creación de servicios públicos y empleos rentados es materia de ley y de iniciativa exclusiva del Presidente de la República (artículo 65, N° 2, de la Constitución Política de la República).


Es todo cuanto puedo informar.”.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, agradeció las exposiciones entregadas a la Comisión. Refiriéndose a lo señalado por el señor Von Baer en cuanto al tiempo que lleva la tramitación de esta iniciativa en el Parlamento que superaría los cinco años, aclaró que ésta reviste una considerable complejidad, además de que se está utilizando la estructura de un proyecto anteriormente presentado por el ex Presidente señor Piñera. Agregó que el día 28 de enero de 2015 el actual Gobierno presentó una indicación sustitutiva, a partir de lo cual han transcurrido dos años y cuatro meses de tramitación en ambas Cámaras. Precisó, además, que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento la ha discutido durante cuatro sesiones.

Enseguida, ofreció la palabra a los señores Senadores presentes.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que lleva veinticinco años de trabajo comprometido con su región, añadiendo que Chile es distinto desde las regiones y que parte de la postergación y de los problemas que las afectan proviene de una doble dependencia, a saber, del centralismo local y del nacional. Hizo presente que frente a este tema, se advierten dificultades que hacen que las cosas no prosperen como sería deseable. Añadió que los proyectos en trámite, por más que reflejen buenas intenciones, propósitos y necesidades impostergables, no avanzan porque no se llega a acuerdo respecto de cómo hacer las distintas y profundas transformaciones que se requieren.

Apuntó que a pesar de que han pasado distintos gobiernos que han tenido miradas disímiles frente a la regionalización y su fortalecimiento, hay factores de fondo que no se han resuelto. Por ello, se mostró contrario a que quede la sensación de que ha existido negligencia o desinterés en trabajar por este objetivo, enfatizando que se trata de un problema difícil de zanjar. Agregó que, más aún, las distintas exposiciones que se han escuchado levantan inquietudes adicionales y serias respecto a esta iniciativa.


Sostuvo que como Parlamentario debe hacerse responsable de las consecuencias que los proyectos de ley que se despachan pueden generar, afirmando que en el presente caso no está en condiciones de dar su apoyo, entre otras cosas, porque surgen demasiadas preguntas que quedan sin respuesta.


Indicó que la transformación de una iniciativa cuya estructura estaba pensada para dotar de más atribuciones regionales al intendente designado y al gobierno regional elegido se cambió por una distinta, donde hay dos cabezas administrativas, a saber, el delegado presidencial y el gobernador regional, ambos con atribuciones bastante complejas y respecto a los cuales, la filosofía divisoria termina siendo discrecional.


Añadió que las dos autoridades mencionadas se encontrarán sometidas a una tensión permanente, ya que no existirá claridad en cuanto a sus respectivas funciones, con la agravante de que una de ellas será elegida democráticamente y la otra no, por lo que ante los ciudadanos de la región, el delegado presidencial carecerá de legitimación.


Recalcó que en esta tramitación faltan ciertas claridades que son indispensables para poder avanzar. Manifestó que la primera de ellas la constituye la doble autoridad administrativa ya mencionada y que la segunda viene dada por un diseño de traspaso de facultades es discrecional, en el que quien delega tiene la facultad de revocar la transferencia. A lo anterior, dijo, se une la falta de nitidez que se advierte en cuanto al financiamiento.

Remarcó que parte de la descentralización que sí ha avanzado en Chile corresponde a la que se ha hecho en torno a las comunas, donde hay atribuciones y recursos disponibles. Reiteró que la presente iniciativa está creando un modelo híbrido con facultades difusas y sin nitidez en cuanto a los recursos económicos que se necesitan para viabilizarla. Asimismo, opinó que parte de la descentralización se hace quitándole atribuciones al Consejo Regional.


Hizo presente que las observaciones que la Comisión ha tenido oportunidad de escuchar en relación a este proyecto lo hacen dudar sobre lo que se está haciendo y lo llevan a sopesar la responsabilidad que supone avanzar en una iniciativa de estas características, la cual, además, se está desarrollando en un entorno político extraordinariamente complejo.


Consideró que el actual sistema político, que incluye modificaciones en materia de sistema electoral y de creación de los partidos políticos, da lugar a un cuadro nuevo que hará muy difícil la gobernabilidad durante el próximo mandato presidencial. Argumentó que es probable que no haya ninguna coalición con mayoría en el próximo gobierno, porque la estructura que se ha creado lo hará imposible. Añadió que a lo anterior se está agregando un esquema de organización regional que ofrece el grado de incertidumbre y discrecionalidad a que ha aludido precedentemente.

En último término, anunció que votaría en contra de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto por las razones antedichas y con la esperanza de que en la Comisión Mixta la iniciativa se reformule, de manera que pueda cumplir con los objetivos que se buscan con una iniciativa de esta envergadura.

El Honorable Senador señor Quinteros inició su exposición manifestando que emitirá su votación sobre el presente proyecto pensando en el futuro del país, en el cual no se llegará a un real progreso si no se desarrollan las regiones. Recordó que en el Seminario Chile Descentralizado realizado hace poco tiempo, al cual fue invitado como expositor, tuvo oportunidad de declarar que es un firme promotor de la descentralización política, administrativa y fiscal de la nación.


Respecto a la tramitación de la presente iniciativa, abogó por que una Comisión Mixta la discuta y la reformule. Consideró que el despacho de la misma ha sido lento y que ha habido dilaciones en las que han incidido muchos actores, incluido el propio Ejecutivo al no otorgarle la urgencia necesaria. Lo anterior, afirmó, lo obliga a apelar a su capital de realismo y de honestidad política para enfrentar este tema.

Recalcó que el tiempo para elegir gobernadores regionales el año 2017 está agotado, añadiendo que debe reconocerse que pese a todos los esfuerzos desplegados por la señora Presidenta de la República, no se ha alcanzado un acuerdo en la materia.

Destacó que esta iniciativa de fortalecimiento de la regionalización no será aprobada si no se consagran traspasos reales de competencias y si no se asegura su financiamiento. Enfatizó que está por la descentralización, siempre que ésta sea de verdad.


Advirtió que hay dos formas de oponerse al proyecto en estudio; la primera consiste en declararse abiertamente en contra de él, en tanto que la segunda radica en hacerla inviable por la vía de exigir un proceso drástico e inmediato. Por otra parte, sostuvo que no se le puede solicitar al Ejecutivo que de un día para otro traspase todas las competencias. Es por ello, dijo, que se habla de un proceso gradual, que debe establecerse por ley.


Expuso que solo un acuerdo político amplio y transversal, que conjugue los tiempos disponibles, permitirá concluir la tramitación de la presente iniciativa y la del proyecto de ley que regula la elección de los gobernadores regionales.


Reiteró la procedencia de que una Comisión Mixta discuta en profundidad la iniciativa en estudio y busque las soluciones pertinentes para cambiar los aspectos negativos que se observan. Esta Comisión Mixta, añadió, deberá realizar una revisión exhaustiva de las normas sobre transferencia de competencias, incluidas aquellas relativas a las causales de revocabilidad.

Rememorando su participación en el ya indicado Seminario Chile Descentralizado, informó que envió el texto de la misma a los demás señores Senadores e informó que en esa oportunidad presentó un acuerdo político, que señala:

“Si bien la voluntad expresada por el Ejecutivo es realizar las primeras elecciones directas de Gobernadores Regionales el presente año 2017, constituye un obstáculo eventualmente insalvable para tal propósito lo acotado del tiempo que resta para aprobar los dos proyectos de ley que lo permitirían; esto es, el de Fortalecimiento Regional (Bol. N° 7.963-06, en tercer trámite constitucional) y el que regula la elección de Gobernadores Regionales, (Bol. N° 11.200-06, recién en su primer trámite).”.

Añadió que se solicitó, en tanto, al Ejecutivo:


“1.- Fijar la primera elección de Gobernadores Regionales para el año 2020.


2.- Poner a los dos proyectos antes mencionados las urgencias necesarias para que su aprobación legislativa concluya durante los meses restantes, antes de fines del tercer trimestre del presente año 2017.


3.- Incluir en un artículo transitorio de la Ley de Fortalecimiento Regional (Transferencia de Competencias) las competencias que la Administración Central entregará de oficio a las regiones entre los años  2018, 2019 y 2020. Se señalará, asimismo, que será responsabilidad del sector correspondiente realizar entre los años 2017 y 2018 las experiencias de adaptación o aprendizaje (pilotajes) que se estimen necesarios como paso previo a su entrega efectiva.


4.- Considerar en la ley de Presupuesto del Sector Público para el año 2018, las glosas presupuestarias necesarias para la implementación en los Gobiernos Regionales de todas las adecuaciones que la Ley de Fortalecimiento Regional o Transferencia de Competencias establece para ellos, en especial para la instalación de sus tres nuevas Divisiones, el establecimiento de Áreas Metropolitanas en aquellas regiones que cumplan con las condiciones para ser consideradas como tales, de la unidad de control, del comité de innovación y desarrollo, etc.

5.- Ingresar a discusión legislativa el proyecto de ley de financiamiento regional considerado en el Programa de Gobierno en agosto del presente año, una vez aprobado por el Legislativo el proyecto de ley de Fortalecimiento Regional.


Mediante estos últimos puntos se hace carne nuestra convicción de que un mayor plazo para instalar Gobernadores Regionales electos sólo es aceptable si aquél es destinado a iniciar y fortalecer el proceso administrativo de descentralización, incluido el de entrega de mayores atribuciones y flexibilidades en el orden financiero, procurando la consolidación de todos los mecanismos que garanticen el mayor éxito posible del proceso chileno de descentralización.

CONCLUSION


Creemos, de esta manera, conciliar un mayor número de voluntades políticas tras el avance sin retorno del Proceso  Descentralizador en nuestro país, que garantice que se invierta en el mismo y, especialmente, en la instalación de una cultura de la descentralización en todo el engranaje de la Administración Pública, tanto central como regional, todo el tiempo necesario para su éxito en todo el territorio, puesto que -para quienes hemos sido llamados por la voluntad popular a tomar decisiones en materias de políticas públicas- este último debe constituir la principal motivación de nuestra acción legislativa.”.


Finalizó señalando que existe voluntad política para llevar a cabo el precedente acuerdo y afirmando que la transferencia de competencias debe ser efectiva, ya que las regiones requieren facultades y financiamiento que sean verdaderos.

Refiriéndose a la tramitación que este proyecto ha tenido en esta Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, su Presidente, el Honorable Senador señor Harboe, consignó que en muchas oportunidades ésta ha dado muestras de rigurosidad jurídica, introduciendo modificaciones a proyectos de ley que, habiendo pasado por diferentes Comisiones del Congreso Nacional, han obviado ciertos conflictos institucionales o situaciones que habrían puesto en riesgo una buena aplicación de la ley. Mencionó el caso de la ley sobre fortalecimiento de la libre competencia, la cual, explicó, de no haber sido objeto de los ajustes que acá se le introdujeron, habría terminado con la delación compensada, lo que, a su vez, habría significado la afectación del único instrumento que ha permitido desbaratar carteles en Chile y en el mundo. Hizo presente que algo similar ocurre con el proyecto que fortalece la institucionalidad sobre protección de los derechos de los consumidores, que venía con problemas de redacción que significaban acumulaciones de multas de tal magnitud que podrían haber significado la quiebra de medianas o pequeñas empresas.


Destacó que la iniciativa en discusión no es la excepción y que respecto de ella la no se ha tratado de aplicar una estrategia dilatoria, sino que ha prevalecido el interés por despachar una ley de calidad.

Hizo presente, enseguida, que votó en contra de la elección directa de los gobernadores regionales, puesto que consideró que el proyecto estaba mal planteado. En efecto, dijo, el orden de los factores en materia de descentralización sí altera el resultado pues no puede haber una elección de gobernador regional si no se sabe cuáles serán sus competencias.

Por otra parte, manifestó que no le otorga la competencia exclusiva de la legitimidad ciudadana a las organizaciones de la sociedad civil. Indicó que las considera importantes, las reivindica, las defiende y las apoya, no obstante que el Parlamento tiene la legitimidad suficiente para poder hacer un análisis acabado y concienzudo de las propuestas que son correctas para el país. Expresó que reivindica, en consecuencia, el derecho de la política y del Congreso Nacional a hacer buenas leyes.


Afirmó que es partidario de una descentralización que va mucho más allá de lo que se está planteando hoy, añadiendo que por el solo hecho de elegir a un gobernador regional no se descentraliza, sino que únicamente se democratiza. Sostuvo que aun cuando la democratización regional es un punto muy importante, un gobernador electo sin facultades suficientes para resolver los problemas de los ciudadanos en su territorio no constituirá más que una nueva frustración ciudadana, la que no está disponible para apoyar.


Informó que tuvo la oportunidad de realizar un estudio en terreno en localidades que no son capitales regionales, en el cual se determinó que el 86% de los ciudadanos exige tener la posibilidad de resolver los problemas en el territorio, lo que no dice relación con la facultad de elegir a la autoridad en dicho territorio. Observó que lo que quieren los ciudadanos de regiones es que la autoridad, sea designada o electa, tenga la capacidad de resolver tales problemas en el propio territorio, cuestión que hoy en día no ocurre.


Connotó que en esta iniciativa no hay una verdadera transferencia de competencias y que lo que aquí se logra es exacerbar el régimen presidencialista chileno, provocando que, de paso, el Parlamento abdique de su función legislativa. Reiteró que en el presente proyecto el Congreso Nacional está renunciando a su potestad legal y le está diciendo al Gobierno, a través de una ley, que transfiera las competencias que estime pertinentes.


Añadió que aun cuando el conjunto de proyectos sobre descentralización está bien inspirado, está mal logrado. Lo anterior, aseguró, más que otorgar soluciones generará problemas de gobernabilidad. Aseveró que lo anterior no lo sostiene solamente desde la base de la teoría o del estudio empírico, sino porque le correspondió estar durante diez años en el Poder Ejecutivo, lo que le permitió realizar labores prácticas de coordinación de intendentes y gobernadores.


Recordó, por otra parte, que en el proyecto de ley sobre elección de gobernadores regionales éstos no tienen iniciativa en materia presupuestaria. Se preguntó, en consecuencia, qué ocurrirá si soberanamente los ciudadanos de una región eligen a un gobernador regional de oposición al gobierno de turno. Será el Ministro del Interior el jefe político del gobierno central el que ahogará presupuestariamente a dicha región, como ocurre en otros países que tienen esta figura. Conjeturó si sería justo que los ciudadanos paguen por esa falta de poder de resolución.

Adicionalmente, respecto a los Planes Regionales de Ordenamiento Territorial, consideró que se muestra como un gran avance el que la autoridad regional pueda crearlos; sin embargo, agregó, para ello se deberá contar con el pleno acuerdo de los Ministerios sectoriales respectivos.


Reiteró que aun cuando en la presente iniciativa se advierte una buena inspiración, ella no está bien materializada. Después de doscientos años de centralismo acumulados, agregó, se debe buscar un punto de encuentro, el que no se ha logrado en estos cinco años de tramitación legislativa.


Consideró que la aplicación práctica de esta iniciativa generará conflictos más que soluciones, reafirmando que está por la descentralización pero que no desea que este proyecto se transforme en un freno para ella. Demostró, luego, su preocupación en cuanto a la posición del Gobierno de continuar con este proceso centralizador de delegación de competencias y no de transferencia de las mismas.

Asimismo, señaló que no desea que las autoridades pasen y los problemas queden. Advirtió que no procede obligar al Parlamento a aprobar una ley para que después venga otro Gobierno y las consecuencias de una mala distribución del poder se manifiesten en contra de los ciudadanos, generando un problema de gobernabilidad.


Anunció que con la consistencia que le da el hecho de haber intentado mejorar el proyecto, rechazará las enmiendas planteadas por la Cámara de Diputados, de manera que se forme una Comisión Mixta, la que debería cuidar de garantizar la representatividad de todos los partidos y corrientes políticas. Todo ello, concluyó, con la esperanza que la iniciativa se modifique en su conjunto para alcanzar una real descentralización. De lo contrario, informó que persistirá en su voto en contra en la Sala del Senado, hasta que no advierta una real intención de descentralización.


A continuación, usó de la palabra el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente.


El señor De la Fuente reafirmó el compromiso de la señora Presidenta de la República en materia de descentralización, agregando que la reforma constitucional que permitió la elección de consejeros regionales es una demostración fehaciente de lo anterior.


Señaló, igualmente, que el actual Gobierno dio un nuevo impulso a la presente iniciativa, que había iniciado su camino legislativo en el año 2011, bajo la Presidencia del ex Presidente señor Piñera. Reseñó que hasta enero de 2014 estuvo en primer trámite en el Senado. Hizo presente que la indicación sustitutiva presentada pretendía resolver los problemas que ésta tenía, no obstante que durante la discusión parlamentaria de la misma se percataron de que ella no era suficiente. Por lo anterior, agregó que es partidario de incorporar al proyecto las modificaciones que sean pertinentes en una Comisión Mixta.


Señaló que una vez constituida dicha Comisión Mixta, deberá formarse una mesa de trabajo en la que estarán representadas todas las fuerzas políticas, a objeto de generar los acuerdos del caso para configurar no solo un modelo de transferencia de competencias efectivo o real, sino que un sistema de gobernanza al interior de las regiones que resuelva los problemas enunciados.


Instó, en consecuencia, a la Comisión a rechazar las modificaciones introducidas en segundo trámite constitucional, de manera que se dé paso a la constitución de la Comisión Mixta y de la mesa de trabajo ya señalada.


El Presidente Nacional de la Fundación Chile Descentralizado, señor von Baer, declaró que respeta el rol que cumplen los legisladores, agregando que nada más lejos de su propósito es que se avance en estas materias sin reflexionar y sin detenerse.


Recalcó que ha aprendido que en el mundo hay más experiencias frustradas que exitosas en materia de descentralización, razón por la cual lo que sí debe hacerse en este estudio es sincerar, avanzar y perfeccionar, pero sin demorar. Reseñó que desde el año 1998, distintos candidatos a la Presidencia de la República han incorporado en sus propuestas el término de la descentralización. Mostró, finalmente, su preocupación en cuanto a que el actual proceso legislativo pueda volver a entramparse si no se aprueba en lo sustantivo bajo el presente mandato.
VOTACIÓN DE LAS ENMIENDAS DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS


A continuación, siguiendo el orden del articulado del proyecto, se efectúa una relación de las modificaciones que en el segundo trámite constitucional introdujo la Cámara de Diputados al texto aprobado en primer trámite constitucional por el Senado, consignándose los acuerdos adoptados por la Comisión respecto de las referidas enmiendas.

Artículo 1º


En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo 1º que introduce diversas modificaciones a la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, del Ministerio del Interior, del año 2005. Dichas enmiendas se transcriben a continuación.
° ° °

Número 1), nuevo

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó un número 1), nuevo, referido al artículo 2° de la señalada ley, que indica las funciones que le corresponden al intendente, en su calidad de representante del Presidente de la República en la región. Su tenor literal es el siguiente:

“1) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 2°:

a) Elimínase en su actual letra p) el siguiente texto: “, incluida la de otorgar personalidad jurídica a las corporaciones y fundaciones que se propongan desarrollar actividades en el ámbito de la región, ejerciendo al efecto las facultades que señalan los artículos 546, 548, 561 y 562 del Código Civil”.

b) Agréganse las siguientes letras p) y q), pasando la actual p) a ser r):

“p) Coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, y que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio, para la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo que a cada uno de ellos les corresponda en la región.
q) Velar por que el Gobierno Regional ejerza sus funciones en forma coherente y concordante con las políticas públicas nacionales, asegurando su total y efectiva aplicación, sean dichas funciones asignadas en la ley o transferidas por el Ejecutivo.”.”.


Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °
Número 1)

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó este numeral que sustituye la letra d) del artículo 6°, que señala los requisitos para ser designado intendente o gobernador, por la siguiente:

“d) No hallarse declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada, ni tener la calidad de persona deudora en virtud de lo dispuesto en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas condenada mediante sentencia ejecutoriada por alguno de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis o 463 ter del Código Penal, y”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, pasó a ser número 2), reemplazándose el texto de la referida letra d) del artículo 6° por el siguiente:

“d) No hallarse declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada, ni tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N°20.720, de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, ni condenada mediante sentencia ejecutoriada por alguno de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis o 463 ter del Código Penal, y”.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 2)


En segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, el numeral 2 del Senado pasó a ser 3), sin enmiendas.
Número 3)

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un numeral 3) que reemplaza el inciso segundo del artículo 13, que señala la naturaleza y objetivos del Gobierno Regional. El texto propuesto es el siguiente:

“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán desarrollar, directamente o con la colaboración de otros órganos de la Administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere. La autonomía para la administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que se le asigne o transfiera a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser 4), sustituyéndose el texto del inciso segundo del artículo 13 por el siguiente:

“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y ejercerán las funciones y atribuciones que esta ley les confiere. Podrán desarrollar sus competencias directamente o con la colaboración de otros órganos de la Administración del Estado. La administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N°1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado y en las demás normas legales relativas a la administración financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que le asigne a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.


Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 4)


En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, pasó a ser número 5), sin enmiendas.

Número 5)

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un numeral 5) que modifica el artículo 16 de la ya referida ley, que enumera las funciones generales del gobierno regional, de la siguiente forma:
a) Reemplázase su letra a) por la siguiente:

“a) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto, los que deberá ajustar a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación;”.

b) Intercálanse las siguientes letras b), c), d) y e) nuevas, pasando las actuales letras b), c), d), e), f), g), h), i) y j), a ser letras f), g), h), i), j), k), l), m) y n), respectivamente:

“b) Efectuar los estudios, análisis y proposiciones relativos al desarrollo regional;

c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos;

d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación;

e) Administrar fondos y programas de aplicación regional;”.

c) Reemplázanse en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la referencia “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo”, y el punto y coma final (;) por la expresión “, y”.

d) Sustitúyese en la actual letra i), que pasa a ser letra m), la expresión final “, y” por un punto final (.).

e) Trasládase la actual letra j), como nueva letra i) del artículo 17.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser número 6), con los siguientes cambios:

Letra a)

-La ha reemplazado por la siguiente:

“a) Diseñar, elaborar, aprobar y aplicar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, los que deberán ser coherentes con la política nacional de desarrollo, el presupuesto de la Nación y la estrategia regional de desarrollo. Asimismo, en dicha labor deberán considerar los planes comunales de desarrollo;”.

Letra b)

-Ha sustituido las nuevas letras c) y d) del artículo 16 por las siguientes:

“c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos y municipalidades localizados en ella;

d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, ajustándose a las orientaciones que se emitan para la formulación del proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público, de conformidad con el artículo 15 del decreto ley N°1.263;”.

Letra c)

-La ha sustituido por la siguiente:

“c) Reemplázase en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la expresión “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del presente Capítulo”; y agrégase después del vocablo “ley” la siguiente oración, precedida de un punto: “En ningún caso, el ejercicio de estas competencias facultará a omitir la aplicación de las políticas públicas nacionales”.


Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 6)

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un numeral 6) que modifica el artículo 17, sobre funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial. Las enmiendas son las siguientes:

a) Incorpórase la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a), b), c), d), e) y f), a ser letras b), c), d), e), f) y g), respectivamente:

“a) Elaborar y aprobar, en concordancia con la estrategia regional de desarrollo y previa consulta a las municipalidades de la región, el plan regional de ordenamiento territorial, instrumento orientador que deberá consignar las características, potencialidades, vocaciones y recomendaciones para la planificación y las decisiones que impacten en los territorios urbanos y rurales, borde costero y sistema de cuencas hidrográficas. Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por los Ministros de Defensa Nacional, de Obras Públicas, de Agricultura y de Vivienda y Urbanismo, se regulará lo concerniente a los procedimientos para la elaboración y contenidos mínimos que deberá contemplar el plan;”.

b) Sustitúyese en la actual letra d), que pasa a ser e), la frase “aplicando para ello las políticas nacionales en la materia,” por “aplicando en lo que sea pertinente las políticas nacionales en la materia,”.

c) Reemplázanse en la actual letra e), que pasa a ser letra f), la palabra “procurando” por “en coordinación con”, y la expresión final “, y” por un punto y coma (;).

d) Reemplázase en la actual letra f), que pasa a ser letra g), el punto final (.) por un punto y coma (;).

e) Agrégase la siguiente letra h):

“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamientos más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Medio Ambiente respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia, e”.

f) Incorpórase, como letra i), la letra j) trasladada desde el artículo 16.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser 7), con las siguientes enmiendas:

Letra a)

-Ha añadido los siguientes párrafos segundo a sexto:

“El plan regional de ordenamiento territorial podrá establecer, con carácter vinculante, condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y sus sistemas de tratamientos. Asimismo, podrá determinar condiciones para la localización de las infraestructuras y actividades productivas en zonas no comprendidas en la planificación urbanística, junto con la identificación de las áreas para su localización preferente, ajustándose a lo establecido en las políticas, estrategias y normativas sectoriales vigentes. El incumplimiento de estas condiciones provocará la caducidad de las autorizaciones respectivas, sin perjuicio de las demás consecuencias que se establezcan. El plan reconocerá, además, las áreas que hayan sido colocadas bajo protección oficial, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación respectiva, por su valor ambiental, ya sea natural o cultural.

El plan regional de ordenamiento territorial será de cumplimiento obligatorio para los ministerios y servicios públicos que operen en la región y no podrá regular materias que tengan un ámbito de influencia u operación que exceda del territorio regional ni áreas que estén sometidas a planificación urbanística.

La elaboración del plan regional de ordenamiento territorial deberá considerar la participación de los principales actores regionales públicos y privados. El plan será sometido a un procedimiento de consulta pública que comprenderá la imagen objetivo de la región y los principales elementos y alternativas de estructuración del territorio regional que considere el Gobierno Regional. Dicho procedimiento tendrá una duración de, al menos, sesenta días, debiendo consultarse paralelamente a las municipalidades de la región y a los organismos que integren el gobierno regional. Los antecedentes anteriores servirán, en su caso, de base en el diseño del Plan Regional ajustándose a lo establecido en el Párrafo 1° Bis del Título II de la ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

Una Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio, que integrarán los Ministerios de Vivienda y Urbanismo, cuyo titular lo presidirá; Interior y Seguridad Pública; Secretaría General de la Presidencia; Economía, Fomento y Turismo; Desarrollo Social; Obras Públicas; Agricultura; Minería; Transportes y Telecomunicaciones; Bienes Nacionales; Energía y Medio Ambiente propondrá, para su aprobación por el Presidente de la República, las políticas nacionales de ordenamiento territorial y desarrollo rural, así como la reglamentación de los procedimientos para la elaboración, los contenidos mínimos que deberán contemplar y los tipos de condiciones que podrán establecer los planes regionales de ordenamiento territorial, en concordancia con lo establecido en el inciso segundo del presente literal, sin que puedan tales condiciones tener efecto retroactivo. Las citadas políticas y propuestas se aprobarán mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por los Ministros integrantes de la Comisión Interministerial. La política nacional de ordenamiento territorial contendrá principios, objetivos, estrategias y directrices a las que deberán sujetarse los planes regionales de ordenamiento territorial, así como las reglas aplicables a las redes e infraestructuras que tengan un ámbito de influencia u operación que exceda al territorio regional.

Sin perjuicio de lo señalado, el gobierno regional deberá proponer un proyecto de zonificación del borde costero de la región, así como las eventuales modificaciones a la zonificación vigente, en concordancia con la política nacional existente en la materia. Dicha zonificación deberá ser aprobada mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional y será reconocida en el respectivo plan regional de ordenamiento territorial;”.

Letra e)

-Ha reemplazado la nueva letra h), que este literal agrega en el artículo 17, por la siguiente:

“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamiento más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Medio Ambiente y de Salud respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia. En caso que no exista acuerdo entre las municipalidades de la región respecto a la localización para la disposición mencionada, el respectivo gobierno regional tomará dicha decisión;”.

Letra g), nueva
-Ha incorporado la siguiente letra g):
“g) Agrégase la siguiente letra j):

“j) Aprobar la identificación de territorios como zonas rezagadas en materia social, y el respectivo plan de desarrollo, el que deberá ser coherente con las políticas nacionales sobre la materia.”.”.


Puestas en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 7)

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un numeral 7) que sustituye el artículo 18, que trata de las funciones que le corresponde al gobierno regional en materia de fomento de las actividades productivas, por otro del siguiente tenor:

“Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:

a) Formular políticas regionales de fomento de las actividades productivas, en particular el apoyo al emprendimiento, a la innovación, a la capacitación, al desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada, al mejoramiento de la gestión y a la competitividad de la base productiva regional, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia;

b) Integrar y aplicar en su gestión las políticas nacionales considerando las prioridades estratégicas regionales;

c) Establecer las prioridades estratégicas regionales en materia de fomento de las actividades productivas y de mejoramiento de la innovación para la competitividad, generando las condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión productiva y a la capacidad emprendedora, velando por un desarrollo sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que corresponda;

d) Fomentar el turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales;

e) Promover y diseñar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, programas, proyectos y acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas como prioridades regionales, como asimismo financiarlos;

f) Promover la implementación de oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad, coordinando su acción a nivel regional, y

g) Promover la investigación científica y tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y técnica en la región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades productivas.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, pasó a ser número 8), incorporándose las siguientes enmiendas al texto sustitutivo del artículo 18 propuesto por el Senado:

i) Ha suprimido en la letra a) la frase “, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia”.

ii) Ha reemplazado la letra b) del referido artículo por la siguiente:

“b) Integrar y aplicar en lo que sea pertinente en su gestión las políticas nacionales en materia de fomento productivo e innovación, considerando las prioridades estratégicas regionales;”.

iii) Ha suprimido en la letra d) la frase “, con arreglo a las políticas nacionales”.

iv) Ha intercalado en la letra e), luego de la expresión “competentes,” la frase “y considerando el aporte de las instituciones de educación superior de la región,”.

v) Ha agregado en la letra f), después de la expresión “a nivel regional”, la siguiente oración: “y procurando su articulación con la División de Fomento e Industria establecida en el artículo 68, letra d)”; y ha sustituido la expresión final “, y” por un punto y coma.

vi) Ha reemplazado en la letra g) el punto aparte por la expresión “, y”.

vii) Ha incorporado la siguiente letra h):

“h) Fijar la política Regional de Innovación y Desarrollo, la que deberá contener, a lo menos:

i. Los lineamientos estratégicos que en materia de innovación se establezcan para la región, debiendo considerar al efecto la Estrategia Regional de Innovación y Desarrollo propuesta por el Comité Regional de Innovación y Desarrollo.

ii. Los ámbitos de acción que abordará la respectiva política regional junto con sus principales objetivos, actividades, criterios y prioridades presupuestarias.”.


Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 8)

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un numeral 8) que modifica el artículo 19, relativo a las funciones que en materia de desarrollo social y cultural le corresponden al gobierno regional. Las enmiendas a esta norma son las siguientes:

a) Agrégase, en su encabezamiento, a continuación de la palabra “regional”, la expresión “, preferentemente”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:

“c) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en riesgo social, así como su financiamiento;”.

c) Reemplázase, en la letra e), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).

d) Sustitúyese, en la letra f), el punto final (.) por un punto y coma (;).

e) Agréganse, a continuación de la letra f), las siguientes letras g), h) e i):

“g) Financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el fortalecimiento de la identidad regional;

h) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte, así como su financiamiento, e 

i) Mantener información actualizada sobre la situación socio económica regional, identificando las áreas y sectores de extrema pobreza y proponiendo programas destinados a superarla.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser 9), con las siguientes modificaciones:
Letra a)

-Ha reemplazado el vocablo “preferentemente” por “principalmente”.

Letra b)

-Ha reemplazado en el texto sustitutivo de la letra c) del artículo 19 la expresión “de impacto” por “con énfasis”.

Letra e)

-Ha intercalado en la nueva letra i) del artículo 19, entre los vocablos “de” y “extrema” la expresión “pobreza y”.


Puestas en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 9)

El Senado, en primer trámite constitucional aprobó un número 9) que introduce en el artículo 20, sobre las atribuciones que tendrá el gobierno regional para el cumplimiento de sus funciones, las siguientes modificaciones:

a) Intercálase, en el literal c), a continuación de la palabra “ministerios”, la expresión “, las municipalidades u otros gobiernos regionales”. 

b) Sustitúyese, en el literal d), la palabra “obras” por la voz “iniciativas”.

c) Reemplázase, en la letra f), la expresión “planes regionales de desarrollo urbano” por “planes regionales de ordenamiento territorial”, y elimínase la mención “los párrafos segundo y tercero de”. 

d) Sustitúyese, en el literal i), la expresión final “, y”, por un punto y coma (;).

e) Reemplázase, en la letra j), el punto final (.) por un punto y coma (;).

f) Agréganse las siguientes letras k) y l):

“k) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes, programas dentro de su territorio, y

l) Ejercer las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende.”.

Por su parte, en la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser 10), con las siguientes enmiendas:

Letra a)

-Ha agregado, antes de la expresión “, las municipalidades”, la siguiente: “, los servicios públicos”.

Letra c)

-La ha sustituido por la siguiente:

“c) Reemplázase la letra f) por la siguiente:

“f) Aprobar los planes regionales de ordenamiento territorial, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y sus respectivos planos de detalle, los planes reguladores comunales y los planes seccionales, conforme a lo establecido en la letra c) del artículo 36;”.”.

Letra d), nueva

-Ha intercalado la siguiente letra d):

“d) Reemplázase en la letra h) la expresión “, de acuerdo con” por “, con arreglo a”.

Letras d) y e)

-Han pasado a ser e) y f), respectivamente, sin enmiendas.

Letra f)

-Ha pasado a ser g), sustituyendo en la nueva letra k) la expresión “e implementar” por “y aplicar”.


Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 10)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 10) que introduce, a continuación del artículo 21, el siguiente Párrafo 2º y los artículos 21 bis, 21 ter, 21 quáter y 21 quinquies, que lo integran:

“Párrafo 2°

De la Transferencia de Competencias

Artículo 21 bis.- El Presidente de la República, previo informe de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los Ministerios y de los  servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.

Para solicitar la transferencia de funciones al gobierno regional según el procedimiento del artículo 21 quáter, el consejo regional resolverá sobre la base de la propuesta presentada por el intendente.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar al intendente que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas en el futuro por el gobierno regional. El intendente deberá remitir al consejo dichos estudios una vez que hayan sido recepcionados y aprobados.

En caso que una solicitud de transferencia de competencias sea rechazada, el Presidente de la República deberá dar una respuesta a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro del plazo máximo de ciento veinte días contado desde que aquella haya sido recibida.

Artículo 21 ter.- Serán ámbitos de competencias en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas, desarrollo social y cultural del gobierno regional, para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, los siguientes:

a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y asentamientos humanos;

b) Medioambiente;

c) Obras de infraestructura y equipamiento regional;

d) Transporte;

e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;

f) Fomento de las actividades productivas;

g) Turismo;

h) Programas sociales y culturales;

i) Educación y salud;

j) Deporte;

k) Ciencia y tecnología, y

l) Conservación del patrimonio.

Artículo 21 quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, según el siguiente procedimiento:

a) El gobierno regional con su patrimonio podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el artículo 21 ter, previo convenio con el ministerio y servicio público que ejerce la función administrativa, el cual será aprobado por decreto supremo.

b) La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello, el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo, el cual deberá ser aprobado por decreto supremo. Los recursos de ejecución y agenciamiento deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

c) La transferencia de competencias podrá implementarse, asimismo, mediante la creación de servicios públicos regionales, según lo dispuesto en el artículo 30 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

d) Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y b) precedentes, un decreto supremo podrá aprobar la transferencia de una o más competencias. Los convenios que tengan por objeto la ejecución de las competencias transferidas serán aprobados por decreto expedido “por orden del Presidente de la República”, o por resolución del jefe de servicio respectivo, según corresponda.

La transferencia de competencias podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.

Un gobierno regional podrá solicitar la creación de hasta tres nuevas divisiones para el ejercicio eficiente de las competencias transferidas en las letras a) y b) y la coordinación de los servicios creados en la letra c), todas del presente artículo.

Artículo 21 quinquies.- Verificado lo dispuesto en el inciso final del artículo 21 bis, el gobierno regional, dentro de los treinta días siguientes de ser notificado, podrá solicitar al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, la reconsideración total o parcial de dicho rechazo.

Dicho proceso se someterá a las siguientes disposiciones:

a) Mediante decreto supremo, dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de la reconsideración, se dispondrá la conformación de una comisión integrada por un representante de dicho Ministerio, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ministerio y del director de servicio, en su caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.

Podrán integrar esta comisión, además, funcionarios de órganos de la administración del Estado y expertos en materias relacionadas con las competencias solicitadas.

b) La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que le sean requeridos.

c) La comisión dispondrá de noventa días, contados desde la notificación al Gobierno Regional del decreto supremo indicado en el literal a), para evacuar un informe. Éste podrá proponer el rechazo de la solicitud o una adecuación de la solicitud original de transferencia presentada conforme a lo estatuido en el artículo 21 bis.

d) El Presidente de la República resolverá, con arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal precedente. La solicitud de transferencia de competencias que sea nuevamente rechazada en esta instancia no podrá ser solicitada durante el mismo período presidencial.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este número pasó a ser 11), con las siguientes enmiendas:

-Ha reemplazado el artículo 21 bis propuesto por el siguiente:

“Artículo 21 bis.- El Gobierno y la Administración del Estado le corresponden al Presidente de la República con la colaboración de los órganos que establecen la Constitución y las leyes, sin perjuicio de los traspasos de competencias que se realicen a través del procedimiento regulado en este párrafo.”.

-Ha sustituido el artículo 21 ter propuesto, por el siguiente:

“Artículo 21 ter.- El Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, por un plazo fijo o indefinido, una o más competencias de los ministerios y de los servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la ley Nº18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, debiendo realizar las adecuaciones necesarias en los órganos cuyas competencias se transfieren.

El procedimiento para decidir dicha transferencia podrá iniciarse de oficio o a solicitud del gobierno regional. En este último caso, será el consejo regional quien apruebe realizar la solicitud sobre la base de la propuesta presentada por el intendente, o por propia iniciativa si reuniere el voto favorable de las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio.

El consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar al intendente que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas en el futuro por el gobierno regional. El intendente deberá remitir inmediatamente al consejo dichos estudios una vez que hayan sido recibidos conforme.”.

-Ha reemplazado el artículo 21 quáter propuesto, por el siguiente texto:

“Artículo 21 quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, conforme a las siguientes modalidades:

a) El gobierno regional podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el inciso primero del artículo 21 ter, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo. Los recursos para la ejecución y gestión de las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente al respectivo Gobierno Regional en la ley de Presupuestos del Sector Público.

b) La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello, el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo. Los recursos para la ejecución y gestión de las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la ley de Presupuestos del Sector Público.

Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y b) precedentes, la transferencia de competencias será aprobada mediante decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscritos por el Ministro de Hacienda y el Ministro sectorial que corresponda según la competencia que se transfiera.
Las comisiones de servicio que se realicen para efectos de lo dispuesto en el presente párrafo estarán exceptuadas del plazo máximo fijado en los incisos primero y segundo del artículo 76 del decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.

-Ha sustituido el artículo 21 quinquies propuesto, por el siguiente:

“Artículo 21 quinquies.- Para decidir la transferencia de competencias, se procederá de acuerdo a las siguientes reglas:

a) En caso que el proceso se inicie con una solicitud del gobierno regional, ésta se dirigirá al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y deberá contar con un estudio que fundamente los beneficios de la propuesta de transferencia, incluyendo informes de impacto financiero, eficacia y eficiencia.

b) Sea que se inicie de oficio o a solicitud de un gobierno regional, mediante decreto supremo, dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, se dispondrá la conformación de una comisión integrada por un representante de dicho Ministerio, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ministerio sectorial que corresponda y del o los directores nacionales de servicios, según sea el caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas o se pretendan transferir; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.

c) La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que le sean requeridos por la Comisión.

d) La Comisión deberá analizar las competencias que se requieren o que se solicitaron trasferir, las condiciones actuales del respectivo gobierno regional y las que se exigirán como condición de la transferencia.

e) La Comisión dispondrá de noventa días, contados desde la publicación del decreto supremo indicado en el literal b), para evacuar un informe. Éste podrá proponer transferir o no transferir las competencias, o efectuar una adecuación de lo originalmente solicitado para la transferencia.

El plazo a que se refiere el párrafo anterior podrá extenderse hasta seis meses, en caso que la Comisión requiera informes complementarios u opiniones externas para formular su recomendación.

f) Si el informe de la Comisión requiere una readecuación de lo originalmente solicitado, el respectivo gobierno regional deberá realizarla en el plazo fijado para tal efecto, ajustándose a los términos indicados por la Comisión, la que deberá pronunciarse nuevamente al respecto.

g) Si el informe de la Comisión es favorable a la transferencia, se requerirá aprobación por la mayoría de los miembros en ejercicio del respectivo consejo regional respecto a las condiciones fijadas por aquélla para realizar la transferencia. En caso de no existir aprobación, el proceso se entenderá terminado sin que proceda la transferencia.

h) El Presidente de la República resolverá, con arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal e) y la aprobación del respectivo consejo regional, mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscrito por el Ministro de Hacienda y el ministro respectivo según la competencia que se transfiere.

i) El decreto señalado en el literal anterior deberá contener las competencias y recursos humanos, físicos y financieros, entre otros, que se transfieren y la modalidad en que se materializará dicha transferencia conforme al artículo 21 quáter de la presente ley; la mención de si es a plazo fijo o indefinido; las condiciones que se exigirán al gobierno regional para materializar la transferencia de competencias y las condiciones con que el gobierno regional deberá ejercer las atribuciones transferidas; la forma en que se hará el seguimiento de la transferencia efectuada; y, en general, todas las demás materias necesarias para asegurar un adecuado ejercicio de las competencias transferidas en el nivel regional.
j) En el caso de una transferencia a plazo fijo, la cual no podrá tener una duración inferior a un año, la Comisión deberá evaluar su continuidad, para lo cual emitirá un informe con tres meses de anticipación al vencimiento del plazo establecido. En caso de informe favorable o a falta de informe, se entenderá que la transferencia se renueva automáticamente por igual periodo por el cual se otorgó. En caso de informe desfavorable, se procederá con la revocación en los términos del artículo siguiente.”.

-Ha incorporado el siguiente artículo 21 sexies:

“Artículo 21 sexies.- La transferencia de competencias a plazo indefinido o a plazo fijo podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos, la falta de coherencia con las políticas nacionales en la materia transferida o la no aplicación de éstas en el ejercicio de las competencias, y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.

Dicha revocación podrá originarse de oficio por el Presidente de la República o a solicitud del respectivo gobierno regional con los mismos requisitos con que se solicitó la transferencia.

La revocación será resuelta por el Presidente de la República mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que será suscrito por el Ministro de Hacienda y el ministro sectorial que corresponda, según la competencia cuya transferencia se revoca, previo informe de la comisión contemplada en la letra b) del artículo precedente. Dicho decreto deberá expedirse a más tardar el 30 de junio y entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente a su dictación.”.


Puestas en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 11)

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un numeral 11) que agrega al artículo 22, sobre la constitución del gobierno regional, el siguiente inciso segundo:

“Salvo disposición expresa en contrario, cuando la ley requiera la opinión o acuerdo del gobierno regional, el intendente en su calidad de órgano ejecutivo de aquel, deberá someterlo previamente al acuerdo del consejo regional.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este número pasó a ser 12), sin modificaciones.

Número 12)

El Senado, en primer trámite constitucional aprobó un número 12) que elimina, en el inciso primero del artículo 23, la frase final “y presidirá el consejo regional”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo rechazó.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 13)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 13) que modifica el artículo 24, que señala las atribuciones del intendente, en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional. Las enmiendas propuestas son las siguientes:

a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:

“b) Someter al consejo regional las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución;”.

b) Derógase la letra c).

c) Reemplázanse las letras d) y e), por las que siguen:

“d) Someter al consejo regional el proyecto de presupuesto de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos del Sector Público, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación a que se refiere el artículo 81. El proyecto de presupuesto deberá ajustarse a las orientaciones y límites que establezca la política nacional de desarrollo y demás normas legales sobre administración financiera del Estado.

e) Proponer al consejo regional la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región, conforme a ítems o marcos presupuestarios, así como de las inversiones sectoriales de asignación regional y de los recursos propios que el gobierno regional obtenga en aplicación de lo dispuesto por el artículo 19, número 20°, de la Constitución Política de la República. Esta propuesta del intendente al consejo regional deberá basarse en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional. Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la respectiva glosa.”.

d) Reemplázase, en la letra m), el punto y coma (;) que sigue a la expresión “gobierno regional”, por un punto seguido (.), y agrégase la siguiente oración final: “En el uso de estas facultades, el intendente deberá comunicar, tanto al consejo como al ministro o director de servicio correspondiente, los incumplimientos de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter;”.

e) Sustitúyese la letra p) por la siguiente:

“p) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes regionales de ordenamiento territorial;”.

f) Intercálanse las siguientes letras q), r), s), t), u), v), w) y x), nuevas, pasando las actuales letras q) y r), a ser letras y) y z), respectivamente:

“q) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y, en los territorios que no cuenten con aquellos, los planes reguladores comunales y seccionales, conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones;

r) Solicitar al Presidente de la República la transferencia de una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley;

s) Asistir a cualquier sesión del consejo regional cuando lo estimare conveniente, pudiendo tomar parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. Durante la votación podrá, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Éste, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata;

t) Proponer al presidente del consejo, antes del inicio de la sesión respectiva, la inclusión de una o más materias en aquella. La comunicación se realizará en forma escrita al secretario ejecutivo. Sin perjuicio de ello, el intendente podrá hacer presente la urgencia para el despacho de una materia o iniciativa específica, mediante oficio que dirigirá al presidente del consejo. Dichos asuntos deberán ser incorporados en la tabla de la sesión inmediatamente siguiente. El presidente del consejo, con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá desechar la petición de urgencia. Con todo, si existiese un plazo legal o reglamentario que obligare a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá ejercer la facultad señalada;

u) Delimitar, previa aprobación del consejo regional, territorios objeto de planificación regional no comprendidos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y coordinarse con los servicios públicos regionales en los espacios definidos;

v) Someter al consejo regional el plan regional de desarrollo turístico;

w) Declarar, previa aprobación del consejo regional, determinados territorios como zonas rezagadas en materia social, proponiendo al consejo, a la vez, el plan de desarrollo respectivo;

x) Proponer al consejo regional el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71;”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo aprobó con las siguientes enmiendas:

Letra a), nueva

-Ha incorporado la siguiente letra a), nueva:

“a) Agrégase en la letra a), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Para ello deberá utilizar, entre otros, criterios orientados a reducir la pobreza, fomentar la creación de empleos y todos aquellos que estén destinados a promover el desarrollo de los habitantes de la región;”.

Letra a)

-Ha pasado a ser b), sin enmiendas.

Letra b)

-La ha rechazado.

Letra c)

-La ha rechazado.

Letra d)

-Ha pasado a ser c), sustituida por la siguiente:

“c) Reemplázase la letra l) por la siguiente:

“l) Coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, y que dependan o se relacionen con el gobierno regional respectivo, para la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional, así como respecto de aquellas que sean propias de la competencia del gobierno regional;”.”.

Letra e)

-Ha pasado a ser d), reemplazada por la siguiente:

“d) Sustitúyese la letra o) por la siguiente:

“o) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, el plan regional de ordenamiento territorial. Asimismo, y de la misma forma, deberá promulgar los planes reguladores metropolitanos e intercomunales, comunales y seccionales y los planos de detalle de planes reguladores intercomunales conforme a las normas del decreto con fuerza de ley Nº458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, ley General de Urbanismo y Construcciones;”.

Letra f)

-Ha pasado a ser e), sustituida por la siguiente:

“e) Sustitúyese en la letra r) la expresión “, y” por un punto y coma.

Letra nueva, que pasa a ser f)

-Ha incorporado la siguiente letra f) en el número en referencia:

“f) Incorpóranse las siguientes letras s), t), u) y v), pasando la actual s) a ser w):

“s) Solicitar al Presidente de la República, previo acuerdo del consejo regional, la transferencia de una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley;

t) Someter al consejo regional el plan regional de desarrollo turístico;

u) Declarar, previa aprobación del consejo regional, determinados territorios como zonas rezagadas en materia social de acuerdo a criterios objetivos, proponiendo al consejo, a la vez, el plan de desarrollo respectivo;

v) Proponer al consejo regional el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71, y”.”.

Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 14)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 14) que sustituye, en el inciso primero del artículo 25, referido al plazo que tiene el consejo regional para pronunciarse respecto de los proyectos que ahí se señalan, la expresión “y e)”, por la siguiente: “, t), u), v) y w)”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:

“14) Sustitúyese el inciso primero del artículo 25 por el siguiente:

“Artículo 25.- El consejo regional podrá aprobar, modificar, sustituir o rechazar los proyectos y proposiciones que les presente el intendente para efectos de ejercer las atribuciones señaladas en las letras b), c), d), e), s), t), u) y v) del artículo anterior, y su pronunciamiento deberá emitirse dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha en que sea convocado para tales efectos y proporcionados los antecedentes correspondientes.”.”.


Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 15)





En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un número 15) que intercala en el artículo 26, referido a la cuenta que debe dar el intendente al consejo regional, a continuación de la palabra “consejo”, la expresión “y a los alcaldes de la región”, y reemplaza la locución “la página web” por la frase “el sitio electrónico institucional”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo sustituyó por el siguiente:

15) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 26:

a) Sustitúyese la expresión “a lo menos una vez al año” por “en el mes de abril de cada año”.

b) Intercálase, a continuación de la palabra “consejo”, la expresión “y a los alcaldes de la región”.

c) Reemplácese la locución “la página web” por la frase “el sitio electrónico institucional”.

d) Elimínase la expresión “o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo”.

Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 16)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 16) que agrega al artículo 27, sobre el rol del intendente como jefe superior de los servicios administrativos del gobierno regional, los siguientes incisos tercero y cuarto:

“Los funcionarios de los servicios administrativos de los gobiernos regionales no podrán ser designados en comisión de servicio, a la que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834, a ministerios, servicios públicos o municipalidades.

El intendente deberá informar al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se instruyan respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional.”.

Por su parte, la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:

“16) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 27:

a) En el inciso segundo:

i) Agrégase, a continuación de la palabra “complementarias” y antes del punto seguido, la expresión “, así como en las contenidas en la presente ley”.

ii) Reemplázase la palabra “tres” por “dos”.

b) Incorpóranse los siguientes incisos tercero y cuarto:

“El intendente deberá informar al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se instruyan respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional respectivo.

El intendente será el jefe superior de los directores de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, que dependan o se relacionen con el gobierno regional.”.”.


Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 17)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 17) que incorpora, a continuación del artículo 30, los siguientes artículos 30 bis, 30 ter y 30 quáter:

“Artículo 30 bis.- En su sesión constitutiva, el consejo regional elegirá entre sus miembros, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, un presidente, que permanecerá en su cargo durante un período de cuatro años. Dicha sesión será presidida por el presidente del consejo, siempre que haya de continuar como consejero para el correspondiente período; a falta de éste, por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad.

La designación del nuevo presidente será comunicada al Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y a las Cortes de Apelaciones con asiento en la región respectiva.

El presidente del consejo cesará en su cargo si incurriere en alguna de las causales descritas en el artículo 40 de la presente ley, por remoción fundada acordada por los dos tercios de los consejeros en ejercicio, o por renuncia aprobada por la mayoría de los consejeros en ejercicio.

La moción de remoción podrá ser presentada por no menos de cuatro ni más de ocho consejeros en ejercicio, no tendrá discusión y será votada en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente, la cual será presidida por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad. 

En caso de adoptarse el acuerdo de remoción, el que siempre deberá ser fundado, corresponderá, en la misma sesión ordinaria, elegir al nuevo presidente del consejo, el cual durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien suceda.

Si la moción de remoción fuere rechazada, no podrá renovarse por las mismas razones o causales sino después de tres meses, salvo que se fundare en el incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo siguiente.

La renuncia deberá ser depositada por el presidente en la secretaría a que se refiere el artículo 43, la que se pondrá en votación sin discusión en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente a la fecha de su presentación.

Artículo 30 ter.- Corresponderá al presidente del consejo regional:

a) Disponer la citación del consejo a sesiones, cuando proceda, y elaborar la  tabla de la sesión, dando cumplimiento a lo dispuesto en la letra t) del artículo 24;

b) Abrir, suspender y levantar las sesiones en conformidad al reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36;

c) Presidir las sesiones y dirigir los debates;

d) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo;

e) Ejercer el derecho de voto dirimente en los casos en se produzca un empate en el resultado de las votaciones; 

f) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública; 

g) Mantener la correspondencia del consejo con el intendente, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la Contraloría Regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente;

h) Suscribir las actas de las sesiones, las comunicaciones oficiales que se dirijan a nombre del consejo o de algún consejero y los otros documentos que requieran su firma. Dentro de éstos oficializará la comunicación acerca de la adopción de acuerdos del consejo sobre los siguientes instrumentos del gobierno regional, así como sus respectivas modificaciones:

i) Plan de Desarrollo de la Región;

ii) Plan Regional de Ordenamiento Territorial;

iii) Planes Reguladores Comunales;

iv) Planes Reguladores Intercomunales;

v) Convenios de Programación;

vi) Convenios Territoriales;

vii) Plan Regional de Desarrollo Turístico;

viii) Reglamentos Regionales, y

ix) Anteproyecto Regional de Inversiones;

i) Suscribir, sólo para efectos de ratificar el acuerdo correspondiente del consejo regional, los actos administrativos que formalicen la aprobación de todos los instrumentos contemplados en el literal precedente, con excepción de los Convenios de Programación;

j) Dar cuenta, en el mes de diciembre de cada año, tanto al consejo como a los alcaldes de la región, de las normas aprobadas, resoluciones adoptadas y acciones de fiscalización ejecutadas por el consejo;

k) Actuar en representación del consejo, en los actos de protocolo que correspondan;

l) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36, y

m) Las demás que disponga el reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36.

Para el ejercicio de sus competencias el presidente del consejo dispondrá de gastos de representación y de los recursos necesarios en el presupuesto del gobierno regional.

Artículo 30 quáter.- El presidente, a lo menos una vez al año, dará al cuenta al consejo de su gestión, la cual considerará antecedentes sobre sesiones ordinarias y extraordinarias realizadas, tipos de materias tratadas en ellas, acuerdos adoptados y todo otro hecho relevante que deba ser puesto en conocimiento del consejo.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo rechazó.


Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 18)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 18) que introduce en el artículo 32, referido a quienes no pueden ser consejeros regionales, las siguientes modificaciones:

a) En el inciso primero:

i) Intercálase, en su literal b), a continuación de la expresión “gobernadores,”, la frase “las autoridades que ejerzan la función de gobierno en los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago de Juan Fernández,”.

ii) Elimínase, en su literal e), la expresión “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.

b) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, pasó a ser número 17), sin enmiendas.

° ° °
Número 19), nuevo

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo un número 19, nuevo, del siguiente tenor:

“19) Incorpórase el siguiente inciso tercero en el artículo 35:

“Tampoco podrá adjudicarse trabajos, obras, o ningún tipo de estudios o consultorías, por sí o a través de entidades en las que participe directamente o a través de parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, en proyectos o iniciativas que cuenten con financiamiento del Gobierno Regional.”.”.

Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °
Número 19)

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un número 19) que reemplaza en el artículo 33, sobre las incompatibilidades que tiene el cargo de consejero regional, la expresión “económicos y sociales provinciales y comunales”, por “comunales de organizaciones de la sociedad civil”.

En segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, este numeral pasó a ser 18), sustituido por el siguiente:

“18) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 33:
a) Reemplázase la expresión “económicos y sociales provinciales y comunales” por “regionales y comunales de organizaciones de la sociedad civil”.

b) Sustitúyese la frase “, con los de los secretarios ministeriales y los de directores de servicios regionales” por “, con los cargos de secretarios regionales ministeriales y de directores regionales de servicios públicos”.”.


Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 20)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 20) que modifica el artículo 36, referido a las funciones del consejo regional, de la manera que sigue:

a) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra c):

i. Agrégase el siguiente párrafo primero, nuevo, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:

“c) Aprobar el plan regional de ordenamiento territorial, el cual, para su aprobación, requerirá tener informes previos favorables de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, cuando corresponda, y de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas.”.

ii. Elimínase en el actual párrafo primero, que pasa ser párrafo segundo, la expresión “los planes regionales de desarrollo urbano,”.

iii. Sustitúyese en el actual párrafo cuarto, que pasa a ser párrafo quinto, la locución “desarrollo urbano” por la siguiente: “ordenamiento territorial”.

b) Intercálase, en el literal e), a continuación de la expresión “intendente,”, la frase “conforme a ítems o marcos presupuestarios,”.

c) Agrégase, en la letra f), a continuación de la palabra “celebre”, la frase “, sin perjuicio de la facultad de recomendar a aquel, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, la suscripción de convenios de programación específicos”.

d) Sustitúyese la letra g) por la siguiente: 

“g) Fiscalizar el desempeño del intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el de las unidades que de él dependan, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal m) del artículo 24, fiscalizará el desempeño de secretarios regionales ministeriales y directores regionales de servicios públicos en lo referido a la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional, así como de los que sean propios de la competencia del gobierno regional.”.

e) Introdúcense las siguientes letras h) e i), nuevas, pasando la actual letra h) a ser letra j):

“h) Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones, debiendo éstas comparecer obligatoriamente; 

i) Recomendar al intendente la implementación de acciones de interés regional;”.

f) Reemplázase en la letra i), que pasa a ser letra k), la expresión final “, y”, por un punto y coma (;).

g) Sustitúyese en la letra j), que pasa a ser letra l), el punto final (.), por un punto y coma (;).

h) Agréganse las siguientes letras m), n), ñ), o), p), q) y r):

“m) Aprobar, modificar o sustituir la delimitación de territorios objeto de planificación regional;

n) Aprobar, modificar o sustituir el plan regional de desarrollo turístico;

ñ) Aprobar, modificar o sustituir la declaración de territorios como zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo respectivo;

o) Aprobar el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71;

p) Conocer el programa público de inversiones en la región según lo dispuesto en el inciso final del artículo 73;

q) Aprobar las transferencias de competencias conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2º del Capítulo II, y

r) Informar a la Contraloría General de la República el incumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter.”.

i) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:

“Las atribuciones a que se refieren los literales c), m), n), ñ), o) y q) precedentes serán ejercidas por el consejo regional sobre la base de la respectiva proposición que efectúe el intendente.

En las materias que no tengan un plazo especial, el consejo regional deberá pronunciarse sobre las materias que sean sometidas a su consideración o decisión dentro de los treinta días siguientes a la presentación realizada por el intendente.

Si el consejo regional no se pronunciare dentro de los plazos establecidos, regirá lo propuesto por el intendente.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo aprobó con las siguientes enmiendas:

Letra a)

-Ha reemplazado el literal i) por el siguiente:

“i) Agrégase el siguiente párrafo primero en la letra c) del artículo 36, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:

“c) Aprobar el plan regional de ordenamiento territorial, previo informe favorable de las secretarías regionales ministeriales correspondientes a los ministerios que conforman la comisión establecida en el inciso quinto del literal a) del artículo 17.”.”.

Letra b)

-La ha rechazado.

Letra c)
-Ha pasado a ser b), sin enmiendas.

Letra d)
-Ha pasado a ser c), reemplazando el párrafo primero de la letra g) por el siguiente:

“g) Fiscalizar el desempeño del intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el de las unidades que de él dependan o que ejerzan competencias propias del gobierno regional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.”.

Letra e)
-Ha pasado a ser d), reemplazando la nueva letra h) propuesta por la siguiente:

“h) Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones. Asimismo, podrán con igual acuerdo requerir información de las secretarías regionales ministeriales y de las direcciones regionales de los servicios públicos, en las materias de su competencia, las que deberán responder dentro del plazo de treinta días;”.

Letras f) y g)
-Han pasado a ser letras e) y f), respectivamente, sin enmiendas.

Letra h)
-Ha pasado a ser letra g), con las siguientes modificaciones:

-Ha reemplazado en la nueva letra ñ) el punto y coma por una coma y agregado la siguiente frase: “para los efectos de lo dispuesto en el artículo 24 letra u);”.

-Ha agregado en la nueva letra p), después de la expresión “artículo 73”, la siguiente: “, y de su ejecución en forma trimestral”.

-Ha reemplazado en la nueva letra q) la expresión “, y” por “del Título Segundo de la presente ley;”.

Letra h), nueva
-Ha incorporado la siguiente letra h), nueva, en el número en referencia:

“h) Agréganse las siguientes letras s) y t) en el artículo 36:

“s) Proponer el proyecto de zonificación del borde costero de la región, a través del intendente, así como las eventuales modificaciones a la zonificación vigente, en conformidad a lo dispuesto en el literal i) del artículo 17 de la presente ley;

t) Mandatar al intendente, previo acuerdo de la mayoría de los miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos de los órganos de la Administración del Estado o empresas en las que el Estado tenga participación, nacionales y regionales, su disconformidad cuando la región ha sido afectada negativamente por acciones u omisiones de aquéllos.”.

Letra i)

-Ha reemplazado en el nuevo inciso segundo propuesto del artículo 36, la frase “los literales c), m), n), ñ), o) y q)” por “los literales c), l), m), n), ñ), p) y q)”.


Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 21)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 21) que incorpora el siguiente artículo 36 bis:

“Artículo 36 bis.- Para efectos de lo dispuesto en el párrafo primero de la letra g) del artículo anterior, el consejo regional podrá:

a) Requerir del intendente la información necesaria al efecto, el que deberá responder en el plazo de veinte días.

b) Disponer, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la contratación de una auditoría externa que evalúe la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera del gobierno regional, facultad que sólo podrá ejercerse una vez al año. 

c) Solicitar al intendente, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos de los órganos de la Administración del Estado o empresas en las que el Estado tenga participación, nacionales y regionales, su disconformidad cuando la región ha sido afectada y perjudicada negativamente por acciones u omisiones de aquellos.

En el ejercicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del literal g) del artículo precedente, el consejo podrá:

i.- Requerir de las secretarías regionales ministeriales y de las direcciones regionales de los servicios públicos la información necesaria al efecto, debiendo darse respuesta a ello dentro del plazo de veinte días.

ii.- Solicitar antecedentes sobre la ejecución de iniciativas financiadas con recursos provenientes de lo dispuesto en el literal b) del inciso primero del artículo 73 o de lo estatuido en el artículo 80. En caso que el consejo constatare atrasos injustificados, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, comunicará dichos antecedentes a la Contraloría General de la República.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó la letra c) y el inciso segundo del artículo 36 bis, incluyendo los literales i) y ii).

Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 22)

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un numeral 22) que introduce el siguiente artículo 38 bis:

“Artículo 38 bis.- Los senadores y diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimaren conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional. Tomarán parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, sin derecho a voto. Durante las votaciones podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Éste, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo rechazó.


Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 23)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 23) que sustituye el artículo 39, referido a la dieta de los consejeros regionales, por el siguiente:

“Artículo 39.- Los consejeros regionales tendrán derecho a una dieta mensual de diez unidades tributarias mensuales, la que se percibirá por la asistencia a la totalidad de las sesiones del consejo celebradas en el mes respectivo, disminuyéndose proporcionalmente según el número de inasistencias del consejero. Para los efectos anteriores, se considerarán tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias.

El consejo acordará el número de sesiones ordinarias a realizar en el mes, debiendo efectuarse a lo menos dos.

Asimismo, cada consejero regional tendrá derecho a percibir una dieta de dos unidades tributarias mensuales, con un máximo de seis en el mes, por la asistencia a cada sesión de comisión de las referidas en el artículo 37.

Sin perjuicio de lo señalado, cada consejero tendrá derecho anualmente a una dieta adicional, a pagarse en el mes de enero, correspondiente a cinco unidades tributarias mensuales, siempre que durante el año calendario anterior haya asistido formalmente, a lo menos, al 75% de las sesiones celebradas por el consejo en dicho período.

Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres.

Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.

Tendrán también derecho a pasajes y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual. El reembolso de gastos no podrá superar, en ningún caso, el valor del viático que le corresponda al intendente en las mismas condiciones.

Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos.

Con todo, los cometidos al extranjero que acuerde el consejo regional durante el año, no podrán significar una disposición de recursos que supere el 30% del total contemplado en el presupuesto para el pago de viáticos a los consejeros regionales. Lo anterior deberá ser certificado previamente por la jefatura a cargo de la administración y finanzas del gobierno regional y, en todo caso, el cometido será dispuesto formalmente por el intendente regional respectivo.

Los consejeros regionales podrán afiliarse al sistema de pensiones, de vejez, de invalidez y de sobrevivencia de acuerdo a lo establecido en el decreto ley Nº 3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores, se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero y tercero del presente artículo.

Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley Nº 16.744, gozando de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.”.
En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser 22), sustituido por el siguiente:

“22) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 39:

a) Reemplázase en el inciso quinto la frase “o de uno de sus padres” por “o conviviente, de un hermano y de sus padres”.

b) Intercálase en el inciso sexto, entre la palabra “consejo” y el punto aparte, la siguiente frase: “, ni de las consejeras o consejeros regionales que, conforme a la ley, estén haciendo uso de los períodos de pre y post natal”.”.

Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 24)

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un numeral 24) que incorpora el siguiente artículo 39 bis:

“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de consejero regional deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales, con el objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las comisiones a que se refiere el artículo 37, hasta por doce horas semanales, no acumulables.
Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario ejecutivo del consejo.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo rechazó.


Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 25)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 25) que agrega al artículo 41, referido a la cesación en el cargo de consejero declarada por el Tribunal Electoral Regional, el siguiente inciso segundo:

“Quien cesare en el cargo de consejero regional por las causales señaladas en los literales c) y f) del artículo precedente, por contravención grave al principio de probidad administrativa o por haber incurrido en alguna de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32, no podrá desempeñar ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de cinco años.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este número pasó a ser 23), reemplazándose la expresión “literales c) y f) del artículo precedente”, por “literales e) y f) del artículo precedente”.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 26)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 26) que introduce las siguientes modificaciones en el artículo 43, sobre la secretaría del consejo regional:

a) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser séptimo:

“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, quien se desempeñará como su ministro de fe y será seleccionado mediante concurso público.

Será nombrado por el intendente, con acuerdo del consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El consejo regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

El financiamiento de este proceso será de cargo del gobierno regional respectivo.

El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento con acuerdo del consejo regional.

En cada una de las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo tendrá asignado un grado equivalente al de los jefes de división de aquellos.”. 

b) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser inciso séptimo, la frase “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.”.
En la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser 24), reemplazado por el siguiente:

“24) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 43 la oración “El consejo regional designará a un secretario ejecutivo que será, además, su ministro de fe” por la siguiente: “El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, el que se desempeñará como su ministro de fe”.”.

Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 27)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 27) que agrega el siguiente artículo 43 bis:

“Artículo 43 bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con la disponibilidad financiera, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región.

Para ello, durante la sesión de instalación a que se refiere el artículo 30 bis, el intendente someterá a la aprobación del consejo los medios a usar durante el período respectivo.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este número pasó a ser 25), intercalándose, en el inciso primero del artículo 43 bis, entre la palabra “región” y el punto aparte, la frase “, lo que quedará consignado en un programa presupuestario regional”.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Números 28) a 33)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó los numerales 28) a 33), que formulan las proposiciones que siguen:
28) Suprime, en el inciso primero del artículo 44 referido a las facultades del gobernador, la expresión “, y presidirá el consejo económico y social provincial”.

29) Deroga el artículo 47, sobre la cuenta que debe dar el gobernador al consejo económico y social provincial.

30) Deroga el Párrafo 4º del Capítulo III del Título Segundo, sobre el Consejo Económico y Social Provincial, y los artículos 48 a 60 que lo integran.

31) Reemplaza la denominación del Capítulo IV del Título Segundo, por la siguiente: “De otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones y de la Estructura Administrativa del Gobierno Regional”.

32) Intercala, a continuación de la denominación del Capítulo IV del Título Segundo, el siguiente epígrafe: “Párrafo 1º De los otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones”.

33) Agrega al artículo 63, referido a las obligaciones de los secretarios regionales ministeriales, el siguiente inciso segundo: “Para la aplicación de los recursos destinados a ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, en conformidad a los ámbitos descritos en los artículos 17, 18 y 19, los ministerios y servicios públicos tendrán en consideración las proposiciones que formulen al efecto los gobiernos regionales, pudiendo comprender éstas criterios de elegibilidad, localización u otros. Estas proposiciones deberán ser remitidas por los gobiernos regionales, a través de las secretarías regionales ministeriales, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, estos numerales pasaron a ser 26, 27, 28, 29, 30 y 31, respectivamente, sin enmiendas.
Número 34)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 34) que introduce en el artículo 64, referido a las funciones de las secretarías regionales ministeriales, las siguientes modificaciones:

a) Sustitúyense sus letras a), b) y c), por las siguientes: 

“a) Presentar al Ministerio respectivo las prioridades regionales, para efectos de la formulación de las políticas nacionales;
b) Velar porque las políticas, programas y proyectos regionales se enmarquen dentro de las políticas nacionales;
c) Supervisar la debida aplicación de las políticas nacionales en la región;”.

b) Reemplázase su letra f) por la que sigue:

“f) Realizar tareas de coordinación, supervigilancia o fiscalización sobre todos los organismos de la Administración del Estado que integren su respectivo sector. En este ámbito deberá velar de forma especial por el cumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter;”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este número pasó a ser 32), con las siguientes modificaciones:

-Ha agregado en el texto sustitutivo de la letra a), entre la palabra “nacionales” y el punto y coma, la siguiente frase: “, considerando la diversidad territorial y cultural de la región”.

-Ha reemplazado en el nuevo texto de la letra b) la frase “se enmarquen dentro de” por “sean coherentes con”.

-Ha eliminado en el texto sustitutivo de la letra f) la expresión “inciso segundo del”.


Puestas en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 35)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 35) con el que deroga el artículo 67, referido a la solicitud de traspaso de competencias por parte de los gobiernos regionales al Presidente de la República.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, pasó a ser número 33), sin enmiendas.

Número 36)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 36) que intercala, a continuación, el siguiente epígrafe:
“Párrafo 2º

De las Divisiones del Gobierno Regional”
En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, pasó a ser número 34), sin modificaciones.

Número 37)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 37) que sustituye el artículo 68 por los dos preceptos siguientes:

“Artículo 68.- El intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:

a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración que lo requieran;

b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional, y 

c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.

Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante concurso público. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán segundo nivel jerárquico.

Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

El financiamiento del concurso será de cargo del gobierno regional respectivo.

El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones señaladas en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.

Artículo 68 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Intendente podrá delegar en alguno de los jefes de división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno regional, con excepción de la facultad de nombrar o remover funcionarios, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser 35), reemplazado por el siguiente:

“35) Sustitúyese el artículo 68 por los siguientes:

“Artículo 68.- El intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:

a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, incluido el Plan Regional de Ordenamiento Territorial, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración que lo requieran.

b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el o los proyectos de presupuestos de inversión del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional.

c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.

d) Una División de Fomento e Industria, encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, destinados a estimular el desarrollo de la innovación y de nuevas capacidades empresariales, facilitando la incorporación de las nuevas tecnologías que propendan a favorecer el crecimiento sostenido, integrado y sustentable de la región respectiva, proponiendo y promoviendo instrumentos de fomento productivo.

Cada gobierno regional tendrá un Comité Regional de Innovación y Desarrollo, el que podrá ser constituido con participación ad-honorem de integrantes de los sectores público y privado. Un reglamento del Ministerio de Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, establecerá las normas relativas a su integración y las modalidades de funcionamiento, así como las demás necesarias para su ordenado funcionamiento.

El precitado Comité asesorará al gobierno regional en la identificación y formulación de las políticas y acciones que fortalezcan la innovación en la región, teniendo entre sus áreas de competencia aquellas que se encuentren relacionadas, entre otras, con la ciencia, el capital humano y la innovación, así como la transferencia y difusión de tecnologías vinculadas a la innovación regionales. Este Comité elaborará una estrategia regional de innovación, así como las medidas y orientaciones de mediano y largo plazo en dicho ámbito para el desarrollo en la región.

A dicho efecto, deberá tener en cuenta el componente regional de la Estrategia Nacional de Innovación fijada por el Consejo Nacional de Innovación para el Desarrollo.

Los recursos contemplados en el Fondo de Innovación para la Competitividad a nivel regional deberán ser invertidos en el financiamiento de convenios con servicios públicos nacionales o regionales, o con universidades, con la finalidad de ejecutar programas, estudios o investigación en materias de innovación, emprendimiento, ciencia y tecnología.

e) Una División de Infraestructura y Transportes, encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, obras de infraestructura y equipamiento regional, y gestión de transporte.

f) Una División de Desarrollo Social y Humano, encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, conducentes a la igualdad de derechos y oportunidades y la cohesión social.

Estas tres últimas divisiones deberán coordinar el accionar de los servicios públicos regionales que dependan o se relacionen con el gobierno regional.

Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante concurso público, conforme al inciso siguiente. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán segundo nivel jerárquico.

Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, para lo cual serán aplicables, en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que considerará las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.

El financiamiento del concurso será de cargo del gobierno regional respectivo.

El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones señaladas en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.

Artículo 68 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el intendente podrá delegar en alguno de los jefes de división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno regional, con excepción de la facultad de nombrar o remover funcionarios, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.”.


Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 38)





En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un numeral 38), que incorporó, a continuación, el siguiente Párrafo 3° y el artículo 68 ter que lo integra:

“Párrafo 3º

Del Administrador Regional





Artículo 68 ter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refieren tanto el artículo 68 como el inciso final del artículo 21 quáter.





El cargo de administrador regional será de exclusiva confianza del intendente, sin perjuicio que rijan además, a su respecto, las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.





En segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, este numeral pasó a ser 36) reemplazado por el que sigue:





“36) Incorpóranse el siguiente Párrafo 3° y el artículo 68 ter, que lo integra:

“Párrafo 3º

Del Administrador Regional





Artículo 68 ter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refiere el artículo 68.





El cargo de administrador regional será de exclusiva confianza del intendente y requerirá contar con un título profesional de, a lo menos, ocho semestres y un mínimo de cinco años de experiencia profesional, sin perjuicio que rijan además a su respecto las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.”.

Puestas en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °

Número 37), nuevo

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados agregó un número 37), nuevo, del siguiente tenor:

“37) Agrégase el siguiente artículo 68 quáter:

“Artículo 68 quáter.- El gobierno regional contará con una unidad de control, la que realizará la auditoría operativa interna del gobierno regional, con el objeto de fiscalizar la legalidad de sus actuaciones y controlar su ejecución financiera y presupuestaria.

Dicha unidad dependerá del intendente y colaborará directamente con el Consejo Regional en su función de fiscalización. La unidad de control emitirá informes trimestrales acerca del estado de avance del ejercicio presupuestario del gobierno regional, sobre el flujo de gastos comprometidos para el año presupuestario en curso y ejercicios presupuestarios posteriores, y respecto de los motivos por los cuales no fueron adjudicadas licitaciones públicas de relevancia regional. Del mismo modo, la unidad de control deberá dar respuesta por escrito a las consultas y peticiones que sean patrocinadas por, a lo menos, un tercio de los consejeros presentes en la sesión en que se trate dicha consulta o petición, y podrá asesorar al consejo en la definición y evaluación de las auditorías externas que se decida contratar, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 bis, letra b).

La unidad de control deberá informar al intendente y al consejo regional sobre las reclamaciones de terceros que hayan sido contratados por el gobierno regional para la adquisición de activos no financieros o la ejecución de iniciativas de inversión dentro de la región, o de servicios públicos o instituciones receptoras de transferencias establecidas en convenios con el gobierno regional.

La unidad de control deberá representar al intendente los actos del gobierno regional que estime ilegales. Dicha representación deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que la unidad de control haya tomado conocimiento de los mencionados actos ilegales. Si el intendente no tomare las medidas administrativas necesarias para enmendar el acto representado, la unidad de control deberá remitir dicha información a la Contraloría General de la República.

El cargo de jefe de la unidad de control se proveerá mediante concurso de oposición y antecedentes. Una vez que el cargo quede vacante, dentro del plazo máximo de tres meses, se deberá llamar a concurso. Las bases del concurso y el nombramiento del funcionario deberán ser aprobados por la mayoría del consejo regional, previa propuesta del intendente. A dicho cargo podrán postular profesionales del área de la auditoría, o de alguna acorde con la función, o con especialidad en la materia. El jefe de esta unidad sólo podrá ser removido en virtud de causales de cese de funciones aplicables a los funcionarios públicos. En caso de incumplimiento de sus funciones, en especial aquellas que dicen relación con la información presupuestaria y de flujos comprometidos que debe entregar trimestralmente, el sumario deberá ser instruido por la Contraloría General de la República, a solicitud del consejo regional.

El jefe de la unidad de control deberá dar cuenta al consejo regional, trimestralmente, sobre el cumplimiento de sus funciones. Una vez hecha dicha presentación al consejo, esta deberá ser publicada por el gobierno regional en su correspondiente página web.”.”.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °
Número 39)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 39) que modifica el artículo 69, sobre el patrimonio del gobierno regional, en los siguientes términos:

a) Sustitúyense, en el literal h), el guarismo “104” por “115”, y la expresión final “, e” por un punto y coma (;).

b) Agrégase una letra i), nueva, pasando la actual letra i) a ser literal j): 

“i) Los ingresos provenientes de patentes mineras, patentes acuícolas y de casinos en la proporción que la ley respectiva establezca, y”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, pasó a ser número 38), sin enmiendas.

Número 40)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 40) que introduce las siguientes modificaciones al artículo 71, referido a la obligación del intendente a elaborar, con la participación de representantes del consejo regional, de los secretarios regionales ministeriales y los directores regionales de los servicios públicos, un anteproyecto regional de inversiones:
a) En el inciso primero:

i) Intercálase, en la primera oración del inciso primero, a continuación de la expresión “región,”, la siguiente frase: “así como los planes de desarrollo comunales vigentes,”.

ii) Agrégase la siguiente oración final: “Asimismo, durante el mes de mayo de cada año, los gobiernos regionales remitirán a las municipalidades de la región respectiva una propuesta inicial de anteproyecto regional de inversiones, con el fin que éstas puedan, dentro de los quince días posteriores a su recepción, formular observaciones.”.

b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “señalado,”, la siguiente frase: “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la letra o) del artículo 36 de la presente ley,”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este número pasó a ser 39), sin modificaciones.

Número 41)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 41) que modifica el artículo 73, concerniente al presupuesto del gobierno regional, en la siguiente forma:

a) Agrégase, en la letra b) del inciso primero, a continuación de la palabra “Metropolitana”, la siguiente frase: “, el que podrá incluir recursos provenientes de las distintas fuentes consideradas en el presente literal”.

b) Elimínase, en el inciso segundo, la frase “, sin perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se refiere la letra e) del artículo 36”.

c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “los consejos regionales designarán a uno de sus integrantes para que conjuntamente con el intendente los represente en ella.”, por la siguiente: “el presidente del consejo y el intendente representarán al gobierno regional en dicha etapa.”.

d) Intercálase, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “ministerios”, la frase “y servicios públicos”, y agrégase la siguiente oración final: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación o mandato contemplados en los artículos 81 y 81 ter, respectivamente.”.

En la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser 40), con las siguientes enmiendas:

-Ha sustituido la letra a) por la siguiente:

“a) Reemplázase la letra b) del artículo 73 por la siguiente:

“b) Un programa de inversión regional, en el que se incluirán los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que le correspondan y los demás que tengan por objeto el desarrollo de la región, incluidos los que se perciban por el gobierno regional conforme a lo dispuesto por el N°20° del artículo 19 de la Constitución Política de la República; así como los ingresos provenientes de las transferencias del artículo cuarto transitorio de la ley Nº20.378, que Crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros y de las transferencias definidas en la ley de Presupuestos del Sector Público.”.

-Ha rechazado la letra b).

-Ha rechazado la letra c).

-Ha sustituido en la letra d) la oración final propuesta por la siguiente: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación contemplados en los artículos 81 y 81 bis.”.


Puestas en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 42)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 42) que reemplaza el artículo 78 por el que sigue:
“Artículo 78.- Corresponderá al intendente aplicar la inversión de los recursos que se asignen a la región, de acuerdo al presupuesto aprobado por el consejo regional de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la presente ley.

La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán en el presupuesto regional siguiendo el mismo procedimiento de aprobación de éste.

El intendente someterá a la aprobación del consejo regional la propuesta de presupuesto regional el primer día hábil de diciembre del año anterior a aquel en que deba regir.

Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requerimientos de información necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo rechazó.


Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 43)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 43) que reemplaza el guarismo “104” por “115” en el inciso primero del artículo 80, norma que dispone que la Ley de Presupuestos incluirá uno o más ítem de gastos correspondientes a la inversión sectorial de asignación regional que indica la Carta Fundamental.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, pasó a ser número 41), sin enmiendas.

Número 44)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 44) que introduce en el artículo 81, que define los convenios de programación entre uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázanse, en el inciso primero, el guarismo “104” por “115”, y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios”, por la siguiente: “gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades”.

b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la coma (,) que sigue a la palabra “nacionales” por la conjunción “o”, y suprímese la expresión “o locales”.

c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:

“El cumplimiento de los convenios de programación será íntegramente obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de ellas deberá contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de todos los recursos correspondientes al año pertinente, según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.”.

d) Sustitúyese en la oración final del inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, la expresión “Decreto Ley N° 1.263, de 1975”, por la siguiente: “mencionado decreto ley”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este numeral pasó a ser 42), rechazándose la letra b) y pasando las letras c) y d) a ser b) y c), respectivamente.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 45)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 45) que incorpora, a continuación del artículo 81, los siguientes artículos 81 bis y 81 ter:

“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, de carácter plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.

Artículo 81 ter.- Los gobiernos regionales podrán, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley Nº 18.091, que establece normas complementarias de incidencia presupuestaria, de personal y de administración financiera, suscribir convenios mandato con ministerios y servicios públicos y otros órganos de la Administración del Estado, así como también con asociaciones de municipalidades.

Dichos convenios serán obligatorios para las partes. En caso de tener carácter plurianual, aquellas deberán contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción del convenio. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.

Con todo, gobiernos regionales, ministerios, servicios públicos y asociaciones de municipalidades deberán dar prioridad, dentro de su cartera de proyectos, a la ejecución de iniciativas suscritas en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, en consideración a la fecha de suscripción de los actos respectivos.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este número pasó a ser 43), reemplazándose los artículos 81 bis y 81 ter por los siguientes:

“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, a través de sus directores regionales, debidamente facultados, de carácter anual o plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de iniciativas de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.

Artículo 81 ter.- En el caso que el gobierno regional recurra a algún organismo del Estado para que actúe en calidad de unidad técnica, suscribiendo convenios mandatos en los términos que indica el artículo 16 de la ley N°18.091, la responsabilidad principal de fiscalización corresponderá a la unidad técnica mandatada.”.


Puestas en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °
Número 44) nuevo

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un número 44), nuevo, que modifica el artículo 100, que trata la facultad de los gobiernos regionales para asociarse con otras personas jurídicas para constituir con ellas corporaciones o fundaciones de derecho privado, en la forma que sigue:

“44) Intercálanse en el inciso primero del artículo 100, a continuación de la expresión “podrán asociarse”, las palabras “entre ellos”.”.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 45), nuevo

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un número 45), nuevo, cuyo tenor es el siguiente:

“45) Agrégase a continuación del artículo 104, el siguiente Capítulo VIII del Título Segundo y los artículos 104 bis, 104 ter, 104 quáter, 104 quinquies, 104 sexies y 104 septies:

“Capítulo VIII

De la Administración de las Áreas Metropolitanas
Artículo 104 bis.- En cada región podrán constituirse una o más áreas metropolitanas, que serán administradas por el gobierno regional respectivo.

Para efectos de la presente ley, se entenderá por “Área Metropolitana” la extensión territorial formada por dos o más comunas de una misma región, unidas entre sí por espacios construidos que comparten la utilización de diversos elementos de infraestructura y servicios urbanos y que, en su conjunto, superen los doscientos cincuenta mil habitantes.

Un reglamento emitido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que deberá ser suscrito también por los Ministros de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas, de Medio Ambiente y de Hacienda, fijará, principalmente, los estándares mínimos para el establecimiento de las áreas metropolitanas, singularizando y especificando los requerimientos de espacio territorial, utilización conjunta de infraestructura, servicios y equipamiento.

Para la administración de las áreas metropolitanas, el respectivo gobierno regional consultará sus decisiones a un comité consultivo compuesto por los alcaldes de las comunas integrantes de dicha área metropolitana. Ese comité consultivo será presidido por el intendente, y deberá ser convocado por éste al menos una vez cada semestre, a fin de conocer la situación de la administración del área metropolitana, y para que los respectivos alcaldes formulen propuestas sobre su administración. Los acuerdos y proposiciones que formule este comité serán aprobados por la mayoría de los votos de los alcaldes.

La asistencia a este comité consultivo será obligatoria para los alcaldes de las comunas que conforman el área metropolitana. En caso de que no pudieren asistir, podrán designar a un funcionario del respectivo municipio para que asista en su lugar. La asistencia al comité consultivo no dará derecho a dieta.

Un reglamento regional, emitido por el gobierno regional, regulará la forma de convocatoria y el funcionamiento de dicho comité, entre otras materias.

Artículo 104 ter.- En cada gobierno regional que tenga bajo su administración una o más áreas metropolitanas existirá un departamento de áreas metropolitanas, el cual apoyará al intendente en la gestión de las mismas.

El departamento de áreas metropolitanas colaborará con el intendente regional en las siguientes funciones:

a) La coordinación e interacción del gobierno regional con los órganos administrativos de la administración central.

b) La coordinación de los planes a los cuales hace referencia el artículo 104 quinquies, emitiendo un informe respecto a dicha materia.

c) Actuar como secretaría ejecutiva del comité consultivo de alcaldes.

Artículo 104 quáter.- Las áreas metropolitanas se constituirán de oficio o a solicitud de los gobiernos regionales, a través de decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda y los ministros respectivos según las competencias que se otorguen. En caso que la constitución se origine por solicitud de un gobierno regional, ésta se tramitará en la forma señalada en el párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de esta ley, y deberá especificar, junto al fundamento de su constitución, las comunas que la constituirían, el número de habitantes que la integrarían y una descripción de los espacios comunes que formarían parte de ella.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2º del Capítulo II del Título Segundo de esta ley, cuando la constitución de un área metropolitana se realice de oficio, el respectivo decreto supremo deberá especificar, conforme al artículo 114 de la Constitución Política de la República, las competencias que le serán transferidas a los gobiernos regionales, a plazo fijo o indefinido, en las áreas de transporte, inversiones en vivienda, medio ambiente y obras públicas, que sean indispensables para la efectiva administración del área que se constituye. Los recursos que se entreguen en virtud de las competencias transferidas sólo podrán destinarse al área metropolitana administrada.

Artículo 104 quinquies.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en aquellas regiones en las cuales se decrete una o más áreas metropolitanas, el intendente deberá proponer al respectivo consejo regional, previa consulta al comité consultivo de los alcaldes de las comunas que las integren, la aprobación de los siguientes instrumentos de planificación y medidas para dichas áreas:

a) El plan maestro de transporte urbano metropolitano y sus modificaciones, que remitirá la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.

b) El sentido del tránsito vehicular de las vías urbanas definidas como intercomunales, en coordinación con la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.

c) El plan regulador metropolitano o intercomunal, según sea el caso, y sus modificaciones, que elaborará la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo conforme dispone el decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, ley General de Urbanismo y Construcciones.

d) El Plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público y sus modificaciones, que elaborarán las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Transportes y Telecomunicaciones, de acuerdo a lo establecido en la ley General de Urbanismo y Construcciones.

e) La operación directa de la recolección, transporte y,o disposición final de los residuos sólidos domiciliarios, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Salud y de Medio Ambiente, y de acuerdo a lo señalado en la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.

El intendente y las secretarías regionales ministeriales velarán por la debida coordinación y correspondencia entre los planes señalados en los literales a), c) y d). Tanto éstos como sus modificaciones deberán incluir un informe del Departamento de Áreas Metropolitanas sobre su consistencia con los demás planes mencionados.

El consejo regional deberá pronunciarse sobre las propuestas del inciso primero, dentro de los noventa días posteriores a su recepción, debiendo el pronunciamiento de cada uno de los instrumentos o medidas referirse íntegramente a aquel, y no a una parcialidad. De no haber pronunciamiento dentro del mencionado plazo, se entenderán aprobadas las propuestas. La promulgación corresponderá al intendente, actuando como órgano ejecutivo del gobierno regional. En caso de rechazar las propuestas de los mencionados instrumentos, el consejo lo deberá realizar fundadamente indicando cuáles son sus reparos.

Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de las competencias que la presente ley u otras le entreguen directamente a los gobiernos regionales, con carácter exclusivo o concurrente con otros órganos de la Administración del Estado.

Artículo 104 sexies.- En forma previa a la aprobación de los planes de prevención o de descontaminación que involucren un área metropolitana, el Ministerio del Medio Ambiente deberá requerir la opinión del gobierno regional.

Artículo 104 septies.- A solicitud del gobierno regional, la Dirección de Presupuestos podrá crear un programa presupuestario denominado Fondo de Inversión Metropolitana cuyo financiamiento provendrá del programa presupuestario de Inversión Regional.”.”.


Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °
Número 47), nuevo

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un número 47), nuevo, que suprime el artículo 109.

Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Número 48), nuevo

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un número 48) nuevo, que suprime el artículo 110.

Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Artículo 3°, nuevo
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, intercaló el siguiente artículo 3°, nuevo:

“Artículo 3º.- Agrégase en el inciso segundo del artículo 75 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la siguiente frase antes del punto aparte: “, con la excepción de los gobiernos regionales, los que deberán constituir consejos de la sociedad civil según las normas de este título, u otras instancias de participación ciudadana.”.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °
Artículo 3°

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 3° que introduce diversas modificaciones en el Código Procesal Penal. Su tenor es el siguiente:

“Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:

1) Sustitúyese, en la denominación del Párrafo 2º del Título IV del Libro Cuarto Procedimiento relativo a personas que gozan de fuero constitucional, la expresión “y Gobernadores”, por la frase “, Gobernadores y Presidentes de Consejos Regionales”.

2) Reemplázase, en el artículo 423, la frase “de un intendente o de un gobernador,”, por la siguiente: “de un intendente, de un gobernador o de un presidente de consejo regional,”.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo desechó.

Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Artículo 4°

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 4° que introduce las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades:

1) Agréganse los siguientes artículos 8º bis y 8º ter: 

“Artículo 8º bis.- A iniciativa de los gobiernos regionales podrán celebrarse convenios formales anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.

La ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios. 

Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que disponen realizar dentro de un plazo determinado. Deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos. 

A los convenios de programación se podrán incorporar otras entidades públicas o privadas, nacionales o regionales, cuyo concurso o aporte se estime necesario para la mayor eficiencia en su ejecución.

En caso de tener carácter plurianual, las municipalidades deberán contemplar en sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.

Los convenios a que se refiere este artículo deberán ser sancionados mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Los proyectos que se incluyan en dichos convenios deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 19 bis del mencionado decreto ley.

Artículo 8º ter.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades, de carácter plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.”.

2) Reemplázase, en el literal i) del artículo 65, la palabra inicial “Celebrar”, por la frase “Suscribir los convenios de programación a que se refieren los artículos 8º bis y 8º ter y celebrar”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, le dio su aprobación, con las siguientes enmiendas:

N° 1, nuevo

-Ha incorporado el siguiente número 1), nuevo:

“1) Reemplázase la letra f) del artículo 3° por la siguiente:

“f) El aseo y ornato de la comuna. Respecto a los residuos domiciliarios, su recolección, transporte y disposición final corresponderá a las municipalidades, salvo en el caso de los gobiernos regionales metropolitanos que lo asuman en forma directa, para lo cual se le transferirán los recursos correspondientes a los derechos de aseo cobrados por las respectivas municipalidades. Sin perjuicio de lo anterior, los gobiernos regionales podrán realizar, en caso de que no exista acuerdo entre las municipalidades de la región o que éstas por alguna razón calificada no puedan asumirla directamente, la disposición final de residuos sólidos domiciliarios, con las respectivas autorizaciones de las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Medio Ambiente y de Salud. En los casos en que un gobierno regional asuma estas tareas, las municipalidades deberán transferir al respectivo gobierno regional el proporcional correspondiente para cubrir la disposición final de los residuos, respecto de los derechos de aseo cobrados, según se determine en acuerdo firmado entre los involucrados o, a falta de este acuerdo, por el Presidente de la República, mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.”.”.

N°1, que pasa a ser 2)

-Le ha incorporado las siguientes enmiendas:

i) En el artículo 8° bis:

-Ha reemplazado su inciso primero por el siguiente:
“Artículo 8º bis.- Los gobiernos regionales podrán celebrar convenios formales de carácter anual o plurianual de programación de inversión pública con municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.”.

-Ha sustituido su inciso tercero por el siguiente:

“Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que se disponen a realizar dentro de un plazo determinado. Para lo anterior, deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos.”.

-Ha reemplazado en su inciso cuarto la expresión “nacionales o regionales,” por “nacionales, regionales o locales,”.

ii) Ha reemplazado en el artículo 8° ter la expresión “de carácter plurianual,” por “de carácter anual o plurianual,”.

N°2)

Ha pasado a ser 3), sin enmiendas.


Puestas en votación las modificaciones de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °
Artículos 6°, 7°, 8° y 9°, nuevos

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó los siguientes artículos 6°, 7°, 8° y 9°, nuevos, cuyo tenor literal es el siguiente:


“Artículo 6°.- Créanse en las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, establecidas en la ley N°19.379, los cargos que a continuación se indican:
	Planta/Cargos
	Grado
	N° de cargos

	DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA
	
	

	ADMINISTRADOR REGIONAL
	3°
	1

	JEFES DE DIVISIÓN
	4°
	3

	JEFE UNIDAD DE CONTROL
	5°
	1

	PROFESIONALES
	
	

	PROFESIONAL
	5°
	3

	PROFESIONAL
	6°
	3

	PROFESIONAL
	7°
	3


Artículo 7°.- Créanse en las plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, establecidas en la ley Nº19.379, los cargos que a continuación se indican, sujeto a la dictación de los respectivos decretos supremos que constituyan las áreas metropolitanas:

	Planta/Cargos
	Grado
	N° de cargos

	DIRECTIVOS-CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTÍCULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N°29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA
	
	

	JEFE DEPARTAMENTO DE ÁREAS METROPOLITANAS
	5°
	1

	PROFESIONAL
	6°
	1

	PROFESIONAL
	7°
	2


Los cargos señalados se ejercerán en la división indicada en la letra a) del artículo 68 de la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

Artículo 8°.- Las distintas regiones del país en que se divide el territorio nacional, para el gobierno y administración interior del Estado, se denominarán de la siguiente forma:




Región de Arica y Parinacota.




Región de Tarapacá.




Región de Antofagasta.




Región de Atacama.




Región de Coquimbo.




Región de Valparaíso.




Región Metropolitana de Santiago.




Región del Libertador General Bernardo O’Higgins.




Región del Maule.




Región del Biobío.




Región de La Araucanía.




Región de Los Ríos.




Región de Los Lagos.




Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.




Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.




Todas las referencias que las leyes, reglamentos, decretos o cualesquiera normas o actos administrativos, hagan a las regiones del país de conformidad con sus actuales denominaciones e identificaciones, se entenderán hechas, a partir de la vigencia de esta ley, al nombre que para cada una de ellas se indica en el presente cuerpo legal.




Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, un decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, establecerá las abreviaturas mediante las cuales podrá identificarse de forma simplificada a las regiones del país.




Artículo 9°.- Derógase el decreto ley Nº2.339, de 1978, que otorga denominación a la Región Metropolitana y a las Regiones del país, en la forma que indica.”.


Puestas en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo primero transitorio del siguiente tenor:

“Artículo primero.- Mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley, los planes regionales de desarrollo urbano que se encuentren vigentes serán instrumentos orientadores en materia de ordenamiento territorial.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:

“Artículo primero.- Los planes regionales de desarrollo urbano y los planes regionales de ordenamiento territorial que se encuentren vigentes serán solamente instrumentos orientadores en materia de ordenamiento territorial, mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley. Estos últimos sólo podrán aprobarse cuando entren en vigencia la política nacional de ordenamiento territorial y el reglamento establecidos en el inciso 5° del literal a) que introduce esta ley al artículo 17 del texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Artículo segundo

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo segundo transitorio del siguiente texto:

“Artículo segundo.- Los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.

Para estos efectos, quienes a dicha fecha se desempeñen como Jefes de División de Análisis y Control de Gestión continuarán realizando sus labores funcionarias como Jefes de División de Presupuesto e Inversión Regional.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó su inciso primero por el siguiente:
“Artículo segundo.- Los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, mantendrán su nombramiento, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.”.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Artículo tercero

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo tercero transitorio:

“Artículo tercero.- Las personas que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando la función de secretario ejecutivo del consejo regional, proseguirán desempeñándola en iguales condiciones, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ella por cualquier causa.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:

“Artículo tercero.- Las disposiciones de la presente ley, comprendidas en el Capítulo VIII del Título Segundo de la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, entrarán en vigencia el 1 de enero del año siguiente al de publicación del respectivo reglamento a que se refiere el artículo 104 bis de esa ley.”.


Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

Artículo cuarto

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo cuarto transitorio:

“Artículo cuarto.- Concédese al Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la facultad de dictar uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los cuales podrán modificar las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales del siguiente modo:

a) Crear el cargo de administrador regional, el cual se insertará dentro del acápite “Directivo – Cargo de Exclusiva Confianza”, asignándosele grado 3.

b) Establecer que para desempeñar los cargos de exclusiva confianza, se requerirá acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo sustituyó por el siguiente:

“Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos de acuerdo a la letra b) del inciso décimo del presente artículo, las disposiciones que sean necesarias para transferir a los gobiernos regionales, total o parcialmente, la dependencia de uno o más servicios públicos determinados que funcionen a nivel regional y que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un ministerio, sin solución de continuidad.

Además, podrá crear, suprimir y,o modificar servicios públicos para efectos de la ejecución de competencias descentralizadas. Los servicios públicos que se creen en virtud de esta facultad dependerán de los gobiernos regionales.

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá, exclusivamente, modificar las disposiciones orgánicas de los servicios públicos con el objeto de traspasar a los servicios señalados en el inciso anterior, funciones actuales de los organismos públicos, regulando las condiciones de su ejercicio y su relación o vínculo con los ministerios o servicios de origen. Además, podrá modificar, las normas legales que se estimen necesarias para concordar las competencias descentralizadas.

Los servicios que se creen en virtud del inciso segundo de este artículo, se regirán por las mismas normas laborales y sistemas de remuneraciones del organismo cuyas competencias se traspasan.

Los servicios que se creen o cuya dependencia se traspase podrán incorporar la facultad de celebrar convenios con los ministerios u otros órganos públicos con el objeto de coordinar la realización de labores conjuntas o compartidas de manera eficaz y eficiente.

También, el Presidente de la República, en el ejercicio de esta facultad, podrá fijar las plantas de personal de los servicios públicos que dependerán de los gobiernos regionales. Además, podrá modificar las plantas de personal de los servicios públicos que transfieren competencias. Para ello, podrá determinar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de dichas plantas y, en especial, podrá determinar los grados y niveles de remuneración que se asignen a dichas plantas, dependiendo del sistema de remuneraciones que se fijen en cada servicio; el número de cargos para cada grado y planta; podrá también determinar la creación, transformación, supresión de cargos, incluyendo la posibilidad de determinar cargos de planta en extinción; determinar los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de los cargos; sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N°19.882, y los niveles para la aplicación del título VIII de la ley N°18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, según corresponda. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1º de la ley N°19.553. Además podrá establecer normas de encasillamiento en las plantas que fije.

Las reestructuraciones de las entidades que se produzcan con motivo del ejercicio de las atribuciones señaladas en los incisos primero y segundo del presente artículo, que signifiquen un aumento o disminución de sus cargos de plantas, facultarán para traspasar funcionarios y recursos que se liberen por este hecho, de una institución a otra, resguardándose los principios de estabilidad funcionaria y mejoramiento de la gestión de servicios. Los traspasos de personal que se dispongan estarán sujetos a las restricciones que se señalan en el inciso undécimo de este artículo.

El Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Además, podrá establecer y,o modificar la dotación máxima de personal de las instituciones antedichas.

Asimismo, el Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes en el ejercicio de estas facultades.

El ejercicio de esta facultad se sujetará a las siguientes formalidades:

a) En forma previa a la dictación de los respectivos decretos con fuerza de ley deberá emitirse un informe favorable referido al ejercicio de las atribuciones que trata este artículo, realizado por una comisión integrada por un representante del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del respectivo ministerio y del director nacional del servicio, en su caso, cuyas competencias y recursos se pretendan transferir; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.

b) Cada decreto con fuerza de ley será expedido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y será suscrito también por el Ministro de Hacienda y por el ministro sectorial del que dependa o con el que se relacione el servicio público cuyas competencias y recursos son traspasados.

El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

1) Los traspasos de personal no podrán tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo su consentimiento.

2) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, se reajustará conforme al reajuste general antes indicado.

3) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

4) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

5) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar del nuevo servicio, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al de su actual institución.

6) Los funcionarios de planta y a contrata del actual servicio, que sean traspasados, podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios del señalado servicio. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que el nuevo servicio haya constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha de entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley que fije la planta, cesará, por el solo ministerio de la ley, la afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °
Artículo quinto transitorio, nuevo

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, intercaló el siguiente precepto, como artículo quinto transitorio nuevo:

“Artículo quinto.- Las modificaciones incorporadas en los artículos 24, letra d), y 36, letra e), de la ley N°19.175, regirán a contar de la fecha de asunción de los intendentes elegidos mediante votación directa.”.


Puesta en votación la enmienda de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

° ° °
Artículo quinto

El Senado, en el primer trámite constitucional aprobó el siguiente artículo quinto transitorio:

“Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el presente año, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de M$ 1.074.352 y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

En la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, este artículo pasó a ser sexto transitorio, sustituido por el siguiente:

“Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.


Puesta en votación la modificación de la Cámara de Diputados, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Quinteros y Larraín.

- - -

En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Rabindranath Quinteros Lara acordó proponer al Senado rechazar la totalidad de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 11 de abril y 2, 8 y 16 de mayo de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton (Rabindranath Quinteros Lara), Alberto Espina Otero (Baldo Prokurica Prokurica), Felipe Harboe Bascuñán (Eugenio Tuma Zedán) y Hernán Larraín Fernández (Iván Moreira Barros).




Valparaíso, 16 de mayo de 2017.

(Fdo.): Nora Villavicencio Gonzalez, Abogada Secretaria.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE Y MUÑOZ, Y SEÑORES ARAYA Y DE URRESTI CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES EN MATERIA DE PUBLICIDAD EN LAS ACTUACIONES JUDICIALES

(11.228-07)
I. Fundamentos.

En un Estado Democrático de Derechos, la publicidad de las audiencias en las que se desarrollan los juicios, es un principio básico del debido proceso, ya que, en primer término, es una garantía de fiscalización de la actividad jurisdiccional por parte de los ciudadanos, fiscalizando con esto la imparcialidad de los tribunales a la hora de impartir justicia. En segundo lugar, es una garantía de transparencia de la labor de los tribunales, principio que es transversal en la función de todo organismo público.

Desde ya desde el Siglo XIX, diversos juristas, dentro de los cuales se encuentra Beccaria, han impulsado la publicidad de los juicios como una forma de controlar los actos del proceso. En un proceso abierto las pruebas son expuestas al público, mientras que en los procesos cerrados la atención se centra sólo en la relación entre el juez y el imputado. Entonces la presencia de público viene a ser una suerte de garantía para el imputado, para limitar los excesos y arbitrariedad que pudiesen producirse por parte del Tribunal.

Si bien recalcamos la importancia de la publicidad, no es menor que en ciertas ocasiones el principio de publicidad puede colisionar con el derecho a la intimidad, privacidad y honra de parte de los intervinientes. Nuestra Constitución Política garantiza en su artículo 19 N° 4: "El respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia". La Rae define la intimidad como "la zona espiritual íntima y reservada de una persona o de un grupo, especialmente de una familia": mientras que lo privado es lo que se ejecuta a vista de pocos. Es así como la intimidad abarca lo más próximo a la personalidad individua, mientras que la privacidad abarca la esfera física y material. Carlos Nino define la intimidad como la "esfera de la persona que está exenta del conocimiento generalizado por parte de los demás"1. También se ha definido como la faceta intangible o inmaterial concerniente al ámbito que el sujeto mantiene libre de intrusiones de terceros, de la publicidad, del gobierno2. Mientras que por honra se ha entendido como: "el derecho fundamental que busca proteger el valor intrínseco de las personas frente a la sociedad y evitar todo menosprecio o acto difamatorio que lesione la apreciación o fama que los demás tengan de una persona3.

Entonces debemos dilucidar qué ocurre cuando colisiona el derecho a la publicidad de los juicios con el derecho fundamental de respeto a la intimidad y a la honra de los intervinientes en un proceso.

A raíz del juicio oral llevado en contra de Mauricio Ortega, por el ataque realizado en contra de su conviviente Nabila Riffo, vimos una gran cobertura comunicacional donde en ciertas ocasiones la víctima fue vulnerada en su vida privada y honra, al exponer comunicacionalmente su intimidad. Esto generó una gran crítica en distintos sectores de la sociedad, por cuanto la víctima se vio expuesta nuevamente a un proceso de presión que puede redundar en la llamada doble victimización, que perjudica su integridad psicológica.

Si bien la normativa actual regula la transmisión de los juicios por los medios de comunicación, creemos que este asunto debe ser mejorado con el objeto de que no se exponga nuevamente a una víctima a una situación similar.

La publicidad de un proceso no puede transgredir la dignidad de los intervinientes, el cual es un derecho básico de cada individuo. 

De todas formas, las restricciones de la misma deben ser excepcionalísimas, como lo realizamos mediante la presente moción.

II. Contenido.

La iniciativa consta de cuatro artículos, que modifican el Código Procesal Penal, la Ley que crea los Tribunales de Familita, la que regula la Libertad de Expresión e Información y la del Consejo Nacional de Televisión.

1. Código Procesal Penal.

a. Excepción a la publicidad de los juicios orales.

El artículo 289 del Código Procesal Penal establece como regla general la publicidad de los juicios orales, pudiendo restringirlo, a petición de parte, para proteger la intimidad, honor o seguridad de algún interviniente.

La moción establece que el Tribunal podrá actuar de oficio en casos calificados. Además, dicha restricción podrá ser utilizada para resguardar los derechos de los intervinientes.

b. Medios de comunicación.

La propuesta crea un nuevo artículo 289 bis que regulará la intervención de los medios de comunicación en el desarrollo de las audiencias, lo cual podrá ser restringido a petición de parte, debiendo el tribunal resolver fundadamente. 
En caso que se infrinja la restricción dispuesta por el tribunal, se podrá configurar el delito de desacato.

c. Métodos de interrogación.

El artículo 330 del Código regula los métodos de interrogación. La moción establece que las interrogaciones y contrainterrogaciones que se realicen a la víctima no podrán vulnerar la dignidad del mismo, como lo son cuando transgreda su intimidad u honra.

2. Publicidad en los procedimientos de familia.

Se modifica el artículo 15 de la Ley 19.968, que crea los Tribunales de Familia, para que las actuaciones sean reservadas en los casos de afectación de la intimidad y a la honra de las partes, a menos que la publicidad sea autorizada por los intervinientes, sobre todo, tratándose de casos de violencia intrafamiliar, o cuando actúen niños, niñas y adolescentes.

3. Correcto funcionamiento de los servicios de televisión.

Se modifica la Ley del Consejo Nacional de Televisión, para agregar en su artículo 1° como una figura de correcto funcionamiento de los servicios de televisión, el respeto a la intimidad y privacidad de las personas. Además, se agrega la prohibición de la difusión de contenidos denigratorios a la dignidad de la mujer.

Es por esto, que sobre la base de estos antecedentes venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY.

ARTICULO 1°

Para modificar el Código Procesal Penal:

1) Modifíquese el artículo 289 en el siguiente sentido:
a) Agréguese en el inciso primero
i. Luego de la palabra "pública" la frase: "por regla general";
ii. Luego de "juicio", agregar la frase: ", en especial de la víctima o del imputado,"

b) Reemplazase el inciso segundo por el siguiente:

"El Tribunal podrá utilizar dicha facultad de oficio en casos calificados, cuando exista un peligro grave de vulneración a la privacidad de los intervinientes, en especial cuando se trate de niños, niñas y adolescentes, así como de víctimas de los delitos contemplados en la Ley 20.066.

Los intervinientes podrán oponerse a dicha medida, resolviendo el tribunal de forma fundada."

2) Agréguese un nuevo artículo 289 bis:

"Los medios de comunicación social podrán fotografiar, filmar o transmitir alguna parte de las audiencias de juicio que el tribunal determinare.

Los intervinientes podrán oponerse a esto, para preservar la intimidad, la privacidad y el honor de los imputados y las víctimas, como así el debido respeto a esta o a su familia, para lo cual el Tribunal resolverá, decretando alguna de las siguientes medidas:

a) Prohibir a los medios de comunicación social el acceso a la sala de audiencia.
b) Prohibir la grabación de imágenes o sonidos de determinadas pruebas,
c) Prohibir la trasmisión de imágenes de algunos de los intervinientes, testigos, peritos;
d) Prohibir que se divulgue la identidad de víctimas, testigos, peritos o cualquier otro interviniente en el juicio.

En caso que se infrinja dicha restricción, se sancionará dicha conducta según lo previsto en el inciso 2° del artículo 240 Código de Procedimiento Civil.".

3) Modifíquese el artículo 330 en el siguiente sentido:

Agréguese en el inciso primero, luego del verbo "coaccionar", la frase: "o a acosar".

Intercálese el siguiente inciso segundo:

"En relación a la víctima, no se podrán realizar interrogaciones ni contrainterrogatorios que perturben la intimidad, la privacidad o la honra de este, a menos que el mismo acepte responder."

ARTICULO 2°

Modifíquese la Ley N° 19.968, reemplazando el inciso segundo del artículo 15 por el siguiente: 

"Excepcionalmente, serán reservados cuando exista un peligro grave de afectación del derecho a la privacidad y al honor de las partes, especialmente en casos de violencia intrafamiliar, o cuando intervengan niños, niñas y adolescentes, a menos que sea autorizado por los intervinientes y autorizado por el juez. 
Para llevar a cabo dicha restricción el juez podrá disponer una o más de las siguientes medidas:

a) Impedir el acceso u ordenar la salida de personas determinadas o del público en general, de la sala donde se efectúa la audiencia;

b) Impedir el acceso del público en general o de los medios de comunicación social, u ordenar su salida para la práctica de diligencias específicas;

c) Prohibir la grabación y transmisión de imágenes o del sonido de las audiencias; 

d) Prohibir que se divulgue la identidad de víctimas, testigos, peritos o cualquier otro interviniente en el juicio, para lo cual se podrá suprimir de las actas de audiencias toda información que pudiera servir para identificarlos;

e) Prohibir a los intervinientes que entreguen información o formulen declaraciones a los medios de comunicación social relativas a la identidad de la víctima o testigo y su declaración;

e) Resguardar la privacidad de la víctima en casos de violencia intrafamiliar, o del niño, niña o adolescente que concurra a declarar, y evitar que tenga contacto con los demás asistentes a la audiencia, especialmente durante el ingreso y salida del recinto donde funcione el tribunal."

ARTICULO 3°
Para modificar el artículo 1° de la ley N° 18.838, de la siguiente forma: 

En el artículo 1°:

1) Intercálese en el inciso cuarto luego de la palabra "mujeres" seguido de una coma (,), la frase "a la intimidad y la privacidad de las personas"

2) Agréguese un inciso noveno y final del siguiente tenor:

"Para el correcto funcionamiento de estos servicios se evitará difundir contenidos denigratorios de la dignidad de la mujer.".
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.

1 Nino, Carlos S.; "Fundamentos de derecho constitucional. Análisis filosófico, jurídico y politológico de la práctica constitucional", Ed. Astrea, 1992, pág. 327
2 Politoff Sergio; Matus, Jean Pierre y Ramirez, María. "Lecciones de Derecho Penal, Parte Especial". Ed. Jurídica, 2005, p. 233
3 Fuentes Maria. "El Derecho a la Honra como Límite a la Libertad de Información hasta el momento de la Acusación Penal". En http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-68512011000200014
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, CHAHUÁN, LAGOS, NAVARRO E IGNACIO WALKER CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.712, DEL DEPORTE, PARA PROMOVER LA INCLUSIÓN Y REPRESENTATIVIDAD DE PERSONAS PERTENECIENTES A ETNIAS INDÍGENAS EN ACTIVIDADES DEPORTIVAS

(11.234-04)
El 28 de agosto de 2013 se promulgó la ley N° 20.686 que creó el Ministerio del Deporte, entidad que dentro de sus funciones principales, está el de Proponer y evaluar la Política Nacional del Deporte y los planes en materia deportiva; Formular programas y acciones destinadas al desarrollo de la actividad física y deportiva de la población, para el deporte convencional y el deporte adaptado y formular programas y acciones destinados al deporte de alto rendimiento convencional y adaptado.

También dentro de sus funciones se establecer que es el órgano encargado de Proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas para el deporte y la actividad física.

La Ley N°19.712 Ley del Deporte, establece como obligación del Estado, el fomentar todas las prácticas deportivas tanto convencionales como de alto rendimiento y adaptadas, dando preferencia a los adultos mayores, a los niños y niñas, y jóvenes en edad escolar, pero sin ningún criterio respecto a su condición de origen (pueblos originarios) y condición socio económica.

Dentro de la estructura de funcionamiento del Ministerio del Deporte, existe hoy día el Fondo Nacional para el Fomento del Deporte, (Fondeporte) que es una herramienta de financiamiento privilegiada para el desarrollo y proyección de la actividad física y deportiva en el país. Este Fondo tiene como objetivo financiar total o parcialmente proyectos, programas, actividades y medidas de fomento, ejecución, práctica y desarrollo del deporte en sus diversas modalidades y manifestaciones.

Este Fondo considera una Cuota Nacional y las Cuotas Regionales, las que se conforman con los recursos que les asigna la Ley de Presupuestos, leyes especiales, recursos que destine el Instituto Nacional del Deporte, de su patrimonio y las donaciones de que sea objeto de conformidad a la Ley del Deporte, tanto en la Ley del Deporte como en las bases concursables, al día de hoy no se establecen criterios de inclusión en materia de pertenencia a los pueblos originarios, como un cupo mínimo en los programas que se postulan o bien un porcentaje de proyectos entregados a estos grupos de nuestra sociedad.

Es de necesario reconocer algunas iniciativas y esfuerzos de diálogo conjunto entre la CONADI y el Ministerio del Deporte en el año 2015, en cuanto al diálogo con la comunidades y el intento de destinar a través de glosa presupuestaria fondos para las prácticas deportivas convencionales, aún faltan mucho por hacer en la inclusión por deportistas destacados que sean representantes tanto en el deporte convencional, de alto rendimiento y adaptado a nivel Nacional.

Dada la importancia de una sociedad inclusiva y que tenga acceso equitativo y oportuno al desarrollo integral de los ciudadanos en todas las áreas, en particular de quienes han sido postergados por su condición de origen, vengo a proponer el siguiente proyecto de ley:

MODIFICA LA LEY 19.712

Agrega un nuevo artículo:

"ARTICULO 2 TER: El Estado deberá crear las condiciones necesarias para el ejercicio, fomento, protección y desarrollo de las actividades físicas y deportivas, de todos los sectores preferentes que señala el artículo 2° de esta ley, en los que deberá además resguardar en los criterios de selección la inclusión y representatividad de las distintas etnias indígenas reconocidas en el territorio nacional, tanto en la práctica del deporte de alto rendimiento, convencional y adaptado."

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS GOIC Y LILY PÉREZ, Y SEÑORES ARAYA, BIANCHI, CHAHUÁN, COLOMA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, HORVATH, LAGOS, LARRAÍN, MATTA, MOREIRA, OSSANDÓN, PIZARRO, PROKURICA, IGNACIO WALKER, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR, POR MEDIO DEL CUAL RECHAZAN EL DESCONOCIMIENTO DE LAS FACULTADES Y DERECHOS DE LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA; EXPRESAN SU SOLIDARIDAD CON ESE ÓRGANO DEMOCRÁTICO FRENTE A LAS ACCIONES TOTALITARIAS PROMOVIDAS POR EL GOBIERNO; ADEMÁS, EXIGEN AL PRESIDENTE DE ESE PAÍS QUE RECTIFIQUE SU ACTUAR DE MANERA DE PODER SUPERAR EL ESTADO DE CRISIS INSTITUCIONAL IMPERANTE; FINALMENTE, HACEN UN LLAMADO A LA COMUNIDAD INTERNACIONAL A CONDENAR LAS VIOLACIONES DE LOS DERECHOS HUMANOS, POLÍTICOS, ECONÓMICOS Y SOCIALES, INVITANDO A LOS PARLAMENTARIOS DEL CONTINENTE A SUSCRIBIR LA PRESENTE DECLARACIÓN

 (S 1.933-12)
Considerando que el gobierno Nacional de la República Bolivariana de Venezuela ha desconocido la autoridad y el imperio de la Asamblea Nacional de Venezuela, cuyos titulares son mandatarios de la voluntad popular y que representan legítimamente al Poder Legislativo en ese Estado.

Constatando que parte de las facultades y atribuciones de la Asamblea Nacional de Venezuela han pretendido ser ejercidas por un Poder Judicial que en los hechos es obsecuente con el gobierno nacional.

Conscientes de que esa conducta del gobierno del Presidente Nicolás Maduro constituye, a lo menos, un quebramiento de las disposiciones de la Constitución venezolana y un desconocimiento del principio de separación de poderes, que es consustancial a un régimen democrático y a un Estado de Derecho.

Profundamente preocupados por el asedio, las constantes amenazas y la violación de los Derechos Humanos de parlamentarios de oposición democráticas en Venezuela.

Advierten que las permanentes injurias y calumnias en contra de todos los parlamentarios de la Mesa de la Unidad Democrática, por parte de la prensa adicta al gobierno y de los medios de comunicación de propiedad estatal, generan un clima de polarización y división de la sociedad venezolana.

EL H. SENADO ACUERDA:

Primero: Rechazar el permanente acoso y desconocimiento de las facultades y derechos de la Asamblea Nacional por parte del gobierno del Presidente Nicolás Maduro y los demás poderes públicos que pretenden consolidar en esa hermana República un régimen dictatorial y autoritario, impugnando permanentemente las decisiones de la Asamblea Nacional ante el Tribunal Supremo de justicia con la finalidad de dejar sin efecto las decisiones tomadas por los representantes del pueblo, elegidos democráticamente y que en su mayoría se encuentran en oposición al gobierno.

Segundo: Formular de manera oficial nuestra solidaridad con la Asamblea Nacional de la hermana República de Venezuela y los demás grupos democráticos de dicho país, frente a las acciones totalitarias promovidas por su gobierno, las cuales atentan directamente a la paz social, vida política y Derechos Humanos.

Tercero: Exigir al gobierno del Presidente Nicolás Maduro que rectifique su actuar y que realice un diálogo constructivo y efectivo que permita salir del estado de crisis en él que ha sumido al país, liberando a presos políticos, respetando la libertad de prensa y expresión; y, convocando en breve plazo a elecciones generales, con presencia de observadores internacionales calificados y representantes de organismos interparlamentarios, para que sea el pueblo quien se pronuncie por su futuro y que de esta forma se alcance una sociedad justa, fraterna y libre, lo cual es aspiración de todos los pueblos de Latinoamérica.

Cuarto: Hacer un llamado a la comunidad internacional a condenar las violaciones a los derechos humanos, políticos, económicos y sociales de los venezolanos a denunciar en todos los foros supranacionales competentes las conductas anti democráticas de su gobierno: y, a respaldar a la Asamblea Nacional de Venezuela, legítima depositaria de la voluntad popular.

Quinto: Invitar a todos los parlamentos del continente a suscribir esta declaración y recomendar que se envíe una delegación oficial a Venezuela con el objeto de entregarla formalmente a las autoridades competentes.
(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
� LEY NÚM. 20.720 SUSTITUYE EL RÉGIMEN CONCURSAL VIGENTE POR UNA LEY DE REORGANIZACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE EMPRESAS Y PERSONAS, Y PERFECCIONA EL ROL DE LA SUPERINTENDENCIA DEL RAMO.


� DECRETO LEY ORGANICO DE ADMINISTRACION FINANCIERA DEL ESTADO     NUM. 1.263
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